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Presentación

n Colombia, el desplazamiento forzado es la manifestación

más crítica de los efectos del conflicto armado sobre la

población civil. Ésta es una de las más graves situaciones en

materia de desplazamiento interno en el mundo.

El Estado colombiano ha respondido de manera

comprometida frente a esta realidad. El primer paso fue la

aprobación de la Ley 387 en 1997, en cuyo proceso,

coincidencialmente, tuve la oportunidad de participar.

Éste era el inicio del trabajo del ACNUR en Colombia, en

el marco de la complementariedad que el Sistema de las

Naciones Unidas ha brindado a la sociedad y al Estado

Colombiano, para atender el reto humanitario de prevenir el

desplazamiento y proteger los derechos de la población

desplazada.

Desde entonces, cuando el trabajo apenas comenzaba, se

trataba de hacer realidad el contenido del mandato del

legislador, plenamente inspirado en los avances que en

materia internacional existían en ese momento. Las políticas

públicas son el mecanismo para garantizar que esa aspiración

nacional reflejada en la Ley 387 de 1997, sea un hecho.

E
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Uno de los principales problemas que ha enfrentado la política pública, es

la ausencia de sistemas de seguimiento y de evaluación. El ACNUR viene

apoyando su desarrollo y su cualificación, mediante la presentación de

balances periódicos de sus avances y resultados. Este es el segundo informe que

presentamos a consideración del Estado, de la sociedad colombiana y de la

comunidad internacional. El primero se realizó para el período 1999-2002.

Este Balance recoge el mensaje de la Corte Constitucional, en el sentido

de asumir como parámetro de evaluación de los resultados de la política

pública, el conjunto de las obligaciones del Estado.

Para mí, es altamente significativo el haber podido participar en la

discusión de la Ley 387 de 1997, basada en el Derecho Internacional de los

Refugiados y estar hoy presentando este informe. En especial, porque ratifico

que esta ley ha sido y seguirá siendo la fuente de inspiración del deber

ciudadano y estatal de dar una respuesta efectiva y definitiva al problema del

desplazamiento interno forzado en Colombia.

Por supuesto, hay avances muy importantes en todos los aspectos. El

marco institucional, el diseño de herramientas concretas para atender a la

población, la capacidad de respuesta de las autoridades, el incremento cada

vez mayor de recursos destinados a este fin y el compromiso de cientos de

funcionarios del Estado que participan en la atención de la población.

Las debilidades aquí señaladas deben entenderse como un paso que

permita fortalecernos para cumplir con la obligación que tenemos todos los

que participamos en la respuesta al desplazamiento forzado: lograr que las

personas en situación de desplazamiento recuperen y realicen su proyecto de

vida.

Para terminar, quiero resaltar algunos aspectos que en mi opinión

deberían ser las prioridades en el inmediato futuro.

Primero, el trabajo en ciudades, con el fin de generar alternativas reales

de integración local que permitan el alcance de soluciones duraderas para

quienes decidan permanecer en ellas.

Segundo, el ajuste de la política pública—a partir de un enfoque

diferencial— que recoja desde el contenido de los derechos, las necesidades
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específicas de la población indígena, de los grupos afro descendientes, de las

mujeres y de los jóvenes.

Tercero, atender con mayor decisión la situación de las comunidades

que habitan las regiones de frontera del país.

Cuarto, lograr que la sociedad en su conjunto entienda la gravedad de

la crisis humanitaria y la situación por la que atraviesan miles de familias

desplazadas y se comprometa, en forma solidaria y mediante acciones

concretas, en la búsqueda de soluciones.

Con este Balance el ACNUR refrenda su compromiso de apoyar al Estado

y a la sociedad civil para promover una respuesta integral y coordinada,

dirigida a fortalecer la protección de los derechos de la población

internamente desplazada.

Esperamos que el gobierno, las organizaciones humanitarias y la

población desplazada, encuentren útiles los análisis y las recomendaciones

aquí presentados, y agradecemos a todas aquellas entidades y personas que

generosamente contribuyeron a este ejercicio.

 Presentación

Julio Roberto Meier
Representante

del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas

para los Refugiados
en Colombia
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Introducción

L a Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones las

Unidas para los Refugiados, ACNUR, presenta al país el Balance de

la política pública de prevención, protección y atención al despla-

zamiento interno forzado por el conflicto armado, agosto 2002 -

agosto 2004.

El ejercicio de seguimiento y análisis de los desarrollos de la

política pública de prevención, protección y atención al desplaza-

miento interno forzado, fue acordado con el gobierno colombiano

por el Señor Kamel Morjane, Alto Comisionado adjunto del ACNUR,

durante su visita al país en enero del año 2004.

Esta actividad se desarrolla en el marco del mandato del ACNUR

en Colombia, sustentado en el Memorando de Intención entre el

ACNUR y el Estado, donde las partes manifiestan su voluntad de

cooperar con el objetivo primordial de apoyar a este último en las

tareas inherentes al reconocimiento y goce efectivo de los dere-

chos de la población internamente desplazada, y a la superación

de los retos que permitan trascender la actual situación de estas

personas y suministrar soluciones duraderas al problema del des-

plazamiento. El art. III del mencionado Memorando señala:

“1. El ACNUR pondrá a disposición del gobierno la experien-

cia y conocimiento que posee en materia de protección,

atención humanitaria y procesos de soluciones duraderas que

han sido efectivos en otras situaciones de desplazamiento

forzado. Para tal efecto, las partes consideran la posibilidad

de desarrollar actividades tales como las siguientes: a) Ase-

soría al gobierno en la formulación de políticas e instrumentos
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normativos para la prevención, protección, atención humanitaria y solucio-

nes duraderas para la población desplazada, de acuerdo con los parámetros

internacionales pertinentes; b) contribución a la adopción de indicadores de

gestión y seguimiento de las políticas mencionadas en el párrafo 1, incluyendo

el diseño de metodología para su evaluación y la de sus componentes, de con-

formidad con parámetros de atención nacionales e internacionales”.

En el artículo IV, el ACNUR manifiesta su voluntad de brindar asesoría al

Estado en la formulación de políticas e instrumentos normativos y reglamenta-

rios, en particular aquello concerniente a la ejecución de la ley.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, PI-

DESC1, establece el compromiso de los Estados Partes a adoptar medidas, tanto

por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, espe-

cialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que dispongan,

para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, la adopción de

medidas legislativas y la plena efectividad de los derechos allí reconocidos (art. 2).

Este Balance debe interpretarse como un apoyo al Estado colombiano en las

tareas inherentes a la garantía del goce efectivo de los derechos de la población

internamente desplazada y aquellas en riesgo de desplazamiento y al mejoramiento

en el desempeño de su respuesta a la prevención, protección y atención al despla-

zamiento interno forzado.

A partir de un enfoque de derechos analiza los avances y limitaciones en la

formulación y ejecución de la política pública, y presenta alternativas para supe-

rar los principales retos, de modo que sea posible trascender la situación señalada

por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004, relativa a la ausencia

de una respuesta estructural eficaz del Estado para la protección de los derechos

de las personas internamente desplazadas y a la existencia de “un estado de cosas

inconstitucional”.

La elaboración y presentación de este Balance por parte del Alto Comisiona-

do de Naciones Unidas para los Refugiados, responde a dos objetivos

fundamentales. En primer lugar, a través de la presentación sistematizada de in-

formación, análisis y recomendaciones, busca contribuir a una cualificación

fundamentada de la respuesta al desplazamiento interno forzado en Colombia.

En segundo lugar, tiene el propósito de realizar un llamado de atención sobre el

nivel del conflicto y el desplazamiento interno forzado. Busca que las institucio-

nes, la sociedad colombiana y la cooperación internacional en su conjunto, se

sensibilicen y respondan de manera adecuada a esta tragedia humanitaria. La-

1 Ratificado por el Estado colombiano el 29 de octubre de 1969, entró en vigor el 3 de enero de
1976.
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mentablemente, el desplazamiento interno forzado no suscita aún una atención y

una respuesta conmensurada con el sufrimiento y la violación de derechos que

éste produce.

El análisis de este Balance se plantea desde el marco conceptual y los paráme-

tros aplicables del derecho internacional que hacen parte del Bloque de

Constitucionalidad.

Diversas aproximaciones se pueden emplear para efectuar una evaluación

de políticas públicas2. Todas ellas, constituyen instrumentos útiles para adoptar o

promover ajustes y decisiones de política, si son utilizadas por el diseñador de

políticas o por la sociedad. Son herramientas fundamentales para el ejercicio del

derecho a la participación y el control social de la acción del Estado.

El problema de las políticas públicas es que por lo general son tomadas como

un dato. Es decir, poco se dice y profundiza acerca de su contenido teleológico. La

política pública se evalúa en función de la política misma y no del contenido de la

obligación estatal que la política está desarrollando.

Es por esta razón que es necesario, en particular tratándose de una política que

pretende abordar el mayor reto humanitario del Estado colombiano, revisar desde

un enfoque de derechos el conjunto de medidas adoptadas por las instituciones

para prevenir y atender el desplazamiento, garantizar la protección de las personas

internamente desplazadas y propiciar el alcance de soluciones duraderas.

El enfoque de derechos en la política pública, significa que ésta es entendida

como un instrumento para la realización del derecho, partiendo del hecho que el

derecho de la persona tiene su correlato en el contenido de la obligación del Esta-

do. En esta medida, la acción del Estado no constituye una actividad absolutamente

discrecional, por el contrario, encuentra en el contenido de su obligación, el pará-

metro sobre el cual debe edificar su respuesta.

Desde esta perspectiva, los diferentes tipos de evaluación de políticas públi-

cas mencionados, deben ser complementados con criterios que permitan efectuar

una revisión desde el enfoque de derechos. Por ejemplo, la medición del impacto

en términos del grado de realización del derecho.

Para el ejercicio de análisis de este Balance, se emplearon dos parámetros

básicos de evaluación: i) El objetivo de la política pública es coherente con el con-

tenido del derecho y está encaminado a su realización; y ii) los medios establecidos

en la política —competencias señaladas, procedimientos previstos y recursos asig-

2 Es posible evaluar entre otros aspectos, el impacto de la política pública sobre las modificaciones
que ha alcanzado en el entorno social y económico en el que se está interviniendo, a partir de
parámetros de evaluación de calidad de vida o Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), por
ejemplo. Se pueden evaluar también los resultados de las políticas de acuerdo con las metas
propuestas o la relación existente entre los costos presupuestados y aquellos finales de la
intervención.
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nados— son instrumentos que permiten el logro de los objetivos de las políticas y

la realización del derecho. Los otros parámetros del contenido del derecho para el

análisis de cada uno de los temas desarrollados, se desprenden del Bloque de Cons-

titucionalidad.

El documento está estructurado en cinco capítulos. Dicha disposición atien-

de a tres criterios: i) el análisis del desarrollo de los contenidos de las obligaciones

estatales desde los parámetros de observación del derecho, generales y específicos,

considerados para este Balance; ii) la interdependencia entre derechos civiles y

políticos y derechos económicos, sociales y culturales de la población interna-

mente desplazada;  y iii) el desarrollo sectorial de la política pública, dado el

esquema sistémico abordado por el Estado colombiano.

El primer capítulo, ofrece un análisis crítico general del desarrollo de los

contenidos conceptuales, principios básicos y aspectos estructurales generales de

las obligaciones del Estado en materia de prevención, protección y atención al

desplazamiento interno forzado, desde un enfoque de derechos que le hace segui-

miento a los dos parámetros generales de observación mencionados, mediante el

análisis de la aplicación de los principios de coherencia, integralidad, igualdad y

progresividad.

A partir del reconocimiento de la ausencia de un enfoque diferencial integral

en la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento in-

terno forzado, el segundo capítulo, compila y aporta elementos para avanzar en la

garantía del goce efectivo de los derechos y necesidades específicos de las perso-

nas, según su pertenencia a diferentes grupos poblacionales: hombres y mujeres,

hombres y mujeres afro descendientes, hombres y mujeres pertenecientes a pue-

blos indígenas, hombres jóvenes y mujeres jóvenes, niños y niñas, hombres y

mujeres adultos mayores. Este capítulo fue preparado por el Fondo de Desarrollo

de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), en coordinación con el ACNUR.

Si bien el enfoque diferencial es transversal a todo el análisis y se consideró

en cada una de las temáticas específicas abordadas en los respectivos capítulos, la

elaboración de una aproximación específica sobre la materia, responde a la nece-

sidad de hacer visible la diversidad de estos grupos poblacionales e insistir en la

obligación del Estado respecto a que las políticas públicas para la población inter-

namente desplazada les garanticen el goce efectivo de sus derechos en toda su

diversidad. Ello implica estimar los impactos diferenciales del desplazamiento in-

terno forzado sobre distintos sectores y adelantar acciones afirmativas.

El capítulo busca evidenciar el efecto desproporcionado que tiene el despla-

zamiento interno forzado para la niñez, las mujeres, los adultos mayores, las

comunidades afro descendientes y los pueblos indígenas, puesto que las condicio-

nes iniciales de discriminación a que éstos están sujetos, aumentan su situación

de vulnerabilidad durante el desplazamiento. En particular, la reflexión enfatiza
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en la consideración de los aspectos más relevantes del enfoque diferencial de gé-

nero y de etnia, buscando hacer visible los derechos y las necesidades de estos

sectores de población en lo diferentes momentos de su ciclo vital, y contribuir a la

formulación de acciones para la prevención, protección y atención de estos gru-

pos poblacionales en el marco de la búsqueda de soluciones duraderas.

El tercer capítulo, analiza los desarrollos de la obligación del Estado de pre-

venir las causas que puedan dar origen al desplazamiento interno forzado, y en su

defecto, al no cumplir con esta obligación, proteger a las personas internamente

desplazadas. Para ello, se hace un seguimiento al desarrollo del cumplimiento de

cada uno de los parámetros de evaluación considerados en materia de prevención

y protección, los cuales hacen parte del Bloque de Constitucionalidad. Dichos

parámetros, así como los de observación del derecho utilizados en cada aparte del

capítulo 4, se presentan en la Adenda final .

El cuarto capítulo, analiza el desarrollo de la obligación estatal de atender

integralmente a la población internamente desplazada por la violencia, en las dis-

tintas fases del desplazamiento: la emergencia, la postemergencia, y la integración

económica y social en el contexto de la búsqueda de soluciones duraderas. En

consecuencia, se encuentra estructurado en tres partes: i) el balance general de la

política de atención integral a la población internamente desplazada; ii) el análisis

de los desarrollos de la política de asistencia humanitaria de emergencia para la

atención integral de la emergencia; y iii) el examen de las políticas de restableci-

miento e integración de la población internamente desplazada, desagregado en

cuatro bloques temáticos que le hacen seguimiento al desarrollo sectorial de la polí-

tica: salud, educación, estabilización económica y acceso a tierras, y vivienda y hábitat.

Por último, presenta un avance de las principales conclusiones del análisis de la

política de retornos para el período 2002-2004 efectuado por ACNUR, informe que

será publicado proximamente. Dada su relevancia y transversalidad, la política de

seguridad alimentaria se revisa en cada una de las fases y temáticas consideradas en

el examen del desarrollo de la atención integral a la población internamente despla-

zada (Ver Adenda).

El quinto capítulo presenta las recomendaciones del ACNUR a la política pú-

blica de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado

(agosto 2002 - agosto 2004), que se derivan de los análisis de los respectivos capí-

tulos, y se compilan temáticamente con el fin de facilitar su consulta.

Por último, el sexto capítulo, presenta los comentarios al Balance realizados

por la Consejería para la Acción Social, la Consultoría para los Derechos Huma-

nos y el Desplazamiento, CODHES, y la Mesa Nacional de Organizaciones de

Población Desplazada.

No obstante que las conclusiones generales del Balance y las Recomendacio-

nes Prioritarias del ACNUR son producto del desarrollo metodológico y temático
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establecido, aquí se presentan de manera anticipada a sus respectivos capítulos,

como cierre de estas páginas preliminares.

Vale decir que los análisis, las conclusiones y las recomendaciones, se basan

en información de tipo estadístico y cualitativa obtenida de personas e institucio-

nes del Estado y de la sociedad civil, consultadas mediante entrevistas y mesas de

trabajo nacional y regional; así mismo, se apoyan en la revisión documental de

fuentes primarias y secundarias.

El desarrollo del proceso, contó con la participación de entidades del gobier-

no, organizaciones no gubernamentales, ONG, organizaciones de población

internamente desplazada, la Iglesia, agencias del Sistema de las Naciones Unidas y

otras de cooperación internacional, y organizaciones del sector privado y acadé-

mico del nivel nacional, regional y local.

Se realizaron veintitrés entrevistas, siete mesas nacionales en Bogotá3 y tres

paneles regionales de expertos en las ciudades de Barranquilla, Cali y Medellín,

con la participación de 274 personas.

En coherencia con los objetivos del Balance, el ejercicio adoptó una metodo-

logía con énfasis cualitativo de carácter agregado a nivel nacional, basada en la

preparación y presentación de documentos temáticos preliminares y parámetros

de evaluación desde el derecho, que a manera de insumo orientaron la reflexión

crítica y validación de las hipótesis iniciales del ACNUR con los participantes del

proceso. Sus comentarios y críticas fueron sistematizados y recogidos para enri-

quecer y precisar los documentos precedentes, a fin de preparar el Informe

preliminar “Recomendaciones del ACNUR sobre la política pública de prevención

y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia 2002-2004”.

Dicho Informe, fue presentado oficialmente el 6 de agosto de 2004, como

segundo momento del proceso de validación y destacó el aspecto relativo a las

recomendaciones del Informe Final del Balance, las cuales fueron previamente

enviadas a Luis Alfonso Hoyos, Alto Consejero para la Acción Social, a Harvey

Suárez, Director de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplaza-

miento, CODHES, y a Marelis Corzo y Manuel Castillo, representantes de las

organizaciones de población internamente desplazada, quienes presentaron sus

comentarios. Conociendo la heterogeneidad de los distintos procesos organizati-

vos de la población internamente desplazada, el ACNUR facilitó el proceso de

concertación entre las diversas organizaciones de población desplazada a nivel

nacional, para que éstas escogieran a dos representantes que como voceros reco-

gieran sus comentarios.

3 Relativas al análisis de las siguientes temáticas: prevención y protección, atención humanitaria de
emergencia, salud, educación, estabilización económica y acceso a tierras, vivienda y hábitat y
seguridad alimentaria.
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Después, se realizaron los ajustes técnicos y editoriales al documento,

donde se presentan de manera más detallada los elementos analíticos que

permitieron llegar a las mencionadas recomendaciones.

Entre la presentación realizada el 6 de agosto y la redacción final del

Balance, la política ha presentado múltiples avances que no han sido recogi-

dos, puesto que superan el período propuesto para el análisis, agosto 2002 -

agosto 2004. Ello no altera, sin embargo, la vigencia de las recomendaciones

expuestas entonces.

Manteniendo el espíritu pluralista del ejercicio, el Balance final fue en-

viado a los comentaristas, cuyos análisis y opiniones han sido incorporados

en esta publicación de amplia circulación, con el fin de dar oportunidad al

lector de confrontar posiciones divergentes.
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Conclusiones
y recomendaciones
generales

El enfoque de la política

1. En el transcurso de los últimos años y desde 1997, se han

producido avances concretos en la política pública de pre-

vención, protección y atención al desplazamiento interno

forzado por el conflicto armado en Colombia.

En particular, se han logrado progresos paulatinos en el recono-

cimiento por parte del Estado del desplazamiento interno

forzado como el principal problema humanitario del país. El

marco normativo contiene una colección comprensiva y pro-

gresiva de disposiciones que reconocen los derechos de la

población internamente desplazada. Se han desarrollado meto-

dologías y protocolos de protección y atención, y se ha mejorado

la oportunidad de la respuesta en la fase de emergencia.

2. Pese a los esfuerzos, aún persisten grandes retos que deben

enfrentar el Estado y la sociedad en su conjunto, para lograr

una respuesta estructural y eficaz que permita a las personas

internamente desplazadas, la protección y el disfrute efecti-

vos de sus derechos.

3. El primero, avanzar hacia una política pública de prevención,

protección y atención al desplazamiento interno forzado que

se estructure a partir de un enfoque de derechos.

La política pública debe ser un instrumento para la realiza-

ción de los derechos de la población internamente desplazada,

que constituyen el correlato de las obligaciones del Estado.

CONCLUSIONES GENERALES
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La obligación del Estado consiste en prevenir la aparición de las causas que

puedan dar origen al desplazamiento. Frente a la falla en este cometido, sus

principales obligaciones son: i) proteger a las personas internamente despla-

zadas; ii) atenderlas integralmente; y iii) restablecer sus derechos, lo cual

incluye acciones encaminadas a la sanción del delito y a la reparación inte-

gral de los daños.

Una de las más importantes conclusiones y avances que se derivan del con-

junto de la jurisprudencia constitucional, en repetidos fallos, en particular

de la Sentencia T-025 de 2004, y que no sólo impacta la política, sino que es

en sí misma política pública, es la necesidad de asumir la realización de los

derechos como el sentido y el fin de la política estatal.

4. El segundo, alcanzar un equilibrio entre la efectiva aplicación de las normas

y la funcionalidad institucional.

La situación de violación de los derechos humanos de las personas interna-

mente desplazadas en Colombia y la vulnerabilidad en que éstas se encuentran,

pone en evidencia un desequilibrio entre el marco normativo vigente para la

prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado por el

conflicto armado y la efectividad del Estado para lograr convertirlo en una

materialización de los derechos de las personas internamente desplazadas.

5. El tercero, lograr que la política pública, entendida como el conjunto de res-

puestas institucionales, se presente de manera integral, sin afectar el principio

de coherencia, sobre el cual debe estar inspirada.

El principio de coherencia se entiende como: i) la correspondencia entre lo

propuesto por las políticas públicas y la asignación de recursos instituciona-

les, humanos y financieros, para dar cumplimiento a los objetivos —sentido

señalado por la Corte Constitucional—; ii) la no contradicción entre las di-

ferentes respuestas institucionales; y iii) la articulación necesaria para alcanzar

soluciones duraderas, objetivo esencial de la política.

6. El cuarto, evitar que las medidas de política pública adoptadas por el Estado

afecten el principio de progresividad.

Durante el período 6 de agosto 2002 - enero 22 de 2004 —fecha de la pro-

mulgación de la Sentencia T-025—, la visión de la política de prevención,

protección y atención al desplazamiento interno forzado, así como la redefi-
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nición de prioridades y la reestructuración del esquema institucional, die-

ron lugar al desmonte de las acciones afirmativas que aplicaba el Estado a

favor de la población internamente desplazada.

7. El quinto, evitar que resulte afectado el derecho a la igualdad.

La tendencia a incluir a la población internamente desplazada dentro de la cate-

goría general de población pobre y vulnerable, desconoce el contenido de los

derechos y de las necesidades de esta población y afecta su derecho a la igualdad.

8. El sexto, incorporar un enfoque diferencial integral en la política de preven-

ción, protección y atención al desplazamiento interno forzado.

Existe una ausencia de un enfoque diferencial en la política pública que re-

conozca, garantice y dé respuesta adecuada a los derechos, necesidades y

problemáticas propias de los distintos grupos de la población afectada por el

desplazamiento interno forzado, según criterios de género, edad y etnia.

9. El séptimo, considerar el restablecimiento y la reparación de los daños cau-

sados por la violación de los derechos, dentro del conjunto de las medidas

adoptadas por el Estado.

Pese a que en las políticas públicas se contempla un sinnúmero de acciones

encaminadas a la reparación de los daños causados por la violación de los

derechos de la población internamente desplazada, el componente de la re-

paración y los elementos que lo integran, no han sido aún considerados

debidamente, a pesar de estar claramente expresados en el numeral 4 del

artículo 10 de la Ley 387 de 1997. En particular, no se ha avanzado en mate-

ria de investigación y sanción por el delito de desplazamiento interno forzado.

La integralidad de la respuesta estatal

10. No se ha logrado garantizar en forma integral el restablecimiento y la repa-

ración de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de

la población internamente desplazada, mediante una respuesta que atienda

de manera articulada las distintas dimensiones de los derechos que han sido

violados y vulnerados por el desplazamiento.

11. En la respuesta del Estado, el creciente compromiso de las entidades no logra

articularse totalmente.

 Conclusiones y recomendaciones generales
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Las acciones continúan concentradas en la capacidad de la Red de Solidari-

dad Social. El Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada

por la Violencia, SNAIPD, no ha conseguido articular entre sí las dimensiones

sectoriales de la política y a éstas los niveles nacional y territorial, a pesar de

los esfuerzos y la evolución positiva. De igual manera, la sociedad en su con-

junto, no ha asumido el compromiso que amerita la grave situación

humanitaria que enfrenta la población internamente desplazada.

12. Se evidencian avances en el fortalecimiento de las organizaciones de la po-

blación internamente desplazada.

Pese a ello, es necesario identificar conjuntamente con dichas organizacio-

nes, la forma más adecuada para acometer su fortalecimiento y esquemas de

participación que garanticen la representación más completa de la pobla-

ción desplazada en la formulación, diseño y ejecución de la política pública.

13. No se han alcanzado aún los objetivos del Sistema Nacional de Atención In-

tegral de la Población Desplazada por la Violencia, definidos por la Ley 387

de 1997 (art. 4), pese a los logros en el desarrollo, cualificación y fortaleci-

miento de los instrumentos e instancias previstas en él, tales como el SUR y

los comités departamentales.

En la formulación y ejecución de la política hay que recordar siempre que los

objetivos del SNAIPD son: i) Atender de manera integral a la población despla-

zada por la violencia, en el marco de procesos de restablecimiento y la búsqueda

de soluciones duraderas; ii) neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y

dinámicas de violencia que provocan el desplazamiento; iii) integrar los es-

fuerzos públicos y privados; iv) garantizar el manejo oportuno y eficiente de

todos los recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos indispen-

sables.

14. La intervención de la Corte Constitucional y sus sentencias, han generado

un equilibrio entre la obligación del Estado, y la visión y los objetivos de la

política pública.

La Corte Constitucional ha propiciado la reactivación de instancias estable-

cidas en la ley, la formulación del Plan Nacional para la Atención Integral a la

Población Desplazada por la Violencia, un mayor compromiso presupuestal

de las entidades estatales, la comunicación entre las entidades del Sistema y

la participación de la población internamente desplazada.
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La articulación cada vez más estrecha y la acción cada vez más eficaz de la

Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y de la Regis-

traduría Nacional para la protección de los derechos de la población

internamente desplazada, ha sido destacable.

15. Entre otros impactos continuos de la Sentencia T-025 de 2004, se resalta el

aumento en la asignación de recursos, para 2004 y 2005, en mayor propor-

ción con respecto al período 2002-2003.

Sin embargo, el esfuerzo presupuestal del Estado deberá ser aún mayor, si se

tiene en cuenta el estimativo preliminar realizado por el Departamento Na-

cional de Planeación, que fija en un billón de pesos la cifra para atender

efectivamente a la población internamente desplazada.

El gobierno solicitó ante el Congreso de la República la asignación de $ 135.600

millones en 2004, adicionales a los $141.400 millones previstos inicialmente

en el presupuesto; y un monto de $298.200 millones para el año 2005. Tam-

bién se incluyeron en el proyecto de presupuesto para la vigencia del mismo

año, disposiciones para que las entidades del orden nacional, al igual que los

municipios y departamentos, asignen recursos específicos para la atención al

desplazamiento interno forzado. Otra iniciativa importante es el Plan de

Acción Humanitaria, formulado de manera conjunta entre el gobierno co-

lombiano, el Sistema de las Naciones Unidas y la sociedad civil.

No está claro aún el monto definitivo requerido para la ejecución del Plan Na-

cional para la Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia, ni la

forma como se co-financiará dicho presupuesto mediante los aportes de la na-

ción y las entidades territoriales. El resultante compromiso presupuestal del

conjunto del Estado reflejará, de manera objetiva, la prioridad que la preven-

ción, protección y atención al desplazamiento tienen en la agenda oficial.

La prevención del desplazamiento y la protección de las personas
internamente desplazadas

16. El Estado continúa sus esfuerzos para dar cumplimiento a la obligación de

garantizar el control del orden público, la convivencia entre los habitantes

del territorio y el ejercicio de los derechos de la población.

Sin embargo, no se ha logrado a la fecha garantizar un equilibrio entre las

medidas de seguridad y la puesta en marcha de estrategias efectivas de pre-

 Conclusiones y recomendaciones generales



[28]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

vención del desplazamiento y protección de la población internamente des-

plazada, sin poner en riesgo a la población.

17. No se ha avanzado suficientemente en el desarrollo de una estrategia integral

de prevención del desplazamiento interno forzado que: i) articule los múlti-

ples factores que causan los desplazamientos; ii) garantice la coherencia entre

las diferentes intervenciones de las entidades estatales; iii) limite el riesgo de

que las acciones para garantizar el control del orden público se conviertan en

causantes de situaciones de riesgo y agudicen la vulnerabilidad de las comu-

nidades; y iv) logre un mayor compromiso de la sociedad en su conjunto.

18. La evolución de la política de prevención a lo largo del período analizado reve-

la que: i) el Sitema de Alertas Tempranas, SAT, ha fortalecido su presencia regional

y la capacidad de análisis de su equipo humano; sin embargo, el nuevo esque-

ma para la valoración de los informes de riesgo a través del Comité

Interinstitucional de Alertas Tempranas, CIAT, ha tornado dispendiosa la ope-

ración del sistema, disminuyendo la probabilidad efectiva de proteger a la

población; ii) la descentralización de la política no ha logrado consolidarse de

manera que las decisiones acerca de la prevención del desplazamiento se to-

men en los comités departamentales y municipales para la Atención Integral

de la Población Desplazada por la Violencia; iii) las misiones humanitarias

como elementos de protección para las comunidades, han propiciado la iden-

tificación de factores de riesgo y en algunos casos las respuestas de las

autoridades, aunque insuficiente en términos de la presencia institucional del

Estado; y iv) se ha logrado establecer un soporte metodológico e instrumental

para la aplicación del Decreto 2007 de 2001 que reglamenta la declaración de

la inminencia de riesgo de desplazamiento por parte de los comités territoria-

les. Así como los procedimientos necesarios para proteger los bienes

patrimoniales de la población internamente desplazada contra actos arbitra-

rios, como instrumento de prevención del desplazamiento. Sin embargo, estos

esfuerzos son insuficientes sin la ejecución de medidas especiales para la adju-

dicación y titulación de tierras en zonas de riesgo de desplazamiento.

19. Las estrategias de protección y seguridad personal a las personas interna-

mente desplazadas, se han incorporado a esquemas generales de protección

establecidos por el Ministerio del Interior y de Justicia, dejando sin protec-

ción específica a ciertos sectores de la población internamente desplazada.

La inadecuación de dichas estrategias ha derivado en que, en la mayor parte

de los casos, las personas afectadas no cuenten en la práctica con mecanis-

mos específicos efectivos de protección.



 Introducción

[29]

20. La política pública continúa siendo, en su conjunto, poco flexible frente a la

diversidad de respuestas que requieren las nuevas dinámicas del desplaza-

miento interno forzado y de afectación a la población civil por el conflicto

armado.

Frente a fenómenos como el desplazamiento intraurbano, se requirió una

vez más, la intervención de la Corte Constitucional para clarificar el sentido

de la obligación del Estado. Al igual que éste, la respuesta al desplazamiento

interveredal, al desplazamiento forzado de funcionarios públicos y a la situa-

ción de poblaciones confinadas, requiere de caracterizaciones sistemáticas y

soluciones concretas basadas en un enfoque de derechos.

La atención integral

Una vez que se ha producido el desplazamiento, es obligación del Estado

atender a las personas internamente desplazadas, en la medida en que no

cuentan temporalmente con los medios para asumir por cuenta propia una

subsistencia digna.

La atención integral debe garantizar: i) un nivel de vida adecuado durante la

emergencia, la postemergencia, y la estabilización e integración socioeconó-

mica; ii) la recuperación de la capacidad de asumir y suplir por cuenta propia

la satisfacción de las necesidades; y iii) la reconstrucción del proyecto de vida,

que implica la reparación integral del daño producido por el desplazamiento.

21. Si bien el Estado ha cumplido con el desarrollo progresivo de programas de

asistencia a la población internamente desplazada, no se ha logrado aún ga-

rantizar la atención integral, entendida como: i) la articulación de las distintas

dimensiones de los derechos económicos, sociales, culturales, políticos y ci-

viles vulnerados por el desplazamiento; ii) soluciones duraderas (integración

local, reubicación y retorno), y reparación material y moral de las personas;

iii) el acceso en igualdad de condiciones a los programas de asistencia y solu-

ciones de integración voluntarias, seguras, dignas y sostenibles que les

permitan superar en forma definitiva su situación de desplazamiento; iv) el

reconocimiento de los derechos y necesidades específicos de los niños, las

mujeres y los grupos étnicos; y v) la oportunidad de la atención.

22. Los problemas centrales de la atención integral que han obstaculizado el goce

efectivo de los derechos de la población internamente desplazada, son: i)

dificultades en la coordinación; ii) discontinuidad de la respuesta entre la

 Conclusiones y recomendaciones generales



[30]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

atención humanitaria de emergencia y la provisión de soluciones duraderas;

y iii) énfasis de la política pública en una única modalidad de integración

(retorno) y estabilización socioeconómica (generación de ingresos por cuenta

propia).

23. La política pública no ha logrado aún alcanzar un equilibrio entre la atención

humanitaria de emergencia y la provisión de soluciones duraderas, en dos sen-

tidos: i) la diferencia entre el número de familias que reciben asistencia de

emergencia y el número que obtiene asistencia para estabilización socioeco-

nómica; y ii) la discontinuidad temporal entre la finalización de la asistencia

de emergencia y la iniciación de la provisión de ayuda para estabilización.

Atención humanitaria de emergencia

24. La atención humanitaria de emergencia continúa siendo el componente más

desarrollado y consolidado de la política pública. Bajo el liderazgo de la Red

de Solidaridad Social con el concurso del Comité Internacional de la Cruz

Roja, CICR, tuvo un presupuesto asignado para el cumplimiento de sus me-

tas e incrementó la cobertura.

25. Se ha mantenido y mejorado la capacidad institucional de respuesta a las

situaciones de emergencia en el caso específico de la atención a los desplaza-

mientos masivos; se ha fortalecido la coordinación de las instituciones que

conforman el sistema de atención integral a la emergencia, y la red de Unida-

des de Atención y Orientación, UAO.

26. Existen aún dificultades que restringen la garantía del acceso efectivo en con-

diciones de igualdad a toda la población internamente desplazada a la atención

en la fase de emergencia.

El acceso a la asistencia de emergencia es aún limitado: entre agosto de 2002

y agosto de 2004 sólo se atendió al 50% de la población registrada en el mis-

mo periodo.

Una de las principales dificultades tiene que ver con la oportunidad de la aten-

ción a los desplazamientos masivos, la cual contrasta con la demora de la misma

para los desplazamientos individuales (“gota a gota”), dando lugar a una dis-

criminación contra muchos casos de personas desplazadas individualmente.
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27. La Corte Constitucional, en su Sentencia T-025 del 2004, estableció los pará-

metros mínimos y las condiciones en las que debe garantizarse la asistencia

de emergencia a población internamente desplazada.

Esto permitió superar en parte, las dificultades causadas por las medidas adop-

tadas en el 2003 que habían reducido el contenido de la asistencia, lo cual

derivó en un deterioro de la calidad y la oportunidad de la respuesta a la

emergencia.

28. Sin embargo, el esfuerzo requerido para garantizar la asistencia de emergen-

cia a toda la población internamente desplazada es aún considerable: el 67%

de los hogares registrados entre 1995 y 2004 tiene aún alguna obligación

específica en asistencia alimentaria; el 87.2% necesita apoyo para alojamien-

to de emergencia y el 83.8% requieren kit de aseo; el 22.1% de las personas

necesitan suministro de vestuario y el 44% atención psico social.

29. De acuerdo con los protocolos de la Red de Solidaridad Social, la oferta debe

adecuarse a las características de la población según criterios de género, et-

nia y edad. Pese a ello, este lineamiento tiende a cumplirse de manera

excepcional.

Restablecimiento: integración local, reubicación y retorno

Seguridad alimentaria

30. El gobierno continuó con intervenciones importantes para avanzar en la se-

guridad alimentaria de la población internamente desplazada.

La renovación de la Operación Prolongada de Socorro y Recuperación, OPSR,

mediante convenio entre la Red de Solidaridad Social, RSS, y el Instituto Co-

lombiano de Bienestar Familiar, ICBF, con el Programa Mundial de Alimentos,

PMA, permite el suministro directo de alimentos a la población internamen-

te desplazada bajo diferentes modalidades  en 15 departamentos del país.

31. El gobierno lanzó como nueva iniciativa la Red de Seguridad Alimentaria,

RESA, programa que hace parte de una estrategia anti-pobreza, y está dirigi-

do a la optimización de la producción parcelaria de los pequeños campesinos

para la autosuficiencia alimentaria —“producir para no comprar”—, es de-

cir, que los beneficiarios deben disponer de tierra.
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Dadas sus características, este programa no es aplicable a la población en

situación de desplazamiento interno forzado, debido a que en la gran mayo-

ría de los casos ésta no tiene acceso a tierra.

Aunque el programa no constituye per-se un factor de prevención del des-

plazamiento, dado que éste no es causado por razones económicas, sino por

la amenaza a las personas y a las comunidades derivadas del accionar de los

actores del conflicto, podría ser utilizado como uno de los varios componen-

tes de una estrategia integral de prevención.

Salud

32. El acceso mínimo de la población internamente desplazada a servicios de

salud, enfrenta aún restricciones.

Si bien no se dispone de información confiable sobre la cobertura y la cali-

dad de la atención, los datos estimativos de la RSS indican que, con respecto

a las 1’135.768 personas desplazadas registradas entre 1996 y 2004, existen

1’129.914 con alguna necesidad específica no atendida, y un déficit de

3’389.742 atenciones, calculando tres atenciones por persona no afiliada al

régimen contributivo o subsidiado, incluidos los medicamentos.

33. La dificultad más sentida, es la incapacidad de las entidades hospitalarias

para garantizar el suministro efectivo de los medicamentos, las ayudas y diag-

nósticos y otros elementos incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, POS, lo

cual hace inocua la atención prestada a través de las consultas médicas.

34. El gobierno asignó 100.009 nuevos cupos para atención de las familias des-

plazadas a través del régimen subsidiado, y el Ministerio de la Protección Social

ha ofrecido asignar todos los demás que sean necesarios para lograr que la

totalidad de la misma pueda tener acceso a este derecho.

Sin embargo, el esfuerzo presupuestal para garantizar el goce efectivo de toda

la población desplazada al derecho a la salud, tendrá que ser muy significativo,

si se tiene en cuenta el déficit de cobertura y calidad de atención mencionado.

35. La redefinición del esquema de atención en salud —normas y arreglo insti-

tucional—, implicó serias restricciones durante el lapso necesario para la

readecuación del sistema.
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Las principales limitaciones del nuevo esquema de atención en salud fueron:

i) se desmontó el régimen especial (financiado y administrado directamente

por el Ministerio de la Protección Social a través del Fondo de Solidaridad y

Garantías, Fosyga), que permitía el acceso directo al sistema desde cualquier

punto del país, y sin limitaciones de cobertura de riesgos; y ii) la población es

ahora atendida a través del régimen subsidiado del Sistema General de Segu-

ridad Social en Salud, SGSSS, y la responsabilidad pasó del nivel central a los

municipios y departamentos, con las dificultades que implica hacer depen-

der la atención de la voluntad y capacidad de los entes territoriales y ligarla a

la localización territorial de la población.

36. El esquema de atención en salud no ha logrado aún trascender el enfoque

centrado en la financiación de los cupos para la atención hospitalaria y avan-

zar hacia una respuesta que permita proteger y garantizar plenamente a la

población internamente desplazada el disfrute efectivo de su derecho a la

salud en toda su integralidad, según criterios diferenciales género y etnia,  y

en las distintas fases del desplazamiento.

El derecho a la salud en toda su integralidad implica: i) acceso a alimentos

básicos, agua potable, alojamiento, vivienda y vestido adecuados, y sanea-

miento ambiental; ii) acceso a servicios médicos integrales, entre ellos

quirúrgicos y odontológicos, psicológicos, hospitalarios y de rehabilitación;

iii) atención de salud inmediata en emergencias, prevención y promoción de

salud pública, y tratamiento de enfermedades epidémicas sexuales y repro-

ductivas e infectocontagiosas o peligros análogos; iv) acceso a los

medicamentos necesarios para la atención y el tratamiento correspondien-

tes; v) atención de las necesidades particulares de las mujeres, en términos de

salud reproductiva, enfermedades de transmisión sexual, protección contra

actos violentos hacia la mujer, prostitución forzada y requerimientos sanita-

rios especiales; vi) condiciones sanitarias que no pongan en riesgo la salud

de los niños y las niñas; y vii) acciones en prevención de la malnutrición

infantil, recuperación psicológica y reintegración social de los niños.

Educación

36. El Ministerio de Educación Nacional, MEN, ha mantenido los avances logra-

dos en materia de medidas especiales de protección para los niños y las niñas

internamente desplazados (as).
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Las medidas de protección especial consisten en: i) la exención del costo de

matrícula y pensiones; ii) la exigencia a las instituciones educativas públicas

de matricular a los escolares en cualquier momento del año, en el grado que

corresponda a su nivel académico y edad, sin exigir la presentación de docu-

mentos; iii) el programa de subsidios por cuatro años en colegios privados

para secundaria; y iv) la adopción de programas educativos especiales y me-

todologías flexibles, incluidos aquellos dirigidos a completar la educación

básica y media en tiempos menores y diferentes a los convencionales.

37. Persisten restricciones al goce efectivo de las personas internamente despla-

zadas al derecho a la educación, en condiciones de igualdad de oportunidades,

acceso, asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad, adaptabilidad social y cul-

tural; así mismo, limitaciones a garantizar la educación primaria gratuita.

Lamentablemente, una alta proporción de población internamente desplaza-

da, entre 5 y 15 años, no tiene garantizado el derecho a la educación gratuita.

La información de la Red de Solidaridad Social indica que existe un déficit de

308.437 cupos para población en edad escolar entre 5 y 15 años, cifra alta si se

tiene en cuenta que la población internamente desplazada registrada entre 1995

y 2004, en el rango de edad entre 0 y 17, años es de 557.312 personas.

38. Los principales factores restrictivos que dificultan el goce efectivo de las per-

sonas internamente desplazadas del derecho a la educación son: i) La crisis

fiscal de los municipios y la voluntad política de los alcaldes y de los directo-

res de las entidades educativas públicas, dado que la responsabilidad principal

en términos de inversión, cobertura y accesibilidad descansa en los munici-

pios y está determinada por el Sistema General de Participaciones, definido

por la Ley 715 de 2001; ii) la consecuente restricción de cupos, derivada de

limitaciones en planta docente e infraestructura; iii) la no garantía de la gra-

tuidad efectiva de los costos educativos, en particular el cobro de “costos por

servicios complementarios” —uso de materiales y bienes muebles, certifica-

dos de ingresos, entre otros— y el acceso a  elementos necesarios para poder

llevar a cabo las actividades académicas como libros, uniformes, etc., que

inciden en la deserción; iv) la situación de inseguridad alimentaria de los

escolares, que también actúa como factor de deserción; v) la discriminación

al interior de las escuelas; vi) la deserción escolar de los niños y niñas

desplazados(as); vii) la inexistencia de sistemas confiables de información

sobre cobertura y calidad de la atención; y viii) la desarticulación entre los

programas de educación escolar flexible y los programas de capacitación pro-

ductiva y recalificación laboral.
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39. Es significativa la ausencia de programas adaptados culturalmente para los

pueblos indígenas y las comunidades afro descendientes. Ello se hace más

grave en el caso de los desplazamientos hacia las grandes ciudades.

40. Se evidencia la necesidad de desarrollar el esquema de atención en educa-

ción, de manera que se construyan procedimientos específicos para cada una

de las fases del desplazamiento, que permitan asegurar, de manera integral,

el goce efectivo del derecho a la educación de las personas desplazadas.

Estabilización socioeconómica

41. La efectiva provisión de los medios y las condiciones necesarias para la esta-

bilización socioeconómica de la población internamente desplazada, entre

los cuales se encuentra el acceso a la tierra, al empleo en condiciones dignas

y la generación de ingresos, ha sido uno de los aspectos más débiles de la

respuesta del Estado durante el período analizado.

42. La conclusión general, compartida ampliamente por la mayoría de los acto-

res humanitarios, incluso por entidades del gobierno, es que en el

cumplimiento de los tres objetivos principales de la política de estabilización

socioeconómica de la población internamente desplazada previstos en el Plan

Nacional de Desarrollo 2002-2004 “Hacia un Estado Comunitario”, como

son el acceso a tierras, microcrédito y capacitación productiva, no se han

logrado resultados significativos.

43. El enfoque de la política de estabilización socioeconómica para la población

internamente desplazada ha puesto mayor énfasis en la opción de genera-

ción de ingresos por cuenta propia que en la vinculación al mercado laboral,

particularmente en emprendimientos productivos rurales, en un contexto

en que no existen las condiciones para el retorno voluntario, seguro y digno,

y en el que más de la mitad de la población internamente desplazada está

localizada en las grandes ciudades.

44. Los resultados han sido mínimos en materia de asignación de tierras —co-

bertura e impacto— y están focalizados en experiencias piloto de pequeña

escala.

Entre 1996 y 2004 se han adquirido 25.838 hectáreas para beneficiar a 1.740

familias desplazadas, con un costo de $37.286 millones; sin embargo, el go-
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bierno estimaba en mayo de 2004 que existen 42.124 hogares desplazados no

atendidos.

45. Se redujo el alcance de la ayuda que antes prestaba el gobierno para la gene-

ración de ingresos por cuenta propia, suprimiendo los subsidios para capital

semilla y los componentes de capacitación, asistencia técnica y acompaña-

miento.

En la actualidad el crédito es la única modalidad de apoyo, a través del Fon-

do de Financiamiento del Sector Agropecuario, Finagro, para proyectos rurales

y del Banco de Comercio Exterior de Colombia S.A, Bancoldex, para proyectos

urbanos. Entre enero de 2003 y agosto de 2004, se habían aprobado unos po-

cos créditos de la línea especial de Finagro, y ningún crédito de Bancoldex.

46. El Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, es la única entidad pública que ha

prestado servicios de capacitación productiva a la población internamente

desplazada.

El SENA ha atendido un total de 14.335 personas entre 2002 y 2004, que co-

rresponden al 2.78% de las personas registradas entre 1995 y 2004 por la RSS

en edad de trabajar que requieren capacitación laboral (505.805 personas).

 Vivienda y hábitat

47. La política pública de vivienda y hábitat se ha circunscrito al tema de los

subsidios. El esfuerzo del Estado no ha logrado alcanzar una respuesta inte-

gral al derecho a una vivienda adecuada que contemple: i) seguridad jurídica;

ii) disponibilidad y acceso a servicios (agua potable, energía, aseo, servicios

de atención en salud y centros de educación para los niños y las niñas; iii)

habitabilidad; iv) costos razonables; v) adecuación cultural; y vi) oportuni-

dad durante todas las fases del desplazamiento.

48. El Decreto 951 de 2001, que regula específicamente los subsidios para la po-

blación internamente desplazada, solo se aplicó dos años después de iniciado

el actual gobierno. Este hecho restringió de manera importante el acceso de

dicha población a una solución de vivienda a través del sistema convencional.

49. El gobierno decidió aplicar de nuevo en junio de 2004 el Decreto 951 de

2001 y hacer una convocatoria exclusiva para población desplazada, para lo

cual asignó $20.000 millones que permitirían cubrir aproximadamente 3.100



 Introducción

[37]

hogares. Entre agosto de 2002 y noviembre de 2004, el gobierno habrá alcan-

zado a asignar subsidios para vivienda a un total de 8.174 hogares, lo cual

supone una cobertura del 8.6% de los hogares inscritos entre agosto de 2002

y agosto de 2004.

Ante la demanda no atendida, reflejada en el hecho de que a la mencionada

convocatoria se presentaron 45.000 hogares, es evidente la necesidad de incre-

mentar sustancialmente el esfuerzo financiero del Estado, para lo cual el

gobierno espera contar con $80.000 millones adicionales antes del fin del año.

50. Con el propósito de promover el retorno de la población, dicha convocatoria

se focalizó en esta alternativa de estabilización socioeconómica. La medida

es discriminatoria frente a la población que no tiene la voluntad de retornar,

y afecta el principio de voluntariedad que debe estar presente en los procesos

de retorno, ya que no ofrece alternativas distintas a éste.

51. El gobierno adoptó a comienzos de 2004 un esquema de financiación de

crédito hipotecario (mediante el Decreto 2481 de 2003), creando una línea

de redescuento con cargo a un fondo de $248.463 millones de la Financiera

de Desarrollo Territorial, Findeter, para ser operada por cajas de compensa-

ción, ONG, fondos de empleados y cooperativas. Esto, con el fin de atender la

restricción consistente en que, además del subsidio, se requiere completar el

costo de la vivienda mediante crédito hipotecario.

Hasta julio de 2004 no se había desembolsado ningún crédito. Este problema

afecta a toda la población pobre y vulnerable, pero en especial a la población

internamente desplazada que difícilmente es considerada como sujeto de

crédito por las entidades prestatarias. Como consecuencia de esta situación,

gran parte de los subsidios asignados por el Estado —incluidos muchos de

los que las familias desplazadas recibieron a través de tutelas—, no pudieron

ni podrán hacerse efectivos.

Retornos

52. El gobierno ha establecido como meta retornar como mínimo 30,000 fami-

lias entre 2003 y 2006. En el período comprendido entre agosto de 2002 y

agosto de 2004, dicha entidad reporta haber acompañado 14.939 familias

retornadas, de las cuales 13.496 corresponden a retornos masivos (90.3%) y

1.433 (9.6%) a retornos individuales. Ello equivaldría al 15.7% de los hoga-

res desplazados registrados en el SUR durante los dos años analizados.
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En la práctica, las operaciones de retorno masivo por lo general son de tipo

“rápido”, es decir que comprenden en la mayoría de los casos entre las pri-

meras semanas y los tres primeros meses siguientes al desplazamiento, lo

cual significa que se han promovido procesos de retorno sin que se hayan

superado las causas estructurales que generaron el desplazamiento.

53. El seguimiento que adelanta el ACNUR a 28 procesos de retorno, permite

anticipar que la promoción de retornos “de corto plazo” y el afán de cumplir

o rebasar las metas gubernamentales, podrían conllevar el grave riesgo de

convertirse en un mecanismo de presión para evitar el desplazamiento, dis-

minuir la presión política de las personas desplazadas en los cascos urbanos,

en especial de las grandes ciudades, y con ello limitar las distorsiones del

desplazamiento sobre las políticas sectoriales; al mismo tiempo desconoce

que el desplazamiento es un mecanismo de autoprotección de la población y

que ésta tiene el derecho de trasladarse a los lugares donde su vida, integri-

dad, libertad y salud puedan estar en peligro.

54. El ACNUR considera que, en términos generales, a la fecha: i) no existen las

condiciones para garantizar la aplicación efectiva de los principios básicos

de voluntariedad, seguridad y dignidad; ii) no se están garantizando los de-

rechos consagrados en la normatividad interna; y iii) la respuesta del Estado

no ofrece alternativas reales de integración distintas al retorno de la pobla-

ción. Los procesos de retorno no constituyen soluciones duraderas, porque

permanecen las situaciones de inestabilidad.
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Enfoque de la política

1. Construir y poner en práctica indicadores de seguimiento

que permitan evaluar el resultado de la política pública frente

a la materialización del contenido del derecho y constatar

que: i) las instancias establecidas por la ley están siendo ope-

rativas; ii) se avanza hacia el cumplimiento de los objetivos

de la política pública y el goce efectivo de los derechos de la

población internamente desplazada; iii) los recursos asig-

nados son suficientes en función de los objetivos de la política

pública y del logro del disfrute efectivo de los derechos y las

necesidades de la población internamente desplazada, en

concordancia con el principio de coherencia establecido por

la Corte Constitucional.

2. Mantener y fortalecer acciones afirmativas para la atención

a la población internamente desplazada que permitan dar

aplicación al principio de igualdad. Ello supone: i) recono-

cer las condiciones especiales de vulnerabilidad de esta

población; ii) evaluar la aplicabilidad de la política sectorial

frente a las necesidades de la población internamente des-

plazada; y iii) asignar recursos específicos para los programas

de atención a dicha población.

3. Sólo se deberán adelantar medidas de política pública que

contemplen todas las alternativas posibles para lograr el goce

efectivo de los derechos de la población internamente des-

plazada.

 Conclusiones y recomendaciones generales
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En el caso de efectuar cambios en las políticas públicas, es necesario respetar

el principio de no regresividad y garantizar el conocimiento y la participa-

ción de la población en la adopción de los eventuales ajustes.

4. Adoptar un enfoque diferencial en la política pública de prevención, protec-

ción y atención al desplazamiento interno forzado y acciones especiales

(afirmativas) a favor de las mujeres, de los diferentes grupos etarios y de los

grupos étnicos de la población internamente desplazada.

5. Desarrollar una estrategia integral de reparación de los daños causados por

la violación de los derechos de la población internamente desplazada, aso-

ciada a los procesos de integración que contemple programas y proyectos.

6. No aplicar medidas para la cesación de la condición de desplazado, hasta

tanto no estén dadas las condiciones para una solución duradera frente al

problema del desplazamiento interno forzado, tal como lo establece la Corte

Constitucional (Sentencias T-602 de 2003, T-327 de 2002 y T-025 de 2004).

Integralidad de la respuesta estatal

7. Se requiere cualificar la política pública de manera que se logre atender, res-

tablecer y garantizar plenamente el goce efectivo de los derechos civiles,

políticos, económicos, sociales y culturales, de forma integral, indivisible ar-

ticulada y duradera.

8. Poner en práctica estrategias y mecanismos de coordinación inter-sectorial y

entre niveles territoriales del SNAIPD que permitan garantizar la integralidad de

la política y cumplir con los objetivos del sistema definidos en la Ley 387 de 1997.

9. Estipular de manera explícita y con carácter vinculante, las responsabilida-

des y los compromisos en materia de presupuesto y de resultados de todas

las entidades del SNAIPD en el Plan Nacional para la Atención Integral de la

Población Desplazada por la Violencia.

10. Garantizar y promover mecanismos de participación efectiva de la pobla-

ción internamente desplazada en el diseño, ejecución y seguimiento de la

política publica, y favorecer sus procesos organizativos, como factor de pre-

vención y protección. Incluir la participación equitativa de las mujeres, la

niñez, la juventud, los/las adultos mayores, los pueblos indígenas y los gru-

pos afro descendientes.
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Prevención del desplazamiento y protección de las personas
internamente desplazadas

11. Desarrollar una estrategia integral de prevención del desplazamiento inter-

no forzado que: i) encuentre un equilibrio entre la función de preservar el

orden público y la necesidad de proteger los derechos de la población; ii)

articule diferentes tipos de programas para atender los múltiples factores

que causan los desplazamientos; iii) garantice la coherencia entre las políti-

cas; iv) limite el riesgo de que las acciones para garantizar el control del orden

público, se conviertan en causantes de situaciones que agudicen la vulnera-

bilidad de las comunidades; en esa medida, es prioritario evaluar el impacto

de estrategias como el control de abastecimientos sobre la población.

12. Encaminar las estrategias de prevención a contrarrestar los hechos que gene-

ran el desplazamiento y no el desplazamiento en sí mismo, ya que éste es

también un derecho y un mecanismo de protección.

13. Reconocer e identificar la magnitud del problema de protección. Determi-

nar en qué consiste y por qué se requiere de una respuesta específica para la

población internamente desplazada.

Dimensionar el problema de protección de la población internamente des-

plazada, implica: i) ajustar los criterios del programa de protección de

defensores de derechos humanos y líderes que maneja el Ministerio del Inte-

rior frente a las disposiciones de la Ley 387 de 1997; ii) revisar y aplicar los

criterios establecidos en la Sentencia T-719 de 2003 acerca del derecho a la

seguridad personal; iii) adecuar, con participación de la población interna-

mente desplazada, el programa de protección de líderes y de otras personas

desplazadas amenazadas manejado por el Ministerio del Interior a las nece-

sidades específicas de esta población, de conformidad con lo dispuesto en la

Ley 387 de 1997; iv) generar mecanismos para que las medidas de protección

no se limiten a las medidas de seguridad. La aplicación de estas últimas deja,

por lo general, en situación de vulnerabilidad a las organizaciones de pobla-

ción internamente desplazada; y v) identificar los mecanismos específicos de

protección de los líderes de la población internamente desplazada al interior

del Comité de Riesgos Específicos para la Población Internamente Desplaza-

da, CRER.

14. Poner en práctica las disposiciones del artículo 10 de la Ley 387 de 1997:

brindar asistencia legal a la población internamente desplazada para que

 Conclusiones y recomendaciones generales
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pueda acceder a la justicia, buscar la sanción de los delitos y la reparación a

los daños causados por la violación a sus derechos.

Atención integral

15. Garantizar la atención integral, entendida como: i) la articulación de las dis-

tintas dimensiones de los derechos económicos, sociales, culturales, políticos

y civiles vulnerados por el desplazamiento; ii) la integración y reparación

material y moral de las personas; iii) el acceso en igualdad de condiciones a

los programas de asistencia y soluciones de integración voluntarias, seguras,

dignas y sostenibles que les permitan superar en forma definitiva su situación

de desplazamiento; iv) el reconocimiento de las necesidades especiales de los

niños, las mujeres y los grupos étnicos; y v) la oportunidad de la atención.

16. Garantizar un adecuado balance entre la prevención, la asistencia humanita-

ria de emergencia y la provisión de soluciones duraderas, tanto en la definición

de las metas, como en la asignación de los recursos de la política pública.

17. Solucionar la discontinuidad temporal y las diferencias de cobertura entre la

finalización de la asistencia de emergencia y la iniciación de la provisión de

ayuda para la estabilización socioeconómica.

Atención humanitaria de emergencia

18. Garantizar la equidad entre la cobertura, calidad y oportunidad de la aten-

ción a los desplazamientos “gota a gota” y los desplazamientos masivos.

19. Formular y poner en práctica medidas y estrategias que permitan lograr

mayores compromisos de los municipios y departamentos en la atención de

la fase de emergencia.

20. Establecer las estrategias e instrumentos para garantizar que se atienda la

emergencia con enfoque diferencial respecto al género, la edad y la etnia: i)

Adoptar normas específicas para la distribución de la ayuda humanitaria de

emergencia hacia mujeres con hijos/as en los protocolos de subcontratación

y en los criterios de evaluación de las prácticas regionales; ii) propiciar crite-

rios compartidos respecto a género, edad y etnia entre la Red de Solidaridad

Social y el CICR; iii) fortalecer los componentes diferenciales de los diversos

kits de ayuda humanitaria, específicamente elementos de aseo personal, ali-

mentación, vestuario y elementos de adaptación al hábitat con pleno respeto
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de las particularidades culturales de los grupos beneficiarios atendidos; iv)

asegurar la plena participación de la mujer en la planificación, control y dis-

tribución de suministros básicos de la asistencia humanitaria de emergencia.

21. Garantizar la aplicación de los estándares de la atención humanitaria de

emergencia reconocidos internacionalmente y, en particular, la prestación

de la asistencia psicosocial como parte integral de la asistencia humanitaria

de emergencia a todas las familias.

Restablecimiento: integración local, reubicación y retorno

23. Formular estrategias e instrumentos explícitos, y asignar los recursos para

garantizar la igualdad de oportunidades para las familias que deseen inte-

grarse localmente, en el sitio de recepción, o reasentarse, en un tercer sitio,

con respecto a las que deseen retornar.

Seguridad alimentaria

24. Poner en marcha un programa de las mismas características de la Operación

Prolongada de Socorro en las demás regiones donde no opera el convenio

RSS- ICBF-PMA, con el fin de garantizar la cobertura de toda la población

internamente desplazada.

Salud

25. Dar apoyo técnico a los municipios para la formulación y ejecución efectiva

de planes integrales de atención en salud para la población internamente

desplazada que, además de la atención prevista en el régimen subsidiado,

incorporen: i) acceso a alimentos básicos, agua potable, alojamiento, vivien-

da y vestido adecuados, y saneamiento ambiental; ii) acceso a servicios

odontológicos y psicológicos; iii) prevención y tratamiento de enfermedades

epidémicas sexuales y reproductivas e infectocontagiosas o peligros análo-

gos; iv) atención de las necesidades particulares de las mujeres, en términos

de salud reproductiva, enfermedades de transmisión sexual, protección con-

tra actos violentos hacia la mujer, prostitución forzada y requerimientos

sanitarios especiales; v) condiciones sanitarias que no pongan en riesgo la

salud de los niños y las niñas; vi) acciones en prevención de la malnutrición

infantil, la recuperación psicológica y reintegración social de los niños. To-

das estas acciones deben ser aceptables culturalmente y respetar las prácticas
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medicinales endógenas, especialmente en el caso de los pueblos indígenas y

las comunidades afro descendientes.

26. Formular y poner en práctica estrategias que comprometan a los municipios

a adelantar programas específicos de promoción de la salud y prevención de

la enfermedad para la población internamente desplazada, con enfoque di-

ferencial de género, edad y etnia, y a fortalecer la capacidad local para

responder a la demanda oportunamente y con calidad a las distintas fases del

desplazamiento interno forzado.

27. Poner en práctica medidas específicas para garantizar la entrega de medica-

mentos, ayudas diagnósticas y otros elementos incluidos en el Plan

Obligatorio de Salud, POS, por parte de las Instituciones Prestadoras de Sa-

lud, IPS, y establecer mecanismos efectivos y ágiles de cobro de las IPS que

atienden a las familias desplazadas en el sitio de recepción, a las ARS que las

tienen aseguradas en su lugar de origen.

28. Implementar un sistema de información, seguimiento y evaluación a nivel

nacional, con indicadores específicos que permitan conocer con exactitud la

evolución de aspectos básicos de la atención en salud a la población interna-

mente desplazada, tales como la cobertura efectiva, la calidad de la atención,

el logro de metas y los impactos, además de desagregar los datos según sexo,

edad y pertenencia a grupos étnicos. Permitir y propiciar la participación de

las organizaciones de la población internamente desplazada en el diseño y

operación del sistema de seguimiento y evaluación.

29. Establecer con claridad los mecanismos y condiciones para garantizar el ac-

ceso adecuado y oportuno de la población internamente desplazada a la salud,

en los proyectos de reforma del régimen subsidiado que cursan en el Con-

greso de la República.

Educación

30. Desarrollar los instrumentos normativos que permitan establecer (en fun-

ción de lo dispuesto por la Corte Constitucional en sus sentencias SU-1150

de 2000 y T-025 de 2004), un esquema especial de financiación con el fin de

garantizar la gratuidad efectiva para los niños y niñas desplazadas que lo-

gran ingresar a la escuela, no sólo en términos de la matrícula y pensión, sino

de todos los costos educativos.
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31. Poner en marcha estrategias para que las entidades territoriales amplíen la

cobertura de los programas de metodologías flexibles adaptadas cultural-

mente, bajo la coordinación del Ministerio de Educación Nacional y la Red

de Solidaridad Social, en las ciudades receptoras grandes e intermedias.

32. Brindar el apoyo técnico y financiero a los municipios para cumplir con sus

responsabilidades en materia de educación a la población internamente des-

plazada para: i) la creación o actualización de la base de datos sobre la

población desplazada local; ii) la cuantificación de la demanda; iii) el cono-

cimiento del estado de la situación; iv) la estimación de los costos; y v) la

formulación de una estrategia de movilización de recursos, en coordinación

con el gobierno nacional y a la luz del nuevo Plan Nacional para la Atención

Integral de la Población Desplazada por la Violencia, mediante la co-finan-

ciación con recursos municipales, departamentales y nacionales, y de

cooperación internacional.

33. Poner en marcha un sistema de seguimiento y evaluación, con indicadores

específicos que permitan conocer la evolución de aspectos básicos tales como

cobertura efectiva, el logro de metas y los impactos. Permitir y propiciar la

participación de las organizaciones de la población internamente desplaza-

da en la planeación y operación del sistema de seguimiento y evaluación.

34. Garantizar modelos educativos para la población internamente desplazada

con enfoque diferencial de género y etnia, que contemplen respuestas adap-

tables a las circunstancias y necesidades especiales de ciertos grupos

poblacionales específicos como los pueblos indígenas y las comunidades afro

descendientes que se encuentran en las ciudades, las mujeres embarazadas,

las madres con hijos/as pequeños/as, las mujeres cabeza de familia, las perso-

nas con discapacidades, los/las adultos analfabetas, y en especial los/las jóvenes

y niños/as que requieren aportar al sostenimiento económico de la familia, y

aquellos en situación de extra edad que no han podido encontrar “cupo” en

la escuela regular y que se han desplazado nuevamente.

 Estabilización socioeconómica

35. Poner en marcha los mecanismos alternativos para el acceso a la tierra dis-

puestos en el Decreto 1250 de 2004 y acelerar las medidas para que el Consejo

Nacional de Estupefacientes asigne al Instituto Colombiano de Desarrollo

Rural, Incoder, y a los municipios tierras provenientes de la extinción de

dominio.
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36. Adoptar una estrategia de apoyo a proyectos productivos de la población

internamente desplazada que sea consistente con la situación de crisis hu-

manitaria y con el carácter de emergencia de la respuesta y que incluya

recursos para: i) los estudios de preinversión; ii) subsidios no reembolsables

para capital productivo, iii) asistencia psico-social y capacitación socio-em-

presarial de los integrantes de la unidad productiva; iv) capacitación

técnico-productiva; y v) asistencia técnica durante la ejecución del proyecto.

37. Rediseñar y flexibilizar la reglamentación de los programas de crédito, ajus-

tándola a la situación específica de la población internamente desplazada,

introduciendo criterios diferenciales de género, edad y etnia, y considerando

en especial a las mujeres cabeza de familia.

38. Otorgar mayor prioridad y asignar mayores recursos a los programas de vin-

culación de la población a los mercados laborales. Ampliar la cobertura de

los programas de capacitación productiva y recalificación laboral y definir

perfiles profesionales más adecuados a la realidad de la población interna-

mente desplazada, y en particular de las mujeres.

Vivienda y hábitat

39. Adoptar un esquema de atención integral en materia de vivienda que trascien-

da el enfoque basado en los subsidios y contemple el derecho a una vivienda

adecuada a partir de una respuesta articulada a: i) seguridad jurídica; ii) dispo-

nibilidad y acceso a servicios de agua potable, energía, aseo, servicios, y de

atención en salud y centros de educación para los niños y las niñas; iii) habita-

bilidad; iv) costos razonables; v) adecuación cultural; y vi) oportunidad durante

todas las fases del desplazamiento.

40. Incrementar significativamente la disponibilidad de recursos, ampliar la co-

bertura de atención y crear un esquema de microcrédito hipotecario accesible

a la población internamente desplazada.

Retornos

41. Establecer un procedimiento de evaluación de las condiciones de seguridad,

voluntariedad y dignidad, con participación de la población internamente

desplazada y de la cooperación internacional, a partir de parámetros previa-

mente acordados.
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 Conclusiones y recomendaciones generales

42. Aplicar el principio de precaución establecido dentro de los mínimos de pro-

tección de la Sentencia T-025 de 2004, relativo a abstenerse de promover

procesos de retorno cuando se advierta cualquier tipo de riesgo para la po-

blación.

43. Poner en marcha mecanismos de seguimiento a los procesos de retorno y

diseñar planes de contingencia para atender los eventuales riesgos de la po-

blación retornada.
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Análisis de los aspectos
conceptuales y estructurales
generales de la política de
prevención, protección y
atención al desplazamiento
interno forzado

El propósito de este capítulo es ofrecer un análisis crítico acerca del desarrollo de

los  contenidos conceptuales y estructurales generales de las obligaciones del Es-

tado en materia de prevención, protección y atención al desplazamiento interno

forzado desde un enfoque de derechos. A partir de dicho análisis se elaboran

recomendaciones relativas al enfoque, los principios básicos y el esquema y desa-

rrollo instrumental  de la política pública.

El punto de partida de este examen, es la calificación de estado de cosas in-

constitucional que la Corte Constitucional le ha dado a la situación en que se

encuentra la respuesta estatal en esta materia.

Al atender a la conceptualización general del enfoque de derechos y a los

parámetros de observación del derecho, se evalúan los aspectos conceptuales y

estructurales generales de la política. El análisis se realiza en cuatro momentos, y

en cada uno de ellos se reflexiona acerca del cumplimiento de los parámetros de

evaluación considerados.

En primer lugar, se presentan los elementos básicos del contenido de las

obligaciones estatales. A continuación, se explica el principio de coherencia1,

relativo a la materialización del contenido del derecho y se analiza la evolución

general del mismo en la política. En tercer lugar, se revisa el avance en el cum-

plimiento del deber del Estado de ofrecer una respuesta integral al problema

del desplazamiento, bajo la perspectiva del principio de igualdad y la no regre-

sividad de los derechos. En el análisis, se aborda la coherencia entre los

principios señalados, los objetivos del Sistema Nacional de la Atención Inte-

gral a la Población Desplazada por la Violencia y la movilización y asignación

de recursos. Así mismo, se analiza el nuevo Plan Nacional para la Atención

1 Este se entiende como la correspondencia entre lo propuesto por las políticas y la asignación de
recursos institucionales, humanos y financieros, para dar cumplimiento a los objetivos de éstas.

[49]
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Integral a la Población Desplazada por la Violencia, en el marco del impacto de la

Sentencia T-025 de 2004 sobre la política pública. Por último, se define el contenido

del derecho a la reparación del daño causado y la respuesta del Estado.

Para facilitar la lectura y comprensión del análisis, se hace referencia simul-

tánea a la caracterización general de la política durante el período comprendido

entre agosto de 2002 y agosto de 2004. Ésta se aborda como una reseña de los

planteamientos centrales del gobierno y de la evolución de la política en la prácti-

ca, a través de la cual se ilustran los cambios acaecidos desde su formulación en el

contexto del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Comuni-

tario”, los principales impactos de la Sentencia T-025 de 2004 promulgada por la

Corte Constitucional sobre la formulación y la ejecución de la misma, y los conte-

nidos del Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la

Violencia aprobado el 18 de marzo de 2004 por el Consejo Nacional.

Específicamente, se reseñan los principales aspectos referidos a la financia-

ción pública de la política, presentando las tendencias de la asignación de recursos

y el replanteamiento de las decisiones del Estado en el marco del examen del  prin-

cipio de coherencia.

A  pie de página, se citan apartes de las normas y de los componentes de las

dos formulaciones centrales de la política a los que hace referencia el análisis: el

Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 y el Plan Nacional para la Atención Inte-

gral a la Población Desplazada por la Violencia.
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EL DESARROLLO DE LOS CONTENIDOS,
PRINCIPIOS BÁSICOS Y ASPECTOS
ESTRUCTURALES DE LA OBLIGACIÓN DEL
ESTADO DESDE UN ENFOQUE DE
DERECHOS

La política pública como instrumento para la realización
del derecho

En términos generales, la política pública debe partir por recono-

cer que las personas internamente desplazadas: i) han sufrido una

violación de sus derechos humanos, como consecuencia del in-

cumplimiento del deber de protección del Estado. Este hecho las

ubica en situación de víctimas y obliga al Estado a proteger a la

población para que cese la causa de la violación, y a generar las

condiciones para que se pueda restablecer el ejercicio de los dere-

chos y resarcir a las víctimas; ii) la población internamente

desplazada ve interrumpida la realización de sus derechos huma-

nos, y en particular los económicos, sociales y culturales, y carece

temporalmente de la capacidad para brindarse por cuenta propia

su subsistencia; iii) la población internamente desplazada se en-

cuentra por estas razones en estado de vulnerabilidad y requiere la

atención de las autoridades para superar la situación de desplaza-

miento y alcanzar una solución duradera, en la que, luego de

resarcidos sus derechos y garantizada la no repetición de las causas

que dieron origen al desplazamiento, logre recuperar su proyecto

de vida.

El Estado ha reconocido la responsabilidad que tiene en estas

tres dimensiones. En el Art. 3 de la Ley 387 de 1997, se asume como

obligación de las autoridades la formulación de políticas y la adop-

ción de medidas encaminadas a prevenir el desplazamiento interno,
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atender y proteger a la población desplazada y generar las condiciones para su

estabilización y consolidación socioeconómica.

La política pública debe responder al contenido de la obligación del Estado,

que en el caso del desplazamiento interno forzado por la violencia, ha sido clara-

mente precisado por la Corte Constitucional:

“[...] las normas constitucionales ponen a la persona como el centro de la

actividad del Estado y ello entraña la obligación del Estado de procurar el

bienestar de los asociados. Esto significa que, en primer lugar debería evitar

que se presentaran las situaciones que generan el desplazamiento forzado de

los colombianos [...] Sin embargo [...] el Estado no ha cumplido con esta obli-

gación. En vista de esta omisión y de las deplorables condiciones de vida que

enfrentan las personas desplazadas por efectos de la violencia, el Estado debe

procurar brindarles las condiciones necesarias para retornar a sus hogares o

para iniciar una nueva vida en otros lugares[...]. Si no fue capaz de impedir

que sus asociados fueran expulsados de sus lugares de origen, tiene por lo

menos que garantizarle a los cientos de miles de colombianos que han tenido

que abandonar sus hogares y afrontar condiciones extremas de existencia, la

atención necesaria para poder reconstruir sus vidas [...]”2.

Como es claro, el deber del Estado consiste en prevenir la aparición de causas

que puedan dar origen al desplazamiento. Frente a la falla en este cometido, las

obligaciones principales de las autoridades radican en: i) Proteger a las personas

internamente desplazadas para que cese la vulneración de sus derechos; ii) aten-

der a las personas internamente desplazadas en la medida en que no cuentan

temporalmente con los medios para asumir por cuenta propia una subsistencia

digna; y iii) reestablecer los derechos, es decir, generar las condiciones para que las

personas internamente desplazadas superen su condición y puedan recuperar su

proyecto de vida.

De otra parte, es obligación de las autoridades sancionar a los responsables y

garantizar las condiciones para que ellos reparen a las personas internamente des-

plazadas —en su condición de víctimas del delito de desplazamiento forzado—.

En la medida en que las autoridades no puedan identificar y sancionar a los res-

ponsables, corresponde a ellas asumir la indemnización de las víctimas3. A este

propósito, la Corte Constitucional ha señalado:

2 Corte Constitucional. Sentencia SU-1150 de 2000. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 30 de agosto
de 2000.

3 Este es el sentido del Principio Rector (PR.) 29, cuando se refiere a la recuperación de los bienes
abandonados.
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“[...] además toda víctima de desplazamiento es a su vez sujeto pasivo del de-

lito de desplazamiento, de ahí se derivan los derechos de justicia, verdad y

reparación [...]”4.

En consecuencia, las políticas deben estar encaminadas al cumplimiento de

las anteriores obligaciones del Estado que se encuentran claramente determina-

das por el marco constitucional y legal que el mismo Estado ha definido. Si bien

existe toda la autonomía de las autoridades para precisar el mejor camino hacia el

cumplimiento de estas obligaciones, es evidente que el contenido de las mismas

está delimitado.

Desde un enfoque de derechos, la política pública debe ser entendida como

un instrumento para la realización de los derechos de la población internamente

desplazada, que constituyen el correlato de las obligaciones del Estado. Esta es una

de las más importantes conclusiones que se derivan del conjunto de la jurispru-

dencia constitucional que, en repetidos fallos, establece la necesidad de asumir la

realización de los derechos como el sentido y fin de la política estatal.

Diferentes sectores, incluido el ACNUR, recomendaron al nuevo gobierno in-

corporar un enfoque de derechos dentro de la política. La Sentencia T-025 de

2004 es nuevamente una clara muestra de la dificultad de los encargados del dise-

ño de políticas para incorporar el contenido de las obligaciones del Estado en la

formulación de las mismas.

La materialización del contenido del derecho: mensaje de la
Jurisprudencia constitucional

La política pública debe desarrollar en su integralidad el marco normativo vigen-

te. Sin embargo, tal y como lo ha establecido la Corte Constitucional, la respuesta

que se ha venido ofreciendo no ha logrado satisfacer los parámetros constitucio-

nales y legales que el mismo Estado se ha impuesto, y aquellos con los que se

comprometió con la comunidad internacional mediante los tratados ratificados

por Colombia. Lo anterior, contribuye a que la situación por la cual están atrave-

sando el conjunto de colombianos y colombianas que han sido desplazados/as

internamente, resulte intolerable en términos constitucionales, tanto para el Esta-

do como para la sociedad.

“La Corte Constitucional, en sala de revisión, concluye que [...] Esta violación

reiterada, se ha caracterizado por ser masiva y prolongada, e imputable a la

estructura sobre la cual ha sido diseñada la política de atención a los desplaza-

4 Corte Constitucional. Sentencia T-327 de 2001. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 26 de
marzo de 2001.
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dos, cuyos recursos son insuficientes, al igual que su capacidad institucional.

Como consecuencia, las políticas y sus respectivos instrumentos de ejecución, no

son acordes con las disposiciones de la normatividad vigente en materia de des-

plazamiento forzado”5.

Esta realidad, evidenciada por la Corte, constituye un llamado de atención

para todos aquellos que intervienen en la respuesta a favor de la población inter-

namente desplazada. Es claro que,  luego de siete años de aplicación de la Ley 387

de 1997, la situación persiste porque se ha presentado una falla generalizada y

compartida en la respuesta. Falla estructural en el desarrollo del contenido de los

derechos en la que existe una responsabilidad tanto del Estado –responsable pri-

mario–, como de la cooperación internacional y de la sociedad.

La Sentencia T-025 de 2004 es una invitación a realizar un balance de la po-

lítica pública de prevención y atención al desplazamiento interno forzado desde

una perspectiva distinta. Debe reconocerse que el país se enfrenta a una situación

paradójica en la que, pese a contar con un marco normativo y de políticas amplia-

mente desarrollado y progresista en términos de la protección de los derechos de

la población internamente desplazada, se carece aún de la capacidad para conver-

tir en realidad los objetivos e instrumentos consagrados en ellos. En Colombia, el

marco jurídico no logra convertirse en una materialización y realización de los

derechos de dicha población.

Desde 1997 la jurisprudencia constitucional ha venido jugando un papel fun-

damental en la protección de los derechos de la población internamente desplazada.

Los ha dotado de contenido y ha reorientado las políticas públicas, evitando con

ello que las restricciones impuestas por la crisis fiscal y por el conflicto armado,

así como el orden de prioridad de la agenda política, hagan olvidar la situación de

emergencia humanitaria por la que atraviesan las personas internamente despla-

zadas y el contenido de la obligación del Estado.

Al declarar la situación de la población internamente desplazada como un

estado de cosas inconstitucional6, la Corte está señalando al Estado, a la sociedad

5 ACNUR. Concepto No. D-062 – p. 8, 13 de febrero de 2004. Documento interno.
6 Dicho estado se define como aquel en que: “1) se presenta una repetida violación de derechos

fundamentales de muchas personas –que pueden entonces recurrir a la acción de tutela para
obtener la defensa de sus derechos y colmar así los despachos judiciales– y 2) cuando la causa
de esa vulneración no es imputable únicamente a la autoridad demandada, sino que reposa en
factores estructurales”.
Dentro de los factores valorados para que exista un estado de cosas inconstitucional, la Corte
destaca: i) la vulneración masiva y generalizada de varios derechos constitucionales que afecta a
un número significativo de personas; ii) la prolongada omisión de las autoridades en el cumplimiento
de sus obligaciones para garantizar los derechos; iii) la adopción de prácticas inconstitucionales,
como la incorporación de la acción de tutela como parte del procedimiento para garantizar el
derecho conculcado; iv) la no expedición de medidas legislativas, administrativas o presupuestales
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colombiana y a la comunidad internacional que las condiciones en que se en-

cuentra la población internamente desplazada son intolerables desde el punto de

vista constitucional y que entran en contradicción con el sentido del Estado social

de derecho y con el deber de solidaridad bajo el cual debe actuar la sociedad.

La jurisprudencia ha venido precisando que las medidas especiales que debe

tomar el Estado —legislativas, administrativas y de política— no son facultativas

para las autoridades. Por el contrario, es su mandato establecerlas, y la Constitu-

ción y las leyes constituyen el marco sobre el cual éstas deben construirse. Lo

expresado por las autoridades a través de normas y políticas públicas, debe mate-

rializarse en respuestas concretas a favor de la población internamente desplazada.

La Corte, en la Sentencia T-025 de 2004 establece en consecuencia la necesidad de

actuar bajo un principio de coherencia en la administración, que obliga a instau-

rar las condiciones a través de las cuales el Estado cumple con lo prometido. En

otras palabras, asume la necesidad de tomarse en serio las normas.

“[...] La declaratoria formal del estado de cosas inconstitucional (apartado 7),

tiene como consecuencia que las autoridades nacionales y territoriales encar-

gadas de atender a la población desplazada, deben ajustar sus actuaciones de

tal manera que se logre la concordancia entre los compromisos adquiridos

para cumplir los mandatos constitucionales y legales, y los recursos asignados

para asegurar el goce efectivo de los derechos de los desplazados […] La serie-

dad demanda que cuando una política sea articulada en un instrumento

jurídico, como una ley o un decreto, se respete la fuerza normativa, no política

ni retórica, de dicho instrumento y por lo tanto se definan los alcances de los

derechos reconocidos y se precise el contenido de las correspondientes obliga-

ciones estatales. La coherencia apunta a que exista concordancia entre, de un

lado, lo que “promete” el Estado y, de otro lado, los recursos económicos y la

capacidad institucional para cumplir lo prometido, máxime si las promesas se

han transformado en normas jurídicas. La coherencia exige que si el Estado

crea un derecho prestacional específico por vía de una ley, prevea que debe

contar con los recursos para garantizar su goce efectivo y con la capacidad

institucional para atender la demanda de servicios generada por la creación

de ese derecho específico [...]”7

necesarias para evitar la vulneración de los derechos; v) la existencia de un problema social cuya
solución compromete la intervención de varias entidades, requiere la adopción de un conjunto
complejo y coordinado de acciones y exige un nivel de recursos que demanda un esfuerzo
presupuestal adicional importante; vi) si todas las personas afectadas por el mismo problema
acudieran a la acción de tutela para obtener la protección de sus derechos, se produciría una
mayor congestión judicial. (Sentencia T-025 de 2004. Título III-7, p. 92-93).

7 Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. M.P. Manuel José Cepeda. 22 de enero de
2004.
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El mensaje de la Corte Constitucional está dirigido a alcanzar el cumpli-

miento de lo que hasta ahora el Estado ha venido “prometiendo” en términos de

respuesta a la población internamente desplazada. Ello implica , garantizar que el

esquema institucional definido a través de la Ley 387 de 1997, entre en operación

y, por tanto, que cada una de las instancias diseñadas cumpla la función que le

corresponde dentro del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Des-

plazada por la Violencia (Consejo Nacional, Comités Municipales, Distritales y

Departamentales, Red Nacional de Información, etc.). De ahí el énfasis de la Sen-

tencia, en el sentido estructural de la respuesta, con el fin de garantizar que existan

los medios para superar la visión “retórica” de las normas y de las políticas.

La Sentencia T-025 de 2004 ha recordado el contenido de la obligación esta-

tal. No ha establecido órdenes al Estado que se encuentren por fuera del marco

institucional y legal que ha sido determinado para atender y proteger a la pobla-

ción internamente desplazada. Lo que ha determinado, son mecanismos para

propiciar que todo el andamiaje estatal opere de manera adecuada a partir de

unos parámetros constitucionales y legales que el diseñador y ejecutor de políti-

cas no puede desconocer. En otras palabras, frente a la debilidad del ejecutivo para

poner en marcha la política que él ha diseñado, la justicia constitucional ha veni-

do a generar las condiciones para que las instituciones logren los objetivos previstos

en la Ley 387 de 1997.

En este orden de ideas, la Sentencia T-025 ha oxigenado la respuesta Estatal

frente al desplazamiento interno forzado. La intervención de la justicia, una vez

más —ya lo había demostrado con la Sentencia SU-1150 de 2000— opera como

mecanismo dinamizador de un sistema que por múltiples razones no logra entrar

en operación de forma regular. El tema del desplazamiento interno, si bien no

alcanza el nivel de prioridad dentro de la agenda política, ni logra aún ser relevan-

te para la sociedad en su conjunto, está por lo menos en el orden del día de las

instituciones encargadas de la respuesta.

El contenido de la Sentencia se podría resumir en las órdenes a las autorida-

des para que éstas: i) cumplan con lo que está establecido en la Ley; y garanticen:

i) el funcionamiento regular y eficiente de las instancias fijadas en las normas; ii)

un mínimo de protección a toda la población internamente desplazada como punto

de partida8; y iii) la participación de dicha población.

Los órdenes al Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población

Desplazada por la Violencia, están encaminadas a que éste evalúe y defina la for-

8 Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004 “[...] Quinto.- Ordenar al Consejo Nacional de
Atención Integral a la Población Desplazada, que en un plazo máximo de 6 meses, contados a
partir de la comunicación de la presente sentencia, concluya las acciones encaminadas a que
todos los desplazados gocen efectivamente del mínimo de protección de sus derechos a que se
hizo referencia en el apartado 9 de esta sentencia [...]”.
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ma como puede cumplir con sus obligaciones. El ejercicio al cual está invitando la

Corte al Consejo, consiste en que defina y ponga en marcha estrategias para efec-

tuar los correctivos encaminados a superar el problema estructural del Sistema

Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia: i) ope-

ración y participación de todas las instancias e instituciones tanto del ámbito local

como nacional9; ii) planificación de la respuesta10; y iii) asignación y ejecución de

recursos.

El ejercicio que está desarrollando el Sistema y que tendrá que evaluar la

Corte en la respuesta, consiste en adoptar todas las medidas que permitan cum-

plir con lo hasta ahora “prometido por el Estado”, garantizando siempre que se

han desarrollado las acciones  mínimas de protección a toda la población interna-

mente desplazada.

9 Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. “[...] Cuarto.- Ordenar al Consejo Nacional
para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia que dentro de los 3 meses
siguientes a la comunicación de la presente sentencia, adopte un programa de acción, con un
cronograma preciso, encaminado a corregir las falencias en la capacidad institucional, por lo
menos, en lo que respecta a las que fueron expuestas en los informes aportados al presente
proceso y resumidas en el apartado 6 y el Anexo 5 de esta sentencia [...]”.

10 Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. Segundo.- Comunicar [...] Ofrecer a las
organizaciones que representan a la población desplazada oportunidades para participar de
manera efectiva en la adopción de las decisiones que se tomen con el fin de superar el estado de
cosas inconstitucional e informarles mensualmente de los avances alcanzados.



[58]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

LA  INTEGRALIDAD DE LA RESPUESTA
ESTATAL

Dado que el desplazamiento entraña la vulneración de los dere-

chos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, las políticas

públicas deben reconocer la universalidad, indivisibilidad e inte-

gralidad de los mismos y contemplar el restablecimiento de los

derechos conculcados desde un marco que contemple dicha inte-

gralidad. De ahí que los instrumentos claves de la política pública

nacional, como la Ley 387 de 1997 enfaticen en la necesidad de

brindar reparación integral a la población en situación de despla-

zamiento.

“El restablecimiento de la población que lleve a la cesación de

la situación de desplazamiento, sólo es posible si la política

pública de atención a la población desplazada se formula y

operativiza desde un enfoque basado en el principio de inte-

gralidad de la intervención que atiende de manera articulada

las distintas dimensiones de los derechos”11.

La política debe buscar la forma de integrar la respuesta estatal

a la condición de víctimas de las personas internamente desplazadas

y a la situación de vulnerabilidad por la cual atraviesan. La integrali-

dad de la respuesta ha sido reiterada constitucionalmente:

“[...] La atención a los desplazados debe ser integral, esto es,

debe consistir en un conjunto de actos de política pública

mediante los cuales se repare moral y materialmente las per-

11 Desplazamiento y políticas públicas de restablecimiento en Colombia. Análisis y
recomendaciones. Memorias del seminario internacional “Análisis de
experiencias en restablecimiento de la población en situación de
desplazamiento”. Presidencia de la República- ACNUR-USAID, 2004, p. 68.
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sonas en situación de desplazamiento y, más allá, se produzca el restableci-

miento de las mismas [...]”12

Ello implica: i) Reconocer a las personas internamente desplazadas como

sujetos pasivos del delito de desplazamiento; ii) desarrollar medidas especiales

para su atención que realicen en particular el principio de igualdad; iii) aceptar

que el desplazamiento interno forzado es una situación temporal y que en esa

medida las políticas deben estar encaminadas a alcanzar soluciones duraderas.

La aplicación del principio de igualdad13: adopción de medidas
especiales a favor de la población internamente desplazada

El tema de la respuesta frente a la vulnerabilidad, se deriva de la necesidad de

garantizar condiciones de igualdad a la población internamente desplazada. Igual-

dad que parte del reconocimiento de sus necesidades específicas y adicionalmente

de aquellas particulares a algunos grupos de población dentro de ella.

De los planteamientos del gobierno se desprende que la visión de la política

venía siendo soportada, por lo menos hasta antes de la promulgación de la Sen-

tencia T-025 de 2004, en tres supuestos: i) considerar que los problemas que el

desplazamiento interno genera en las personas desplazadas, son similares a los del

resto de la población colombiana que se encuentra por debajo de la línea de po-

breza (58.8% del total de la población); y que en consecuencia, una acción

afirmativa hacia la población internamente desplazada no sería legítima en esos

términos, en la medida en que resultaría ser una medida de discriminación en

contra del resto de la población pobre; ii) afirmar que con la atención al desplaza-

miento interno no se pueden atender los problemas estructurales de marginalidad

y pobreza que existen en el país y que, por lo tanto, la población internamente

desplazada no puede esperar que la respuesta estatal constituya un mecanismo

para superar las condiciones de pobreza que tenía antes de ser obligada a despla-

zarse; y iii) asumir que el problema del desplazamiento interno está estrechamente

ligado con los niveles de desarrollo y pobreza de las zonas de expulsión de pobla-

ción internamente desplazada.

Los anteriores supuestos han derivado en un retroceso en las políticas a fa-

vor de la población internamente desplazada, que se refleja en la práctica en el

12 Corte Constitucional. Sentencia T-602 de 2003. M.P. Jaime Araújo Rentería, 23 de julio de 2003.
13 PR. 1. Los desplazados internos disfrutarán en condiciones de igualdad de los mismos derechos y

libertades que el derecho internacional y el derecho interno reconocen a los demás habitantes del
país. No serán objeto de discriminación alguna en el disfrute de sus derechos y libertades por el
mero hecho de ser desplazados internos.
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desmonte de algunas de las medidas especiales que venía aplicando el Estado, y la

inclusión de ésta dentro de la categoría general de población vulnerable, que pre-

tende ser manejada de manera homogénea dentro de la oferta de la política social.

Así, la población desplazada es vista como uno de los varios sujetos de especial

interés de las autoridades. Sin embargo, la situación de la población internamente

desplazada amerita una respuesta especial del Estado que no puede entenderse

como una discriminación en contra de otros sectores de la población.

“[...] 1. Ahora bien, ciertas instituciones y algunos investigadores sociales han

considerado que las acciones tendientes a paliar la difícil situación por la que

atraviesan millones de desplazados no pueden basarse en la elaboración e im-

plementación de políticas públicas diferenciales, puesto que éstas comportan

la discriminación de otros grupos igualmente necesitados que son “pobres his-

tóricos”. Empero, esta Sala considera que si bien el legislador y las entidades

gubernamentales deben tratar de igual modo a todas las personas, pues así lo

estipula el artículo 13 de la Constitución, las víctimas del fenómeno del des-

plazamiento forzado interno sí merecen atención diferencial, ya que “la

consagración constitucional  del Estado  colombiano como un Estado social de

derecho, le exige prestar una atención especial a esta calamidad nacional, con el

fin de aliviar la suerte de los colombianos afectados por esta tragedia política y

social” [...] el Estado [...] debe proteger los derechos de los desplazados y pro-

veer lo que esté a su alcance para el restablecimiento de los derechos de éstos

que son conculcados [...] ”14.

Es evidente el problema que enfrentan en la práctica las entidades del Estado

—excepción hecha de la Red de Solidaridad Social— que tienen que cumplir con

su mandato tradicional frente a la población vulnerable y ejecutar simultánea-

mente medidas especiales en favor de la población internamente desplazada, sin

que esto signifique una asignación de mayores recursos —humanos y financie-

ros—. De allí que sea común que se plantee una tensión entre la atención a la

población beneficiaria de sus políticas, que han llamado “pobres históricos” y a la

población internamente desplazada.

Desde un comienzo, las entidades se vieron obligadas a emprender sin recur-

sos adicionales la política de atención al desplazamiento interno forzado15. El

esfuerzo del Estado en su conjunto, tal y como lo señala la Sentencia SU-1150 de

2000 de la Corte Constitucional, consiste en garantizar el financiamiento de la

acción a favor de la población internamente desplazada, otorgando la prioridad

que la emergencia humanitaria amerita, sin menoscabar los derechos de otros

14 Corte Constitucional. Sentencia T-602 de 2003. M.P. Jaime Araújo Rentería. 23 de julio de
2003.

15 Cfr. Documento Conpes 2804 de 1995.
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sectores de población, los cuales deben ser también atendidos16. La diferencia en-

tre unos y otros programas, ha sido de igual manera reiterada por la Corte al

profundizar sobre las medidas que el Estado debe tomar frente a las “víctimas de

situaciones sociales extremas”:

“Las personas víctimas de situaciones sociales extremas17 o de los embates de

la naturaleza18, constituyen, entre el espectro de personas en situación de de-

bilidad manifiesta, aquellas que sufren en mayor medida, por razón del

desarraigo, destrucción de la base material que sustenta su proyecto de vida,

así como por la grave afectación del tejido social al cual pertenecen. De ahí

que deban ser destinatarios de excepcionales mecanismos de protección, pues

la capacidad real para realizar su proyecto de vida se ha visto sometida a una

reducción incompatible con un Estado social de derecho. Ello no quiere decir

que sus intereses se impongan sobre los intereses de grupos humanos que igual-

mente están en condiciones de debilidad, como ocurre con quienes padecen la

pobreza estructural, los ancianos desatendidos, los niños, los enfermos o la

población privada de la libertad. Sin embargo, éstos deben ser los destinata-

rios de programas y proyectos permanentes, en el sentido que deben

permanecer como tales mientras existan condiciones materiales de desigual-

dad, en tanto que los primeros, han de ser los beneficiarios de mecanismos de

atención de situaciones excepcionales (así la excepcionalidad se torne estructu-

ral, como ocurre con los desplazados, pues la miseria humana nunca podrá

asumirse como algo admisible en el Estado social), por hallarse comprometido

su mínimo vital”. (Subraya la Sala)”19.

Es decir, que mientras a las entidades competentes no se les asignen recursos

específicos para la atención a la población internamente desplazada por la violen-

cia, sin que ello signifique un recorte de otros recursos de las mismas entidades, la

tensión estará vigente y la entidad correspondiente buscará garantizar la atención

al conjunto de su población sujeto, sin priorizar la atención de la primera. El efec-

to no deseado de la respuesta sin diferenciación, es la perpetuidad de la desigualdad

entre sectores de población que, por diversas circunstancias, tienen capacidades

distintas para satisfacer sus necesidades básicas.

16 En ningún caso podrá privarse a nadie de un derecho básico so pretexto de que, de esa manera, se
está ayudando a grupos especialmente desfavorecidos a superar las consecuencias de una
discriminación previa. Cfr. Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. “Examen
Amplio de Cuestiones Temáticas Relativas a la Eliminación de la Discriminación Racial – El concepto
y la Práctica de la Acción Afirmativa”. E/CN.4/Sub. 2/ 2000/11. Párrafo 64.

17 Como ocurre con la población internamente desplazada. Sentencia T-227 de 1997 y  SU-1150
de 2000.

18 Estas situaciones no deben entenderse taxativas.
19 Corte Constitucional. Sentencia T-958 de 2001. M.P. Eduardo Montealegre Lynnet. 6 de septiembre

de 2001.
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Un ejemplo de estas diferencias, se mostró en el trabajo desarrollado por

Luis Eduardo Pérez en la Unidad Técnica Conjunta, UTC20. En este estudio, el

investigador efectúo una caracterización social de la población internamente des-

plazada y no desplazada que habita los mismos barrios de tres grandes ciudades21.

Como se resume en la Tabla 1, pese a la vulnerabilidad que se presenta en la pobla-

ción no desplazada que vive en zonas pobres de estas ciudades, ésta es aún más

extrema en el caso de la población internamente desplazada que llega a las mis-

mas. Lo anterior llama la atención sobre la necesidad de medidas especiales

encaminadas a atender la especial situación de vulnerabilidad de estas personas.

De la Tabla 1 se puede deducir, entre otras cosas, que la población interna-

mente desplazada es más sensible frente a cualquier caída en sus ingresos familiares,

tiene menor seguridad jurídica en la tenencia de los bienes y menor estabilidad

social. De igual manera, que frente a la fuerza de la naturaleza tiene menores po-

sibilidades de protegerse; sin mencionar lo que significa en términos psico-sociales

la violación de sus derechos y la ruptura de sus redes sociales y familiares. Como

lo evidencian estas cifras, es más vulnerable frente a cualquier caída en el ingreso

que otros sectores de población afectados por la pobreza. Es decir, que una dismi-

nución en el ingreso, no le permite cumplir con sus obligaciones de vivienda y

salud, y que teniendo menores ingresos debe destinar más de ellos a atender estas

necesidades.

Aceptando la gravedad del problema de la pobreza en el país y la inaplazable

responsabilidad que tienen las autoridades frente a ella, la situación de la pobla-

ción internamente desplazada es, como lo señala la evidencia empírica, aún más

crítica que la de otros sectores de población; por lo tanto, las medias especiales en

su favor son necesarias. La población internamente desplazada es vulnerable22, en

la medida en que carece por sus propios medios, de la capacidad temporal para

asumir una subsistencia digna. Esta limitación se presenta por un hecho ajeno a

su voluntad, al cual no tuvo cómo resistir. Por esta razón requiere la atención

especial del Estado23.

20 ACNUR -Red de Solidaridad Social.
21 Pérez Murcia, Luis Eduardo. Población desplazada: entre la vulnerabilidad, la violencia y la exclusión.

Red de Solidaridad Social. Bogotá, marzo de 2004.
22 “[...] la vulnerabilidad puede ser entendida como una situación que, sin ser elegida por los

individuos, limita el acceso de éstos a las garantías mínimas necesarias para realizar plenamente
sus derechos sociales, políticos, económicos y culturales [...]”. Pérez, Luis Eduardo. Op. cit.

23 Comité de Derechos Económicos y Sociales de la Naciones Unidas. Observación General No.
12-14 [...] cuando un individuo o un grupo sea incapaz por razones que escapen a su control, de
disfrutar del derecho a una alimentación adecuada por los medios a su alcance, los estados tienen la
obligación de realizar (hacer efectivo) ese derecho directamente. Esta obligación también se aplica
a las personas que son víctimas de catástrofes naturales o de otra índole [...].
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Si no se reconoce la situación especial en que se encuentra la población inter-

namente desplazada –o cualquier otro sujeto de interés especial para el Estado– no

va a ser posible identificar sus carencias ni sus capacidades y, en consecuencia, las

políticas que se diseñen tienen el riesgo de mantener vigentes las condiciones de

vulnerabilidad. Ese es el peligro de ubicar dentro de una sola respuesta del Estado al

conjunto de la población vulnerable que por diversas causas existe en el país24.

TABLA 1

CUADRO COMPARATIVO DE VULNERABILIDAD (Porcentajes)

Variable Hogares desplazados Hogares no desplazados

Tenencia de la vivienda

Vienda propia 26 46

Vivienda en arriendo 35 39

Otras formas de posesión 39 17

Material de la vivienda

Al menos en un cuarto para dormir 39 60

Paredes en material –bloque ladrillo y piedra– 50 84

Pisos en cemento, baldosa o vinilo 53 87

Techo en material de desecho 20 3

Techo en material seguro
–teja de barro o cemento sin cielo raso– 80 95

Déficit de servicios públicos domiciliarios

Carece de servicio sanitario 27 12

Inodoro conectado a alcantarillado 52 74

Agua potable vía acueducto 73 91

Requiere más de 10 min. traer el agua cargada 14 6

Educación jefe de hogar

Ninguno 14 11

Hasta primaria 64 47

Hasta secundaria 20 36

Universitaria 1 6

Ocupación del jefe de hogar

Empleado 9 35

Independiente-vendedor ambulante- 63 33

Afiliación  a seguridad social 12 66

Ingresos inferiores línea de pobreza 56 49

Fuente: Luis Eduardo Pérez. Op.cit.

24 La Corte Constitucional ha llamado la atención, sobre la necesidad de precisar en qué consiste
específicamente la vulnerabilidad de la población en situación de desplazamiento:
“[...] se ha estimado de suma importancia contar con índices con los cuales  medir los grados de
vulnerabilidad, ya que el conocimiento de éstos aporta en la identificación de las medidas
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En resumen, es claro que, tanto por la naturaleza de la causa que origina la

vulnerabilidad, como por la situación material en la cual se encuentran las perso-

nas internamente desplazadas, se requieren acciones afirmativas, las cuales como

ha sido reiterado por la Corte Constitucional, no constituyen una discriminación

en perjuicio de otros sectores de población25. Estas medidas tienen una vocación

temporal. Sin embargo, dado que en esencia la causa del desplazamiento es el

conflicto armado interno, hasta tanto no se supere, el Estado tendrá que mante-

nerlas y ajustar su respuesta a la forma cambiante como éste afecta a la población

internamente desplazada en función de su dinámica.

La aplicación  del principio de progresividad

Al disponer que los Estados Parte han de “lograr progresivamente” la plena efecti-

vidad de los derechos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales, PIDESC, prohíbe que se tomen medidas deliberadamente regresivas,

salvo cuando pueda demostrarse “que se han aplicado tras el examen más exhaus-

tivo de todas las alternativas posibles y que esas medidas están debidamente

justificadas por referencia a la totalidad de los derechos enunciados en el Pacto en

relación con la plena utilización de los recursos máximos disponibles del Estado

Parte”26.

No podrá, de acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional, el Estado

redefinir prioridades, establecer políticas que afecten el principio de progresivi-

dad hasta tanto no se haya efectuado  “el máximo esfuerzo” para cumplir con lo

señalado en la Ley y lo establecido en las políticas y programas gubernamentales.

Por momentos y para algunos sectores, este condicionamiento ha sido perci-

bido como una autorización para disminuir el marco de protección de la población

internamente desplazada y establecer medidas regresivas en la definición de prio-

ridades y el ajuste de las políticas.

legislativas y administrativas más aptas para la reconstrucción del tejido social y la estabilización
socioeconómica, así como en la proyección de la ejecución o, si resulta necesario, en un nueva
planeación. El concepto de vulnerabilidad y la detección en terreno de los riesgos de
empobrecimiento facilitan, pues, la búsqueda de soluciones adecuadas al contexto de la situación
de post-emergencia, bien sea en el marco de la política pública sectorial en materia de
desplazamiento o bien en el marco del desarrollo de cada uno de los distintos componentes del
restablecimiento, esto es, vivienda, generación de ingresos, salud, educación y tierras [...]”.

25 El Comité de Derechos Humanos en su Observación 18, ha señalado claramente que ese tipo de
medidas constituyen una diferenciación legítima. La jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa
en el mismo sentido. Cfr. Corte Constitucional, sentencias C-130 de1993; C-445 de1995; T-227
de 1997; SU-1150 de 2000; C-093 de 2001; T-673 de 2001; T-958 de 2001; T-602 de 2003;
T-025 de 2004, entre otras.

26 Observación General No. 14. Párrafo 32.
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El Auto de la Corte Constitucional del 27 de abril del 2004, precisó que cual-

quier modificación deberá ajustarse al procedimiento señalado por la misma Corte

en la Sentencia T-025 de 2004 y respetar, por supuesto, el sentido de las obligacio-

nes del Estado en relación con los derechos de contenido prestacional.

Partiendo del supuesto que no es el interés de las autoridades aplicar medi-

das que entren en contradicción con sus obligaciones, la clave para garantizar que

se mantenga la vigencia del principio de progresividad, consiste en aplicar en for-

ma estricta el procedimiento establecido en la mencionada Sentencia. Este

procedimiento incluye la obligación de: i) Demostrar que se ha efectuado el “máxi-

mo esfuerzo” para dar cumplimiento a lo establecido en la ley y en las políticas

gubernamentales; ii) respetar el principio de no discriminación en las medidas

que se adopten para ajustar la política; iii) demostrar la necesidad y pertinencia de

las medidas que se tomen; iv) establecer los mecanismos para reestablecer el ca-

mino de progresividad “condición de avance futuro”; v) garantizar la satisfacción

de los mínimos de protección; y vi) asegurar la participación de la población.

Debe considerarse, sin embargo, en la definición del “máximo esfuerzo”, con-

sagrado en el artículo 2 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,

una dificultad relacionada con los principios de subsidiariedad, complementarie-

dad y concurrencia entre los esfuerzos locales, nacionales y de cooperación

internacional: ¿de qué manera determinar el “máximo esfuerzo” en cada uno de

los niveles, sin que ello signifique que la responsabilidad de la ejecución de las

políticas recaiga de manera desequilibrada en alguno de ellos, que o bien no cuen-

ta con los recursos necesarios o que contando con ellos no los asigna?

La tendencia a establecer medidas generales, tiene además el impacto de pro-

ducir disposiciones que van en contra del principio de progresividad de las políticas

sociales establecido en el artículo 2 del mencionado Pacto27. En las consultas rea-

lizadas para la preparación de este Balance, algunas entidades expresaron

claramente que la política vigente no establecía medidas especiales a favor de la

población internamente desplazada28.

El caso de las políticas de salud es un ejemplo claro del desmonte de medidas

afirmativas, que si bien va en proceso de mejoramiento en su modelo de atención

posterior a la Sentencia, muestran al mismo tiempo regresividad.

27 PIDESC. Art. 2.1. Cada uno de los estados partes en el presente Pacto se compromete a adoptar
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales,
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas
legislativas y la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.

28 Un funcionario de uno de los ministerios que hacen parte del Sistema Nacional de Atención
señaló: “la atención diferencial a la población desplazada no se considera dentro de la nueva
estructura ministerial. Las personas afectadas por el desplazamiento se atienden como parte de la
población vulnerable del país [...]”
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La política de vivienda también sufrió un retroceso que se espera sea reesta-

blecido. El actual Plan Nacional para la Atención Integral de la Población

Desplazada por la Violencia incluye medidas regresivas en esta materia, incluso en

contradicción con lo previsto en la norma especial que la regula (Decreto 951 de

2001). El Plan prevé dos tipos de medidas: i) mejoramiento de condiciones de

hábitat y ii) de alojamiento temporal. Ambas por debajo de lo establecido en las

políticas anteriores y que al parecer contradicen lo que está buscando desarrollar

el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

La disminución de una serie de prestaciones, como por ejemplo el auxilio

para servicios funerarios que prestaba la Red de Solidaridad Social en la asistencia

humanitaria de emergencia, constituye también una medida regresiva que con-

tradice el sentido del Pacto. Mas allá de que el auxilio funerario no estuviera

contemplado en la norma,  lo cierto, en términos del principio de progresividad,

es que era una medida especial adoptada por el Estado. Como se señala en la Ob-

servación General No. 3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

de las Naciones Unidas, las medidas legislativas no agotan “por sí mismas las obli-

gaciones de los Estados Partes”.

Cabe reiterar que “[...] todas las medidas de carácter deliberadamente retro-

activo en este aspecto, requerirán la consideración más cuidadosa y deberán

justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el

Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de

que se disponga [...]”29.

El tema del Presupuesto General de la Nación se torna ejemplificante al res-

pecto. En la Ley de Presupuesto del 2003, aprobada en el 2002, tres entidades del

Estado contaban con rubros especialmente destinados a atender el desplazamien-

to interno forzado. En la Ley de Presupuesto del 2004, sólo a la Red de Solidaridad

Social se le asignaron recursos con destinación específica para la población inter-

namente desplazada. Aunque es evidente que más instituciones adelantan acciones

a favor de esta población, la anterior lectura de la Ley de Presupuesto es un indicio

de lo que se ha venido explicando —el desmonte de medidas especiales y la regre-

sividad en las políticas— que obviamente generan impactos sobre la posibilidad

real de ejecutar programas a favor de este sector de población y efectuar segui-

miento a los recursos asignados.

En la primera respuesta que el Consejo Nacional para la Atención Integral a

la Población Desplazada por la Violencia dio a la Corte Constitucional, no se pre-

cisó en forma discriminada por entidad el presupuesto asignado para atender a

dicha población, en particular, porque las instituciones competentes han desco-

nocido históricamente el monto de recursos que tienen asignados para el efecto y,

29 Observación General No. 3.
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lo que es más complicado, el monto de recursos que en este campo ejecutan. Ade-

más, el anexo de presupuesto del Plan Nacional para la Atención Integral de la

Población Desplazada por la Violencia no ha sido aprobado por el Consejo Na-

cional por esta misma causa. Salvo contadas excepciones —entre las que sobresale

la Red de Solidaridad Social— las entidades no cuentan con información discri-

minada acerca de los recursos destinados para la atención de la población

internamente desplazada30. Este elemento constituye una de las más importantes

falencias en la formulación del actual Plan Nacional, el cual identifica una serie de

acciones sin aún lograr consolidar dimensionarlas financieramente, establecer las

fuentes de los recursos, ni las metas que se tienen previstas; por ende, tampoco los

indicadores que permitan evaluar los niveles de ejecución.

El Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada
por la Violencia (SNAIPD)

El desarrollo de los supuestos del enfoque sistémico del SNAIPD:
integración, articulación y coordinación intersectorial y territorial

El Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violen-

cia es la estructura a partir de la cual el Estado ha organizado su respuesta al

desplazamiento interno. En esta estructura concurren todas las entidades tanto

públicas como privadas31 que desarrollan actividades a favor de la población in-

ternamente desplazada.

El diseño del SNAIPD se basa en un enfoque sistémico cuyo propósito es ins-

tituir un modelo que permita “articular entre sí las dimensiones sectoriales de la

política y, a éstas, los niveles nacional y territorial, en una misma estructura”32.

Ello supone facilitar su formulación “en el seno del Consejo Nacional, y la concu-

30 “[...] Otro problema es que las entidades no saben cuáles programas son para desplazados,
cuántas personas atendieron, no saben si atendieron población desplazada. No hay uniformidad
en la información [...]” Acta de inspección judicial suscrita por funcionarios judiciales y la Red de
Solidaridad Social, y citada por la Corte Constitucional en Auto del 27 de abril del 2004 en
relación con el cumplimiento de la Sentencia T-025 de 2004.  M.P. Manuel José Cepeda.

31 El sistema previsto en la Ley 387 de 1997 dejó un amplio espacio de articulación entre diferentes
entidades. Erróneamente se ha planteado que hay unas entidades que hacen parte del sistema y
otras, que pese a tener competencias en el tema del desplazamiento, no hacen parte de él. La
confusión es el resultado de la lectura separada de los artículos 5, 6, 7 y 19 de la Ley. Todas las
instancias citadas en los artículos 6 –Consejo Nacional– 7 –comités territoriales y 19 –instituciones
con competencias específicas determinadas por la Ley– hacen parte del sistema, pero no lo
agotan. Claramente, el artículo 5 indica que todas las entidades públicas, privadas y comunitarias
que realizan actividades relacionadas con la atención integral de la población desplazada, hacen
parte del mismo.

32 ACNUR: “Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia
1999-2002”, Bogotá, octubre de 2002.
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rrencia de las acciones sectoriales y territoriales, […] bajo la orientación de la

Consejería, en tanto organismo coordinador”33. El buen funcionamiento de esta

estructura depende de que exista “unidad de criterio entre las entidades involu-

cradas en el SNAIPD”34, las cuales deben actuar “regidas por una misma política y

por un mismo plan”35.

De acuerdo con la Ley 387 de 1997, al Consejo Nacional le corresponde ase-

gurar el cumplimiento de dichos supuestos —la formulación de la política y, por

ende, del Plan Nacional—, y garantizar la asignación de los recursos. Por otra

parte, la estructura sistémica permite integrar al sistema las entidades territoriales

a través de los Comités Departamentales, Municipales y Distritales para la Aten-

ción Integral a la Población Desplazada por la Violencia, y amplía la participación

de la sociedad civil y, en particular, de las organizaciones de la población interna-

mente desplazada36.

Respecto al desarrollo de los anteriores supuestos, y previo a la Sentencia T-025

de 2004 de la Corte Constitucional, puede señalarse que la situación permaneció

casi inalterada en relación con el período 1999-2002:

1. No se avanzó significativamente en el cumplimiento de ninguna de las de-

terminantes de integración, articulación y coordinación intersectorial y

territorial en las que se basa el carácter sistémico del SNAIPD.

2. El Consejo Nacional permaneció absolutamente inactivo, hasta la promul-

gación de la Sentencia T-025 de la Corte Constitucional, el 22 de enero de

200437. El peso de la formulación y desarrollo de la nueva política, descansó

casi totalmente en la Red de Solidaridad Social, con excepción del caso de la

salud. No se formuló un Plan Nacional específico para la prevención y aten-

ción al desplazamiento interno forzado, y no hubo ningún efecto vinculante

hacia las entidades del SNAIPD respecto al cumplimiento de sus responsabili-

dades.

3. La Red de Solidaridad Social continuó intentando desempeñar su papel de

coordinadora del sistema, con grandes limitaciones para ejercer un ascen-

diente sobre las demás entidades y sin disponer de instrumentos para

inducirlas a adoptar las formulaciones generales de política realizadas por la

entidad, proceso que se tomó prácticamente el segundo semestre de 2002 y

el primer semestre de 2003.

33 Ibíd.
34 Ibíd.
35 Ibíd.
36 Ibíd.
37 Durante el período anterior, ocurrió lo mismo hasta la promulgación de la Sentencia de la Corte

Constitucional No. 1150 del 30 de agosto del 2000.
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4. La ausencia de un Plan Nacional continuó dificultando la disponibilidad de

instrumentos de control jurídicamente efectivos para el cumplimiento de los

compromisos presupuestales, las responsabilidades y el logro de metas por parte

de las entidades involucradas en el SNAIPD. Tampoco se contó —y no se cuenta

aún— con una línea de base sobre la cual diseñar y establecer un sistema de

seguimiento que incluya los respectivos indicadores de gestión y de impacto.

5. Deben resaltarse, sin embargo, los avances del Ministerio Público tendientes

a fortalecer y cualificar su papel de control y vigilancia sobre las entidades

del SNAIPD en el cumplimiento de sus responsabilidades, relativas a la pre-

vención y atención al desplazamiento interno forzado. La Procuraduría

General de la Nación desarrolló, además del fortalecimiento de su estructura

organizacional y de su capacidad de operación en el terreno, el diseño de un

sistema de indicadores para sistematizar su labor. En este mismo sentido,

avanzó notablemente la Defensoría del Pueblo, entidad que llevó a cabo un

mejoramiento ostensible de su capacidad de seguimiento al desempeño de

las entidades del SNAIPD, a través del fortalecimiento de su capacidad de ges-

tión en las regiones y del diseño, aún incipiente, de un sistema de seguimiento

y control al cumplimiento de las responsabilidades y compromisos de las

entidades del sistema.

6. La acción gubernamental se vio entorpecida y fuertemente debilitada (espe-

cialmente en la provisión de soluciones duraderas), por el cambio en el enfoque

de la política y la reforma del aparato estatal que se prolongó durante un año o

más, y que, involucró a una buena parte de las entidades del SNAIPD. A estos

factores se sumaron otros como la reasignación de las responsabilidades insti-

tucionales, los costos de transacción inherentes al diseño y puesta en marcha

de las nuevas metodologías, reglamentos e instrumentos, y la asimilación de

los mismos por parte de las organizaciones ahora responsables de ponerlos en

práctica. Los ejemplos más claros de estas reformas son:

a. En el caso de la salud: i) La reconversión del antiguo Ministerio de Salud

en el Ministerio de la Protección Social; ii) la redefinición del esquema

de atención trasladando parte de la responsabilidad a los municipios y

departamentos; y iii) la expedición de una serie sucesiva y numerosa de

nuevas normas en el lapso de un año y medio.

b. En el caso de la vivienda: i) La desaparición del Ministerio de Desarrollo

y la reasignación de esta responsabilidad al nuevo Ministerio de Am-

biente, Vivienda y Desarrollo Territorial; ii) la creación del respectivo

Viceministerio; iii) la supresión del Inurbe y su remplazo por el Fondo

Nacional de Vivienda, Fonvivienda; iv) la transferencia de la administra-
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ción de los subsidios a las cajas de Compensación Familiar y la evalua-

ción de los proyectos a la Financiera Nacional de Desarrollo Territorial,

Findeter; v) la expedición de nuevos y sucesivos decretos que regulan los

subsidios para vivienda urbana y rural; y vi) la aplicación de estos decre-

tos a la población internamente desplazada en tanto se “congeló” la

aplicación del Decreto 951 de 2001.

c. En el caso de la financiación de proyectos productivos: i) La transferencia

de la responsabilidad y financiación de proyectos rurales al Fondo Fi-

nanciero para el Sector Agropecuario, Finagro, y al Banco Agrario, y la

creación de una nueva línea de crédito que aún no ha sido compatibili-

zada entre las dos entidades y, al interior del Banco Agrario, entre sus

funcionarios del nivel nacional; y ii) la cesión de la responsabilidad de la

financiación de proyectos urbanos inicialmente al IFI, que al desapare-

cer hubo de pasarla al Banco de Comercio Exterior de Colombia

(Bancoldex), entidad que se demoró un año en formular una nueva lí-

nea de crédito para población internamente desplazada y que aún no

logra entrar en operación.

d. En el caso de la capacitación productiva y la recalificación laboral: El tras-

paso de la responsabilidad al Servicio Nacional de Aprendizaje  y los ajustes

al Proyecto de Asistencia Técnica y Capacitación para la Población Des-

plazada por la Violencia.

e. En el caso de las tierras e infraestructura productiva: La desaparición del

Instituto Colombiano de Reforma Agraria, Incora, y el Fondo de Desa-

rrollo Rural Integrado, DRI, y la transferencia de la responsabilidad al

nuevo Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder.

A raíz de la promulgación de la Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Consti-

tucional, el gobierno inició la adopción de algunas acciones correctivas a la situación

descrita:

1. Intentó nuevamente poner en marcha el SNAIPD de manera efectiva, mediante

la reactivación de todos los comités territoriales —no sólo en los departamen-

tos que venían siendo apoyados por la Red de Solidaridad Social—, y la

vinculación de estos últimos y de los municipios, a la formulación y financia-

ción de programas y proyectos de atención al desplazamiento.

2. El Consejo Nacional comenzó a reunirse y a ejercer algunas de las funciones

que le fija la Ley 387 de 1997: formular la política y garantizar los recursos.38

38 Según lo propuesto en el “Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. Hacia un Estado Comunitario”,
el Consejo debe reunirse al menos dos veces al año para evaluar los resultados y alcances del
Plan reportados por las tres mesas nacionales, de acuerdo con las fases de intervención.



[71]

Capítulo 1 / Análisis conceptuales y estructurales de la política

Ha sesionado en tres oportunidades, una de ellas con participación por pri-

mera vez desde 1997, de la población internamente desplazada a la cual asistió

el ACNUR en calidad de observador.

3. El Consejo Nacional formuló el “Plan Nacional para la Atención Integral a la

Población Desplazada por la Violencia”, aunque en éste aún no se definen taxa-

tivamente los compromisos de cada una de las entidades del SNAIPD ni en

términos presupuestales, ni de metas específicas. Se espera ello ocurra una vez

la Red de Solidaridad Social realice la caracterización de la población interna-

mente desplazada registrada, relativa a: i) la atención prestada a cada una de

las familias y personas; ii) la determinación de la demanda pendiente; iii) la

cuantificación de los costos; y iv) la definición de un conjunto de acciones

específicas, con los respectivos presupuestos y metas de cumplimiento.

4. Se crearon efectos vinculantes y obligaciones para los departamentos, distri-

tos y municipios, entidades que deben convocar los comités territoriales e

incorporar en sus planes de desarrollo y presupuestos de inversión, recursos

para la financiación de programas de prevención y atención al desplazamiento

interno forzado en su jurisdicción, en coordinación con la nación, y al am-

paro de los principios de subsidiariedad, complementariedad y concurrencia.

5. Se crearon mecanismos específicos y obligatorios para las entidades del SNAIPD

que buscan garantizar la participación de las organizaciones de la población

internamente desplazada en las discusiones sobre la formulación de la polí-

tica pública. La conformación de tres mesas nacionales —prevención,

atención humanitaria de emergencia y estabilización socioeconómica, cuyas

secretarías técnicas corresponderán al Programa Presidencial para los Dere-

chos Humanos de la Vicepresidencia de la República, la Red de Solidaridad

Social y el Ministerio de Agricultura respectivamente—, se observa como

una medida adecuada para mantener activo el Consejo Nacional para la Aten-

ción Integral de la Población Desplazada por la Violencia, además de facilitar

la participación de la población desplazada. Es fundamental, sin embargo,

que esta participación se ajuste a los parámetros señalados por la misma Corte

Constitucional y que evite el proceso de instrumentalización de la población

en la aprobación de ajustes a la política.

6. Se crearon mecanismos e instrumentos de información que permiten cono-

cer de manera concreta y específica la situación de la atención a la población

internamente desplazada en cada uno de los componentes de la política y

hacer el seguimiento a los resultados de dicha atención.



[72]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

Una debilidad de tipo estructural que continúa vigente, consiste en la desco-

ordinación de la política en términos intersectoriales, en particular en lo

relacionado con la estabilización socioeconómica de la población internamente

desplazada. A este factor se suma la no conexión en las toma de decisiones entre

las autoridades del nivel nacional y aquellas del nivel territorial:

La fragmentación y atomización de la asistencia, no permite garantizar que

una misma familia o comunidad tenga acceso a un esquema de soluciones inte-

gradas, dentro del cual se coordinen las diversas intervenciones: salud, educación,

empleo o ingresos, vivienda e integración socio-cultural. Ello, dado que las res-

pectivas ofertas están a cargo de entidades de diverso orden y que no existía un

Plan Nacional para la Atención Integral que permitiese articular organizadamen-

te todas las respuestas; ni un sistema de seguimiento a la ejecución del mismo que

consintiese advertir a tiempo los problemas e introducir oportunamente las ac-

ciones correctivas.

La superación de esta limitación estructural es uno de los principales retos

para el gobierno en la nueva fase, ya promulgado el nuevo Plan y una vez entren

en vigencia las definiciones de metas y presupuesto, así como el sistema de indica-

dores para el seguimiento y la evaluación de los resultados e impactos de la política.

Por ahora, el Plan Nacional se convierte en un valioso instrumento de coordina-

ción para la formulación específica de programas y proyectos. Pero el verdadero

desafío consiste en el logro de la acción coordinada en el terreno.

El desarrollo instrumental y la ejecución del SNAIPD

Aspectos generales

Hasta enero del 2004 la política de atención a la población desplazada se vio in-

fluida por una serie de hechos que incidieron en las ejecuciones de la

conceptualización inicial de la misma plasmada en el Plan Nacional de Desarro-

llo39. Entre éstos sobresalen:

39 En las “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2002–2006. Hacia un Estado Comunitario”, la
política se propone el fortalecimiento del SNAIPD, y de “los mecanismos de intervención
interinstitucional”, así como “la complementariedad y concurrencia entre los diferentes sectores y
programas de la política social y humanitaria del Estado”. Para ello, se plantea adelantar las
siguientes acciones: i) activar regularmente el Consejo Nacional para la Atención Integral a la
Población Desplazada por la Violencia; ii) consolidar los comités municipales, distritales y
departamentales para la atención integral al desplazamiento; y iii) reforzar las herramientas de
apoyo del sistema, en particular el sistema de seguimiento, así como los mecanismos de evaluación
de la política de prevención y atención al desplazamiento forzado, la Red Nacional de Información,
el Sistema Único de Registro, SUR, el  Sistema de Estimación por Fuentes Contrastadas, SEFC, y el
Sistema de Alertas Tempranas,SAT. (DNP: Bases del Plan Nacional de Desarrollo, p. 64).
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1. Tal como se mencionó, el gobierno adelantó una reforma del aparato estatal,

aún  inconclusa,  que sumada a la escasez de recursos financieros, generó

durante el primer año (agosto de 2002 - agosto de 2003) una notable dismi-

nución de la actividad de atención a la población internamente desplazada,

en especial en la provisión de soluciones duraderas40.

Uno de los cambios en proceso de definición que podría tener implicaciones

importantes en la atención al desplazamiento interno forzado, es la eventual

fusión de la Red de Solidaridad, la Agencia Colombiana de Cooperación In-

ternacional, ACCI, y el Plan Colombia, PC. Ésta supondría la liquidación de

algunos programas, la transferencia de ciertas funciones a otras institucio-

nes y la unificación de las restantes en la nueva entidad.

Entre los aspectos positivos de este proceso, cabe considerar que se creen

condiciones favorables para la canalización de más recursos internacionales

hacia la atención de la crisis humanitaria generada por el desplazamiento

interno forzado. De hecho, ya está ocurriendo en dos casos: i) la contrata-

ción de un crédito externo con el Banco Mundial por US $30 millones para

el proyecto Paz y Desarrollo, que se inició en septiembre del presente año; y

ii) la gestión de la nueva versión del Plan de Acción Humanitaria, PAH, Fase

2, que se espera sea presentado conjuntamente por el gobierno, la sociedad

civil y el Sistema de las Naciones Unidas a la comunidad internacional de

donantes en el primer semestre de 2005.

No obstante, existe una alta probabilidad de que la Red de Solidaridad Social

asuma los programas que viene desarrollando el Plan Colombia, en particu-

lar aquellos relacionados con la sustitución de cultivos ilícitos. Ello implicaría

un cambio en la imagen actual de la entidad a nivel nacional y algunos ries-

gos en aquellas regiones en donde los actores armados lo han declarado como

objetivo militar. Algunos miembros de la comunidad internacional, han

Respecto al funcionamiento del SNAIPD se reitera la coordinación y articulación inter-sectorial y
territorial como supuesto básico de su funcionamiento y  en consecuencia se plantea: i) ampliar la
cobertura de las unidades de atención y orientación como instrumento operativo de la política
encargado de orientar, coordinar y aplicar el desarrollo de las acciones definidas por los comités
a escala local; ii) asegurar la articulación nacional y regional, movilizar los apoyos técnicos,
logísticos y financieros de orden nacional e internacional, a través de la coordinación de la
estructura institucional a cargo de la  Red de Solidaridad Social; iii) fomentar la vinculación activa
y eficaz de las comunidades desplazadas y promover la evaluación y el seguimiento de la política
de atención a los desplazados, acciones a cargo de la Red de Solidaridad Social. DNP: Bases del
Plan Nacional de Desarrollo, pp. 64 y 65.

40 Dicha reforma incluyó buena parte de las entidades que hacen parte del Sistema Nacional para
la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia,SNAIPD, en particular aquellas
relacionadas con los programas de restablecimiento.
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manifestado su inquietud ante la eventual desaparición de la ACCI y espe-

cialmente a que en una eventual fusión, el Plan Colombia llegara a mezclarse

con las iniciativas de cooperación que hasta ahora han venido siendo mane-

jadas por dicha agencia, dado que mantienen posiciones claramente distantes

o divergentes respecto del mismo.

3. Los comités siguieron siendo los mecanismos principales de integración de

la acción de los actores regionales y locales en la atención al desplazamiento

interno forzado. Sin embargo, entre agosto de 2002 y enero de 2003, la Red de

Solidaridad Social había mantenido un muy bajo grado de actividad respecto

a su papel de liderazgo y coordinación en la promoción y dinamización de

estos.

Los comités departamentales y municipales para la atención integral de la
población desplazada por la violencia

El fortalecimiento de los comités es un elemento central en la ejecución de la

política. Por ello, es necesario apoyar programas encaminados a promover el fun-

cionamiento permanente de los comités territoriales y a prestarles la asesoría técnica

que requieran. Dada la dispersión geográfica del desplazamiento interno forzado

por la violencia, esta labor debería ser priorizada en las áreas de mayor concentra-

ción del mismo.

Una de las mayores limitaciones identificadas durante este período, es que el

avance del fortalecimiento de los comités es lento y la cobertura de los programas

desarrolladas por la Red de Solidaridad con este objetivo es baja.

Luego de los proyectos de fortalecimiento emprendidos entre el 2000 y el

2002, sólo a partir de julio del 2003 la Red de Solidaridad Social reanudó el forta-

lecimiento de los comités, focalizando su trabajo en los departamentales. Para

ello, realizó 24 talleres regionales de fortalecimiento e instaló 80 mesas de trabajo

regionales41. Dentro de esta labor, logró consolidar, a 31 de mayo de 2004, dos

planes integrales únicos, PIU.

De otro lado, y a nivel general, continúa vigente la necesidad de transformar

el trabajo de los comités, de un carácter reactivo a una condición proactiva. El

caso de los comités departamentales de Antioquia, el Valle y Nariño, por ejemplo,

demuestran la importancia del liderazgo local cuando se dinamiza el trabajo de

los comités territoriales. No obstante, en todo caso, es imperativo que trasciendan

la atención de las emergencias y avancen hacia la prevención, la protección  y la

provisión de soluciones duraderas para la población internamente desplazada.

41 RSS. Informe de la Dirección de Operación Territorial, julio de 2004, p. 1.
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En particular, el funcionamiento de los comités territoriales requiere de un

mayor avance en la ampliación y cualificación de espacios de participación de la

población internamente desplazada. Debe permitirse además la representación

equitativa de mujeres y de hombres, y darse la presencia de autoridades indígenas

y representantes de consejos comunitarios de comunidades afro descendientes.

Un elemento básico de la participación, es el conocimiento que la población tenga

en relación con sus derechos y con el contenido de las políticas públicas.

Mirada en el contexto nacional, la situación de los comités continúa siendo

muy heterogénea y no se dispone aún de mecanismos o instrumentos de segui-

miento y evaluación para conocerla en detalle.

El Sistema Único de Registro - SUR

Durante el período agosto de 2002-agosto de 2004, este instrumento ha experi-

mentado importantes avances, especialmente  en el campo de la cualificación y la

agilización de la información:

1. Se está terminando de instalar una red nacional de comunicaciones que per-

mite manejar en línea toda la información sobre declaraciones y registro, en

las 35 unidades territoriales de la Red de Solidaridad Social, UT, y 21 unida-

des de atención y orientación, UAO.

2. Se implantó a nivel nacional un nuevo formato de declaración, que incluye

información más amplia y precisa sobre las personas y familias declarantes,

criterios diferenciales según sexo, edad y etnia42.

3. También se puso en práctica un nuevo formato de información comple-

mentaria, que permite caracterizar de manera mucho más completa a las

personas y a las familias registradas, y que provee elementos valiosos para

el diseño y focalización de los programas. Así, la Red de Solidaridad Social

ha iniciado la implantación de un programa de gestión de calidad, con

miras a obtener la certificación ISO 9000, dentro del cual se ha incluido con

alta prioridad al sistema de registro43.

42 El nuevo formato fue diseñado en el 2003 y se empezó a aplicar oficialmente en abril de 2004.
Contiene 76 variables (46 más que el formato anterior) que permiten establecer con mayor precisión
la condición socio demográfica y socioeconómica del hogar del declarante. ACNUR, Reporte de
entrevista, coordinación SUR, mayo 7 de 2004.

43 La decisión de la RSS de someter su gestión a la evaluación de estándares de calidad es importante
en términos de mejorar la eficiencia institucional. De igual manera, es útil en la perspectiva de
buscar acceso a fondos de cooperación internacional. No obstante, su impacto depende de la
coherencia entre los instrumentos de gestión y los objetivos que persiga la institución. Si éstos se
ajustan a un enfoque de derechos, sin duda van a lograr un impacto en la realización de los
derechos de la población internamente desplazada.
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Sin embargo, al analizar el proceso de registro incluyendo todas las activida-

des e instituciones involucradas, aún persisten algunas limitaciones de tipo técnico

y operativo que es necesario superar:

1. Los criterios heterogéneos de valoración aplicados por las unidades territo-

riales de la Red de Solidaridad Social.

2. La limitada capacidad operativa de las personerías y, en general, de las ofici-

nas locales del Ministerio Público, para atender la presentación de las

declaraciones de la población desplazada. Ello se refleja en: i) el represamiento

del número de familias por atender; ii) las demoras en la remisión de las

declaraciones a las oficinas de la respectiva Unidad Territorial de la Red de

Solidaridad Social; y iii) las falencias relacionadas con el procedimiento pro-

cesal en el momento de la toma de la declaración, que luego se convierten en

obstáculos para el procedimiento de inscripción en el registro.

3. El tiempo que tarda la Red de Solidaridad Social en el proceso de valoración

previa de la declaración —correspondiente a los 15 días hábiles previstos en

el Decreto 2569 de 2000— para decidir sobre el registro de la población in-

ternamente desplazada. Si se tiene en cuenta que éste se convirtió en un

requisito para que las familias desplazadas puedan tener acceso a la asisten-

cia humanitaria de emergencia, es indispensable que dicha entidad adopte

medidas efectivas para reducirlo a un lapso razonable y consistente con la

urgencia de la situación. Con el fin de prevenir que la población quede sin

atención durante el lapso requerido para la valoración de la declaración, el

artículo 16 del mismo decreto establece que las personas tienen derecho a

recibir asistencia inmediata hasta el momento en el cual se expida el acto que

decida sobre la inscripción en el registro. Sin embargo, esta disposición sólo

es aplicada excepcionalmente por la Red de Solidaridad Social.

4. De otro lado, en el SUR únicamente se registran las ayudas entregadas por

dicha entidad, pero no la atención estatal en salud, educación, vivienda, etc.,

provista por otras instituciones pertenecientes al SANIPD. Esto no permite

hacer un seguimiento integral de la asistencia prestada por el Estado a las

familias internamente desplazadas.

5. Dado que no existe información estadística al respecto, no es posible tener

un conocimiento detallado de los problemas descritos (tiempos promedio

de repuesta, frecuencias de los tiempos mínimos y máximos, número de ca-

sos, etc.), ni para las operaciones a cargo del Ministerio Público, ni para

aquellas que dependen directamente de la Red de Solidaridad Social.
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Esta limitación podrá ser superada, al menos por la Red de Solidaridad So-

cial, una vez incluya el sistema de registro dentro de su programa de gestión de

calidad, e implante un sistema de información que permita detectar, en todos los

municipios, o para empezar, en los que se concentra el mayor volumen de recep-

ción, los problemas más frecuentes en los procesos y procedimientos, con el fin de

proceder a poner en práctica una dinámica de mejoramiento continua que esta-

blezca estándares rigurosos de desempeño, tiempos máximos de respuesta, y

mecanismos expeditos de quejas y reclamos por parte de los usuarios. Sería desea-

ble, en todo caso, que el proceso de cualificación se extienda hasta las operaciones

a cargo del Ministerio Público.

A partir de la promulgación de la Sentencia T-025 de 2004 por la Corte Cons-

titucional y en particular el Auto del 27 de abril de 2004, el Sistema Único de

Registro está siendo objeto de un proceso acelerado de actualización y comple-

mentación. En dicho Auto, la Corte concedió plazo a la Red de Solidaridad Social

hasta el 30 de septiembre de 2004 para “precisar la situación actual de la población

desplazada inscrita en el Sistema Único de Registro, determinando su número,

ubicación, necesidades y derechos según el componente de atención correspon-

diente”, lo cual implica el ajuste de la información relativa a toda la población

inscrita desde 1995. En función de esto, la entidad ha venido desarrollando dos

tareas: i) la recolección, centralización y unificación de la información de la asis-

tencia prestada a la población internamente  desplazada por las diversas entidades

del SNAIPD; y ii) la actualización de la caracterización, uno a uno, de los hogares

desplazados registrados.

En la toma de la declaración se presentan también inequidades en razón del

género que dificultan el acceso a la oferta del Estado e incrementan niveles de

vulnerabilidad en ocasiones específicas. En particular, se han identificado este tipo

de riesgos en el caso de las viudas por la violencia y las mujeres afectadas por

violencia sexual. El hecho que las declaraciones sean mayoritariamente presenta-

das por los hombres jefes de hogar, deja en ocasiones desamparadas a las mujeres

cuando se presenta disolución de la pareja. La falta de capacitación y de experien-

cia en estos temas por parte de los funcionarios que reciben y valoran las

declaraciones, se constituye en una seria limitación para que sea posible adoptar

de manera efectiva un enfoque diferencial  en el sistema de registro.

En el caso de los pueblos indígenas, éstos enfrentan limitaciones de tipo cul-

tural que restringen su acceso a la declaración y a la valoración de la misma en

igualdad de condiciones debido, entre otros aspectos, a las dificultades en el ma-

nejo del español.

De otra parte, y dado que en ocasiones los desplazamientos de los grupos

étnicos se dan al interior del mismo territorio del resguardo o en la misma cabe-
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cera municipal44, éstos no se registran en tanto no existe una declaración ante un

organismo del Ministerio Público. Frente a esta situación no se han establecido

mecanismos de coordinación entre las autoridades indígenas, los consejos comu-

nitarios y la Red de Solidaridad Social, de tal manera que se informe la situación y

se pueda llegar a la zona con la autoridad del Ministerio Público para verificar la

situación y/o realizar el proceso de toma de declaración respectiva. La situación se

agrava, cuando las autoridades y organizaciones indígenas y afro descendientes

desconocen el procedimiento de registro y, por lo tanto, no tienen mayor control

sobre la población desplazada o en riesgo de desplazamiento y por esta razón no

pueden orientarla para que acceda al registro. Por todo ello, éstas han insistido en

reclamar desde hace unos años la posibilidad de que la declaración sea presentada

ante sus propias autoridades45.

La Red de Solidaridad Social sigue negando la inscripción en el registro de la

población que declara los hechos con posterioridad a un año de presentados en

aplicación del numeral 3 del artículo 11 del Decreto 2569 de 2000. Se desconoce

así lo señalado en el artículo 18 del mismo Decreto y lo ordenado por la Ley 153

de 1887. Se sugiere efectuar el ejercicio hermenéutico ciñéndose a lo previsto por

el legislador y los criterios indicados por la Corte en la Sentencia T-327 de 2001.

Finalmente, siguen sin ponerse en funcionamiento los comités tripartitos46

conformados por la Red de Solidaridad Social, la Procuraduría General de la Na-

ción y la Defensoría del Pueblo, que de operar facilitarían la revisión de la valoración

de los casos individuales rechazados y permitirían homogenizar los procedimientos.

El logro de los objetivos del SNAIPD

La Ley 387 de 1997 define  los objetivos principales del Sistema:

“Artículo. 4. Créase el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población

Desplazada por la Violencia para alcanzar los siguientes objetivos: 1) Atender

de manera integral a la población desplazada por la violencia para que, en el

marco del retorno voluntario o el reasentamiento, logre su reincorporación a

la sociedad colombiana. 2) Neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y

dinámicas de violencia que provocan el desplazamiento, mediante el fortale-

cimiento del desarrollo integral y sostenible de las zonas expulsoras y receptoras,

44 Ejemplo de esta modalidad es el caso de los desplazamientos que se presentaron en el Medio
San Juan, Chocó, en mayo de 2004.

45 Por poner un ejemplo, la pregunta por el lugar de origen tienen en cuenta el municipio o la
vereda, pero no se registra la información sobre el nombre del resguardo.

46 Los comités tripartitos surgen del convenio interinstitucional suscrito por estas tres entidades el 22
de diciembre de 1999.
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y la promoción y protección de los Derechos Humanos y el Derecho Interna-

cional Humanitario. 3) Integrar los esfuerzos públicos y privados para la

adecuada prevención y atención de las situaciones que se presenten por causa

del desplazamiento forzado por la violencia. 4) Garantizar el manejo oportu-

no y eficiente de todos los recursos humanos, técnicos, administrativos y

económicos que sean indispensables para la prevención y atención de las si-

tuaciones que se presenten por causa del desplazamiento forzado por la

violencia.

Parágrafo: Para el logro de los anteriores objetivos, el Sistema Nacional de Aten-

ción Integral a la Población Desplazada por la Violencia contará con el Plan

Nacional de Atención Integral a la población desplazada por la violencia”47.

En la medida en que estos objetivos no se logren alcanzar, el resultado de la

respuesta estatal seguirá siendo insuficiente y ésta es la causa principal del proble-

ma estructural al que hizo referencia la Corte Constitucional cuando declaró el

estado de cosas inconstitucional. El balance de los avances y limitaciones de este

período permite reiterar las siguientes conclusiones generales respecto al logro de

cada uno de ellos:

1. No existen aún políticas integrales. La respuesta continúa siendo sectorial y

se mantiene soportada en el accionar de la Red de Solidaridad Social. La

respuesta atomizada, en función del mandato de las diferentes instituciones

que tienen competencias dentro del Sistema, no ha podido garantizar la co-

nexión entre una y otra política. La situación de la población internamente

desplazada está llena de ejemplos en este sentido.

2. Las acciones encaminadas a neutralizar y mitigar las dinámicas y procesos de

violencia que provocan el desplazamiento, tienen un enfoque distinto al prio-

rizado por el legislador que en 1997 buscó otorgar mayor peso específico a

aquellas de promoción y protección de los derechos y el DIH, y al fortaleci-

miento de las zonas de expulsión y recepción de la población internamente

desplazada. No son claras, como se analizará más adelante48, las acciones de

prevención del desplazamiento por fuera de las estrategias de defensa y segu-

ridad.

3. El compromiso de la sociedad colombiana no es evidente. El mandato de

obrar conforme al deber de solidaridad (artículo. 95 C.P.), no se ha traduci-

do aún en acciones coordinadas entre el sector público y el privado. No

47 Ley 387, 18 de julio  de 1997.
48 Capítulo III: “Prevención del desplazamiento y protección de la población internamente

desplazada”.
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obstante, hay modelos, como los del Proyecto “Alianzas para la integración

de la población desplazada a las redes regulares de protección social y merca-

dos laborales” que coordina la Red de Solidaridad Social con el apoyo del

gobierno del Japón y al Banco Mundial, y el PAH, que permiten esperar una

mayor participación de diferentes sectores de la sociedad a favor de la pobla-

ción internamente desplazada.

4. Las instancias previstas en la Ley no han sido empleadas. El accionar del

Consejo Nacional continúa siendo esporádico y coyuntural, como en el caso

de la respuesta a la Sentencia T-025 de 2004. No existen herramientas efica-

ces para la coordinación, tampoco planes articulados, más allá de su

formulación como documento de política. El Sistema de Información, por

su parte, se ha quedado en la etapa de registro e inicial caracterización de la

población. En general, más que una respuesta integral, el sistema continúa

siendo la suma de un conjunto de ofertas que no logran encontrarse de ma-

nera integral y coordinada en la respuesta.

La sentencia T-025 de 2004 y la respuesta institucional

El impacto de la Sentencia sobre la política pública

Como se afirmaba, la Sentencia produjo un impacto inmediato y positivo en el

ámbito de la respuesta estatal frente al problema del desplazamiento interno for-

zado. Ello se tradujo en la adopción de varias acciones dirigidas a remediar las

falencias señaladas por la Corte Constitucional y a atender las órdenes respectivas

mediante la reformulación de algunos enfoques, estrategias e instrumentos de la

política pública. Entre otros:

1. Se establecieron unos mínimos respecto a las responsabilidades y compromi-

sos del Estado en razón de los derechos de la población internamente desplazada,

reiterados taxativamente por la Corte. Varios de ellos tienen un carácter pres-

tacional e implican obligaciones financieras, de cobertura, calidad mínima de

los programas de asistencia humanitaria de emergencia, atención en salud,

educación y vivienda, y orientación para la identificación de oportunidades de

generación de ingresos o vinculación al mercado laboral.

2. El Estado se obliga a hacer un esfuerzo presupuestal proporcional y consis-

tente con sus responsabilidades y obligaciones mínimas, movilizando recursos

de la cooperación internacional. Ello permite neutralizar y poner en eviden-

cia la impertinencia de muchos de los condicionamientos impuestos a la

prestación de la asistencia por parte del Estado, quien sujeta la realización de
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varios de los derechos de la población internamente desplazada a la disponi-

bilidad financiera o a las condiciones administrativas.

3. Se intenta poner en marcha el SNAIPD de manera efectiva, después de mucho

tiempo de haber sido creado: el 18 de julio de 1997, mediante la Ley 387 de

1997.

Otros efectos inmediatos de la sentencia sobre el sistema que no han sido

mencionado son: i) Se ha propiciado una integración de los múltiples siste-

mas de información que manejan las diferentes entidades, y se han creado

mecanismos e instrumentos de información que permiten conocer, de ma-

nera concreta y específica, la situación de la atención a la población

internamente desplazada en cada uno de los componentes de la política y

hacer el seguimiento de los resultados de dicha atención; ii) los equipos téc-

nicos de las instituciones han mantenido un trabajo permanente desde la

notificación de la sentencia para dar respuesta a lo ordenado por la Corte;

iii) se está avanzando en la caracterización de las necesidades de la población

internamente desplazada para priorizar el tipo de respuesta del Estado.

4. El gobierno tiende a retomar la adopción de acciones afirmativas (el enfoque

de “discriminación positiva”) a favor de la población internamente despla-

zada, revisando su tesis de subsumir la atención de la misma dentro de la

más amplia y genérica asistencia social a la población pobre y vulnerable.

El Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por
la Violencia

Uno de los elementos más importantes de la respuesta a lo dipuesto por la Corte

Constitucional es la presentación por parte del Consejo Nacional, del Plan para la

atención integral de la población desplazada, expedido el 18 de marzo de 2004. El

anterior Plan tuvo una vigencia reducida en la medida en que fue presentado ocho

meses antes de terminar el gobierno del Presidente Samper y no fue empleado

durante el cuatrienio del Presidente Pastrana, y tampoco durante el primer año y

medio del actual gobierno.

Allí se presenta en forma ordenada una serie de acciones específicas para la

atención del desplazamiento forzado que el gobierno va a emprender en, al me-

nos, los siguientes dos años, distintas de las estrategias generales de atención a la

población pobre y vulnerable.

El Plan tiene una estructura matricial, conformada por tres componentes o

fases de intervención: prevención, atención humanitaria de emergencia y estabi-
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lización socioeconómica, que se acometen mediante cuatro líneas estratégicas bási-

cas: acciones humanitarias, desarrollo económico local, gestión social y hábitat49. El

conjunto de acciones previstas se inscriben y ordenan en cada una de las cuatro

líneas estratégicas y corresponden a su vez a cada una de las fases. El Plan se dota de

una estructura de coordinación, seguimiento y evaluación que opera en concordan-

cia con las acciones ordenadas por la Corte en relación con la ejecución de la política50.

49 Las líneas estratégicas del Plan se conceptualizan de la siguiente manera:
Acciones humanitarias: “Todas las actividades que el Estado y la comunidad realizan para asegurar
que se previenen, se atienden o minimizan las causas y los efectos de la vulnerabilidad y el
desplazamiento de las poblaciones que se encuentran amenazadas o afectadas por la violencia
a causa del conflicto armado interno” (Ibíd, p.7).
Desarrollo económico local: “[...] integrar a la población afectada por el conflicto a las dinámicas
económicas locales, mediante la concertación de acciones y recursos entre la comunidad, los
agentes económicos locales (empresa privada, ONG nacionales e internacionales) y las entidades
del Estado [...] el impulso de alternativas de trabajo, la generación de ingresos y de empleo [...]
Un punto de partida para el fomento del desarrollo económico local serán los programas de
seguridad alimentaria, con el fin de fomentar la producción para el autoconsumo, apalancando
aquellos proyectos que tengan garantizado un eje económico principal (Ibíd., p. 7).
Gestión social: “Destinada a promover procesos colectivos de organización y participación
comunitaria que favorezcan el mejoramiento  de la calidad de vida, el ejercicio de los derechos
y deberes sociales, el bienestar de la comunidad vulnerable y desplazada, la voluntariedad y la
corresponsabilidad de la sociedad en general, mediante el compromiso permanente de los actores
sociales para actuar de manera concertada y ética, [mediante] el fortalecimiento de las capacidades
y potencialidades, la generación de procesos participativos y el reconocimiento de las
particularidades y diferencias de la población” (Ibíd, p.p. 7 y 8).
Hábitat: La satisfacción de las necesidades habitacionales básicas inmediatas en los procesos de
prevención, retorno, reasentamiento o reubicación, en áreas rurales o urbanas, de las familias
vulneradas por el desplazamiento, a través de: i) dotación de elementos básicos que permitan
generar una condición mínima de habitabilidad, en un contexto ambientalmente sostenible, para
los hogares retornantes y reubicados; ii) pago de alojamiento temporal a hogares no propietarios
retornantes, reubicados o reasentados; iii) saneamiento básico y abastecimiento de agua para el
consumo,  habitabilidad de la vivienda y arrendamiento temporal; y iv) protección, titulación y
otras formas de acceso a tierras para población desplazada.

50 De acuerdo con el Plan la estructura funciona de la siguiente manera:
a. El SNAIPD tiene una doble dinámica: i) descentralizada, para diseñar y operar los programas y
proyectos de acuerdo con las necesidades del contexto a través de los comités territoriales  y ii)
centralizada para concertar y desarrollar las líneas de política, a través del Consejo Nacional;
b. El Consejo Nacional se reunirá al menos dos veces al año para evaluar los resultados y
alcances del Plan reportados por las Mesas nacionales  según las  fases de intervención;
c. La Red de Solidaridad Social ejercerá la función de coordinación del SNAIPD;
d. En el marco del Consejo Nacional, se establecerán tres mesas nacionales, una por cada
componente, en las que se garantizará la participación de los representantes de la población
internamente desplazada: i) Mesa de Prevención; ii) Mesa de Atención Humanitaria de Emergencia;
iii) Mesa de Estabilización Socioeconómica. Las mesas se reunirán al menos cuatro veces al año
para el seguimiento de los objetivos, las estrategias y el presupuesto.
e. El DNP velará por una adecuada asignación de los recursos, tanto del presupuesto nacional
como de la cooperación internacional, teniendo en cuenta los programas, las metas y estrategias
contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo y el cupo fiscal del Plan Nacional de Inversiones,
PNI).
f. La ACCI en coordinación con el área de cooperación internacional de la RSS, y en concordancia
con el Plan de Acción Humanitaria y el Plan Nacional para la Atención Integral de la Población
Desplazada por la Violencia, promoverá el apoyo de la comunidad internacional para el desarrollo
de  planes y programas de atención a la población.
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Es muy temprano —cinco meses— para evaluar el alcance e impacto del

reciente Plan Nacional formulado por el gobierno. Sin embargo, antes de proce-

der a su adopción, vía decreto tal y como lo ordena la Ley 387 de 1997, sería

conveniente tener en cuenta las siguientes consideraciones:

1. Es claro que el Plan sigue sin ser visto como el documento estratégico de la

política. Cinco años y medio —un año y siete meses en este gobierno— trans-

currieron antes de actualizar el Decreto 173 de 1998, el cual nunca fue tenido

como marco de referencia para la respuesta de las entidades del sistema. Más

allá de la difusión efectuada en el seno del Consejo Nacional, el actual Plan no

es reconocido aun por los integrantes del mismo —tanto en el nivel nacional

como en el local51— como el instrumento a partir del cual se van a estructurar

las respuestas institucionales, por lo menos en lo que resta de este gobierno.

2. Pese a su formulación ordenada, genera la percepción de ser la sumatoria de

ofertas institucionales, más que la respuesta estratégica frente al problema

del desplazamiento interno forzado.

3. En su estado actual, tendría dificultades para convertirse en un adecuado

instrumento de gestión, en la medida en que no precisa con claridad la com-

petencia y el contenido concreto de las obligaciones de las diferentes instancias

que participan, metas claras e indicadores para evaluar los resultados52.

4. No hay claridad acerca de los recursos que se requieren para su ejecución, ni

garantía sobre la fuente de los mismos. Así mismo, no existe coherencia en-

g. Los comités territoriales definirán planes y cronogramas con metas verificables y cuantificables
para un período de tiempo no mayor a un año, que permitan la respuesta oportuna y la
cualificación de los recursos y presupuestos. Se organizarán y operarán a través de mesas o
comisiones temáticas compuestas por representantes institucionales y comunitarios, que tienen
como objetivo trabajar alrededor de los temas que responden a las estrategias de atención del
SNAIPD. Se reunirán al menos cuatro veces al año y las mesas temáticas de trabajo al menos seis
veces al año.
h. El Consejo Nacional creará un comité de sistemas de información, las entidades del SNAIPD
adecuarán sus sistemas de información para asegurar la provisión de datos a la RSS, y el DANE
incluirá en la Encuesta de Hogares una pregunta que reporte la condición de desplazamiento de
los hogares.
i. La RSS y la Red Nacional de Información realizarán la evaluación del impacto de la atención
brindada por el Estado, para lo cual el DANE incluirá en la Encuesta de Hogares una pregunta
que reporte la condición de desplazamiento de los hogares.

51 Esta situación se evidenció en los paneles de expertos  regionales desarrolladas en Barranquilla,
Medellín y Cali, en el marco de este Balance.

52 Éste era uno de los puntos más importantes del diagnóstico presentado por la Corte Constitucional
en la Sentencia T-025 de 2004: [...] i) No existe un plan de acción actualizado acerca del
funcionamiento del SNAIPD, que permita una mirada integral de la política; ii) no se han fijado
metas específicas o indicadores que permitan detectar si los fines de las políticas se han cumplido.
No existen prioridades e indicadores claros [...].
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tre la respuesta entregada por el Consejo Nacional a la Corte Constitucional a

partir del análisis del Departamento Nacional de Planeación, y el contenido de

las estrategias y programas contenidas en su formulación. Se corre el riesgo

una vez más, de afectar el principio de coherencia señalado por la Corte. De

una parte, se presenta una oferta de políticas y, de otra, un proyecto de estima-

ción de recursos que no es coherente con los programas del Plan. En

consecuencia, es posible que se termine haciendo el esfuerzo presupuestal sólo

para el cumplimiento de los mínimos fijados por la Corte y que el Plan quede

desfinanciado.

La decisión acerca de los recursos se ha aplazado hasta cuando se conozcan

los resultados de la caracterización de la población, lo cual no es el supuesto

de la formulación del Plan. El problema del aplazamiento es determinar cuán-

do se tomarán las medidas para garantizar el financiamiento.

Hasta ahora la Sentencia T-025 de 2004 representa un cambio significativo,

pero no suficiente en el esfuerzo presupuestal del Estado. Frente al billón de

pesos estimados por el Departamento Nacional de Planeación para atender

a la población desplazada hasta diciembre de 2004, a la asignación inicial de

$141.000 millones presupuestados para este año, se ha solicitado una adi-

ción de $120.000 millones para la Red de Solidaridad Social, y de $8.500

millones para el Incoder.  Para el 2005 se ha reclamado una partida de $200.000

millones para la Red de Solidaridad Social. Los recursos de fuente local no

están asegurados, como tampoco aquellos de fuente internacional.

  GRÁFICO 1   Asignación presupuestal para atención a las personas internamente desplazadas
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En el evento de fallar la estrategia de financiamiento del billón de pesos que

requiere el Estado53, la cual  hoy tiene asegurado un 30% de esos recursos

con  presupuesto del 2004 y busca asignar otros para el 2005, sería necesaria

la negociación de un crédito externo para el efecto54, lo cual aplazaría en por

lo menos un vigencia fiscal más la garantía de recursos para atender las nece-

sidades de la población internamente desplazada.

5. El Plan Nacional no incorpora un enfoque de derechos, ni tampoco diferen-

cial, a excepción de la referencia al desarrollo de programas de

complementación nutricional para menores, madres gestantes y lactantes y

grupos étnicos, en el componente de atención humanitaria de emergencia.

Específicamente, no desarrolla el artículo 10 de la Ley 387 de 1997 en esta

materia y hay ámbitos de la planificación que continúan sin ser abordados.

Tal es caso de la asesoría jurídica a la población para la reparación de sus

derechos y el desarrollo de políticas diferenciales que reconozcan las necesi-

dades de las mujeres y de los grupos étnicos55.

  GRÁFICO 2   Recursos para la atención a la población internamente desplazada

1’200,000 –

1’000,000 –

800,000 –

600,000 –

400,000 –

200,000 –

0 –

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

Requerido             Presupuesto
                        (No asegurado)

Gobierno nacional

Gobiernos locales

Cooperación internacional

53 De acuerdo con los cálculos presentados por el gobierno, el país  requiere un billón de pesos
para atender a la población desplazada hasta la fecha y a la que se desplace en el 2004 y
2005. Para atender sus necesidades el gobierno cuenta con $298.660 millones del Presupuesto
General de la Nación de las vigencias 2004 y 2005; aspira que los gobiernos locales contribuyan
con $217.256 millones; y a que se incremente la cooperación internacional que hoy asciende
aproximadamente $420.000 millones. Estos recursos proporcionan un financiamiento del 93%
de la necesidad. Sin embargo, ni los recursos de la cooperación internacional ni de los gobiernos
locales, están asegurados.

54 Punto cuatro de la respuesta del Consejo Nacional a la Corte Constitucional, el 14 de mayo de
2005.

55 Ley 387 de 1997, art. 10. Los objetivos del Plan Nacional de Acción serán los siguientes, entre
otros: [...] 1. Elaborar diagnósticos de las causas y agentes que generan el desplazamiento por la
violencia, de las zonas del territorio nacional donde se producen los mayores flujos de la población,
de las zonas receptoras, de las personas y comunidades que son víctimas de esta situación y de las
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En las políticas sectoriales hay algunos elementos necesarios para la realiza-

ción de los derechos que no se encuentran desarrollados y requieren ser

contemplados. Tal es el caso de las necesidades particulares de niños, niñas y

mujeres en la atención humanitaria de emergencia y el respeto a los patrones

culturales de los grupos étnicos. Tampoco es claro el tránsito entre la aten-

ción de emergencia y la estabilización, al igual que los mecanismos para

garantizar la realización de los derechos en la postemergencia. En materia de

salud, no se especifican mecanismos de atención de emergencia, ni se garan-

tiza el acceso efectivo a medicamentos para la población internamente

desplazada; el derecho a la propiedad y los mecanismos de recuperación de

bienes, continúan siendo una debilidad de la política en el nuevo Plan.

6. El lenguaje y la forma como está estructurado el Plan, no facilita la compren-

sión y el seguimiento y control por parte de la población internamente

desplazada, lo cual afecta la garantía de condiciones para su participación.

7. No se ve integrado al esfuerzo que las mismas autoridades están desarrollan-

do para dar cumplimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional.

8. Ni en el Decreto 173 del 1998 ni en el actual Plan, se toma en consideración

el componente de reparación de los derechos de la población internamente

desplazada, claramente expresado en el No. 4 del art. 10 de la Ley 387 de

199756.

9. El Plan prevé llevar a cabo una serie de acciones dirigidas a la cesación de la

condición de desplazado a partir de una evaluación periódica de satisfacción

de necesidades sectoriales “que permitan establecer que se produjo la estabi-

lización socioeconómica y consecuentemente a la misma, la cesación de la

condición de desplazados”. En consecuencia, no tiene en cuenta la repara-

ción de los derechos y la garantía de no repetición de los hechos como

consecuencias sociales, económicas, jurídicas y políticas que ellos generen. 2. Diseñar y adoptar
medidas sociales, económicas, jurídicas, políticas y de seguridad, orientadas a la prevención y
superación de las causas que generan el desplazamiento forzado; [...] 4. Crear y aplicar mecanismos
que brinden asistencia legal y jurídica a la población desplazada para garantizar la investigación
de los hechos, la restitución de los derechos vulnerados y la defensa de los bienes afectados; [...]
brindar atención especial a las mujeres, niños, preferencialmente a las viudas, mujeres cabeza de
familia y huérfanos; [...] garantizar atención especial a las comunidades negras e indígenas sometidas
al desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y propiciando el retorno a sus
territorios [...].

56 Ley 387 de 1997, art. 10. Los objetivos del Plan Nacional de Acción serán los siguientes, entre
otros: [...] 4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la población
desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la restitución de los derechos vulnerados
y la defensa de los bienes afectados.
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condiciones inherentes a la cesación. En la medida en que persiste el conflic-

to armado, para el ACNUR la discusión en relación con la cesación de la

condición de desplazado no es oportuna.

Asignación y movilización de recursos públicos: aplicación del principio de
coherencia

Históricamente, la principal característica de la situación de desplazamiento in-

terno forzado, ha sido que la magnitud y el ritmo de crecimiento del fenómeno y,

por ende, de las necesidades de la población afectada, es inmensamente superior a

los recursos destinados por el Estado para atenderlas.

Tal como se mostró en el Balance realizado por el ACNUR para el período

1999-200257, la inversión pública entre 1995 y 2000 fue apenas de $139.000 millo-

nes (en pesos corrientes, aproximadamente US $51.5 millones de 2003), lo que

reflejaba la muy baja prioridad que el tema del desplazamiento tenía en ese enton-

ces en la agenda gubernamental. En el año 2001 se destinaron a través de las diversas

entidades del SNAIPD $146.000 millones (US $54 millones de 2003), y en el 2002 $

162.000 millones (US $60 millones de 2003) para la atención al tema, para un

total de $447.000 millones (US $165,6 millones de 2003) en los últimos siete  años

(1995 – 2002)58.

  GRÁFICO 3   Inversión pública para la atención al desplazamiento interno forzado
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Fuente: ACNUR.“Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia 1999-2002”.
Bogotá, octubre de 2002.
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57 ACNUR “Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia 1999-
2002”. Bogotá, octubre de 2002. p. 159.

58 Es notable para el período analizado la ausencia de un consolidado de inversión de las distintas
entidades del SNAIPD que comprenda los años 2003 y 2004.
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El Informe concluyó que este esfuerzo resultó insuficiente para satisfacer la

demanda creciente de recursos: entre 1999 y agosto de 2002 la cobertura en aten-

ción humanitaria de emergencia apenas ascendió al 43.2% de la demanda registrada

en el mismo período, aquella de estabilización socioeconómica fue del 19.5% y la

de vivienda del 3.7%59. De otro lado, la Red de Solidaridad Social estimaba en ese

momento que durante los próximos años se requeriría invertir $2.6 billones para

la estabilización de la población internamente desplazada, sin incluir el costo de

seguridad física, adquisición de tierras ni recursos para crédito60.

Durante el período comprendido entre agosto del 2002 y mayo de 2004, a pe-

sar de la crisis fiscal, el gobierno mantuvo en el 2003 el presupuesto de la Red de

Solidaridad Social, entidad encargada de la coordinación de la atención a la pobla-

ción internamente desplazada y de prestar la asistencia directa principalmente en

asistencia humanitaria de emergencia y en seguridad alimentaria, e incrementó en

un 59.91% (en pesos constantes) su presupuesto para el 2004. En efecto, en el 2003

se asignó a la  Red de Solidaridad Social un presupuesto de $88.119 millones (US

$30.62 millones de 2003), el cual ascendió en el 2004 a $150.226 millones (equiva-

lente a $140.912 millones en pesos constantes de 2003, y a US $48.97 de 2003).

No obstante, la mayor parte del esfuerzo financiero de la Red de Solidaridad

Social se ha destinado a atender los programas de “Atención a víctimas de la vio-

  GRÁFICO 4   Presupuesto Red de Solidaridad Social. 2003-2004

160,000 –

140,000 –

120,000 –

100,000 –

80,000 –

60,000 –

40,000 –

20,000 –

0 –

Fuente: Red de Solidaridad Social: “Informe de empalme “, Bogotá, julio de 2002

2003                   2004

M
ill

on
es

 d
e 

pe
so

s

59 Ibíd. p. 17.
60 Cfr. RSS. “Informe de empalme”, Bogotá, julio de 2002.
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lencia” (las compensaciones y ayudas previstas por la ley colombiana para los pa-

rientes de las personas fallecidas) y de “Reconstrucción de municipios” (atención

a la reparación de los daños en viviendas y edificaciones a causa de ataques de la

guerrilla y de atentados terroristas), y en mucha menor medida a los programas

de atención de la población internamente desplazada por el conflicto. Los prime-

ros representaron el 27.91% del presupuesto de inversión de la Red de Solidaridad

Social en el 2003, y ascendieron al 56.66% en el 2004; y el valor de la inversión

creció en 253.66% (en pesos constantes) de un  año al otro. En contraste, los se-

gundos redujeron su participación en la inversión de la Red de Solidaridad Social

del 38.69% en el 2003 al 29.94% en el 2004, y el valor de la inversión creció un

34.78% en pesos constantes. En el 2003 el presupuesto de inversión de la Red de

Solidaridad Social fue de $72.048 millones, de los cuales $20.105 se dedicaron a la

atención de víctimas de la violencia y a la reconstrucción de municipios, $27.878

millones se dedicaron a atención de la población internamente desplazada y $24.064

millones a otros programas. En el 2004, el presupuesto de inversión de la Red es

de $133.800 millones, y la participación de los rubros mencionados fue de $75.806

millones, $40.056 millones y $17.938 millones respectivamente61.

Ya fue también considerado en este análisis que, con el fin de tratar de mejo-

rar el ostensible desequilibrio entre las necesidades y los recursos disponibles, la

Red de Solidaridad Social gestionó un crédito externo con el Banco Mundial por

valor de US $30 millones para poner en marcha un programa de “Paz y Desarro-

llo” en cuatro regiones, el cual se espera iniciar en septiembre de 2004.
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  GRÁFICO 5   Distribución del presupuesto de la Red de Solidaridad Social 2003-2004
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61 Cálculos basados en la información contenida en las respectivas leyes generales de presupuesto
de 2003 y 2004.
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Deben señalarse, además, algunas restricciones financieras surgidas a partir de

agosto de 2002, para la atención a la población internamente desplazada: a. se supri-

mieron los recursos que antes proveía el Fondo de Inversiones para la Paz, FIP,

dirigidos a financiar la asistencia humanitaria de emergencia y proyectos producti-

vos; b. se descontinuó la asignación de presupuestos específicos en las entidades

sectoriales para la atención a la población desplazada; y c. la Red de Solidaridad

Social recortó ostensiblemente el apoyo para estabilización económica.

Hasta antes de la Sentencia T-025, no era posible conocer el monto total que

el gobierno dedicó en el 2003 y en el 2004 a la atención del desplazamiento forza-

do, pues con excepción de la Red de Solidaridad Social, la mayor parte de la atención

está a cargo de entidades sectoriales que no dedicaban una parte específica de su

presupuesto para este efecto. Como se mencionó, incluían a la población interna-

mente desplazada dentro de la categoría genérica de población pobre y vulnerable,

y utilizaban en su mayor parte los mecanismos y reglamentos convencionales para

su atención.

Sin embargo, la orden expedida por la Corte Constitucional a través de la

sentencia, permitió conocer al menos una imagen aproximada de la situación.

Con base en los estimativos preliminares elaborados por el Departamento Nacio-

nal de Planeación, el gobierno presenta a la Corte las siguientes conclusiones62:

1. Existen 301.260 hogares inscritos en el Sistema Único de Registro entre 1995

y 2004, (incluyendo la proyección de 2004). El Gobierno estima que en 2004

habrá 23.419 nuevos hogares desplazados, y 15.000 en 2005.

2. Aproximadamente 114.939 hogares desplazados es decir, el 38.2% no han

recibido ningún tipo de ayuda humanitaria de emergencia  y 187.200 hoga-

res, el 62.1%, no han obtenido apoyo por parte del Estado para lograr su

estabilización socioeconómica.

3. El costo total de la asistencia a las familias registradas entre 1995 y 2004 sería

de $1.018.203 millones (aprox. US $377.112 millones). Los recursos de in-

versión programados para este efecto en el Presupuesto General de la Nación

en 2004 son de $141.000 millones (aprox. US $52.22 millones), lo que signi-

fica que sería necesario apropiar $877.203 millones (US $324.9 millones)

adicionales para garantizar la asistencia hasta el 2004. Para la vigencia de

2005 se tienen previstos $157.600 millones (aprox. US $160 millones) y se

estima que habrá 15.000 nuevos hogares desplazados, cuya atención deman-

daría $98.894 millones (aprox. US $36.63 millones).

62 Información tomada textualmente de la carta-informe remitida por la RSS a la Corte Constitucional
el 14 de mayo de 2004.
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4. Del total de los recursos antes mencionados, el gobierno estima que el 24.8%

($217.256 millones o US $80.47 millones) deberán ser aportados por los

municipios, distritos y departamentos (principalmente en educación y se-

guridad alimentaria) y el restante 75,2% ($800.947 millones o US $296.65

millones) por el gobierno central, incluyendo recursos externos (de crédito

o de cooperación).

5. Respecto a la cooperación internacional, según los datos de la Agencia Co-

lombiana de Cooperación Internacional (ACCI), “en los‘últimos años se han

invertido US $155.8 millones y la contrapartida nacional ha sido de US $

36.5 millones”63.

Para conseguir los recursos estimados, el gobierno propone a la Corte Cons-

titucional los siguientes mecanismos:

1. La inclusión en el proyecto de Ley de adición presupuestal de 2004, de una

cifra para la asistencia a la población internamente desplazada, y de una dispo-

sición que ordene  a las entidades del orden nacional, departamental, distrital

y municipal, priorizar en sus presupuestos la atención a la misma, de acuerdo

con el nuevo Plan Nacional formulado en marzo de 2004 por el Consejo Na-

cional. Así  mismo, advierte que “teniendo en cuenta que el trámite legislativo

de dicha adición presupuestal tarda en promedio cuatro meses, la partida pro-

puesta en la adición responderá a la capacidad de ejecución de las entidades en

lo que resta de la vigencia”64. Tal como se mencionó, se solicitó una adición de

$ 120.000 millones para la Red de Solidaridad Social y de $ 8.500 millones para

el Incoder.

  GRÁFICO 6   Costo total de la asistencia a familias desplazadas registradas entre 1995 y 2004

$141.000

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

Presupuesto General de la Nación a 2004

Necesario apropiar

Millones de pesos

$887.203

Total requerido $ 1.018.203

63 Ibíd, p.8
64 Ibíd, p. 9.
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2. Mantener en el anteproyecto de inversión del Presupuesto General de la Na-

ción para el 2005 los $157.600 millones previstos para la atención a la

población internamente desplazada, e incluir una disposición similar a la

mencionada en el punto anterior.

3. Destinar los recursos no reembolsables de cooperación internacional, que

en el momento ascienden a US $155.8 millones (aproximadamente $420,660

millones) a la atención de los hogares desplazados, lo cual contribuiría a

reducir el esfuerzo fiscal de la nación. De otro lado, el gobierno cuenta con

los recursos de la comunidad internacional de donantes que puedan ser ca-

nalizados a través del Plan de Acción Humanitaria al Plan Nacional.

4. Una vez se cuente con la actualización del Sistema Único de Registro (en

septiembre de 2004) y se pueda establecer la exacta dimensión del esfuerzo

presupuestal necesario, el gobierno gestionará una adición presupuestal para

la vigencia de 2005 destinada a cubrir el eventual faltante, si ese fuese el caso.

Si los recursos no llegasen con la oportunidad y en la cantidad necesaria,

“procederá a la negociación de un crédito externo, en lo posible de carácter

concesional, con el propósito de compensar los faltantes”65.

5. En este último evento, el gobierno advierte a la Corte que los entes territoria-

les pueden disponer de recursos propios (impuestos, tasas, multas y

contribuciones) de manera autónoma, sin condicionamientos de la Nación.

Ésta sólo podría influir parcialmente sobre los recursos del Sistema General

de Participaciones (transferencias) mediante “la definición de los criterios

de priorización  y acceso de los beneficiarios de todos los servicios básicos en

los cuales se definan expresamente las condiciones para la población despla-

zada, mediante la expedición de la respectiva reglamentación. Es decir, que

para el efecto, el gobierno nacional puede adoptar las decisiones administra-

tivas pertinentes para cada sector (educación, salud, vivienda, agua potable,

etc.)66”. Propone, entonces, incluir una disposición que señale a las entidades

territoriales su responsabilidad en relación con la incorporación en sus pre-

supuestos de los recursos del Sistema General de Participaciones para la

atención a la población desplazada.

Es pertinente introducir nuevas consideraciones críticas relativas a las previ-

siones gubernamentales presentadas que no han sido mencionadas. La primera,

manifestada por la Defensoría del Pueblo y por la Procuraduría General de la

Nación, tiene que ver con el condicionamiento según el cual la ejecución de la

adición presupuestal responderá a la capacidad de ejecución de las entidades en lo

65 Ibíd, p. 10.
66 Ibíd, pp. 9 y 10.
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que resta de la vigencia. Éste, “sumado a la ausencia de medidas concretas orienta-

das a mejorar dicha capacidad es especialmente preocupante. Tanto la RSS como

el DNP en años anteriores han identificado que una de las dificultades más serias

para los programas especiales de atención a la población desplazada en años re-

cientes, ha sido la baja capacidad de ejecución presupuestal de algunas entidades

del SNAIPD”67.

La segunda, se relaciona con el compromiso real de las entidades territoria-

les y con la ejecución de acciones concretas de su parte. No existe claridad respecto

a la manera como el Consejo Nacional está haciendo el seguimiento al tema, sobre

el grado de acatamiento de dichas entidades a la convocatoria enviada por el Mi-

nisterio del Interior y Justicia, y por la Red de Solidaridad Social, ni tampoco sobre

los criterios o consideraciones técnicas asumidos por el Departamento Nacional

de Planeación para concluir que éstas estarían en capacidad de asumir en un cor-

to plazo el gasto de $217.256 millones, es decir 24.8% del gasto total.

La tercera, tiene que ver con los supuestos utilizados por el Departamento

Nacional de Planeación para llegar a la estimación preliminar de la demanda in-

satisfecha y, por tanto, de los costos para atenderla. Es claro que las cifras definitivas

sólo se conocerán después del 30 de septiembre, una vez se haya actualizado la

información del Sistema Único de Registro y cuantificado la asistencia ofrecida a

las familias desplazadas. Los estimativos preliminares tienen una gran importan-

cia en el corto plazo, dado que son el único punto de referencia para dimensionar

el problema y para la asignación de los recursos. Sin embargo, no existe suficiente

ilustración sobre los insumos técnicos en los que se basan dichos supuestos, y los

estimativos resultantes no son consistentes con algunas referencias provistas por

otras fuentes:

1. El Departamento Nacional de Planeación estima en $1.0 billones (US $377.11

millones), la asistencia humanitaria de emergencia de 114.939 hogares y la

estabilización económica de 187.200 hogares. Sin embargo, en el año 2002 la

Red de Solidaridad Social estimaba este valor en aproximadamente $2.6 bi-

llones para cubrir sólo las necesidades de restablecimento de la población

internamente desplazada, “sin incluir el costo de seguridad física, la adquisi-

ción de tierras, ni recursos para el crédito”68. De hecho, en el Plan Estratégico

formulado por la Red de Solidaridad Social en 1999, se estimaba un costo

aproximado de US $500 millones, es decir, unos $1.35 billones, para atender

sólo a 80.000 hogares entre 1999 y 2002.

67 Cfr. “Primer informe conjunto de la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo
sobre el cumplimiento de la Sentencia T-025 de 2004”. Bogotá, junio de 2004, p. 6.

68 Citado en el Informe conjunto de la Defensoría y la Procuraduría, Op. cit, p. 7.
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2. Es evidente que el estimativo total se deriva de los supuestos empleados por

el Departamento Nacional de Planeación para calcular la demanda y los cos-

tos de cada uno de los componentes de la asistencia, punto en el que también

expresan reservas, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del

Pueblo.

Por último, debe hacerse referencia nuevamente al hecho de que el gobierno

sólo está incluyendo en sus cálculos a la población registrada, criterio sujeto a

cuestionamiento si se tienen en cuenta los pronunciamientos de la Corte Consti-

tucional.
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SOLUCIONES SOSTENIBLES: EL
RESTABLECIMIENTO Y LA REPARACIÓN
DEL DAÑO CAUSADO POR LA VIOLACIÓN
DEL DERECHO 95

El contenido del derecho a la reparación

El alcance de soluciones duraderas es el objetivo de todas las polí-

ticas que se desarrollan en el marco de la atención a la población

internamente desplazada. Dicho propósito requiere de las siguien-

tes condiciones: i) Primero, que cese la vulneración del derecho y

que existan condiciones de no repetición de los hechos; ii) segun-

do, que la persona recupere la capacidad de asumir por cuenta

propia su subsistencia y su proyecto de vida; iii) finalmente, que se

generen las condiciones para el restablecimiento y la reparación de

los derechos.

La superación de la situación de desplazamiento no se cum-

ple únicamente con la satisfacción de las necesidades materiales

como ingresos, vivienda, salud, educación, etc. y la estabilización

socio económica de las personas. El desplazamiento forzado es un

delito expresamente castigado por la legislación internacional y na-

cional, en el cual no sólo le cabe responsabilidad al agente causante

del desplazamiento, sino también eventualmente al Estado por

omisión en el cumplimiento de su deber de prevenir, investigar y

sancionar las conductas delictivas. Por lo tanto, además de la asis-

tencia de emergencia y la estabilización social y económica, deben

también cumplirse los principios del derecho a la verdad, a la jus-

ticia —identificación y sanción de los culpables de acuerdo con la

legislación vigente— y a la reparación —reparación moral y psi-
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cológica y reparación material: restitución de los bienes perdidos y resarcimiento

de los perjuicios causados—.

Desde esta perspectiva, la reparación de los derechos de la población interna-

mente desplazada es inherente a su restablecimiento definitivo. La reparación debe

entenderse “de manera multifacética. Este enfoque abre la posibilidad a reparacio-

nes individuales y colectivas que pueden ser de compensación monetaria,

reparaciones por medio de la construcción de infraestructura, y reparaciones psico-

lógicas y morales, entre otras”69. Para ello, es indispensable asegurar la participación

de la población internamente desplazada en la identificación de las prioridades y los

aspectos de la reparación.

Las políticas deben contemplar programas y proyectos para: i) facilitar la repa-

ración de los derechos de la población internamente desplazada que como

consecuencia del desplazamiento fue desposeída de sus bienes o sufrió otro tipo de

perjuicios; ii) capacitar y rehabilitar a las víctimas cuando fuere el caso, en especial

tratándose de mujeres víctimas de violencia en razón del género en el marco del

conflicto armado, y de niñas y niños70; iii) asesorar y brindar orientación jurídica a

la población internamente desplazada que le permita conocer el contenido de sus
69 Sánchez, Garzoli Gimena. Buscando soluciones duraderas para los desplazados: “Principios rectores

de los desplazamientos internos y experiencias internacionales de retorno, reasentamiento y reintegración
voluntaria”. En Desplazamiento y política públicas de restablecimiento en Colombia. Op. cit. p. 75.

70 Convención de Belem do Pará. Artículo 8. Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma
progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: [...] Ofrecer a la mujer objeto de
violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar
plenamente en la vida pública, privada y social.

71 Convenio 169 de la OIT. Artículo 16 [...] 4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se
determine por acuerdo o en ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados,
dichos pueblos deberán recibir en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto
jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que les
permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos
interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles
dicha indemnización con las garantías apropiadas. [...] 5. Deberá indemnizarse plenamente a
las personas trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como
consecuencia de su desplazamiento.
Sentencia T-025 de 2004. [...] Como víctima de un delito, tiene todos los derechos que la
Constitución y las leyes le reconocen por esa condición para asegurar que se haga justicia, se
revele la verdad de los hechos y obtenga de los autores del delito una reparación.
Ley  387 de 1997, artículo 10. De los objetivos. Los objetivos del Plan Nacional serán los siguientes,
entre otros: 4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la población
desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la restitución de los derechos vulnerados
y la defensa de los bienes afectados.
Ley 387 de 1997, art. 15º. De la Atención Humanitaria de Emergencia. [...] El Ministerio Público
y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos
punibles que condujeron al desplazamiento.
Ley 599 de 2000, art. 180. Desplazamiento forzado. El que de manera arbitraria, mediante violencia
u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de población, ocasione que uno o varios de sus
miembros cambien el lugar de su residencia, incurrirá en prisión de seis a doce años, multa de
seiscientos a mil quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos
y funciones públicas de seis a doce años. [...] No se entenderá por desplazamiento forzado, el
movimiento de población que realice la fuerza pública cuando tenga por objeto la seguridad de la
población, o en desarrollo de imperiosas razones militares, de acuerdo con el derecho internacional.
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derechos, los mecanismos para hacerlos efectivos y, en particular, la forma para ob-

tener de los responsables la indemnización y reparación correspondiente71.

La adopción y puesta en práctica de medidas concretas para la reparación de

los derechos, cobra especial vigencia en procesos de negociación política con gru-

pos armados que tuvieron responsabilidad en el desplazamiento y que, en

numerosas oportunidades se beneficiaron, bien sea porque se apropiaron de los

bienes de la población internamente desplazada —expoliación— o propiciaron

procesos de ocupación de estos predios a favor de terceros.

Adicionalmente, debe considerarse en los procesos de acceso a la justicia y a

la judicalización del delito, un enfoque diferencial de género, edad y etnia, y la

72 PR. 29 (2).
Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso
de poder. [...] 8.Los delincuentes o los terceros responsables de su conducta resarcirán equitativamente,
cuando proceda, a las víctimas, sus familiares o las personas a su cargo. Ese resarcimiento
comprenderá la devolución de los bienes o el pago por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso
de los gastos realizados como consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la
restitución de derechos [...] 12. Cuando no sea suficiente la indemnización procedente del delincuente
o de otras fuentes, los estados procurarán indemnizar financieramente: a. A las víctimas de delitos
que hayan sufrido importantes lesiones corporales o menoscabo de su salud física o mental como
consecuencia de delitos graves; b. a la familia, en particular a las personas a cargo, de las víctimas
que hayan muerto o hayan quedado física o mentalmente incapacitadas como consecuencia de la
victimización.
Principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la
impunidad. ii. derecho a la justicia a. principios generales. principio 18. Deberes de los estados en
materia de administración de la justicia. La impunidad constituye una infracción de las obligaciones
que tienen los estados de investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus
autores, especialmente en la esfera de la justicia, para que sean procesados, juzgados y
condenados a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación
del perjuicio sufrido y de tomar todas las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas
violaciones.
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer recursos
y obtener reparaciones. [...] 3. La obligación de respetar y hacer respetar las normas internacionales
de derechos humanos y el derecho internacional humanitario incluye, entre otros, el deber de:
[...] e) Proporcionar o facilitar reparación a las víctimas.
Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Velasquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de
1988. [...] 172 .Es, pues, claro que, en principio, es imputable al estado toda violación a los
derechos reconocidos por la Convención cumplida por un acto del poder público o de personas
que actúan prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial.  No obstante, no se
agotan allí las situaciones en las cuales un Estado está obligado a prevenir, investigar y sancionar
las violaciones a los derechos humanos, ni los supuestos en que su responsabilidad puede verse
comprometida por efecto de una lesión a esos derechos. En efecto, un hecho ilícito violatorio de
los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo,
por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la trasgresión, puede
acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta
de la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por
la Convención  [...] 174.El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las
violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada
reparación. [...] 175. El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico,
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conformación de fondos de indemnización para aquellos casos en los que no sea

posible alcanzar del victimario la reparación del derecho72.

En el caso de los bienes muebles e inmuebles, la política pública debería estar

encaminada a: i) prevenir el despojo involucrando programas de saneamiento de

la propiedad y titulación; ii) proteger los bienes abandonados por la población

internamente desplazada, para lo cual deben existir inventarios de bienes desam-

parados, mecanismos para probar las condiciones en que se encontraban y

procedimientos de seguimiento y protección durante su abandono73; iii) rehabili-

político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que
aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas
como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa,
así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales.  No es
posible hacer una enumeración detallada de esas medidas, que varían según el derecho de que
se trate y según las condiciones propias de cada Estado Parte.  Es claro, a su vez, que la obligación
de prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero
hecho de que un derecho haya sido violado.
Conjunto de principios para la protección y promoción de los Derechos Humanos mediante la lucha
contra la impunidad. Principio 20. La impunidad constituye una infracción de las obligaciones que
tienen los Estados de investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus
autores, especialmente en las esferas de la justicia para que sean procesados, juzgados y
condenados a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación
del perjuicio sufrido y de tomar las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas
violaciones.
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de las violaciones a las normas
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer recursos
y obtener reparaciones. IX Derecho de las víctimas a una reparación. 17. Cuando la violación no
sea imputable al Estado, quien la haya cometido debería resarcir a la víctima, o al Estado si éste
hubiera resarcido a la víctima. 18. Cuando el responsable de la violación no quiera o no pueda
cumplir sus obligaciones, los estados deberían esforzarse por resarcir las víctimas que hubieren
sufrido daños físicos o materiales y a sus familiares [...] Con este propósito los Estados deberían
crear fondos nacionales para resarcir a las víctimas y buscar otras fuentes de financiación cuando
fuera necesarios para complementarlos. X. Formas de reparación. 23. Debería indemnizarse todo
perjuicio evaluable económicamente que fuera consecuencia de una violación de las normas
internacionales de derechos humanos o del derecho internacional humanitario, tal como: [...] c)
Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante.
Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. Como víctima de un delito, tiene todos los derechos
que la Constitución y las leyes le reconocen por esa condición para asegurar que se haga justicia,
se revele la verdad de los hechos y obtenga de los autores del delito una reparación.

73 PR. 21. 1. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad o sus posesiones.
3. La propiedad y las posesiones que hayan abandonado los desplazados internos serán objeto de
protección contra la destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales.
Corte Constitucional Sentencia T-025  de 2004. 10.2.6. En cuanto a la solicitud de protección de las
tierras, propiedades y posesiones dejadas abandonadas por los desplazados, la Corte ordenará a la
Red de Solidaridad Social, como coordinador de la política de atención a la población desplazada y
administrador del Sistema único de Registro de la Población Desplazada, que incluya como parte de
la información solicitada al desplazado, la relativa a predios rurales que posea o de los que sea
propietario, precisando la titularidad de los derechos constituidos y las características básicas del
inmueble, a fin de que con base en dicha información se proceda a dar aplicación al procedimiento
y a los mecanismos de protección de tales bienes previstos en el Decreto 2007 de 2001.
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tarlos mediante programas de reconstrucción de vivienda y readecuación pro-

ductiva de las tierras; iv) protegerlos jurídicamente a través de programas de

asesoría legal74; v) definir mecanismos para su recuperación75; vi)  y fondos para

financiar la reparación de las personas que fueron desposeídas, bien sea, a través

de la asignación de recursos para compra de bienes de similares características o

mediante el pago de las indemnizaciones correspondientes.

Es necesario también considerar el derecho de la población internamente

desplazada a la protección de sus bienes, en particular el derecho de propiedad

sobre su tierra y lugar de vivienda. La propiedad privada ha sido reconocida por

74 PR. 29. 2. Las autoridades competentes tienen la obligación y la responsabilidad de prestar
asistencia a los desplazados internos que hayan regresado o se hayan reasentado en otra parte,
para la recuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades o posesiones que
abandonaron o de las que fueron desposeídos cuando se desplazaron. Si esa recuperación es
imposible, las autoridades competentes concederán a esas personas una indemnización adecuada
u otra forma de reparación justa o les prestarán asistencia para que la obtengan.
Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha
contra la impunidad. Principio 20. La impunidad constituye una infracción de las obligaciones que
tienen los estados de investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus
autores, especialmente en las esferas de la justicia para que sean procesados, juzgados y
condenados a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación
del perjuicio sufrido y de tomar las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas
violaciones.
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de las violaciones a las normas
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer recursos
y obtener reparaciones.  IX Derecho de las víctimas a una reparación. 17. Cuando la violación no
sea imputable al Estado, quien la haya cometido debería resarcir a la víctima, o al Estado si éste
hubiera resarcido a la víctima. 18. Cuando el responsable de la violación no quiera o no pueda
cumplir sus obligaciones, los estados deberían esforzarse por resarcir las víctimas que hubieren
sufrido daños físicos o materiales y a sus familiares... Con este propósito los estados debería
crear fondos nacionales para resarcir a las víctimas y buscar otras fuentes de financiación cuando
fuera necesarios para complementarlos. X. Formas de Reparación. 23. Deberían indemnizarse
todos los perjuicios evaluables económicamente que fueran consecuencia de una violación de las
normas internacionales de derechos humanos o del derecho internacional humanitario, tal como:
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante.
Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. Como víctima de un delito, tiene todos los derechos
que la Constitución y las leyes le reconocen por esa condición para asegurar que se haga justicia,
se revele la verdad de los hechos y obtenga de los autores del delito una reparación.

75 PR. 29. 2. Las autoridades competentes tienen la obligación y la responsabilidad de prestar
asistencia a los desplazados internos que hayan regresado o se hayan reasentado en otra parte,
para la recuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades o posesiones que
abandonaron o de las que fueron desposeídos cuando se desplazaron. Si esa recuperación es
imposible, las autoridades competentes concederán a esas personas una indemnización adecuada
u otra forma de reparación justa o les prestarán asistencia para que la obtengan.

76 Declaración Universal de Derechos Humanos. art. 17-1. Toda persona tiene derecho a la propiedad,
individual y colectivamente. 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.
Declaración Americana de Derechos Humanos. XXIII: Toda persona tiene derecho a la propiedad
privada correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a
mantener la dignidad de la persona y del hogar.
PR. 21. 1. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad o sus posesiones. 2. La propiedad y
las posesiones de los desplazados internos disfrutarán de protección en toda circunstancia, en particular,
contra los siguientes actos: a. expolio; b. ataques directos o indiscriminados u otros actos de violencia;
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derecho y se encuentra protegida en la medida en que nadie puede ser privado

arbitrariamente de ésta76.

Si embargo, la reparación de las violaciones de los derechos no se agota con

la recuperación de las propiedades o la indemnización por pérdida de las mismas.

En palabras de la Corte Constitucional: […] “la atención a los desplazados debe

ser integral, esto es, debe consistir en un conjunto de actos de política pública

mediante los cuales se repare moral y materialmente a las personas en situación

de desplazamiento y, más allá se produzca el restablecimiento de las mismas […]”77.

Si bien los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos no hacen

referencia explícita a otra forma de reparación, es claro que no niegan el conteni-

do de otros instrumentos internacionales en materia de derechos humanos y de

derecho internacional humanitario. Luego, el derecho a la reparación que tienen

las víctimas, incluye elementos que deben ser tenidos en cuenta en el diseño de las

políticas públicas, tales como: “...a) medidas de restitución (cuyo objetivo debe

ser lograr que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes);

b) medidas de indemnización (que cubran los daños y perjuicios físicos y mora-

les, así como la pérdida de oportunidades, los daños materiales, los ataques a la

reputación y los gastos de asistencia jurídica); y c) medidas de rehabilitación (aten-

ción médica y psicológica o psiquiátrica) […]”78.

Por último, las políticas deben contemplar la cesación de la condición de

desplazamiento cuando la persona haya alcanzado una solución sostenible, recu-

c. utilización como escudos de operaciones u objetos militares; d. actos de represalia; e)
destrucciones o expropiaciones como forma de castigo colectivo.
Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004 [...]
Así a cada desplazado se le informará que: 9. Como víctima de un delito, tiene todos los derechos
que la Constitución y las leyes le reconocen por esa condición para asegurar que se haga justicia,
se revele la verdad de los hechos y obtenga de los autores del delito una reparación.

77 Corte Constitucional, Sentencia T-602 de 2003. M. P. Jaime Araújo Rentería, 23 de julio de
2003.

78 Naciones Unidas, Consejo Económico y Social: “Principios para la protección†y la promoción de
los derechos humanos mediante la lucha†contra la impunidad“. E/CN.4/Sub.2/1997/20.

79 Principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la
impunidad. [...] B. Garantías de no repetición de las violaciones. [...] Principio 37 - Ámbitos a
que se refieren las garantías de no repetición. El Estado deberá adoptar medidas adecuadas
para que las víctimas no puedan volver a ser objeto de violaciones que vulneren su dignidad.
Convenio 169 de la OIT. artículo 16. 3. [...] Siempre que sea posible, estos pueblos deberán
tener el derecho de regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que
motivaron su traslado y reubicación.
Decreto 2569 de 2000. artículo 3o. Cesación de la condición de desplazado. Cesará la condición
de desplazado y por tanto el reconocimiento que el Estado realiza sobre el que alega ser
desplazado, cuando se presente una de las siguientes situaciones: 1. Por el retorno, reasentamiento
o reubicación de la persona sujeta a desplazamiento que le hayan permitido acceder a una
actividad económica en su lugar de origen o en las zonas de reasentamiento. 2. Por exclusión del
Registro  único de Población Desplazada, de acuerdo con las causales previstas en el artículo 14
del presente decreto. 3. Por solicitud del interesado. Parágrafo. La cesación se declarará mediante
acto motivado, contra el cual proceden los recursos de Ley y la decisión que los resuelva agota la
vía gubernativa.
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perado el control sobre su proyecto de vida y existan condiciones de no repetición

de los hechos79. La cesación de la condición de desplazado(a) sólo es posible cuando

se cumplen las siguientes condiciones: i) se  acatan los parámetros mencionados

de la Sentencia T-602 de 2003 en términos de restablecimiento; ii) existe una re-

paración de los derechos; y iii) se dan las condiciones de no repetición de los

hechos.

La respuesta del Estado

El componente de la reparación de los derechos de la población internamente

desplazada y los elementos que lo integran, no han sido aún considerados debida-

mente dentro de la política pública, a pesar de estar claramente expresados en el

numeral 4 del artículo 10 de la Ley 387 de 199780.

La invisibilización del tema de la reparación es tal que, por ejemplo, en las

discusiones y disposiciones sobre el derecho a la vivienda, el debate ha girado en

torno al acceso a la misma y a la generación de condiciones para que la población

internamente desplazada pueda acceder a los programas generales estructurados

por el gobierno nacional.

Ni la formulación, ni el desarrollo, ni la ejecución de los componentes consi-

derados en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2004, consideraron la integralidad

de los derechos de las personas internamente desplazadas81. Específicamente, el

Plan no contempló el derecho a la reparación  y la ejecución de la política no ha

demostrado realizaciones en materia de lucha contra la impunidad82.

Mucho se afirma sobre el derecho a la justicia, a la verdad y a la reparación,

pero éste no es aún objeto de políticas concretas para su realización. No se cono-

cen avances en materia de condenas por el delito de desplazamiento interno

forzado. La falta de diligencia en materia de impunidad, además de no contribuir

a la prevención del desplazamiento, afecta las posibilidades de alcanzar una repa-

ración de  los derechos de la población.

80 Ley 387 de 1997, art. 10. Los  objetivos del Plan Nacional de Acción serán los siguientes, entre
otros: [...] 4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la población
desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la restitución de los derechos vulnerados
y la defensa de los bienes afectados.

81 ACNUR. Comentarios a la política de atención y prevención del desplazamiento forzado. Bases
del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. “Hacia un Estado Comunitario”. 13 de diciembre
de 2002. Documento interno.

82 Ibíd.
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Elementos de análisis para una
política pública de prevención,
protección y atención al
desplazamiento interno forzado
con un enfoque diferencial

[103]

¿POR QUÉ UN ENFOQUE DIFERENCIAL?

El principio de igualdad establece que personas en situaciones análogas deben

ser tratadas de forma igual, y que aquellas que están en situaciones distintas

deben tratarse de manera distinta, en forma proporcional a dicha diferencia. De

este modo, no todas las diferencias de trato constituyen “discriminación” prohi-

bida por el derecho internacional, siempre y cuando los criterios para tal

diferenciación sean razonables y objetivos, y lo que se persiga es lograr un pro-

pósito legítimo1.

El derecho internacional reconoce que ciertos grupos de personas tienen

necesidades de protección diferenciales a raíz de sus situaciones específicas, y en

algunos casos, de su vulnerabilidad manifiesta o de las inequidades estructura-

les de la sociedad.  Estas necesidades especiales de protección, han sido reiteradas

por órganos de supervisión de los derechos humanos, como el Comité de Dere-

chos Humanos y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

En este sentido, el derecho internacional reconoce la vulnerabilidad y las

necesidades diferenciales de protección de las víctimas del desplazamiento in-

terno forzado, por lo que se adoptaron los Principios Rectores de los

Desplazamientos Internos, los cuales  reflejan el derecho internacional de los

derechos humanos y el derecho internacional humanitario en lo que concierne a

la protección de personas internamente desplazadas. Así mismo, existe un mar-

co especial de protección internacional para los refugiados a través de la

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951.

También, el derecho internacional de derechos humanos reconoce las ne-

cesidades específicas que tienen los niños y niñas, los adultos mayores, las mujeres

y las minorías étnicas.

1 Comité de Derechos Humanos. Observación General No.18, párrafo 13.  Ver, también, Opinión
Consultiva OC/4 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



[104]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

Así, se han adoptado instrumentos específicos que establecen un marco de

protección para estos grupos poblacionales, pero cabe resaltar que el Estado tam-

bién tiene obligaciones en relación con su protección por disposiciones en tratados

de derechos humanos de‘índole general como los pactos de las Naciones Unidas o

la Convención Americana de Derechos Humanos. En este sentido, cabe enfatizar

las disposiciones sobre no–discriminación e igualdad ante la ley contempladas en

estos tratados2, las cuales prohíben discriminar, entre otros, por motivos de raza,

color, sexo, origen nacional o cualquier otra condición social, incluida la edad o el

hecho de haber sido desplazado internamente.

Mas allá de las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos

humanos, sin discriminación, para todas las personas bajo la jurisdicción del Es-

tado, estos tratados imponen la obligación de tomar medidas afirmativas a favor

de los grupos vulnerables, dando la debida protección a través de la reducción o

eliminación de las condiciones que originan o mantienen la discriminación con-

tra ellos3.

Por lo tanto, es el mismo principio de igualdad el que obliga al Estado a

tomar medidas afirmativas para garantizar el goce efectivo de los derechos de la

población internamente desplazada y, además, a favor de los grupos vulnerables.

En la medida que la población internamente desplazada está constituida en

parte por niños, niñas, adultos mayores, mujeres y miembros de minorías étnicas,

es preciso tomar en cuenta que sobre ellos existe una doble o múltiple vulnerabi-

lidad, lo cual genera más obligaciones para el Estado, que se deben reflejar en la

política pública.

Estas obligaciones también se establecen en el Principio Rector 4 que deter-

mina no sólo que los principios han de aplicarse sin distinción de raza, color, sexo,

etc., sino que además “ciertos desplazados internos, como los niños, especialmen-

te los menores no acompañados, las mujeres embarazadas, las madres con hijos

pequeños, las mujeres cabeza de familia, las personas con discapacidades y las

personas de edad, tendrán derecho a la protección y asistencia requeridas por su

condición y aun tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades especiales”.

En relación con estos grupos poblacionales, tanto la justificación del enfo-

que diferencial como los parámetros específicos de protección, tienen una serie de

instrumentos internacionales que forman parte del Bloque de Constitucionali-

dad de Colombia.

Frente a la situación de la niñez, el Preámbulo de la Convención sobre los

Derechos del Niño establece que “el niño, por su falta de madurez física y mental,

necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto

2 Artículos 2.1, 3 y 26 del PIDCP, artículos 2.2 y 3 del PIDESC, artículos 1.1 y 24 de la CADH.
3 Comité de Derechos Humanos. Observación General No.18, párrafo 10.
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antes como después del nacimiento”. La Convención determina una serie de dere-

chos específicos de los niños y obligaciones correlativas de los Estados, enfatizando

la participación de los niños y niñas, la protección contra violaciones cometidas

por terceros, la prevención de violaciones y la provisión de servicios para satisfa-

cer necesidades básicas.

En relación con el enfoque diferencial de género, cabe recordar que los re-

dactores del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se vieron en la

obligación de incluir una disposición específica que garantiza a los hombres y las

mujeres el ejercicio de los derechos civiles y políticos en condiciones de igualdad

(artículo 3). Del mismo modo, la Convención para la Eliminación de todas las

formas de Discriminación contra la Mujer reconoce que “las mujeres siguen sien-

do objeto de importantes discriminaciones”. Esta Convención dispone una amplia

gama de acciones que los Estados Partes han de tomar para eliminar la discrimi-

nación que afecta el ejercicio de derechos específicos de la mujer, incluidas acciones

afirmativas e intervenciones para garantizar el ejercicio de esos derechos.

También existe un marco jurídico especial para la protección de los derechos

de las minorías étnicas y cabe mencionar que el artículo 27 del Pacto Internacio-

nal de Derechos Civiles y Políticos contempla el derecho de las minorías étnicas a

tener su propia vida cultural, a profesar su propia religión y a emplear su propio

idioma. De acuerdo con la interpretación del Comité de Derechos Humanos de

las Naciones Unidas, que supervisa la implementación del Pacto, tanto los afro

descendientes como los pueblos indígenas son minorías en el sentido del Pacto.

Así mismo, el Comité ha vinculado el derecho de grupos étnicos a tener su cultura

con tenencia y control de sus territorios ancestrales, temas estrechamente vincu-

lados con el desplazamiento interno4. En relación con los pueblos indígenas en

particular, el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales  reconoce que estos

pueblos no “pueden gozar de los derechos humanos fundamentales en el mismo

grado que el resto de la población”, y establece una serie de derechos específicos

para ellos.

En suma, el enfoque diferencial pone de manifiesto el hecho que ciertos gru-

pos tienen necesidades diferenciales de protección que a su vez se reflejan en el marco

legal de protección y que deben ser tomadas en cuenta en la política pública. Para

ello, hace una lectura de la condición y posición específica de las personas con el fin

de garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos, y “hacer visible su situación en

términos de acceso al reconocimiento como sujetos de derechos”5. Tiene en cuenta

los derechos y necesidades específicas de los individuos según su pertenencia a

diferentes grupos poblacionales: hombres/mujeres, hombres/mujeres afro descen-

4 Comité de Derechos Humanos. Canadá.
5 Defensoría del Pueblo. Los derechos humanos de las mujeres en situación de desplazamiento. 2004,

p. 7.
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dientes, hombres/mujeres pertenecientes a pueblos indígenas; hombres jóvenes/

mujeres jóvenes (afro descendientes o indígenas); niños/niñas (afro descendien-

tes o indígenas); hombres/mujeres adultos mayores (afro descendientes o

indígenas)6.

El enfoque diferencial permite dar cuenta de la diversidad, no sólo entre hom-

bres y mujeres, sino entre mujeres de los diferentes grupos etarios, de las minorías

étnicas, en distintos contextos culturales y se relaciona con un enfoque de dere-

chos, pues parte de los principios básicos del libre ejercicio de los mismos,

particularmente el de la igualdad7.

Por lo general, la población internamente desplazada llega al desplazamien-

to “con un cúmulo de exclusiones no solucionadas a través del tiempo”8, debido a

la ausencia de protección del Estado antes de que éste ocurra. Lo anterior hace

aún más precaria la situación de estos grupos y tiene significativa relevancia en el

escenario de las desventajas que enfrentan después de haber sido forzados/as a

abandonar su territorio9.

La hipótesis que orienta la reflexión que se presenta a continuación, es que el

desplazamiento interno forzado tiene un efecto desproporcionado para algunos

sectores poblacionales como las mujeres, los niños y las niñas, los(as) jóvenes,

los(as) adultos(as) mayores y los grupos étnicos, por sus condiciones iniciales de

discriminación y vulnerabilidad: “Esta desproporcionalidad parte de reconocer

que el conflicto no sólo recrudece sino que aprovecha y exacerba las condiciones

de discriminación, en tanto promueve formas de relación a partir de la imposi-

ción del orden por la fuerza, el miedo y el abuso, según esquemas patriarcales del

ejercicio de la autoridad. Esta dinámica, además, genera y explica ciertas condi-

ciones de vulnerabilidad de las mujeres en la guerra, según lo confirma la situación

de las mujeres antes, durante y después del desplazamiento”10.

En el marco del conflicto armado y el fenómeno de desplazamiento interno

forzado en Colombia, el enfoque diferencial permite evidenciar las diversas ma-

neras en que se conjugan en la población internamente desplazada cuatro

condiciones y/o situaciones de desigualdad que sustentan la necesidad de medi-

das positivas a favor de las mujeres, los grupos étnicos y los diferentes sectores de

edad, con el fin de contrarrestar los efectos del mismo: i) la vulneración de dere-

chos a causa del conflicto armado y del desplazamiento mismo; ii) las

discriminaciones históricas de género; iii) las discriminaciones raciales o de etnia,

6 Ibíd.
7 ACNUR. Transversalización de género desde un enfoque diferencial. Experiencias, lecciones y

recomendaciones. Abril de 2004. Documento inédito. Consultoría Meertens Donny, abril de 2004.
8 Defensoría del Pueblo. Op. cit., p. 7.
9 Ibíd., p. 7.
10 Confluencia Nacional de Redes de Mujeres, Observatorio de Derechos Humanos de Mujeres.

Mujeres desplazadas: acciones del gobierno colombiano, marzo de 2004.
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y iv) la vulnerabilidad específica de los grupos de edad (niñez, juventud o adoles-

cencia y adultos mayores)11.

El enfoque diferencial de la política pública de prevención, protección y aten-

ción al desplazamiento interno forzado, permite realizar acciones positivas que

no sólo disminuyan las condiciones de discriminación, sino que consientan mo-

dificar las circunstancias iniciales de discriminación y de vulneración. La política

pública debe tener acciones positivas que contribuyan a: i) transformar las nega-

ciones e imposiciones culturales a estos grupos poblacionales; ii) superar la

dependencia; y iii) apoyar la construcción de personas y colectivos autónomos

generando capacidades para  transformar las relaciones de poder que les han sido

impuestas históricamente; todo ello en el marco de la garantía del goce efectivo

sus derechos y, en particular, de sus derechos culturales y sus propios procesos de

construcción de identidad, proyectos de vida y relaciones interculturales, en el

caso de los grupos étnicos.

La Corte Constitucional expresó en la Sentencia SU-1150 de 2000: “Los

connacionales obligados a abandonar sus hogares por medio de la violencia son

en su mayor parte campesinos pobres, con un bajo nivel de instrucción escolar.

Además, la mayoría de las personas desplazadas son menores de edad y mujeres.

Ellos se trasladan principalmente a las ciudades, en las cuales tienen pocas posibi-

lidades de acceder a una vivienda digna y a un trabajo estable. Frecuentemente, el

resultado de la migración forzosa a la que se ven sometidos es el agravamiento de

las ya precarias condiciones de vida que tenían en el campo”.

En particular, la Sentencia T-025 de 2004 planteó otorgar una protección

efectiva a la población internamente desplazada, en especial cuando se trata de

personas con derechos específicos consagrados por la Constitución como son los

niños y las niñas, las mujeres cabeza de familia, los adultos mayores y los grupos

étnicos. Igualmente consideró que: “No han sido reglamentadas las políticas que

faciliten el acceso a la oferta institucional a los grupos desplazados en situación de

mayor debilidad, tales como las mujeres cabeza de familia, los niños, o los grupos

étnicos12. No existen programas especiales que respondan a las especificidades de

los problemas que aquejan a dichos grupos”. Así mismo, indicó que los sistemas

de registro no son sensibles a la identificación de necesidades específicas de la

población internamente desplazada que pertenece a grupos con un mayor nivel

de vulnerabilidad, tales como las mujeres cabeza de familia y los grupos étnicos13.

La ausencia de un enfoque diferencial integral a la política de prevención,

protección y atención al desplazamiento interno forzado, implica que el esfuerzo

de transversalización del mismo, deba extenderse tanto a su formulación como a

11 ACNUR. Op. cit.
12 Ver por ejemplo los numerales 1-6 y 1-8 del artículo 1o. del Decreto 173 de 1998.
13 Corte Constitucional. Sentencia T-025, 22 de enero de 2004, M.P. Manuel José Cepeda.
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su implementación, considerando las diversidades y múltiples contextos de dicha

población e incidir en las instituciones ejecutoras y de control de la política. Ello

complica aún más el diseño de indicadores, tanto de procesos, como de resultados

e impactos de la política pública, en tanto éstos deben permitir identificar los

avances cualitativos y cuantitativos  logrados para disminuir las brechas de igual-

dad de oportunidades para el disfrute de los derechos de los diferentes sectores

poblacionales.

La aproximación al análisis de la situación particular de algunos grupos po-

blacionales, en particular, mujeres y grupos étnicos, y los elementos generales del

balance de la política de prevención, protección y atención al desplazamiento in-

terno forzado desde un enfoque diferencial que se presentan a continuación, son

el resultado de la compilación de estudios previos realizados por el Estado colom-

biano, el movimiento de mujeres y las organizaciones indígenas y afro

descendientes. Así mismo, retoman informes del Sistema de las Naciones Unidas,

y en particular de Unifem y del ACNUR sobre la materia. Específicamente, toman

como fuente de información documentos de la Defensoría del Pueblo, de la Con-

fluencia Nacional de Redes de Mujeres y su Observatorio de Derechos Humanos

de las Mujeres en Situación de Conflicto Armado, de la Mesa Mujer y Conflicto

Armado, de la Red Nacional de Mujeres y de la Organización Nacional Indígena

de Colombia, ONIC.

Si bien la caracterización busca hacer visible los derechos y las necesidades

de los diferentes sectores de población considerados en los distintos momentos de

su ciclo vital, no profundiza en la situación de los diferentes grupos etarios. En

particular, prioriza la reflexión del impacto del desplazamiento interno forzado y

los desarrollos  más generales de política en el caso de las mujeres y de los grupos

étnicos.

En primer lugar, sintetiza el contenido del enfoque diferencial desde el dere-

cho. En segundo lugar, presenta una síntesis de la situación de las mujeres

internamente desplazadas en Colombia. Después, caracteriza la situación de los

grupos étnicos internamente desplazados y, por último, retoma los aspectos más

generales de la respuesta estatal.
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LA SITUACIÓN DE LA MUJERES
INTERNAMENTE DESPLAZADAS

El desplazamiento interno forzado es un fenómeno más en la his-

toria de violencia, discriminación y exclusión social contra las

mujeres en Colombia. CODHES estima que el 47% de la población

internamente desplazada está constituida por mujeres. El 44% de

ellas son menores de edad.

Una de las principales consecuencias del desplazamiento in-

terno forzado es que las mujeres se ven obligadas a ejercer la jefatura

del hogar al perder su pareja. Pero no es sólo por la pérdida física

—muerte, reclutamiento forzado, secuestro, desaparición forzada

de su cónyuge o compañero— que las mujeres tienen que asumir

este nuevo rol. También se debe a la imposibilidad física, económi-

ca o emocional de los hombres para seguir cumpliendo con su papel

tradicional de proveedores principales del grupo familiar.

Tal como lo señala el estudio de la Defensoría del Pueblo, Los

derechos humanos de las mujeres en situación de desplazamiento14:

“Las mujeres en situación de desplazamiento se reconocen como

sobrevivientes de una tragedia y perciben en su interior una serie

de habilidades que no poseen los varones”15. Gracias a éstas, pue-

den “transformar su situación y superar la incertidumbre que

genera el desplazamiento y recuperar cierta estabilidad para desa-

rrollar sus roles como madres, como compañeras, como líderes,

como agentes productivas y como sujetas políticas. Esto deriva en

una actitud de protección y de supervivencia que se sobrepone a la

adversidad que acompaña la situación de desplazamiento”16.

14 P. 18 y siguientes.
15 Defensoría del Pueblo. Op. cit., p. 18.
16 Ibíd.
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Así, una vez las mujeres se enfrentan a dicha situación, se transforman tempo-

ralmente en proveedoras, generadoras de ingresos, para ellas y para sus familias, y

en agentes participativas. Continúan ejerciendo su rol tradicional, pero lo modifi-

can, asumiendo transitoriamente o de manera permanente, múltiples

responsabilidades que responden a la necesidad urgente de sobrevivir. Las mujeres

reafirman su papel reproductivo y simultáneamente adoptan una sobrecarga en los

roles de producción, transformados violentamente al verse obligadas a asumir el

trabajo remunerado.

Las mujeres en situación de desplazamiento asumen en un alto porcentaje la

jefatura del hogar sin garantías institucionales para ello. De acuerdo con la Red de

Solidaridad Social, cuatro de cada diez familias en situación de desplazamiento

tienen jefatura femenina, porcentaje que supera la cifra de jefatura femenina en

población no desplazada, la cual alcanza el 28,1% según el DANE (Encuesta de

hogares del primer semestre de 2003). La jefatura femenina también es mayor en

las comunidades afro descendientes (47%) y los pueblos indígenas (49%).

El desplazamiento interno forzado obliga a las mujeres a asumir la responsa-

bilidad de la sobrevivencia de sus familias, en condiciones sociales y culturales

diferentes y desiguales respecto a los hombres y las mujeres no desplazadas. Al

verse presionadas a asumir la jefatura del hogar, la mayoría de mujeres en situa-

ción de desplazamiento son responsables de su propia manutención y la de sus

familias (que la generalidad de las veces supera la familia nuclear compuesta por

los hijos e incluye a los abuelo(a)s y a otros familiares). Estas mujeres hacen un

enorme esfuerzo por conseguir el sustento diario, con un escaso nivel de escolari-

dad y poca o nula experiencia laboral. Las posibilidades de alguna ocupación

  GRÁFICO 7   Jefatura de hogares desplazados, según estado conyugal y sexo
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remunerada se les presentan en la mayoría de los casos sólo en áreas como el

trabajo doméstico, el sector informal (ventas ambulantes) e incluso en la prosti-

tución17.

Amnistía Internacional en su último informe temático sobre violencia sexual

contra las mujeres en el marco del conflicto armado colombiano, plantea que “aun-

que las mujeres no suelen  participar directamente en las hostilidades, son las más

afectadas por el trauma del desplazamiento. Muchas acaban de enviudar y se han

visto obligadas a huir con sus hijos de sus hogares en el campo, abandonando su

ganado y sus posesiones para refugiarse en condiciones precarias en barrios mar-

ginales en los cinturones de la ciudades”18.

Otro de los impactos del desplazamiento, es el aumento de la violencia intra-

familiar: el 52.3% de las mujeres en situación de desplazamiento, ha sido víctima

de este tipo de agresión en comparación con el 41.1% de mujeres no desplaza-

das19.

La encuesta realizada por Profamilia sobre salud sexual y reproductiva en

zonas marginales, señala que de 2.066 mujeres encuestadas, 771 se encuentran

desplazadas a causa del conflicto armado. De éstas, un 49.9% ha sufrido violencia

física por parte de su esposo o compañero y un 28.2% por alguien diferente a éste.

Si se comparan estos resultados con los brindados por la misma encuesta en

el año 200020, puede concluirse que la violencia en mujeres en situación de des-

plazamiento por causa del conflicto armado, aumentó en 8.8 puntos en los casos

de violencia conyugal y en 8.3 puntos en aquellos de agresiones externas a la rela-

ción de pareja. El 20.4% de las mujeres desplazadas por efectos del conflicto armado,

ha sido víctima de violencia durante el embarazo21.

Según Amnistía Internacional, “debido a su particular situación social, psi-

cológica y económica, las mujeres internamente desplazadas corren más peligro

de ser víctimas de agresiones sexuales y violaciones, así como de verse obligadas a

ejercer la prostitución. De acuerdo con la información oficial del Ministerio de la

Protección Social, el 36% de las mujeres desplazadas han sido forzadas a tener

relaciones con desconocidos” 22.

El hacinamiento es otra de las causas que “exacerba los índices de casos de

violencia intrafamiliar y de abuso sexual, tan graves para las mujeres de todas las

17 OEA. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Tercer informe sobre la situación de los
derechos humanos en Colombia. OEA/Ser. L/V/II 102. Doc. 9, 26 de febrero de 1999, p. 27.

18 Amnistía Internacional. Colombia: cuerpos marcados, crímenes silenciados. Violencia sexual contra
las mujeres en el marco del conflicto armado. Octubre 13 de 2004, AMR 23/040/2004/s, p. 30.

19 Profamilia. Encuesta nacional de demografía y salud. Bogotá, 2000.
20 Según la encuesta de ese año, el 41.1% de las mujeres reportó haber sido violentada por el

esposo o compañero, y un 19.9% por alguien diferente.
21 Profamilia. Salud sexual y reproductiva en zonas marginadas. Situación de las mujeres desplazadas.

Bogotá, 2001, p. 112.
22 Amnistía Internacional. Op. cit., p. 30.
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edades en situación de desplazamiento”23. La Defensoría del Pueblo señala que

éste aumenta después del desplazamiento al 43,9% para una muestra de 1.933

hogares encuestados.

De otro lado, el incremento del porcentaje de mujeres menores de 20 años

que son madres, es mayor entre las adolescentes en situación de desplazamiento

(30%) frente a las que no están en dicha situación (17% en 1995 y 19% en 2000)24.

Ello está  relacionado con la desescolaridad de las jóvenes y niñas desplazadas25.

Solo el 26% de los hogares de población internamente desplazada son pro-

pietarios y un 61% tiene que cocinar, comer y dormir en un mismo cuarto; el

acceso a la propiedad en las familias con jefatura masculina es del 72%, y del 28%

en aquellos casos en los que la mujer es la jefa del hogar26.

Así mismo, para las mujeres internamente desplazadas ejercer el derecho a la

educación se dificulta; hay mayor proporción de mujeres indocumentadas y un

menor nivel de escolaridad con respecto a los hombres27. En particular, para las

jóvenes desplazadas en estado de embarazo se dificulta continuar con sus estu-

dios. En muchos casos son expulsadas del sistema escolar por extra-edad28.

A raíz del desplazamiento, la deserción escolar de los niños y niñas aumenta:

sólo el 12.5% de aquéllas que asistían a la escuela antes del desplazamiento, conti-

nua haciéndolo29. En los hogares desplazados con jefatura masculina, el nivel de

analfabetismo es del 10.3%, y del 13.1% en aquellos con jefatura femenina30.

“Las situaciones que vulneran históricamente el derecho de las mujeres a la

participación, en la vida local, están asociadas a los tradicionales patrones cultu-

rales y estereotipos de discriminación de género, que asignan roles sociales que las

excluyen de organizaciones escolares, comunitarias, o que les limitan el acceso a

cargos públicos o a cargos de elección popular”31.  Esta circunstancia no se modi-

23 Defensoría del Pueblo. Op. cit., p. 113.
24 Profamilia. Op. cit.
25 Para mayor información ver gráficos 16 y 17 en Capítulo IV. 3.2: “La política pública de educación

para las personas internamente desplazadas”, de este informe.
26 Pérez Murcia, Luis Eduardo. Población desplazada: entre la vulnerabilidad, la violencia y la

exclusión. Op. cit. Ver capítulo IV. 3.2: “La política pública de educación para las personas
internamente desplazadas”, de este Informe.

27 Red Nacional de Mujeres. Informe de los derechos humanos de las mujeres. Septiembre 2003, Op.
cit., Tabla 84, p. 152.

28 Vergel Tovar, Carolina. Documento de análisis jurídico. Observatorio de los Derechos Humanos
de las mujeres en Colombia, en “Situación de conflicto armado, las mujeres también tienen
derechos”. Confluencia Nacional de Redes de Mujeres - Corporación Sisma Mujer, 2003, p. 30.

29 Secretariado de Pastoral Social – Sección de Movilidad Humana – Sistema de Información sobre
Población Desplazada por la Violencia en Colombia (RUT). Informe remitido en octubre de 2002.

30 UTC. En: Pérez, Luis Eduardo. “Población desplazada: entre la vulnerabilidad, la pobreza y la
exclusión”. Estudio realizado para la Red de Solidaridad Social. En proceso de publicación. UTC,
2002.

31 Confluencia de Redes de Mujeres. Observatorio de los Derechos Humanos de las Mujeres en
Colombia. Boletín Nº 2. febrero 2003, p. 13.
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fica después del desplazamiento. Las mujeres tienen dificultades para participar

en igualdad de condiciones en las organizaciones mixtas de personas internamen-

te desplazadas, por lo cual crean sus propias organizaciones. Menos de la mitad de

mujeres en situación de desplazamiento (40.3%), pertenecen a algún tipo de or-

ganización32.

La Corte Constitucional en la Sentencia T-602 de 2003 plantea que “las con-

secuencias del reasentamiento son, pues, regularmente perversas. Por ello, a fin de

comprenderlas y paliarlas, científicos sociales, organismos de cooperación, enti-

dades gubernamentales y jueces, han acogido el concepto de vulnerabilidad, con

el cual se quiere significar que la población en situación de desplazamiento sufre

un dramático proceso de empobrecimiento, pérdida de libertades, lesión de dere-

chos sociales y carencia de participación política. Así, se ha estimado de suma

importancia contar con índices con los cuales medir los grados de vulnerabilidad,

ya que el conocimiento de éstos aporta en la identificación de las medidas legisla-

tivas y administrativas más aptas para la reconstrucción del tejido social y la

estabilización socioeconómica, así como en la proyección de la ejecución o, si re-

sulta necesario, en una nueva planeación. El concepto de vulnerabilidad y la

detección en terreno de los riesgos de empobrecimiento facilitan, pues, la búsque-

da de soluciones adecuadas al contexto de la situación postemergencia, bien sea

en el marco de la política pública sectorial en materia de desplazamiento o bien

sea en el marco del desarrollo de cada uno de los distintos componentes del resta-

blecimiento, esto es, vivienda, generación de ingresos, salud, educación y tierras”.

32 Ibíd.
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LA SITUACIÓN DE LOS GRUPOS ÉTNICOS
INTERNAMENTE DESPLAZADOS

El desplazamiento interno forzado afecta a los grupos étnicos, en

particular a los pueblos indígenas y a las comunidades de afro des-

cendientes de manera desproporcionada. Su impacto es en especial

complejo en la medida en que perjudica a las comunidades y pue-

blos, además de los individuos y familias, y  en particular el ejercicio

de su territorialidad33 y autonomía.

Estos constituyen los grupos poblacionales más vulnerables y

más afectados por el conflicto armado: las comunidades afro des-

cendientes conforman el 8% de la población total de Colombia y

representan el 11% de la población internamente desplazada en el

país. Los pueblos indígenas, representan el 2% de la población to-

tal de Colombia34 y el 8% de la población en situación de

desplazamiento.

El informe realizado por el relator especial de la Comisión de

Derechos Humanos de las Naciones Unidas, sobre las formas con-

temporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas

conexas de intolerancia, recomienda al gobierno “adoptar medi-

33 Se entiende por territorialidad la relación hombre-mujer con el territorio, que
más allá de un espacio físico está constituido por las formas de apropiación
social y simbólica asociadas a éste

34 En Colombia habitan 84 pueblos indígenas. El 95% de esta población vive en
zonas rurales y ocupa aproximadamente el 25 % del territorio nacional. Son,
según el Censo Nacional de 1993, más de 700.000 personas. Sin embargo,
las organizaciones indígenas estiman una cifra de un millón de indígenas en el
país. Respecto a la población afro descendiente, según el gobierno y de acuerdo
con el censo en mención, esta población alcanza el 25%. Los datos de las
organizaciones de base de afro descendientes registran 10.5 millones de
personas, correspondientes al 26% del total de la población colombiana. La
ausencia de información sistematizada no permite conocer la dimensión exacta
y el impacto de la violación de los derechos humanos en estos sectores de
población.
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das urgentes y prioritarias, con los recursos presupuestarios correspondientes para

atenuar y acabar con la precariedad económica y social de las comunidades más

vulnerables a la violencia política [...]” entre la que destaca a los pueblos indígenas

y a las comunidades de afro descendientes35.

El Informe del Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos del

Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas sobre la situación de los indí-

genas, Sr. Rodolfo Stavenhagen concluye que “la precaria situación de los derechos

humanos de los pueblos indígenas en Colombia refleja el desfase entre una legis-

lación nacional avanzada y la poca efectividad real de las instituciones encargadas

de su protección, en el marco de un conflicto armado interno en el cual participan

numerosos contendientes cuya acción incide en las posibilidades de superviven-

cia de las comunidades autóctonas [...] Son especialmente preocupantes las

condiciones de los indígenas desplazados internos y refugiados por la violencia,

en particular las mujeres, las niñas y los niños”36.

El Relator Especial hace un llamado al reconocimiento de los efectos devas-

tadores del conflicto armado sobre los pueblos indígenas. En particular enfatiza

que: (i) En 2003 se registraron un gran número de violaciones de derechos huma-

nos contra los pueblos indígenas. Más de 100 miembros y autoridades indígenas

fueron víctimas de homicidios y  la magnitud e impacto del desplazamiento for-

zado en las comunidades indígenas aumentó; (ii) en las distintas regiones indígenas,

es particularmente grave el hecho de que los actores armados no respetan la dis-

tinción entre combatientes y no combatientes; (iii) los desplazamientos forzados

han incrementado el flujo de refugiados indígenas colombianos en los países li-

mítrofes como el Brasil, el Ecuador, Panamá, el Perú y Venezuela; (iv) En algunas

zonas urbanas, la situación de los desplazados es especialmente dramática.

De acuerdo con CODHES, “la degradación y la expansión del conflicto en-

cuentra en la vulneración de los derechos de los grupos étnicos, uno de sus rasgos

más distintivos. Se presentan casos de privación de la vida y libertad, restricciones

a la libertad de circulación, destrucción de caseríos y poblaciones, apropiación

física de los bienes de consumo y uso indiscriminado de la fuerza”37.

En las dos últimas décadas la mayor parte de los territorios colectivos perte-

necientes a los pueblos indígenas (resguardos) y a las comunidades afro

descendientes (tierras de comunidades negras), en particular del Pacífico, pasa-

ron a convertirse en territorios estratégicos para la guerra.

35 Informe Doudou Deéne. E/comunidades Negras, 4/2004/18/Add.323 de febrero 2004.
36 Informe Rodolfo Stavenhagen Derechos Humanos y cuestiones indígenas. E/CN.4/2005/88/

Add. 2, 10 de noviembre de 2004.
37 CODHES, Boletín No. 43, marzo/abril 2002.
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Según la ONIC la ubicación geográfica de los grupos étnicos, son “propias

para el refugio de grupos armados, cultivos ilícitos y tráfico de armas, lo mismo

que para la presencia creciente de multinacionales y de grandes proyectos de ex-

plotación minera, petrolera, recursos hidroenergéticos, infraestructura y otros

grandes intereses económicos”38

Una de las consecuencias del conflicto armado sobre los territorios colecti-

vos de los pueblos indígenas y las tierras de las comunidades afro descendientes,

es que las autoridades y comunidades pierden el control sobre éstos y, en conse-

cuencia, sobre sus planes colectivos de vida, en detrimento de su proyecto político

de autonomía territorial y cultural. Son forzadas a huir y a desplazarse con la

consiguiente transformación de su cultura, de su organización social y política y

de las formas tradicionales de gobierno y de control social.

Los pueblos indígenas y las comunidades afro descendientes, son vulnerados

en su integridad étnica, poniendo en riesgo la perdida de sus derechos colectivos a

la territorialidad y sus tradiciones e identidad cultural fuertemente ligados al te-

rritorio. El desplazamiento interno forzado en estos grupos, deviene en la

conjugación de profundas transformaciones en todas las esferas, incluso la  eco-

nómica (sistemas productivos y redes de intercambio), poniendo en grave riesgo

de extinción no sólo su cultura sino su existencia como pueblo:

“El desplazamiento rompe los lazos familiares, comunitarios y étnicos, como

también los procesos de fortalecimiento territorial, de planes de vida, de auto-

nomía local, los proyectos educativos, de salud, de desarrollo y demás dinámicas

que se vienen dando en las comunidades. Se pierden los esfuerzos de las co-

munidades, las organizaciones y el Estado; se multiplican los costos de atención

y de prestación de servicios; y al vulnerarse la identidad étnica, la nación pier-

de elementos de diversidad y riqueza cultural”39.

Desde una perspectiva diferencial étnica, el desplazamiento interno forzado

no sólo vulnera los derechos del individuo, sino en particular los derechos colecti-

vos, en especial cuando éste se produce hacia las áreas urbanas en las que los referentes

ancestrales, los procesos de enculturación, socialización y educación de los niños,

las niñas y las jóvenes generaciones se desarticulan. Implica un fuerte choque para

las familias que vienen de contextos rurales, por situaciones como el no manejo del

idioma (población receptora hispanoparlante), otras semánticas culturales, las va-

riaciones alimenticias y la desaparición de los referentes culturales más próximos: la

tierra, el río, la casa, el médico tradicional, la autoridad, el cultivo.

38 ONIC, INIPU. El camino, lengua curripaco, Bogotá, 2003.
39 Ibíd.
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El desplazamiento disgrega comunidades y familias. Con él se alteran las re-

laciones sociales y alianzas entre las diferentes comunidades y al interior de las

mismas, los sistemas de autoridad y de justicia consuetudinaria, las formas de

decisión tradicionales, todos ellos elementos vitales de la reafirmación de la iden-

tidad individual y colectiva que afectan particularmente a las mujeres, los niños y

las niñas, los (as) jóvenes y los (as) ancianos (as). La imposición de nuevos patro-

nes culturales aqueja también los ámbitos sociales ancestrales amenazando la

identidad cultural de las colectividades. En el caso de los pueblos indígenas se

transforman los procesos de manejo de las transferencias (Ley 715 de 2001).

En la investigación El desplazamiento indígena en Colombia, caracterización y

estrategias para su atención y prevención en áreas críticas, LA ONIC plantea que los

impactos del desplazamiento en la población indígena presentan, además, otras

características:

1. La afectación permanente al pueblo indígena como sujeto colectivo.

2. La acumulación y permanencia de impactos en una duración prolongada de

tiempo, que marca fuertemente la vida de las comunidades a pesar de que

puedan restablecerse condiciones de convivencia y territorialidad.

3. La alteración de las relaciones sociales más allá del propio pueblo indígena,

articuladas con una pérdida real de dinámicas de vecindad y relaciones in-

tercomunales.

4. El deterioro del proyecto político de autonomía territorial.

5. El deterioro generalizado de las condiciones de vida, con especial incidencia

en las mujeres, las niñas, los niños y los (as) ancianos (as).

6. La alteración permanente de la identidad e integridad cultural.

7. La introducción paulatina de formas ajenas a la economía propia.

8. El establecimiento de una fractura interna entre los(as) indígenas desplaza-

dos (as) y los que permanecen en el territorio:

“Estos ocho elementos comunes implican un obvio retraso en el impulso de

los planes de vida […] Siendo la territorialidad indígena la principal reivindi-

cación de los pueblos, [allí] es donde se recibe la mayor afectación”40.

A pesar de su experiencia organizativa, los pueblos indígenas y las comunidades

afro descendientes corren el riesgo de ser invisibilizados entre la población interna-

mente desplazada. Ambas, han solicitado al Estado el diseño de mecanismos de

prevención, protección y atención que respondan a sus derechos previstos en la Cons-

titución Política y en la Ley 70 de 199341desde un enfoque diferencial y multicultural.

.
40 ONIC. El desplazamiento indígena en Colombia, Bogotá, 2003.
41 Reglamentada por el Decreto 1745 de 1995 donde se dicta el procedimiento para el reconocimiento

de la propiedad colectiva. El Decreto 1122 de 1998 favorece el desarrollo de la cátedra de
estudios afro colombianos.
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Los impactos del desplazamiento interno forzado entre la población afro des-

cendiente se agudizan teniendo en cuenta que: i) el 80% de esta población vive por

debajo de la línea de pobreza absoluta; ii) posee el mayor coeficiente de desigualdad

de ingresos; el 74% recibe salarios por debajo del mínimo legal; y iii) registra el

índice de desarrollo humano más bajo entre la población colombiana: 0.6642.

La discriminación racial y de género, sumada a la estigmatización por su

situación de desplazamiento, hace más difícil la reconstrucción de la vida cotidia-

na de estas personas en un ambiente desconocido y por lo general hostil como las

ciudades. La discriminación étnica y el racismo se manifiestan de forma diferen-

ciada para las mujeres y las niñas, y aumentan el deterioro de sus condiciones de

vida, incrementan la pobreza y la violencia, en detrimento del goce efectivo de  sus

derechos humanos43.

El desplazamiento interno forzado complejiza el proceso de construcción de

una nación multicultural y diversa e impone mayores retos a la obligación del Esta-

do de reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana44.

42 A raíz de la encuesta de calidad de vida realizada en 2003 y el análisis de los principales indicadores
sociales de los municipios y departamentos con población afro descendiente, la Dirección de Desarrollo
Territorial Sostenible del Ministerio del Interior y de Justicia, reafirmó  la condición de inequidad en
la que se encuentra esta población y, por tanto, la necesidad de una acción afirmativa. En
consecuencia, el actual gobierno propuso siete herramientas de equidad: i) revolución educativa; ii)
seguridad social; iii) manejo social del campo; iv) manejo social de los servicios públicos; v) país de
propietarios; vi) impulso a la economía solidaria; y vii) calidad de vida urbana. El Ministerio del
Interior y de Justicia, a través de la Dirección de Etnias, está encargado de diseñar e implementar un
programa de promoción y divulgación de las herramientas y los requisitos para acceder a los
programas. Esta política, enmarcada en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, está orientada
a focalizar intervenciones gubernamentales a favor del aumento de cobertura de la población afro
descendiente en los programas nacionales, implementar acciones afirmativas, mejorar los sistemas
de documentación  y registro, y hacer seguimiento a lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo.

43 “Conferencia mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas
Conexas de Intolerancia”. Durban, 2002.

44 CP. Art. 7.
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LA RESPUESTA DEL ESTADO

“Si bien el Estado ha intentado definir políticas para atender a

la población internamente desplazada desde un enfoque po-

blacional y territorial”45, su formulación y ejecución carece de

un enfoque de derechos humanos que tome en cuenta la pro-

tección y la garantía del goce efectivo de los derechos de los

individuos, según su pertenencia a diferentes grupos poblacio-

nales.

En particular, durante este período, la  Red de Solidaridad

Social como coordinadora del SNAIPD, ha iniciado el proceso

de incorporación de un enfoque diferencial al fenómeno del

desplazamiento interno forzado y de los componentes de la aten-

ción a población internamente desplazada, para atender las

necesidades y particularidades de la población desplazada de

acuerdo con su condición étnica, etaria y de género. Dicho  en-

foque se construye sobre la base de tres elementos: el

reconocimiento y valoración de los diferentes grupos pobla-

cionales y sus intereses de desarrollo; el reconocimiento de

niveles diferenciales de satisfacción de intereses de desarrollo

entre estos grupos; y el carácter integral que tienen los intereses

y que deben tener las estrategias y acciones de desarrollo. La

respuesta del Estado en términos de reconocer las diversidades

étnicas y culturales, en materia de legislación ha avanzado mu-

cho. Pero su respuesta vis-a-vis a la protección de los derechos

de estos grupos étnicos es todavía insuficiente.

No se ha implementado la directriz para la Atención Integral

de la Población Desplazada Indígena, realizada conjuntamente por

45 Defensoría del Pueblo. Los derechos humanos de las mujeres en situación
de desplazamiento. Op. cit., p. 8.
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la Red de Solidaridad Social, la ONIC, la Defensoría del Pueblo, representantes de

las organizaciones indígenas y el ACNUR, que fue producto de la investigación

editada y publicada  bajo el título: El desplazamiento indígena en Colombia.

Como respuesta a la agudización del conflicto armado, las comunidades afro

descendientes y los pueblos indígenas han desarrollado estrategias para la protec-

ción y el fortalecimiento del arraigo cultural y territorial, y la cohesión social de

sus comunidades, con el objetivo de que sus integrantes, en especial la población

joven, no se vincule a ningún grupo armado. Sin embargo, el Estado no ha forta-

lecido y, en muchos casos, tampoco ha reconocido estas experiencias como

estrategias de protección y prevención al desplazamiento interno forzado.

En el caso de la protección humanitaria, en particular los espacios humani-

tarios en territorios indígenas, las entidades no han promovido ni apoyado a través

de los comités para la atención integral de la población desplazada por la violen-

cia,  el desarrollo de esta clase de iniciativas en coordinación con las organizaciones

y autoridades indígenas, a pesar de que estas últimas lo han demandado perma-

nentemente. La presencia estatal, a través de la inversión en proyectos de desarrollo,

y el acompañamiento periódico de los funcionarios de las diferentes entidades y

de organismos internacionales; la promoción de proyectos de fortalecimiento or-

ganizativo y de participación,  entre otras, no son una acción permanente en los

territorios de los grupos étnicos.

De otra parte, los pueblos indígenas han construido y validado propuestas

de justicia propia con la participación de sus autoridades y organizaciones en el

marco del artículo 246 de la Constitución Política. De igual forma, los consejos

comunitarios de comunidades afro descendientes vienen construyendo sus regla-

mentos de control y regulación social como estrategia para prevenir y mitigar el

desplazamiento interno forzado. Sin embargo, estas estrategias no son suficiente-

mente difundidas y, por lo tanto, no han sido reconocidas por las instituciones.

En general, la ausencia de una política pública integral, que incluya un enfo-

que diferencial, no permite atender adecuadamente las necesidades específicas de

prevención, asistencia y protección de los diferentes grupos poblacionales: hom-

bres/mujeres, hombres/mujeres afro descendientes, hombres/mujeres de pueblos

indígenas, hombres jóvenes/mujeres jóvenes, niños/niñas,  hombres/mujeres ma-

yores, en especial en los casos de violencia y los abusos sexuales contra las mujeres,

las niñas y los niños.

Según la Defensoría del Pueblo, este enfoque poblacional y territorial “ha

tenido una efectividad y una oportunidad limitadas  y aún carece de instrumentos

y mecanismos adecuados para proteger y transformar las condiciones de vida de

estas personas”46.
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Como se ha reiterado, es obligación del Estado colombiano dar solución a

los problemas de igualdad y reparar los daños causados por la violación de los

derechos generados por el desplazamiento47. Para ello, son necesarias políticas de

acción afirmativa que hagan posible que la población en situación de desplaza-

miento alcance soluciones duraderas. La sentencia T-025 de 2004, recomienda la

adopción de medidas afirmativas a favor de grupos especiales dentro de dicha

población.

Una de las recomendaciones más reiteradas en los diversos pronunciamien-

tos de los organismos del Sistema de las Naciones Unidas y de la jurisprudencia de

la Corte Constitucional, es que se incluya un enfoque diferencial a favor de las

mujeres, de los niños y las niñas, de los pueblos indígenas y de las comunidades

afro descendientes.

De otra parte, el Observatorio de Derechos Humanos de las Mujeres en Co-

lombia, establece que “muchas de las medidas de atención a las mujeres en situación

de desplazamiento y a su hijos, dan por sentado que las mujeres deben seguir

cumpliendo con el rol tradicional de responsables del hogar, sin siquiera facilitar

el cumplimiento de esta responsabilidad […] e, inclusive, podría afirmarse que el

sistema de atención se edifica a partir de la fortaleza de la mujer para el manejo de

las situaciones de crisis, sin crear medidas de reconocimiento, apoyo y potencia-

ción de dicho rol”48.

La Sentencia T-025 de 2004 recoge las anotaciones del Observatorio de los

Derechos Humanos de las Mujeres en Colombia y resalta la importancia de con-

sultar la opinión de ellas en la definición de programas de atención humanitaria,

la necesidad de superar la visión asistencialista que refuerza o reproduce prácticas

discriminatorias y la pertinencia de formular una política pública con enfoque

diferencial. La Corte hizo evidente que “no han sido reglamentadas políticas que

faciliten el acceso de la oferta institucional a los grupos desplazados en situación

de mayor debilidad, tales como mujeres cabeza de familia, jóvenes y etnias. Y no

existen programas especiales que respondan a las especificidades de los proble-

mas que aquejan a dichos grupos”49.

En dicha sentencia se plantea que “en virtud del Principio 9, existe una obli-

gación especial en cabeza de los Estados, consistente en proteger a los grupos

indígenas, las minorías, los campesinos, los grupos pastorales y otras agrupacio-

46 Ibíd.
47 Infra. Capítulo 1.
48 Confluencia Nacional de Redes de Mujeres, Observatorio de los Derechos Humanos de las mujeres

en Colombia, “Derechos humanos de las mujeres en situación de desplazamiento”, documento
elaborado por Carolina Vergel, junio de 2003, p. 28.

49 Corte Constitucional. Sentencia T-025, 22 de enero de 2004, M.P. Manuel José Cepeda. Item
6.3.1.3 (v), f.
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50 Así, en la sentencia T-098 de 2002, la Corte señaló: La preferencia se refuerza  cuando los
desplazados pertenecen a etnias o minorías porque uno de los Principios Rectores expresa  que
los estados tienen la obligación específica de tomar medidas de protección contra los
desplazamientos de grupos indígenas, minorías, campesinos, pastores y otros grupos que tienen
una dependencia especial de su tierra o un apego particular a la misma. El incumplimiento de este
mandato viola el Convenio 169 de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales, ratificado por
Colombia mediante Ley 21 de 1991. Esas medidas de protección preferente  se  predican de todo
el grupo familiar, que no sólo es el resultante de vínculos consanguíneos y de afinidad,  sino
también [...] aquel en el cual  las responsabilidades las asume un hombre o una mujer  en su
condición de jefe de hogar comprometido  con el desarrollo de la unidad de producción’ (Acuerdo
8 de 1996). Además, esa especial protección debe interpretarse con criterio de favorabilidad.

51 Al respecto, ver por ejemplo, los numerales 1-6 y 1-8 del artículo 1º del Decreto 173 de 1998.
52 Confluencia de Redes de Mujeres, Observatorio de los Derechos Humanos de las Mujeres en

Colombia, Derechos humanos de las mujeres en situación de desplazamiento, mujeres desplazadas:
acciones del gobierno colombiano, marzo de 2004.

nes que tengan una especial dependencia o apego a su territorio, del riesgo de ser

desplazados del mismo”.

Este principio es importante por las obligaciones que tiene el Estado colom-

biano frente a los miembros de estos sectores poblacionales, derivadas —entre

otros— del Convenio 169 de la OIT sobre protección de pueblos indígenas y triba-

les, y reconocida por la jurisprudencia de la Corte Constitucional50.

Tal como lo señala la Sentencia T-025 de 2004: “algunas normas disponen

que las personas desplazadas que se encuentran en una situación de mayor vulne-

rabilidad, tales como las mujeres cabeza de familia o las que integran comunidades

étnicas, deben recibir una atención especial por parte del Estado51. Sin embargo,

dichas órdenes no han sido plasmadas en normas concretas o programas integra-

les, ni se han instaurado procedimientos que hagan más fácil el acceso de estas

personas, de acuerdo con sus condiciones especiales, a la oferta institucional […]

Hay ausencia de políticas o programas tendientes a la atención prioritaria de

grupos de desplazados con mayor debilidad. No existen normas concretas que

faciliten el acceso a la oferta institucional de grupos de desplazados en situaciones

de mayor vulnerabilidad, tales como las mujeres cabeza de familia, los niños o los

grupos étnicos. Tampoco existen programas especiales que respondan a las espe-

cificidades de los problemas que aquejan a dichos grupos”.

En particular, respecto a la atención a mujeres en situación de desplazamien-

to, el Observatorio de Derechos Humanos plantea que la forma en que ésta se ha

desarrollado “presenta falencias específicamente en la atención psicosocial, el ac-

ceso real a los servicios de salud, la posibilidad de generar ingresos de manera

sostenible, la efectiva protección y/o el restablecimiento de tierras, el acceso a una

vivienda digna y la reparación integral de víctimas, bajo las premisas de verdad y

justicia”52.
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Prevención del desplazamiento

y protección de la población
internamente desplazada

[125]

Considerando que la obligación del Estado consiste en prevenir las causas que

puedan dar origen al desplazamiento, y en su defecto, al no cumplir con esta

obligación, proteger a las personas internamente desplazadas, la política pública

debe contar necesariamente con una perspectiva de prevención del desplazamien-

to y de protección de los derechos de la población que ha sido desplazada.

Este capítulo presenta el balance de las acciones desarrolladas por las au-

toridades para prevenir las causas que generan el desplazamiento interno

forzado de la población y para proteger a las personas internamente desplaza-

das con el fin de que cese la vulneración de sus derechos.

Dada la interdependencia que existe entre derechos civiles y políticos, y eco-

nómicos, sociales y culturales, el concepto de protección engloba las medidas

adoptadas por las autoridades para generar las condiciones para el disfrute de

todos ellos. Este enfoque comprende necesariamente una perspectiva diferen-

cial, ya que es función de la política pública atender de manera especial las

necesidades de aquellos sectores de la población que, como los niños y las niñas,

los grupos étnicos, las personas con discapacidad y las mujeres, en ciertas ocasio-

nes, se pueden encontrar en mayores condiciones de vulnerabilidad que hacen

necesaria una respuesta especial por parte del Estado.

La protección de los derechos y, en consecuencia, el balance del desarrollo

diferencial de las políticas de protección, son elementos que deben ser estima-

dos en todas las etapas de la respuesta y por todos los ámbitos de acción de la

política pública (Vg. salud, educación, etc.). Por lo tanto, el análisis considera

todas las fases  de la política.

Para facilitar la lectura y comprensión del estudio, el capítulo desarrolla un

examen de las políticas de prevención y protección más ligadas a aspectos rela-

cionados con la protección de derechos civiles y políticos, sin que ello signifique,

como se mencionó, que el concepto de protección se reduzca a este ámbito de los

derechos que será analizado en el capítulo siguiente.
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Inicialmente, se presenta el balance de las acciones de prevención de las cau-

sas que generan el desplazamiento interno forzado. Después, se aborda el tema de

la protección de las comunidades, los líderes y las personas internamente despla-

zadas durante el tiempo en que se encuentran en situación de desplazamiento.

El análisis desarrolla el cumplimiento de cada uno de los parámetros de eva-

luación considerados en materia de prevención y protección1, los cuales hacen

parte del Bloque de Constitucionalidad, cuyo soporte legal se amplía en pies de

página.

1 ACNUR. “Parámetros para la evaluación de las políticas de prevención del desplazamiento forzado”.
14 de julio de 2004. Ver Adenda Introducción.
ACNUR. “Parámetros para evaluar las políticas de protección de la población desplazada durante
el desplazamiento”. 14 de julio de 2004. Ver Adenda Introducción.
ACNUR. “Parámetros para la evaluación de las políticas encaminadas a la protección de los
bienes de la población desplazada, en particular su derecho de propiedad sobre su tierra y lugar
de vivienda”. 14 de julio de 2004. Ver Adenda Introducción.
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LA PREVENCIÓN DEL DESPLAZAMIENTO
Y EL DERECHO A BUSCAR PROTECCIÓN
EN OTRA PARTE

El orden público: un deber subordinado al respeto a la
dignidad humana

El contenido del derecho

La protección de la población civil en medio de un conflicto arma-

do interno es el principal reto para la acción humanitaria. Sin

embargo, las prioridades establecidas por la realidad de la confla-

gración hacen que, por lo general, sean los intereses de la misma

los que primen sobre la protección de la población. La protección

de la vida y de la dignidad de las personas pasa a un segundo plano

en tanto la neutralización o derrota del contrario, se convierte en

el corto plazo, en el objetivo que determina las acciones de quienes

intervienen en el conflicto. Incluso, los avances que en términos

humanitarios se alcanzan, tienden a ser, en ocasiones, instrumen-

talizados en la interacción estratégica de las partes.

Por ello,  es obligación del Estado garantizar la vida, los dere-

chos y las libertades de las personas. Para su cumplimiento, las

autoridades deben actuar tal y como lo establece la jurisprudencia

constitucional, bajo el principio que señala que el mantenimiento

del orden público debe estar subordinado a dichas obligaciones2.

2 Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra de 1949. Art. 13.
Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra de 1949. Art. 14.
PR 10 (2).
Constitución Política de Colombia (CP). Art. 2º.
Sentencia T-719 de 2003 de la Corte Constitucional. M.P. Manuel José Cepeda
Sentencia C-251 de 2002 de la Corte Constitucional. M.P. Marco Gerardo
Monroy Cabra. […] 8- [...] por ello, en vez de poner al individuo al servicio
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Aunque la prevención estructural del desplazamiento interno forzado sólo

se logrará en el momento en el que se alcance una solución definitiva al conflicto,

el reto de las políticas de prevención consiste en reconocer que es necesario desa-

rrollar estrategias preventivas en medio de  éste, sin aumentar con ellas los riesgos

para la población y sin vincularla al mismo.

Es así como las acciones para prevenir el desplazamiento deben procurar un

equilibrio entre la acción de las autoridades civiles y las propiamente militares, de

tal manera que se preserve el carácter civil de la población, se limite el riesgo deri-

vado de éstas operaciones y se atiendan las causas que subyacen al conflicto. En

particular, debe evitarse el empleo de métodos en los que como consecuencia de

la acción se prive de alimentos necesarios a la población para una subsistencia

digna.

Mientras se encuentren en situación de desplazamiento, las comunidades

tienen derecho a acceder a la atención y al acompañamiento de organismos hu-

manitarios. Las autoridades deben garantizar el tránsito de la asistencia humanitaria

y con sus acciones, no poner en riesgo la acción humanitaria3.

del Estado, pone a las autoridades al servicio de la comunidad y de las personas (CP. Art. 1°, 2°
y 5°). “El sujeto, razón y fin de la Constitución de 1991 es la persona humana”, ha reiterado esta
Corte desde sus primeras decisiones (Sentencia T-002 de 1992, fundamento 2.1. En el mismo
sentido ver, entre muchas otras, las sentencias C-058 de 1994, Fundamento 3.2., y T-125 de
1994. Fundamento 2. [...] 9- […] el orden público no es una finalidad en sí misma sino que
constituye, como esta Corte lo ha dicho, “un valor subordinado al respeto a la dignidad humana”,
por lo que, “la preservación del orden público lograda mediante la supresión de las libertades
públicas no es entonces compatible con el ideal democrático” (Corte Constitucional.  Sentencia C-
024 de 1994, Fundamento 4.2). Y de otro lado, si el Estado está al servicio de la comunidad y de
las personas, entonces corresponde obviamente a las autoridades del Estado proteger y ser garantes
de la seguridad de las personas, y no a las personas proteger y ser garantes de la seguridad del
Estado.
[…] 21- […]. Es obvio que las estrategias de seguridad y defensa deben respetar los mandatos del
derecho humanitario, como los principios de proporcionalidad y de distinción, entre otros. Y estos
mandatos tienen consecuencias concretas. Por ejemplo, al precisar los alcances del principio de
distinción, esta Corte señaló que la “protección general de la población civil contra los peligros de
la guerra implica también que no es conforme al derecho internacional humanitario que una de las
partes involucre en el conflicto armado a esta población, puesto que de esa manera la convierte en
actor del mismo, con lo cual la estaría exponiendo a los ataques militares por la otra parte”.
(Sentencia C-225 de 1995, fundamento 30). […] Esto significa entonces que las mencionadas
estrategias de seguridad y defensa no pueden imponer deberes tales a la población civil, que
terminen involucrándola en el conflicto armado, ya que no sólo se estaría afectando el principio de
distinción derivado del derecho internacional humanitario, sino que además se estaría desconociendo
el mandato constitucional, según el cual, las tareas de protección de la soberanía y el orden público
corresponden a la Fuerza Pública, y no a los particulares.

3 PR. 24 (1).
PR. 25 (1).
PR. 26.
Ley 387 de 1997. Art. 2.
Ley 387 de 1997. Art. 15.
Decreto 2569 de 2000. Art. 24. Prohibición de limitaciones. Se prohíbe cualquier tipo de restricción
al paso de ayuda humanitaria para la población desplazada. La fuerza pública deberá garantizar el
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La respuesta del Estado

Las medidas de prevención han venido siendo presentadas de manera gene-

ral bajo la disyuntiva de solución estructural: “negociación política/solución

militar”. En el Plan de Desarrollo 2002-2006, “Hacia un Estado Comunitario”, queda

claramente expresada esa aproximación a la prevención del desplazamiento:

“[...] Una solución de fondo al desplazamiento forzado requiere de la obtención

de condiciones de convivencia pacífica mediante el ejercicio legítimo de la auto-

ridad, el cumplimiento de las funciones estatales de seguridad, defensa y justicia,

que implican una solución definitiva al conflicto armado interno. Por ello, la

mejor forma de prevenir el desplazamiento forzado es la restitución y consoli-

dación de la autoridad democrática en todo el territorio nacional. Bajo este

enfoque se propone avanzar en la generación de condiciones para prevenir y

atender el problema, en cumplimiento de los preceptos del Derecho Internacio-

nal Humanitario, la observancia de los derechos humanos y los principios rectores

de las Naciones Unidas para los desplazamientos internos [...]4”

El problema de ambas estrategias es que, en el corto plazo, incrementan la

vulneración de los derechos para algunos sectores de la sociedad, lo cual reitera la

importancia de diseñar y aplicar mecanismos de prevención del desplazamiento

interno forzado en los que el conflicto sea asumido como dato, mientras en forma

simultánea, se avanza en la solución del mismo.

Si bien el objetivo en todo caso es la resolución del conflicto, la prevención

del desplazamiento y, en general, la protección de la población civil, es en el corto

plazo el máximo reto para el Estado —responsable primario5— y para la comuni-

dad internacional. En este sentido, la protección de la población es un objetivo

que se encuentra, en el corto plazo, incluso por encima de los avances en la resolu-

ción del conflicto.

Las estrategias que desarrolla el Estado con el legítimo propósito de proteger

a la población y garantizar su presencia efectiva, tienen también impacto signifi-

oportuno paso de la ayuda a sus destinatarios. Las acciones culposas o dolosas de las autoridades
relacionadas con la distribución de la ayuda de emergencia serán objeto de investigación disciplinaria
y sancionadas de conformidad con la ley.
Mientras se encuentran en situación de desplazamiento deben existir mecanismos de protección
para los bienes abandonados.

4 Presidencia de la República de Colombia. Plan Nacional de Desarrollo 2002 – 2006. “Hacia un
Estado Comunitario”, Bogotá, 2002, p. 52.

5 PR. 3 (1).
Ley 387 de 1997. Art. 3º. De la responsabilidad del Estado. Es responsabilidad del Estado
colombiano formular las políticas y adoptar las medidas para la prevención del desplazamiento
forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados
internos por la violencia.
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cativo sobre ella y sobre su desplazamiento. Las operaciones en Cundinamarca, An-

tioquia, Caquetá y Nariño6, son ejemplos de efectos no deseados en la aplicación de

las políticas del gobierno, que obligan a evaluar la forma en que en el desarrollo de

esas operaciones se previene el desplazamiento interno de la población.

El deber del Estado de garantizar el control del orden público, la convivencia

entre los habitantes del territorio, y el ejercicio de los derechos y libertades, no ha

logrado encontrar un equilibrio entre las medidas de seguridad aplicadas por el

Estado y otro tipo de estrategias que, sin poner en riesgo a la población, resulten

efectivas para su protección y para la prevención del desplazamiento interno for-

zado. Este otro tipo de medidas se encuentran más relacionadas con la atención

de las causas que originan el desplazamiento.

Existen acciones de las autoridades que ponen en riesgo a la población, bien

sea porque afectan el respeto del principio de distinción o porque agudizan su

situación de emergencia alimentaria. Entre estos casos, se encuentran las declara-

ciones y acusaciones públicas que generan estigmatización de las comunidades o

de sus acompañantes humanitarios, hecho que incrementa el nivel de riesgo y

vulnerabilidad de ambos. De igual manera, estrategias militares son causantes de

situaciones de indefensión para las poblaciones en zonas de conflicto. Tal es el

caso del control al ingreso de abastecimiento a determinadas áreas, una de las

causas del bloqueo y aislamiento que pone en peligro las condiciones de subsis-

tencia digna de los pobladores y que entra en contradicción con los programas de

asistencia que las mismas autoridades adelantan.

El control de abastecimientos es, adicionalmente, un claro ejemplo de las

inequidades incrementadas por el conflicto armado. En tanto unos sectores de

población se benefician de los efectos colectivos de las políticas de seguridad, otros

soportan las restricciones generadas por el hecho de habitar zonas de conflicto.

Sin embargo, los beneficios colectivos no establecen mecanismos de compensa-

ción a las desigualdades que en las cargas públicas soportan sólo algunos sectores

de la población. Este hecho, hace necesaria una acción afirmativa que busque el

restablecimiento del equilibrio perdido.

6 ACNUR. Pasto. Informe sobre desplazamientos masivos durante el primer semestre de 2004 en el
Departamento de Nariño. Documento interno: “Durante el primer semestre del 2004, se han
registrado en Nariño seis desplazamientos masivos, con un estimado de 2988 personas
desplazadas, la totalidad de ellos indígenas [pasto y awá, que representan el 62,18% de los
casos] y afro descendientes [37,82%]. Si bien es todavía pronto para identificar en esto una
tendencia más o menos durable, con referencia al primer semestre del año pasado se registra un
aumento de casi un factor cinco en volumen de desplazamientos masivos […] Finalmente, un
elemento de análisis importante es que la mayoría de desplazamientos se han producido por
choques entre la Fuerza Pública y grupos armados al margen de la ley”. (p. 1) […] “78,05% de
las personas y 83,33% de los desplazamientos lo fueron por choques entre la Fuerza Pública y
grupos armados al margen de la ley, y 21,95% de las personas y 16,66% de los desplazamientos
se debieron a choques entre grupos armados al margen de la ley” (p. 6).
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El derecho a no ser desplazado

El contenido del derecho

Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados forzadamente

El derecho a no ser desplazado, reconocido expresamente por la legislación

colombiana (Artículo. 2. No. 7 de la Ley 387 de 1997)7, es la consecuencia de: i) la

obligación que tiene el Estado de garantizar el ejercicio de todos los derechos de

los habitantes en el territorio y, en particular, los derechos a la vida, la integridad

personal y la libertad8; y ii) la prohibición que tienen los grupos armados de ata-

car a la población civil.

Éste es el fundamento de las políticas de prevención que se basan en la prohi-

bición del desplazamiento forzado9 y, en consecuencia, en la obligación de las

autoridades de proteger a las personas frente a desplazamientos arbitrarios10.

Pero, por paradójico que parezca, desplazarse es también un derecho. Todas

las personas pueden buscar protección en otra parte, dentro o fuera del país11. Las

estrategias de prevención no impiden el ejercicio de este derecho, así como el de las

personas a la libre circulación12. Así, todas las medidas deben dirigirse a contrarres-

tar los hechos que generan el desplazamiento y no el desplazamiento en sí mismo.

Ésta es la orientación de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de

las Naciones Unidas:

“Principio Rector. 5. Todas las autoridades y órganos internacionales respeta-

rán y harán respetar las obligaciones que les impone el derecho internacional,

incluidos los derechos humanos y el derecho humanitario, en toda circuns-

tancia, a fin de prevenir y evitar la aparición de condiciones que puedan

provocar el desplazamiento de personas”.

7 Ley 387de 1997. Art. 2. De los principios. La interpretación y aplicación de la presente ley se
orienta por los siguientes principios: […] 7. Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados
forzadamente.

8 Ver adicionalmente, Declaración Universal de los Derechos Humanos, DUDH. Art. 13. 1; Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Art. VIII; Convención Americana sobre los
Derechos Humanos, CADH. Art. 4.1Derecho a la vida y Art. 5.1Derecho a la integridad personal.
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, PIDCP. Art. 12. 1; Convenio 169 de la OIT. Art.
16. 1:DUDH. Art. 13.1.
Convenio 169 de la OIT. Art. 16-1.

9 Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra de 1949. Art. 17.
10 PR. 6.1.
11 PR. 15.
12 PIDCP. Art. 12-1.

CADH. Art. 22.
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La respuesta del Estado

Al menos desde 1999 y por distintas razones, numerosas comunidades no se han

desplazado en busca de protección13. Existen diversas experiencias de comunida-

des bloqueadas, desde las que deciden autónomamente permanecer en su lugar

de origen pese al riesgo que soportan, hasta las que son obligadas por los grupos

armados. Todas tienen como común denominador la emergencia alimentaria, la

dificultad para ser atendidas y las limitaciones de acceso a la asistencia humanita-

ria. Dentro de las que han optado por no desplazarse, se encuentran entre otras,

aquéllas que están defendiendo su territorio, respondiendo a procesos organizati-

vos de resistencia, o así mismo, comunidades desgastadas por experiencias

anteriores de desplazamiento masivo. En los casos en que hay presión de grupos

armados, se presentan situaciones de control de población para garantizar el abas-

tecimiento, la mimetización, la explotación del territorio dentro de monopolios

establecidos por éstos y comunidades utilizadas como escudos humanos.

Durante los últimos años se ha multiplicado el número de localidades donde

los actores armados han realizado bloqueos al suministro de alimentos y otros

bienes básicos como medicamentos y combustibles. Según cifras recientes, al me-

nos, “70 poblaciones de 9 departamentos, entre municipios, veredas, corregimientos

e inspecciones”14, son objeto de estas prácticas. Los bloqueos se presentan princi-

palmente en departamentos donde el conflicto se ha exacerbado, como el

Putumayo, Antioquia, Sucre, Magdalena, Casanare, La Guajira, Guaviare, Caque-

tá y Meta15.

Contrario a lo que se ha argumentado, es claro que las llamadas “comunida-

des bloqueadas” se encuentran protegidas tanto por los Principios Rectores como

por la Ley 387 de 1997. En ambos casos se señala la necesidad de identificar y

contrarrestar las causas del desplazamiento.

Las comunidades bloqueadas requieren especial atención de las autoridades,

por encontrarse en situación de riesgo extraordinario y sin posibilidad de ser aten-

didas dado su aislamiento de las redes sociales y económicas regulares. Uno de los

principales problemas con estas poblaciones es la ausencia de información que

permita dimensionar la magnitud real del problema y las condiciones de emer-

gencia que soportan los pobladores. Sobre todo, en el desarrollo de operaciones

militares debe evaluarse el impacto que las mismas puedan tener sobre las condi-

ciones de aislamiento, las posibilidades de salida en busca de protección, en el

13 Este el caso de comunidades rurales del municipio de San Pablo, sur del Departamento de Bolívar,
tal como lo comprobó el ACNUR en el montaje de su oficina de terreno del Magdalena Medio en
este año.

14 El Tiempo, 19 de septiembre de 2004, p. 1-8.
15 Ibíd.
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caso de quedar en medio de los enfrentamientos, y las condiciones de abasteci-

miento.

De igual manera, prevenir el desplazamiento no puede ser entendido como

un desestímulo al mismo. Éste es uno de los riesgos de la forma como es percibida

la política actual de atención al desplazamiento interno forzado. En la práctica, el

desmonte de algunas medidas de atención, y la aplicación de disposiciones regre-

sivas, analizados en el capítulo anterior, unidos al énfasis de la política en promover

retornos rápidos de la población internamente desplazada, constituyen preceptos

que limitan la búsqueda de protección en un lugar seguro. Esta es una de las expli-

caciones que ofrecen las comunidades que optan por permanecer en sus territorios.

Estrategias integrales y coherentes de prevención: la atención de las
causas que originan el desplazamiento

El contenido del derecho

En virtud de los tratados de derechos humanos de los cuales hace parte Colombia,

la acción preventiva es inherente a la obligación del Estado de garantizar el goce

efectivo de los mismos. Tal como lo ha dicho el Comité de Derechos Humanos en

relación con esta obligación:“Puede haber circunstancias en las que, por no haberse

garantizado los derechos reconocidos en el Pacto como se dispone en el artículo 2,

los Estados Parte infrinjan estos derechos permitiendo que particulares o entidades

cometan tales actos o no adoptando las medidas apropiadas o no ejerciendo el cui-

dado debido para prevenir, castigar, investigar o reparar el daño así causado”16.

Las políticas de prevención deben reconocer las causas de la violencia que

produce el desplazamiento, dentro de la lógica misma en que se presenta la diná-

mica del conflicto y, en consecuencia, deben contemplar mecanismos concretos e

integrales que den respuesta a las causas identificadas para17: i) Superar la impu-

nidad mediante el impulso y seguimiento a las investigaciones por el delito de

desplazamiento interno forzado18; ii) clarificar los derechos de propiedad colecti-

16 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Comité de Derechos Humanos. Observación
general No. 31 [80]. 8.

17 PIDCP. Art. 2-1.
CADH. Art. 1. Párrafo 1.
Ley 387 de 1997. Art. 14.

18 Corte Interamericana de Derechos Humanos caso. Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio
de 1988 […] 176. El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que se
hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato del Estado actúa
de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en
la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y
pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los
particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos humanos
reconocidos en la Convención.



[134]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

va e individual sobre la tierra, al igual que los derechos de posesión, mediante la

consolidación de procesos de titulación colectiva, programas de titulación de tie-

rras, identificación de derechos y supervisión de la enajenación de predios en zonas

de riesgo19; iii) atender la necesidad de las niñas y los niños, garantizar su perma-

nencia en la escuela y promover actividades de disfrute del tiempo libre como

mecanismos para la prevención del reclutamiento forzado20; iv) garantizar la pre-

sencia de las autoridades civiles en los municipios, mantener activos los comités

para la atención integral a la población internamente desplazada, actualizados sus

planes de acción para la prevención y la atención del desplazamiento, y contem-

plar mecanismos para prevenir el desplazamiento de funcionarios o de personas

que cumplen funciones públicas21; v) promover el desarrollo de las zonas de ex-

pulsión22; vi) evaluar el impacto de grandes proyectos sobre el conflicto armado y

la afectación de la población, y garantizar la transparencia de su identificación,

diseño y ejecución, así como la participación de la comunidad y la concertación

libre con ella. En particular, respetar el mecanismo de consulta previa con los

pueblos indígenas y afro descendientes23; vii) garantizar y apoyar el derecho de

asociación y participación de las comunidades, a través del reconocimiento y for-

talecimiento de sus procesos comunitarios; viii) mantener sistemas de prevención

que permitan caracterizar en forma diferencial a la población, advertir oportuna-

mente los patrones de vulneración de los derechos y las causas del desplazamiento,

y efectuar seguimiento a las medidas aplicadas24.

Ley 387 de 1997. Art. 15.
Ley 599 de 2000. Art. 180.

19 Decreto 2007 de 2000.
Ley 70 de 1993.

20 Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 38.
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de
niños en los conflictos armados. Art. 4-1.

21 Ley 387 de 1997. Art. 8º.
Decreto 2569 de 2000. Art. 32.

22 Ley 387 de 1997. Art. 4º. No. 2.
Decreto 2569 de 2000.
Art. 32.

23 Decreto 1320 de 1998. Art. 1. La consulta previa tiene por objeto analizar el impacto económico,
ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una comunidad indígena o negra por la
explotación de recursos naturales dentro de su territorio, conforme al Art. 2 del presente Decreto, y
las medidas propuestas para proteger su integridad.

24 Convención de Belem do Pará. Art. 8. Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva,
medidas específicas, inclusive programas para: […] garantizar la investigación y recopilación de
estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia
contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar
la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios.
Observación general No. 28. 8. La mujer está en situación particularmente vulnerable en tiempos de
conflicto armado interno o internacional. Los estados partes deberán informar al Comité de todas las
medidas adoptadas en situaciones de esa índole para proteger a la mujer de la violación, el secuestro
u otras formas de violencia basada en el género.
Ley 387 de 1997. Art. 11º.
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La respuesta del Estado: avances y aspectos problemáticos

El fortalecimiento del arraigo de las comunidades es un aspecto que será siempre

positivo para ellas. Sin embargo, por sí solo no puede verse como una estrategia

de prevención pues corre el riesgo de operar como desestímulo a la búsqueda de

protección, en el sentido indicado en el aparte anterior. Siempre tendrá que estar

combinado con otro conjunto de acciones que, más que el arraigo, garanticen el

ejercicio de los derechos en el lugar de residencia de la población. La determinan-

te del desplazamiento no es ni la pobreza ni la falta de pertenencia al territorio,

sino el riesgo y las limitaciones que el conflicto armado impone.

En el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Co-

munitario”, el eje central de la prevención es la recuperación de la presencia legítima

del Estado que coincide con el objetivo central de la estrategia de Seguridad Demo-

crática. Este objetivo es complementado, de una parte, con el fortalecimiento del

Sistema de Alertas Tempranas y de otra, con la asistencia humanitaria, entendida

como mecanismo para mitigar la vulnerabilidad de la población25.

La revisión de la formulación de políticas y acciones que desarrollan diferentes

instituciones, permite concluir que en términos generales no existe una estrategia

integral de prevención del desplazamiento. Se encuentra, de una parte, el desarro-

llo de las acciones de la estrategia de Seguridad Democrática con un amplio énfasis

en la acción de la Fuerza Pública y, de otra, una serie de actividades a cargo de

diversas instituciones que no están integradas y, en ocasiones, resultan incluso

contradictorias.

Según fuentes oficiales, durante el 2003, 219.361 personas se desplazaron en

Colombia. De acuerdo con el informe de la Consultoría para los Derechos Huma-

nos y el Desplazamiento, CODHES el desplazamiento en este año fue de 207.607

personas; es decir más de 500 personas se desplazaron diariamente. Independien-

temente de la fuente que se tome, la comparación de los registros de desplazamiento

interno forzado entre los años 2002 y 2003, permite concluir que en el 2003 el

incremento del desplazamiento fue un 50% menor que en el año anterior26.

25 Plan de Desarrollo 2002–2006. “Hacia un Estado Comunitario”: “En materia de prevención se
adelantarán dos tipos de acciones. De una parte, para proteger las personas y comunidades en
riesgo, incluyendo especialmente las comunidades sitiadas o en resistencia, se fortalecerá el actual
Sistema de Alertas Tempranas de manera que permita la valoración oportuna de condiciones objetivas
de riesgo y por tanto la anticipación de eventos de desplazamiento. De otra, se brindará asistencia
humanitaria a las víctimas del conflicto por fallecimiento de familiares, incapacidad permanente,
heridas y pérdida de bienes. Así mismo, se proporcionará asistencia educativa a menores de edad
mediante subsidio al pago de pensiones y matrículas en las instituciones públicas, y se prestará
atención psicosocial para el restablecimiento emocional de las víctimas. Por último, la prevención
también incluye el apoyo a la reconstrucción de la infraestructura social y de viviendas a través de
esquemas de subsidio o financiación para la reposición o la reparación de bienes”, p. 53.

26 Según la RSS a octubre de 2004 se han desplazado 109.389 personas. CODHES reporta a junio
de 2004, 130.346 personas desplazadas.
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Para el gobierno, el cambio en la tendencia del desplazamiento es la conse-

cuencia de los resultados positivos de la estrategia de Seguridad Democrática y de

los operativos de la fuerza pública en el país, los cuales han permitido reducir el

número de homicidios, masacres, secuestros y ataques contra la infraestructura;

y, en consecuencia, el crecimiento marginal del número de personas internamen-

te desplazadas.

Sin duda, al presentarse una disminución de los niveles de violencia en el

país, el desplazamiento tiene que indicar una tendencia a disminuir, dado que es

el resultado de la reacción de la población a las diferentes manifestaciones de vio-

lencia asociadas al conflicto armado. Pero esta disminución es más el efecto de un

cambio en la dinámica misma del conflicto, propiciado por las estrategias del go-

bierno, que el resultado de una política de prevención de las causas que producen

el desplazamiento interno de la población.

De conformidad con las cifras oficiales, el temor generalizado de las perso-

nas, consecuencia de la presencia de grupos armados y de hechos violentos en sus

lugares de residencia, continúa siendo la mayor causa de desplazamiento. Entre el

año 2001 y 2003, el 51% de las personas que se desplazaron manifestaron hacerlo

por amenaza generalizada. El 38% del desplazamiento se explica por la existencia

de enfrentamientos armados (25%) y amenazas específicas (12.8%)27.

  GRÁFICO 8  Tendencias del desplazamiento 2001-2003
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27 Informe RSS. Op. cit., marzo 2004.
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El hecho de que los enfrentamientos armados y las amenazas específicas ten-

gan hoy más incidencia que hace dos años, evidencia un cambio en la dinámica

del conflicto: si bien el nivel de violencia en términos generales ha disminuido, el

conflicto se ha intensificado.

Como resultado de estos cambios, también han variado las presuntas responsa-

bilidades por el desplazamiento. En el año 2001 el mayor responsable era el

paramilitarismo (48,2%); a la guerrilla se la señalaba como responsable en el 12% de

los casos, y al efecto combinado de ambos grupos, se le asignaba la responsabilidad en

el 37% de ellos. Para finales del 2003, la composición de responsabilidades indica que

el accionar de guerrillas y paramilitares causó el 42% de los desplazamientos internos

forzados del país; el paramilitarismo fue responsable del 32,7% de los casos (15%

menos que en el 2001) y la guerrilla del 22% (8% más que en el 2001).

Otra de las variaciones en la dinámica del conflicto que explican el cambio

de esta tendencia, es la existencia de comunidades bloqueadas por los grupos ar-

mados. Sin embargo, como se mencionó, la carencia de estadísticas sistemáticas

impide establecer la magnitud y el impacto de esta realidad sobre el conjunto de la

población internamente desplazada y en riesgo de serlo.

  GRÁFICO 9   Variación de responsabilidades por desplazamiento. 2001 y 2003

100% –

90% –

80% –

70% –

60% –

50% –

40% –

30% –

20% –

10% –

0% –

Fuente: Informe RSS, marzo de 2004

Ambos grupos

Guerrilla

Paramilitares

2001                          2003



[138]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

Los problemas de sub-registro también inciden en la estimación del despla-

zamiento interno forzado. Diferentes circunstancias deben ser señaladas: i) el temor

a declarar el desplazamiento ante las autoridades; ii) la aprensión a ser obligado/a

a retornar al lugar de origen28; iii) la política institucional de establecer criterios

restrictivos para que la población internamente desplazada acceda al Sistema Único

de Registro.

Desde el punto de vista humanitario y frente a la necesidad de prevenir las

causas que originan el desplazamiento interno, es necesaria una identificación y

valoración sistemática de las diversas formas en que los cambios en el conflicto

armado afectan de manera distinta a la población. Por ejemplo, el escenario de

negociación con las autodefensas, si bien ha propiciado la modificación de la con-

ducta de este grupo armado hacia la población, también ha significado el desarrollo

de combates, que como en Antioquia, Meta y Casanare, han originado desplaza-

mientos masivos. La guerrilla también ha reaccionado frente a la estrategia estatal,

y en su afán por mantener el control de la población, ha atacado a personas en sus

zonas de influencia, aumentando su responsabilidad en el desplazamiento respec-

to a los dos años anteriores.

Hasta el momento, las medidas complementarias a la estrategia de Seguridad

Democrática, se presentan en forma desarticulada y en ocasiones, contrapuestas.

Sin embargo, la formulación del Plan Nacional para la Atención Integral a la Po-

blación Desplazada por la Violencia, intenta dar una visión integral de la prevención

del desplazamiento interno y de la protección de la población internamente des-

plazada.

El Plan integra diferentes acciones de prevención en cada una de las cuatro

líneas estratégicas que lo estructuran. Entre ellas se destacan las siguientes29:

1. Acciones humanitarias: i) mecanismos de información y seguimiento para la

prevención de las causas del desplazamiento, como el Sistema de Alertas Tem-

pranas y los observatorios regionales de conflicto armado y desplazamiento;

ii) estrategias para el fortalecimiento del SAT a través de la descentralización

de la política y la participación y el mayor compromiso de las autoridades

locales; ii) modelos de presencia en zonas de alto riesgo como misiones hu-

manitarias para identificar y hacer seguimiento a la situación de riesgo o

violación de derechos humanos, generar recomendaciones, y revisar y ajus-

tar medidas cautelares y provisionales.

2. Desarrollo económico local: considera acciones como la generación de arrai-

go, la atención de la emergencia alimentaria en las zonas y comunidades en

28 Expresamente señalado así por comunidades desplazadas en la Costa Atlántica.
29 Plan de Desarrollo 2002–2006. “Hacia un Estado Comunitario”.
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riesgo, y el fomento a la seguridad alimentaria desde la óptica del autoconsu-

mo a través del Programa RESA para 3.000.000 de campesinos.

3. Hábitat: supone acciones para la titulación colectiva de baldíos y el sanea-

miento de la propiedad.

4. Gestión social: planea programas de difusión de los derechos humanos y el

derecho internacional humanitario, y el apoyo a procesos comunitarios en

los que la población está promoviendo la no vinculación al conflicto.

El Sistema de Alertas Tempranas, SAT.

El Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 planteó la necesidad de fortalecer el

SAT como estrategia de prevención del desplazamiento, de las violaciones a los

derechos humanos y de las infracciones al derecho internacional humanitario re-

lacionadas con el conflicto armado. En efecto, se ha logrado el fortalecimiento de

la presencia regional del SAT30 y se ha establecido un Comité Interinstitucional de

Alertas Temprana, CIAT, para evaluar los informes de riesgo y adoptar las decisio-

nes que permitan dar respuesta a las alertas emitidas. Pese a los esfuerzos, el sistema

no logra estructurarse como un mecanismo de prevención, constituyendo uno de

muchos ejemplos de la citada tensión entre las estrategias de seguridad y la pro-

tección de la población en medio del conflicto.

Anteriormente, la Defensoría del Pueblo emitía alertas sobre riesgos inmi-

nentes, promoviendo respuestas inmediatas de las autoridades. Este esquema fue

cuestionado por las fuerzas militares, las cuales consideraron que en muchos ca-

sos la información no era confiable y que dichas respuestas generaban una

desventaja estratégica al modificar sus planes de operación. Por esta razón, se deci-

dió concentrar la labor del SAT en el análisis de situaciones tempranas de riesgo —ya

no de riesgo inminente— y fortalecer la capacidad de análisis de su equipo humano.

Adicionalmente, se estableció el Comité Interinstitucional que, además de contras-

tar la información, define si el informe de riesgo remitido por la Defensoría del

Pueblo constituye una alerta temprana y qué tipo de medidas deben ser adoptadas.

En consecuencia, la operación del sistema se tornó dispendiosa, pudo haber mejo-

rado en términos de riesgo para la política de seguridad, pero al mismo tiempo

disminuyó la capacidad de respuesta efectiva para proteger a la población.

El actual procedimiento ilustra la ineficacia del mismo: i) Frente a la presencia

de hechos que estén poniendo en riesgo a la población, un analista regional recaba

información que transmite a los analistas nacionales; ii) éstos elaboran un informe

30 El SAT tiene oficinas en 21 de las 35 defensorías regionales que existen en el país.
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de riesgo que es trasmitido al CIAT; iii) dicho comité evalúa y determina si existe o

no riesgo y, en el evento de decidir que hay lugar a una alerta temprana, imparte

instrucciones genéricas, como solicitar a las autoridades locales la realización de un

Consejo de Seguridad para adoptar medidas conducentes a superar las condiciones

de riesgo que se presentan en una determinada área. En consecuencia, cuando se da

respuesta, no es posible garantizar criterios de oportunidad y de pertinencia.

Es necesario mantener el Sistema de Alertas Tempranas porque se requiere

realizar un análisis de las situaciones de riesgo que permita evaluar las condicio-

nes de vulnerabilidad y riesgo de las comunidades, y los efectos del conflicto, no

sólo desde la óptica estratégica de las posiciones y acciones de las partes, sino del

impacto que el conflicto genera en la población civil. Sin embargo, si el interés es

que el SAT opere como instrumento de prevención, es imperioso recuperar el equi-

librio entre su objetivo de proteger a la población y la estrategia de seguridad de

las autoridades.

En cuanto a la descentralización de la política de derechos humanos como

mecanismo para el fortalecimiento del SAT es, sin duda, una necesidad que las

autoridades locales logren mayores compromisos en materia de prevención y aten-

ción al desplazamiento interno forzado y, en particular, que den cumplimiento a

lo establecido en el Decreto 2569 de 200031, en referencia con el rol de prevención

de los comités municipales, distritales y departamentales para la atención integral

a la población desplazada por la violencia. En el proceso de descentralización se

siguen presentando problemas por la existencia de multiplicidad de instancias y

porque, en últimas, las decisiones acerca de la prevención del desplazamiento se

toman principalmente en el seno de los consejos de seguridad y no en los comités

de atención al desplazamiento interno forzado.

Los resultados del avance en la descentralización de la política de derechos

humanos, son hasta ahora formales, pero se espera que generen impactos en la

medida en que se consolide el proceso. Los 32 planes de desarrollo departamental

incorporaron el tema de derechos humanos, lo que es sin duda un importante

logro.

31 Decreto 2569 de 2000. Art. 32º. Funciones de los Comités en Prevención del Desplazamiento
Forzado. Son funciones preventivas de los Comités en materia de desplazamiento forzado, entre
otras, las siguientes: 1. Recopilar información y evaluar constantemente los hechos que constituyan
o puedan llegar a constituir situaciones generadoras de desplazamiento. 2. Estimular la constitución
de grupos de trabajo para la prevención y anticipación de los riesgos que puedan generar el
desplazamiento. 3. Promover e impulsar sistemas de alerta temprana, en coordinación con
instituciones gubernamentales y no gubernamentales. 4. Adelantar las acciones jurídicas que
permitan minimizar o erradicar las situaciones de desplazamiento […] 5. Velar porque se brinde
la protección militar y policiva necesaria en las zonas o a las poblaciones amenazadas de hechos
violentos generadores de desplazamiento. 6. Contribuir al fortalecimiento del desarrollo integral
y sostenible de las zonas expulsoras y receptoras de población desplazada, a partir de la puesta
en marcha de los programas de desarrollo social adelantados por el Estado, o la participación en
los mismos.
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Las “misiones humanitarias”32

Las “misiones humanitarias” han demostrado ser durante los últimos años un

factor de protección para las comunidades, insuficiente, sin embargo, en términos

de la presencia institucional del Estado. Así mismo, han propiciado la identifica-

ción de factores de riesgo de las comunidades y, en algunos casos, la respuesta de

las autoridades. Sin embargo, presentan dificultades en términos de sostenibili-

dad, por la necesidad de contar con la presencia de equipos móviles de funcionarios

estatales, que dada las limitaciones de recursos humanos, es esporádica y se con-

centra en comunidades que, por alguna razón —cabildeo, gravedad, medidas

provisionales o cautelares ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos,

etc.— son consideradas como prioritarias por las autoridades. Esta restricción de

recursos sigue dificultando el seguimiento a la situación de riesgo y a la respuesta.

Conjuntamente con entidades del Estado y algunas organizaciones no gu-

bernamentales, el Sistema de las Naciones Unidas promovió la conformación y

acción coordinada del Grupo de Protección Humanitaria a Comunidades en Ries-

go, con el fin de contrarrestar los factores de inseguridad y vulnerabilidad

mencionados. Para ello, se acordó adoptar como estrategia la exploración de la

situación en diversas regiones críticas y analizar la posibilidad de una interven-

ción diseñada con arreglo a la situación específica. No obstante, luego del desarrollo

de tres misiones, el proceso se estancó y la iniciativa no prosperó, quedando evi-

denciada la dificultad para suscitar respuestas coordinadas, tanto por la citada

limitación de recursos humanos, como por la diferencia de criterios en relación

con el tipo y marco mínimo de respuesta que debería darse. Es decir que, identifi-

cada una necesidad no se contaba con la capacidad de ofrecer una respuesta

inmediata.

El gobierno, por su parte, ha estructurado un esquema con el cual pretende,

entre otras cosas, superar estas dificultades. El Programa de Acción Integral busca

ofrecer respuestas inmediatas frente a las necesidades que un equipo interinstitu-

cional identifique en terreno, bajo el compromiso de una serie de entidades del

Estado de atender esas necesidades en el corto plazo. Este modelo está siendo apli-

cado en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la región del Catatumbo. Aunque

puede ser un instrumento tanto de prevención del desplazamiento como de pro-

tección de comunidades, es conveniente que las autoridades evalúen desde el punto

de vista humanitario, los riesgos que pueda representar este tipo de instrumentos

para las comunidades cuando se vinculan al desarrollo de operaciones militares.

32 No se pretende definir el concepto de misión humanitaria. En este contexto nos estamos refiriendo
al desarrollo de actividades interinstitucionales, con presencia de organizaciones de carácter
humanitario que asisten a zonas de desplazamiento o de alto riesgo de éste, con el propósito de
promover la presencia civil de las autoridades y respuestas institucionales.
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Como se mencionó, el Plan Nacional para la Atención Integral a la Pobla-

ción Desplazada por la Violencia prevé también el desarrollo de misiones en el

marco de medidas cautelares y provisionales establecidas por la Comisión y por la

Corte Interamericana de Derechos Humanos33. Éstas son el resultado de la falla

en los modelos de prevención.

Si bien es comprensible la necesidad y la importancia de planificar la res-

puesta para dar cumplimiento a lo dispuesto por el Sistema Interamericano de

Derechos Humanos, al mismo tiempo, es necesario considerar que incluir el se-

guimiento a dichas medidas dentro del Plan, puede ser un mensaje contradictorio

para las comunidades, las cuales entenderían que para poder contar con procesos

de acompañamiento permanente, requerirían buscar protección por fuera de la

jurisdicción colombiana. Al parecer, para evitar este mensaje, el Ministerio del

Interior y la Vicepresidencia de la República han priorizado el acompañamiento a

otras comunidades que no cuentan con este tipo de disposiciones.

En todo caso, el esquema de misiones no ha sido un factor determinante en

la prevención de violaciones de los derechos humanos de comunidades como la

de Jiguamiandó, para citar un ejemplo, que sigue en altísimo riesgo y fuertemente

presionada por los grupos armados.

La atención de la emergencia alimentaria en las zonas y comunidades en
riesgo, y el fomento a la seguridad alimentaria

Desde la óptica del autoconsumo, el programa Red de Seguridad Alimentaria,

RESA, es un novedoso instrumento de prevención y de atención, en especial para

comunidades en situación de confinamiento. Este Programa de la Red de Solida-

ridad Social, que fue puesto en marcha en diciembre de 200334, tiene como objetivo

impulsar proyectos de producción de alimentos para el autoconsumo. Busca un

cambio de actitud para que el pequeño productor rural siembre lo que la tierra

puede producir y compre sólo aquellos artículos indispensables y complementa-

rios para la subsistencia de su familia35.

33 Las comunidades de Cacarica y Dabeiba, la Asociación Campesina del Río Cimitarra, el Proceso
de Comunidades Negras, y los pueblos indígenas Emberá Chamí, Emberá Katio, Pijao y Kankuamo
(Sierra Nevada de Santa Marta), cuentan con medidas cautelares de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos. Las comunidades de San José de Apartadó y el Jiguamiandó, y los kankuamo
(Sierra Nevada de Santa Marta) tienen medidas provisionales de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos.

34 Resolución 3303 del 3 de diciembre de 2003.
35 Presidencia de la República, Red de Solidaridad Social (2004). RESA. Red de Seguridad Alimentaria.

Instructivo para la presentación de proyectos.
Presidencia de la República, Red de Solidaridad Social (2004). Estadísticas proyectos programa
RESA. Documento enviado al ACNUR el 15 de marzo de 2004 con motivo de este Balance.
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Pese a sus importantes resultados36, RESA parte de un supuesto que corre el

riesgo de desestimar el conflicto como causa del desplazamiento: la producción de

alimentos para el autoconsumo se entiende como un mecanismo para “estimular la

permanencia en el campo de la población en riesgo de desplazamiento y/o permitir

el retorno de la población desplazada a sus tierras, recobrando en parte su capaci-

dad productiva”37. En consecuencia, es una estrategia que por sí sola no puede

operar como mecanismo de prevención, requiriendo articularse a otras medidas

para no fungir solamente como desestímulo al desplazamiento.

La protección de la propiedad y de la posesión de bienes inmuebles

La protección de la propiedad y la posesión sobre bienes inmuebles de la pobla-

ción internamente desplazada, es otro de los instrumentos de prevención del

desplazamiento. El supuesto que ha estado detrás de este esquema de prevención,

es el presunto interés de los miembros de los grupos armados de acumular tierra,

propiciar procesos de repoblamiento y aprovechar el territorio para sus fines es-

tratégicos. En esa medida, la clarificación de los derechos de propiedad, tanto

individual como colectiva, el saneamiento de la propiedad y las restricciones a la

comercialización de los bienes inmuebles, puede obrar como desincentivo al des-

pojo y al desplazamiento interno de la población, y como elemento de arraigo

para la población en riesgo de desplazamiento.

Presidencia de la República, Red de Solidaridad Social (2004). Características del Programa
RESA. Red de Seguridad Alimentaria. Respuesta escrita al cuestionario previo solicitado por el
ACNUR con motivo de este Balance.
ACNUR. Reporte de Entrevista a la Coordinación del Programa RESA, 7 de mayo de 2004.
El apoyo que ofrece RESA corresponde a: i) semillas de hortalizas y de cultivos semestrales; ii)
materiales vegetativos de cultivos permanentes o semipermanentes; iii) pies de crías de pequeñas
especies animales; y iv) herramientas y algunos materiales e insumos requeridos para la producción
agropecuaria; además de la capacitación y el seguimiento a cada proyecto.
Los requisitos para acceder a los proyectos del Programa RESA, son: i) tener acceso a la tierra, es
decir, contar con un espacio de terreno donde se ejecute el proyecto que puede ser del beneficiario
a cualquier título (propio, comodato, en arriendo, etc.), de un ente territorial (municipio,
departamento, nación), de un gremio, de una ONG o de una persona jurídica o natural que lo
aporte a cualquier título, por el tiempo que dure el proyecto; ii) ser pequeño productor agropecuario
vulnerados o vulnerable por la violencia; y iii) vincularse al Programa por una sola vez.
Los proyectos no tienen límite de cuantía ya que son el producto de recursos de cofinanciación
(entre tres, cuatro o más entidades del orden local, regional o nacional: alcaldías, gobernaciones,
gremios, cabildos indígenas, ONG, sector privado, etc.). De igual manera, se espera alcanzar
acuerdos de cooperación internacional. Con estos recursos se pretende atender tres familias por
cada millón de pesos ($1.000.000).

36 Con una meta de tres millones de personas que representan el 25% de la población rural, el
programa atendió 453.142 de diciembre a junio de 2003. El compromiso a 31 de julio es
atender un millón (1.000.000).

37 Presidencia de la República, Red de Solidaridad Social (2004). RESA. Red de Seguridad Alimentaria.
Instructivo para la presentación de proyectos.
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En este caso también, se requiere integrar la medida a una propuesta integral

de protección dado que, por sí sola, no alcanza a prevenir la aparición de causas

que generan desplazamiento.

El Decreto 2007 de 2001 reglamentario de la Ley 387 de 1997 (artículo 19),

ha tenido hasta el momento una aplicación limitada, ya que las autoridades loca-

les tienen escaso conocimiento de la existencia del instrumento. Se han presentado

iniciativas locales en Norte de Santander, en Santander y en Antioquia, que pue-

den constituir el punto de partida para un empleo más generalizado. De igual

manera, la Procuraduría General de la Nación está desarrollando un proceso de

formación de los procuradores agrarios en este sentido. Sin embargo, se requiere

que en los procesos de fortalecimiento de los comités territoriales y en el segui-

miento al cumplimiento de las responsabilidades de las autoridades municipales,

tal y como está previsto en el sistema de seguimiento y evaluación de la Procura-

duría General de la Nación, se insista en el cumplimiento de las obligaciones en

relación con su aplicación, el cual no es facultativo para las autoridades.

“El Proyecto Protección de Bienes Patrimoniales de la Población Rural Des-

plazada y Fortalecimiento del Tejido Social Comunitario”, de la Red de Solidaridad

Social que cuenta con el apoyo del Banco Mundial, la Organización Internacional

para las Migraciones, OIM, y la Agencia Sueca de Cooperación Internacional para

el Desarrollo, ASDI, ha logrado establecer un soporte metodológico e instrumen-

tal para poner en marcha el artículo 1o. del citado Decreto, relativo a la declaración

de la inminencia de riesgo de desplazamiento por parte de los comités municipa-

les, distritales y departamentales de atención integral a la población desplazada

por la violencia, y los procedimientos necesarios para proteger los bienes patri-

moniales de la población internamente desplazada contra actos arbitrarios, por

circunstancias que puedan originar o hayan originado un desplazamiento inter-

no forzado38.

Entre los instrumentos diseñados y validados a través de la puesta en marcha

de este proyecto en dos zonas de las cinco áreas piloto previstas39, se destacan: i)

los formatos para la recolección de información de fuentes secundarias, con el

propósito de identificar predios, y acopiar información primaria para reconocer

38 Artículo 1°, Decreto 2007 de 2001. Declaratoria de la inminencia de riesgo de desplazamiento
o de desplazamiento forzado en una zona y limitaciones a la enajenación o transferencia a
cualquier título de bienes rurales.

39 Las zonas piloto de intervención del proyecto son: i) el norte del Cauca (municipios de Caloto y
Miranda) y el sur del Valle del Cauca (municipio de Pradera) con participación indígena; ii) el
municipio de Buenaventura con presencia de población afro colombiana; iii) el Oriente antioqueño
(municipios de San Carlos, San Francisco y San Luis); iv) Montes de María y v) el Norte de
Santander. Cada uno de los pilotajes de pequeña escala busca validar las herramientas dise˜ãdas,
determinando así la selección de las regiones de intervención de acuerdo con situaciones diversas
que permitan ofrecer distintos escenarios de riesgo, formas de tenencia y diferencias poblacionales.
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titulares de derecho y modalidades de tenencia; ii) el diseño del Registro Único de

Bienes y Predios Abandonados conjuntamente con el Incoder40; iii) el diseño de

procedimientos especiales de enajenación, adjudicación y titulación de tierras para

la eficaz atención de los riesgos del desplazamiento41; iv) la identificación de me-

dios probatorios para condiciones de tenencia diferentes a la propiedad; v) el diseño

de una metodología guía que precisa las competencia de los comités municipales,

distritales y departamentales, las instituciones territoriales y nacionales, y las co-

munidades; vi) la preparación de un manual de procedimientos para poder hacer

efectiva la norma; y vii) la construcción de los protocolos de intervención de las

procuradurías judiciales agrarias.

 Pueden mencionarse entre otros logros: i) la divulgación de las herramien-

tas metodológicas mencionadas a las poblaciones y a las autoridades competentes

en los diferentes niveles territoriales, específicamente al Incoder, a la Superinten-

dencia de Notariado y Registro, y al IGAC, quien hace entrega gratuita de la

información de los mapas requeridos para identificar las zonas a ser protegidas;

ii) la construcción de una red interinstitucional con las citadas entidades para el

desarrollo de la norma; y iii) el diseño de mecanismos que permitan extender de

la manera más adecuada, las medidas de protección a contextos interculturales,

específicamente a grupos étnicos, dado que el Decreto no los contempla de mane-

ra específica. Así mismo, el estudio y construcción participativa de estrategias para

que las normas propias de las comunidades afro descendientes y los pueblos indí-

genas puedan fortalecer las medidas de protección.

En el caso de resguardos indígenas y territorios colectivos afro descendien-

tes, ha sido demostrado que el título es insuficiente para la protección de la

propiedad, la cual es inalienable, imprescriptible e inembargable, y está siendo

afectada por los efectos del conflicto armado y de los megaproyectos. En estos

contextos, el fortalecimiento organizativo de las comunidades, el manejo de los

territorios y la disponibilidad de recursos son fundamentales. Cabe destacar la

importancia y los significados sociales y simbólicos del territorio para el fortaleci-

miento de los procesos de construcción de identidad de estos pueblos, en el marco

de sus proyectos de vida y el fortalecimiento de su autonomía.

Los anteriores desarrollos permiten prever la aplicación más sistemática del

señalado Decreto y de otros mecanismos complementarios para la protección de

los bienes de la población internamente desplazada. Sin embargo, estos esfuerzos

resultarán insuficientes sin la ejecución de medidas especiales para la adjudica-

ción y titulación de tierras que están previstas en el artículo 3o. El balance de cada

una de las medidas de acceso a tierras contempladas en el Decreto, presentado en

40 Ley 387 de 1997. Numeral 1, Art. 19, sección 8.
41 Decreto 2007 de 2001, Art. 3o.
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el aparte correspondiente al análisis de la política de estabilización socioeconómi-

ca42, permite concluir, sin embargo, que su aplicación requiere de un mayor esfuerzo

presupuestal y de una mayor capacidad de gestión de las instituciones competentes.

Dado que el Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Despla-

zada por la Violencia prevé este instrumento, no obstante, una vez más se incurre

en el tipo de errores identificados por la Corte Constitucional en la Sentencia T-

025 de 2004. Si no se establecen las condiciones necesarias para que la oferta

institucional se pueda materializar, se afectaría entonces el principio de coheren-

cia señalado por la Corte.

De otro lado, ya que el interés en muchos casos está más ligado con la explo-

tación de recursos estratégicos o con los procesos especulativos que se pueden

presentar en relación con el desarrollo de grandes proyectos, es necesario mejorar

la transparencia y los procesos de participación de las comunidades sobre las de-

cisiones en relación con inversiones públicas o privadas. Más aún si se trata de

áreas pertenecientes a comunidades indígenas o afro descendientes43.

Por último, es frecuente que las personas internamente desplazadas pierdan

sus bienes como consecuencia del atraso de pagos crediticios (en especial hipote-

carios), servicios públicos e impuestos prediales. Esta situación afecta a muchas

personas desplazadas una vez retornan. El programa de protección de bienes, avan-

za en la identificación de mecanismos para proteger este ámbito específico de los

derechos de la población, lo cual es muy positivo, en especial en una perspectiva

de mediano y largo plazo, y frente a las posibilidades de restablecimiento de la

población.

El apoyo a los procesos organizativos de la población internamente
desplazada

Las comunidades han desarrollado modelos de prevención de diversa índole y

denominación frente a las violaciones de derechos humanos. El Plan Nacional

para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia contempla el

apoyo a los procesos organizativos de comunidades que han tomado la posición

de no vinculación al conflicto armado. Se espera que esta inclusión, permita al-

canzar una posición definitiva de las autoridades en relación con el apoyo a los

mismos.

42 Capítulo IV de este Balance.
43 Decreto 1320 de 1998. Articulo. 1. La consulta previa tiene por objeto analizar el impacto

económico, ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una comunidad indígena o
negra por la explotación de recursos naturales dentro de su territorio, conforme al artículo 2 del
presente Decreto, y las medidas propuestas para proteger su integridad.
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Uno de los factores de riesgo de las comunidades, se ha originado precisa-

mente por la incoherencia del mensaje del Estado frente a los procesos organizativos

durante los últimos años y, en particular, durante el actual gobierno. Se han pre-

sentado incluso visiones contradictorias de un mismo proceso provenientes de

diferentes autoridades44. De una parte, se dan respuestas que apoyan las iniciati-

vas de estas comunidades, por ejemplo, a través del cumplimiento de las medidas

cautelares y provisionales y, simultáneamente, se efectúan declaraciones públicas

de rechazo. Incluso se han apoyado, como en el caso de Cacarica, procesos de

estigmatización en contra de las mismas.

La definición de la posición de las autoridades frente a los procesos organi-

zativos de la población internamente desplazada es una necesidad apremiante. Ni

las comunidades, ni las organizaciones, ni la comunidad internacional tienen cla-

ridad en relación con cuáles de los procesos organizativos son promovidos y

apoyados por las autoridades. Mientras los mensajes continúen siendo contradic-

torios, las posibilidades de construcción de confianza entre autoridades y

comunidades se continuarán aplazando. También es ineludible la aplicación de

un criterio de coherencia en el conjunto de acciones que desarrolla el Estado. En

la medida en que éste no se presenta, puede agravarse por la acción del Estado, la

situación de vulnerabilidad y riesgo de las comunidades.

Si se deciden apoyar en forma coherente los procesos organizativos, las auto-

ridades podrían aprovechar estas experiencias para la protección de otras

comunidades, obviamente, sin descargar la responsabilidad de la prevención y la

protección sobre ellas. En muchas regiones del país, los procesos organizativos de

la población internamente desplazada son el resultado de experiencias y esfuerzos

de más de 15 años que han logrado el respeto de los grupos armados y de las

mismas autoridades. No se trata de procesos improvisados, sino de modelos orga-

nizativos surgidos, en muchos casos, auspiciados y asesorados por funcionarios

del Estado. Luego, existe allí todo un conocimiento que puede ser aprovechado

para estructurar políticas públicas integrales de prevención de las causas del des-

plazamiento.

De otra parte, algunos mecanismos de prevención contemplados en la ley o

desarrollados en la práctica que no fueron considerados por el Plan Nacional para

la Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia, deben al menos

evaluarse con el fin de propiciar una respuesta de prevención integral. Entre ellos,

sobresale el Programa de Defensores Comunitarios que adelantan la Defensoría

del Pueblo y la inaplazable acción en materia de lucha contra la impunidad al

desplazamiento interno forzado. A éstos se suma el respeto al derecho internacio-

44 Este el caso de los procesos organizativos en Urabá y el Bajo Atrato, en tanto dinámicas de
resistencia de pueblos indígenas y comunidades afro descendientes.
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nal humanitario por parte de los grupos armados, bien sea en virtud de acuerdo o

por compromiso unilateral, que no se aborda en este análisis, pero sobre el que es

necesario mantener abierta la posibilidad de, por lo menos, garantizar niveles

mínimos de respeto y definir las condiciones para el mantenimiento del espacio

humanitario.

Algunas instituciones, en particular la Defensoría del Pueblo, el Instituto

Colombiano de Bienestar Familiar y la Red de Solidaridad Social, han planteado

modelos de gestión pública más cercanos a la realidad del conflicto para dar res-

puesta a las necesidades de la población afectada por la violencia. A partir de las

propuestas de las mismas comunidades, la Defensoría diseñó un modelo de res-

puesta que busca establecer una relación de cercanía con las comunidades en riesgo,

con el fin de limitar sus factores de vulnerabilidad y prevenir la ocurrencia de

violaciones en su contra, mediante la visibilización de sus especiales condiciones

de riesgo, la promoción de la respuesta de las autoridades competentes, el fortale-

cimiento de los procesos comunitarios y el acompañamiento de las comunidades.

Hoy, con el apoyo de la cooperación de los gobiernos de Suecia y el Reino

Unido, este programa está presente en 17 comunidades del país (en ocasiones

cubriendo una sub-región)45. Con este proceso se han hecho evidentes situacio-

nes de riesgo, se ha dado respaldo a las dinámicas organizativas de las comunidades

y se ha buscado promover la respuesta de las autoridades. Sin embargo, es un

programa que no está soportado en una estrategia integral del Estado, y responde

más a la iniciativa de las comunidades y de la Defensoría del Pueblo.

La prevención de violaciones a los derechos humanos

No se conocen avances en materia de condenas por el delito de desplazamiento

interno forzado. Esta falta de diligencia en términos de impunidad, además de no

contribuir a la prevención del desplazamiento, afecta las posibilidades de alcanzar

una reparación de los daños causados por la violación de los derechos de la pobla-

ción desplazada. Como se mencionó46, frente a la ausencia sistemática de

investigaciones y sanciones, tendrían las autoridades que asumir la reparación de

los daños a las personas desplazadas. Así lo ha señalado la Corte Interamericana

de Derechos Humanos:

45 Los defensores comunitarios se encuentran hoy en Alto Aríari, Alto Baudó, Buenaventura y la
costa vallecaucana, Cacarica, Catatumbo, Dabeiba, Macizo colombiano y Norte del Cauca,
Medio Atrato – Bojayá, Montes de María, Oriente antioqueño, Putumayo – Puerto Asís, San
Vicente del Caguán, Sierra Nevada – Cesar, Sierra Nevada, Magdalena, Tierralta, Tumaco y la
Costa Pacífica nariñense.

46 Capítulo I: “Análisis de los aspectos conceptuales y estructurales generales de la política”.
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“Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez. Sen-

tencia de 29 de julio de 1988. […] 172. Es, pues, claro que, en principio, es

imputable al Estado toda violación a los derechos reconocidos por la Conven-

ción cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan

prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial. No obstante, no

se agotan allí las situaciones en las cuales un Estado está obligado a prevenir,

investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos, ni los supuestos

en que su responsabilidad puede verse comprometida por efecto de una lesión

a esos derechos. En efecto, un hecho ilícito violatorio de los derechos huma-

nos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por

ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor

de la trasgresión, puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado,

no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la debida diligencia para pre-

venir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la Convención.

[...]174. El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las

vulneraciones de los derechos humanos y de investigar seriamente con los

medios que tenga a su alcance, aquellas que se hayan cometido dentro del

ámbito de su jurisdicción, a fin de identificar a los responsables, imponerles

las sanciones pertinentes y asegurar a la víctima una adecuada reparación.

[...]175. El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter ju-

rídico, político, administrativo y cultural que promueven la salvaguarda de los

derechos humanos y aseguran que las eventuales violaciones a los mismos

sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como

tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa. Así mismo,

comprende la obligación de indemnizar a las víctimas por las consecuencias

perjudiciales. No es posible hacer una enumeración detallada de estas medi-

das, que varían según el derecho de que se trate y las condiciones propias de

cada Estado Parte. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de medio

o de comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero he-

cho de que un derecho haya sido vulnerado”.

La difusión y formación en derechos humanos y derecho internacional
humanitario

La Ley 387 de 1997 prevé como instrumento de prevención el desarrollo de pro-

gramas de difusión del derecho internacional humanitario. Éstos deben estar

dirigidos tanto a la población, como a las organizaciones sociales y a los funciona-

rios públicos. En particular, debe garantizarse que las personas internamente

desplazadas conocen sus derechos, los mecanismos para hacerlos exigibles y los
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procedimientos e instrumentos para su realización47. Especial relevancia cobra en

materia de prevención, la formación de los funcionarios públicos, específicamen-

te autoridades locales y miembros de la Fuerza Pública.

Tanto las Fuerzas Militares como la Policía Nacional han efectuado un impor-

tante esfuerzo en materia de profesionalización de sus integrantes y, en particular,

de formación en derechos humanos y derecho internacional humanitario. Ambas

instituciones han delantado un programa de formación en relación con los instru-

mentos de protección de los derechos de la población internamente desplazada. Es

necesario, sin embargo, evaluar sistemáticamente el impacto de estos programas y

buscar la forma de institucionalizarlos en las escuelas de formación.

Por último, las políticas públicas deben promover, apoyar y respetar la labor

de organismos humanitarios y organizaciones de derechos humanos para com-

plementar las acciones del Estado y promover su respuesta en términos del

contenido de los derechos de la población internamente desplazada48.

47 Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover
y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.
Artículo 6. Toda persona tiene derecho, individualmente y con otras: a. A conocer, recabar, obtener,
recibir y poseer información sobre todos los derechos humanos y libertades fundamentales, con
inclusión del acceso a la información sobre los medios por los que se da efecto a tales derechos y
libertades en los sistemas legislativo, judicial y administrativo internos; […].
Ley 387 de 1997. Artículo 4. De la creación. Créase el Sistema Nacional de Atención Integral a la
población desplazada por la violencia para alcanzar los siguientes objetivos: […] 2º. Neutralizar y
mitigar los efectos de los procesos y dinámicas de violencia que provocan el desplazamiento, mediante
el fortalecimiento del desarrollo integral y sostenible de las zonas expulsoras y receptoras, y la
promoción y protección de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.
Ley 387de 1997. Artículo 14. De la prevención. Con el objeto de prevenir el desplazamiento
forzado por la violencia, el gobierno nacional adoptará, entre otras, las siguientes medidas: […] 4.
Diseñar y ejecutar un plan de difusión del derecho internacional humanitario […]
Ley 387 de 1997. Artículo 19. De las instituciones. Las instituciones comprometidas en la atención
integral a la población desplazada, con su planta de personal y estructura administrativa, deberán
adoptar a nivel interno las directrices que les permitan prestar en forma eficaz y oportuna la atención
a la población desplazada, dentro del esquema de coordinación del Sistema Nacional de Atención
Integral a la Población Desplazada.
Las instituciones con responsabilidad en la atención integral de la población desplazada deberán
adoptar, entre otras, las siguientes medidas:
12. La Defensoría del Pueblo diseñará y ejecutará programas de divulgación y promoción de las
normas del Derecho Internacional Humanitario.
En estos programas se deberán integrar las entidades gubernamentales del orden nacional,
departamental y municipal, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de
desplazados.

48 Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover
y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.
Artículo 14 1. Incumbe al Estado la responsabilidad de adoptar medidas legislativas, judiciales,
administrativas o de otra índole apropiadas para promover en todas las personas sometidas a su
jurisdicción la comprensión de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales […]
3. El Estado garantizará y apoyará, cuando corresponda, la creación y el desarrollo de otras
instituciones nacionales independientes destinadas a la promoción y la protección de los derechos
humanos y las libertades fundamentales en todo el territorio sometido a su jurisdicción, como, por
ejemplo, mediadores, comisiones de derechos humanos o cualquier otro tipo de instituciones nacionales.
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LA PROTECCIÓN DE LA POBLACIÓN
EN SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO

Uno de los aspectos más difíciles de atender con la pobla-

ción internamente desplazada, es la presencia de los grupos

armados en las zonas de llegada de ésta. Los agentes que

propiciaron su desplazamiento continúan ejerciendo algún

nivel de control en estos lugares, o por lo menos, cuentan

con la capacidad potencial de acceder los mismos.

Cuando se presentan desplazamientos como conse-

cuencia de amenazas directas, las posibilidades de brindar

protección efectiva se reducen. Los programas de protec-

ción dirigidos principalmente a líderes, no permiten recoger

otra serie de situaciones en las que se registra un nivel ex-

traordinario de riesgo. Según un estudio desarrollado por

CODHES49, hay casos en que, como consecuencia de perse-

cuciones, las personas se han visto obligadas a desplazarse

en varias ocasiones, algunas de ellas hasta diez veces.

En pequeñas capitales y medianos municipios, los ries-

gos son aún mayores, pues las posibilidades de buscar

protección en medio de la multitud disminuyen, y las au-

toridades cuentan con menores posibilidades de brindar

protección efectiva.

La situación de los niños y las niñas, al igual que la de

las y los jóvenes, es grave en la medida en que están ex-

puestos a ser incorporados en redes urbanas de grupos

armados, u otro tipo de actividades que ponen en riesgo

sus derechos.

49 CODHES. Presentación del informe sobre el proyecto “Desplazamiento
Urbano” al ACNUR, noviembre de 2003.
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El derecho a la protección

El contenido del derecho

Como se ha reiterado, las personas internamente desplazadas disfrutan de los

mismos derechos que el resto de la población. Sin embargo, dos factores hacen

especial su condición: su mayor vulnerabilidad y la presencia de agentes de perse-

cución. En consecuencia, deben existir programas que atiendan específicamente

su situación50.

Los programas de atención de la población internamente desplazada deben

fijarse en especial en las necesidades de aquellos sectores que se encuentran en

situación de vulnerabilidad. Específicamente los niños y las niñas, los y las jóvenes

frente a los riesgos que se presentan en el contexto urbano; así mismo, deben

proteger a las mujeres frente a la violencia en razón del género51.

Adicionalmente, y respondiendo al principio de coherencia que debe existir

entre las políticas de protección y otras políticas gubernamentales, los programas

50 DUDH. Art.3.
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Art. I.
CADH. Art. 4.
CADH. Art. 5.
PIDCP. Art. 6-1.
PIDCP. Art. 7.
Convención de Belem do Pará. Art. 7.
PR. 3- 2.
PR. 10-1.
PR. 12-1.
CP. Art. 2.
CP. Art.11.

51 Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 38- 1.
E/CN.4/1996/Add.2. 125
Convención de Belem do Pará. Art. 1
Convención de Belem do Pará. Art. 2.
Convención de Belem do Pará. Art. 4.
Convención contra la discriminación racial. Art. 5.
Sentencia T-719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda. - La seguridad como derecho individual
Ley 387 de 97. Art. 29. De la protección a las personas desplazadas. La Dirección General Unidad
Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior brindará protección a
las personas desplazadas por la violencia, con respecto de las cuales existan razones fundadas para
temer por su seguridad, bajo los parámetros que establezca el Plan Nacional de Atención Integral a
la Población Desplazada.
La evaluación de la situación de seguridad de los desplazados se hará en estrecha colaboración con
el Ministerio Público, la Iglesia y las Organizaciones No Gubernamentales que realicen actividades
en las zonas de expulsión.
Decreto 2659 de 2000. Art. 33. Funciones de los comités en atención integral de la población
desplazada. Son funciones de los comités en atención integral de la población desplazada, entre
otras, las siguientes: […] 9. Velar porque las autoridades, en especial las militares y policivas, brinden
a la población desplazada la protección requerida durante todas las etapas del desplazamiento, y
en los procesos de asentamiento temporal, retorno voluntario o reubicación.
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deben recoger, respetar y apoyar los procesos de organización de la comunidad.

Dada la fragilidad de los procesos organizativos de la población internamente des-

plazada, en caso de que algún miembro de una organización sea privado de libertad,

deben adoptarse las medidas correspondientes para garantizar su derecho a la de-

fensa y para evitar que su captura debilite el proceso organizativo de la comunidad.

En ningún caso, el hecho de pertenecer a una organización de población

internamente desplazada o de provenir de un determinado lugar, puede consti-

tuir una razón para la privación de la libertad. Las autoridades deben abstenerse

de efectuar acusaciones genéricas contra las organizaciones de población interna-

mente desplazada y sus líderes, que puedan ocasionar estigmatizaciones en su

contra e incrementos potenciales de sus niveles de riesgo52.

A su vez, deben existir programas que atiendan de manera especial a los líde-

res de la población internamente desplazada, que en razón de su función son sujetos

de persecución. Así mismo, programas de protección a aquellas personas que no

siendo líderes están igualmente perseguidas. Estas acciones deben permitir: i) iden-

tificar las causas y la magnitud de la amenaza; ii) incluir medidas concretas de

protección que deben ser evaluadas en forma periódica; iii) y permitir reaccionar

frente a situaciones de incremento de los niveles de riesgo.

De otro lado, el Estado está en la obligación de diseñar y poner en marcha

programas de asistencia y orientación jurídica para la población internamente

desplazada, a través de los cuales ésta conoce el contenido de sus derechos, los

mecanismos de exigibilidad y justiciabilidad, y los instrumentos para hacerlos efec-

tivos53.

52 DUDH. Art. 9 Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.
PIDPC Art. 9-1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá
ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las
causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la
misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.
[…] 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a
obtener reparación.

53 Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover
y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. Art.
6. Toda persona tiene derecho, individualmente y con otras:
a. A conocer, recabar, obtener, recibir y poseer información sobre todos los derechos humanos y
libertades fundamentales, con inclusión del acceso a la información sobre los medios por los que se
da efecto a tales derechos y libertades en los sistemas legislativo, judicial y administrativo internos;
Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover
y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. Art.
141. Incumbe al Estado la responsabilidad de adoptar medidas legislativas, judiciales, administrativas
o de otra índole, apropiadas para promover en todas las personas sometidas a su jurisdicción la
comprensión de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.
2. Entre esas medidas figuran las siguientes: a) La publicación y amplia disponibilidad de las leyes y
reglamentos nacionales y de los instrumentos internacionales básicos de derechos humanos;
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La respuesta del Estado

La Sentencia T-719 de 2003 de la Corte Constitucional elabora un análisis de las

diferentes situaciones de riesgo, en especial de aquellas personas que se encuen-

tran en coyunturas extraordinarias y que requieren especial protección del Estado.

Para identificar dichos contextos, es necesario, según la Corte: i) establecer las

causas; ii) valorar en forma individual cada situación para instituir las medidas

necesarias; iii) diseñar y poner en marcha mecanismos de seguimiento a dichas

medidas, seguidas por dispositivos de reacción ante las posibles contingencias. De

esta manera, se establece el contenido de la obligación del Estado de proteger efec-

tivamente el derecho a la seguridad personal54.

[…] 3. El Estado garantizará y apoyará, cuando corresponda, la creación y el desarrollo de otras instituciones
nacionales independientes destinadas a la promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades
fundamentales en todo el territorio sometido a su jurisdicción, como, por ejemplo, mediadores, comisiones de
derechos humanos o cualquier otro tipo de instituciones nacionales.
Artículo 10. De los objetivos. Los objetivos del Plan Nacional serán los siguientes, entre otros:
4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la población desplazada para
garantizar la investigación de los hechos, la restitución de los derechos vulnerados y la defensa de los bienes
afectados.

54 Sentencia T-719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda. - La seguridad como derecho individual:
El derecho a la seguridad personal, en ese contexto, es aquel que faculta a las personas para recibir protección
adecuada por parte de las autoridades, cuando quiera que estén expuestas a riesgos excepcionales que no
tienen el deber jurídico de tolerar, por rebasar éstos los niveles soportables de peligro implícitos en la vida en
sociedad; […] la seguridad personal, en el contexto colombiano, es un derecho fundamental de los individuos.
Con base en él, pueden exigir, en determinadas condiciones, medidas específicas de protección de parte de
las autoridades, con el objetivo de prevenir la materialización de cierto tipo de riesgos extraordinarios contra
su vida o integridad personal, que no tienen el deber jurídico de soportar, y que las autoridades pueden
conjurar o mitigar. […] El derecho a la seguridad personal adquiere especial importancia en el caso de
ciertos sujetos que, dada su condición o su contexto, han recibido especial protección tanto por la Carta
como por otras fuentes de derecho internacional vinculantes para Colombia; […].
4.2.3.1. Caracterización de los riesgos frente a los cuales protege el derecho a la seguridad personal. […] el
derecho a la seguridad personal no es una garantía de inmunidad frente a cualquier contingencia, riesgo o
peligro. Las personas pueden cubrir los riesgos de vivir en sociedad mediante los diferentes mecanismos de
aseguramiento previstos de manera general en el ordenamiento jurídico; la exposición a los riesgos ordinarios
de la vida humana dentro de un Estado, con acceso a los mecanismos generales de protección establecidos
por las autoridades para cumplir sus funciones constitucionales, es una de las cargas propias de la condición
de persona dentro de una sociedad.
Por lo anterior, y para efectos de claridad conceptual, la Sala considera necesario establecer una sencilla
escala de riesgos, […] se pueden establecer los siguientes cinco niveles de riesgo:
Nivel de riesgo extraordinario, que las personas no están obligadas a soportar. Es este nivel el de los riesgos
extraordinarios, que las personas no están jurídicamente obligadas a soportar, por lo cual tienen derecho a
recibir protección especial de las autoridades frente a ellos […] i) debe ser específico e individualizable […];
ii) debe ser concreto […] ; iii) debe ser presente […]; iv) debe ser importante […]; v) debe ser un riesgo serio
[…] ; vi) debe tratarse de un riesgo claro y discernible […]; vii) debe ser un riesgo excepcional […]; y viii)
debe ser desproporcionado […].
Nivel de riesgo extremo que amenaza la vida o la integridad personal. Éste es el nivel de los riesgos que, por
su intensidad, entran bajo la órbita de protección directa de los derechos a la vida e integridad personal.
Cuando los riesgos puestos en conocimiento de las autoridades reúnen todas las características señaladas
anteriormente –esto es, cuando son específicos, individualizables, concretos, presentes, importantes, serios,
claros y discernibles, excepcionales y desproporcionados, y además se llenan los siguientes requisitos, los
derechos a la vida y a la integridad personal estarían amenazados. Estos requisitos adicionales son i) que el
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Tres elementos comunes pueden señalarse en materia de la respuesta estatal

frente a los mecanismos de protección a la población internamente desplazada: i)

la discontinuidad de la respuesta; ii) la debilidad de un enfoque diferencial; y iii)

la incoherencia del mensaje frente a los procesos organizativos, de acuerdo con el

principio de distinción, el respeto a la identidad cultural, y el reconocimiento y

apoyo a los procesos organizativos.

Es de resaltar el caso de las mujeres, al constituir en ciertas ocasiones una de

las situaciones de mayor vulnerabilidad dentro del conflicto armado. Así mismo,

la ausencia de un enfoque diferencial de edad e identidad cultural al interior de

este grupo poblacional, con el fin de que las medidas de protección actúen de

forma idónea y adecuada, y satisfagan las necesidades específicas de cada mujer

desplazada. Preocupa en especial la imposición de códigos de conducta por parte

riesgo sea grave e inminente, y ii) que esté dirigido contra la vida o la integridad de la persona, con
el propósito evidente de violentar tales derechos. Cuando el riesgo tiene estas características
adicionales, su nivel se torna extremo, y serán aplicables en forma inmediata los derechos
fundamentales a la vida y a la integridad, como títulos jurídicos para exigir la intervención del
Estado con miras a preservar al individuo.
4.2.3.2. Obligaciones constitucionales básicas de las autoridades para preservar el derecho
fundamental a la seguridad personal.
[…] la Sala precisa que el derecho a la seguridad personal genera, entre otras, las siguientes
obligaciones constitucionales para las autoridades, frente a quien se ve potencialmente afectado por
un riesgo extraordinario:
1. La obligación de identificar el riesgo extraordinario que se cierne sobre una persona, una familia
o un grupo de personas, así como la de advertir oportuna y claramente sobre su existencia a los
afectados. Por eso, no siempre es necesario que la protección sea solicitada por el interesado.
2. La obligación de valorar, con base en un estudio cuidadoso de cada situación individual, la
existencia, las características (especificidad, carácter individualizable, concreción, etc.) y el origen o
fuente del riesgo que se ha identificado.
3. La obligación de definir oportunamente las medidas y medios de protección específicos, adecuados
y suficientes para evitar que el riesgo extraordinario identificado se materialice.
4. La obligación de asignar tales medios y adoptar dichas medidas, también de manera oportuna y
en forma ajustada a las circunstancias de cada caso, en forma tal que la protección sea eficaz.
5. La obligación de evaluar periódicamente la evolución del riesgo extraordinario, y de tomar las
decisiones correspondientes para responder a dicha evolución.
6. La obligación de dar una respuesta efectiva ante signos de concreción o realización del riesgo
extraordinario, y de adoptar acciones específicas para mitigarlo o paliar sus efectos.
7. La prohibición de que la Administración adopte decisiones que creen un riesgo extraordinario
para las personas en razón de sus circunstancias, con el consecuente deber de amparo a los afectados.
[…] Existen ciertas categorías de personas que, por sus condiciones mismas, están expuestas a
riesgos de una intensidad tal que es altamente factible que llenen todas o la mayoría de las
características arriba señaladas, por lo cual deberán ser objeto de especial atención por las
autoridades competentes; tal es el caso, por ejemplo, de quienes se ven expuestos a riesgos
extraordinarios en virtud de i) el tipo de tareas o actividades que desarrollan (como defensores de
derechos humanos, periodistas, líderes sindicales, docentes o, como se vio en un caso decidido
por el Consejo de Estado, conductores de bus en zonas de conflicto armado), ii) el lugar geográfico
en el que se encuentran o viven, iii) su posición política de disidencia, protesta o reivindicación
(tal es el caso de las minorías políticas y sociales), iv) su situación de indefensión extraordinaria
como ocurre con las personas en condiciones de indigencia o los desplazados por el conflicto
interno) […].
Ley. 387 de 1997. Art. 29º.
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de los grupos armados, cuyas disposiciones van sobre todo dirigidas a coartar la

libertad de las mujeres.

De acuerdo con la lógica que plantea la Corte Constitucional y los paráme-

tros de evaluación que ella determina para responder efectivamente al deber de

preservar el derecho fundamental a la seguridad personal, se observa: i) No existe

una caracterización sistemática de la situación y la magnitud del problema de

protección; así como de los niveles de riesgo de la población internamente despla-

zada; ii) no hay una especificidad en las propuestas de los programas de protección

a líderes para las personas internamente desplazadas. El programa de protección

de defensores de derechos humanos y líderes que maneja el Ministerio del Inte-

rior55, no se ajusta a lo planteado en la Ley 387 de 1997 y a las necesidades específicas

de la población internamente desplazada. Algunos de los mecanismos allí previs-

tos en ocasiones visibilizan a la población y la ponen en mayor riesgo. De otro

lado, la inexistencia de protocolos específicos de protección para estas personas,

tanto colectiva como individualmente, redunda en la debilidad de las acciones y la

incapacidad de reacción oportuna por parte del Estado; y iii) los programas de

protección existentes están destinados a atender a los líderes de la población prin-

cipalmente. Las personas sobre las cuales hay algún tipo de riesgo, no cuentan con

mecanismos específicos de protección.

55 En cumplimiento de las órdenes de la Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, se ha
avanzado en la creación de una subcomisión específica al interior del Comité de Evaluación y
Reglamentación de Riesgos, CRERpara que analice los casos específicos de los líderes de la población
internamente desplazada.
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La política de atención integral
a la población internamente
desplazada

[159]

Una vez se ha producido el desplazamiento, es obligación del Estado atender en

forma integral a las personas internamente desplazadas, cuando no cuenten tem-

poralmente con los medios para asumir por cuenta propia una subsistencia digna.

Dicha atención debe garantizarles: i) un nivel de vida adecuado durante la emer-

gencia, la postemergencia, y la estabilización e integración socioeconómica1; ii)

la recuperación de la capacidad de asumir y suplir por cuenta propia la satisfac-

ción de sus necesidades; iii) la reconstrucción de su proyecto de vida, que implica

la reparación integral del daño producido por el desplazamiento2.

Este capítulo presenta el balance de las acciones desarrolladas por las auto-

ridades para atender integralmente a la población en las distintas fases del

desplazamiento, en el contexto de la búsqueda de soluciones duraderas. Para ello,

desarrolla un examen de las políticas de atención ligadas a aspectos relacionados

con los derechos sociales, económicos y culturales, sin desconocer los derechos

civiles y políticos, y la indivisibilidad e integralidad de los mismos.

En primer lugar, presenta una síntesis general de los desarrollos de la políti-

ca de atención integral a la población internamente desplazada en los distintos

momentos del desplazamiento. Este análisis retoma algunos planteamientos ex-

puestos en apartes anteriores del Balance e introduce las conclusiones más

generales en esta materia, con el fin de enmarcar el examen temático y sectorial

de la atención que le sigue, donde se desarrollan con mayor detenimiento los

postulados enunciados. Luego, examina la política de asistencia humanitaria de

emergencia para la atención integral de la emergencia. En tercer lugar, analiza el

1 PR. 18. Los desplazados internos tienen derecho a un nivel de vida adecuado. DUDH. Art. 22. Toda
persona tiene derecho a la satisfacción de los derechos económicos y culturales indispensables a su
dignidad. DUDH. Art. 25. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado.

2 Capítulo I, 1.1.1C: Los planteamientos de la política de restablecimiento.
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desarrollo sectorial de las políticas de integración de la población internamente

desplazada, en cuatro apartes temáticos: la política de salud, de educación, de es-

tabilización socioeeconómica y acceso a tierras, y de vivienda y hábitat. Por último,

presenta un avance de las principales conclusiones del informe de la política de

retornos para el período 2002-2004 el cual está en preparación por el ACNUR.
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REFLEXIONES GENERALES SOBRE
LA POLÍTICAPÚBLICA DE ATENCIÓN
INTEGRAL A LA POBLACIÓN
INTERNAMENTE DESPLAZADA

Parámetros para el análisis de la política de atención
integral

El objetivo final de la política de atención integral a la población

internamente desplazada es la provisión de soluciones duraderas.

Consiste en un conjunto de actos de política pública mediante los

cuales se restablece y se repara moral y materialmente a las perso-

nas internamente desplazadas.

Ello implica, en términos generales: i) desarrollar programas

de asistencia a la población internamente desplazada3; ii) garanti-

zar la oportunidad de la asistencia; iii) realizar en particular el

principio de igualdad de acceso de toda la población internamente

desplazada; iv) reconocer y atender las necesidades especiales de

los niños, las mujeres y los grupos étnicos, en particular los pue-

blos indígenas y las comunidades afro descendientes; v) atender de

manera articulada y coordinada las distintas dimensiones de los

3 DUDH. Art. 25. Toda persona tiene derecho a los seguros en caso [...] de pérdida
de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad
PR. 24. 1. La asistencia humanitaria se prestará de conformidad con los principios
de humanidad e imparcialidad y sin discriminación alguna.
PR. 25. 1. La obligación y responsabilidad primarias de proporcionar asistencia
humanitaria a los desplazados internos corresponde a las autoridades
nacionales. 2. Las organizaciones humanitarias internacionales y otros órganos
competentes tienen derecho a ofrecer sus servicios en apoyo de los desplazados
internos. Este ofrecimiento no podrá ser considerado un acto inamistoso ni una
interferencia en los asuntos internos del Estado y se examinará de buena fe. Su
aceptación no podrá ser retirada arbitrariamente, en particular cuando las
autoridades no puedan o no quieran proporcionar la asistencia humanitaria
necesaria.



[162]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos vulnerados por el des-

plazamiento; vi) garantizar y planificar, con la participación de las personas

internamente desplazadas, las soluciones de integración más adecuadas en igual-

dad de condiciones, bien sea el retorno al sitio de origen, la integración local (en el

sitio de recepción) o el reasentamiento (reubicación en un tercer sitio). Estas so-

luciones deben ser voluntarias, seguras, dignas y sostenibles, de manera que

contribuyan a aumentar la calidad de vida de la población desplazada.

La política en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006: “Hacia un
Estado Comunitario”

Debe resaltarse el hecho que entre agosto de 2002 y marzo de 2004, prácticamente

la única formulación pública, formal y escrita que presenta de manera global e

integral la política gubernamental de prevención, protección y atención al despla-

zamiento interno forzado en su conjunto, más allá de algunos documentos relativos

a la misión y al plan de gestión de la Red de Solidaridad Social, RSS, que no circu-

laron públicamente, es la contenida en las Bases del Plan Nacional de Desarrollo

2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario”, dado a conocer a finales de 2002 y

promulgado a través de la Ley 812 el 26 de junio de 2003.

El Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, caracteriza la situación del des-

plazamiento interno forzado como “el principal problema humanitario que

experimenta Colombia como consecuencia del conflicto armado interno”4. Este

fenómeno, “por su magnitud y sus características”5, “no sólo representa una de las

más graves violaciones a los derechos humanos, civiles y políticos, sino que con-

tribuye a incrementar las condiciones de pobreza y vulnerabilidad de la población,

al destruir las bases de la organización social y producir un deterioro del capital

humano. Esto último se da, en particular, como resultado de la caída de los ingre-

sos de los grupos afectados y del efecto que tiene el desarraigo en su capacidad de

agenciar su propio proyecto de vida. Los hogares desplazados son altamente vul-

nerables. De cada 100, se estima que 31 se encuentran en situación de pobreza

extrema y 54 están en el umbral de la indigencia”6.

Uno de los aspectos más positivos y relevantes, fue el reconocimiento explí-

cito del gobierno del problema del desplazamiento interno forzado como parte de

la protección y la promoción del Derecho Internacional de los Derechos Huma-

nos, DIDH, y del Derecho Internacional Humanitario, DIH. En particular, en el

Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 el gobierno plantea adelantar acciones en

cuatro puntos básicos: “a. prevención y protección; b. atención de la emergencia;

4 Departamento Nacional de Planeación (DNP): Bases del Plan Nacional de Desarrollo. p. 61.
5 bíd.
6 Ibíd.
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c. generación de condiciones para el restablecimiento; y d. fortalecimiento del

Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada”7.

Sin embargo, como se ha mencionado a lo largo de este Balance, la formula-

ción y desarrollo concreto de los componentes de la política de prevención,

protección y atención al desplazamiento interno forzado, puso en evidencia la

ausencia de un enfoque integral de protección de los derechos de la población

afectada y de medidas concretas tendientes a la reparación moral y material de las

víctimas.

El enfoque se mantuvo confinado, en términos reales, dentro de los paráme-

tros convencionales de la atención de las necesidades materiales y la satisfacción

de las necesidades básicas de la población afectada. Pero aún en esta dimensión,

desde el momento mismo de la divulgación de la versión preliminar del Plan en

noviembre de 2002, fue visible la necesidad de establecer de manera explícita en

sus capítulos respectivos, las respuestas específicas del Estado a la población inter-

namente desplazada en los diferentes componentes sectoriales: vivienda (ítem II.1);

generación de empleo (ítem II.9); educación (ítem II.1); salud y seguridad social

(ítem III.2); manejo social del campo (ítem III.4); fortalecimiento de grupos étni-

cos (ítem III.9), y descentralización y desarrollo territorial (ítem IV.2)8.

Se esperaba que las carencias observadas entonces, pudiesen ser subsanadas

mediante la promulgación de un nuevo Plan Nacional para la Atención Integral a

la Población Desplazada por la Violencia, que tuviera un carácter integral y que

remplazara al ya obsoleto Decreto 173 de 1998. Sin embargo, como se ha señala-

do, dicho Plan continuó siendo una expectativa hasta el 18 de marzo de 2004,

cuando fue promulgado por el Consejo Nacional para la Atención Integral a la

Población Desplazada por la Violencia, CNAIPD, en acatamiento a la Sentencia T-

025 de 2004 de la Corte Constitucional.

Avances y retos de la respuesta del Estado

Si bien el Estado ha cumplido con el desarrollo de programas de asistencia a la

población internamente desplazada, no ha logrado garantizar la atención inte-

gral, en los términos anteriormente definidos.

El análisis general de la manera en que se ha implementado la política y su

desarrollo instrumental, pone en evidencia los problemas centrales que ha obs-

taculizado la atención integral, así como el goce efectivo de los derechos de la

población internamente desplazada, algunos de los cuales ya han sido examina-

7 Ibíd.
8 ACNUR: Comentarios a la política de atención y prevención del desplazamiento forzado. Bases

del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. “Hacia un Estado comunitario”. 13 de diciembre
de 2002.
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dos. Estos son: i) coordinación; ii) discontinuidad de la respuesta y priorización

del componente de atención humanitaria de emergencia sobre la provisión de

soluciones duraderas; y iii) énfasis de la política en una única modalidad de inte-

gración (retorno) y de estabilización socioeconómica (generación de ingresos por

cuenta propia).

Las dificultades de coordinación están principalmente relacionadas con: i) la

existencia simultánea de ofertas sectoriales desarticuladas (vivienda, salud, edu-

cación, generación de ingresos y acceso a tierras), cuya integración constituye uno

de los mayores retos del conjunto de las autoridades sectoriales; ii) la sincronía o

coordinación de tiempos entre la toma de decisiones en el nivel nacional y la di-

námica territorial, que exige el esfuerzo de articular las prioridades de los Planes

Integrales Únicos, PIU, formulados en el marco de los comités territoriales y aque-

llas establecidas en el nuevo Plan Nacional para la Atención Integral de la Población

Desplazada por la Violencia; iii) la sostenibilidad de los comités territoriales rela-

cionada con el logro de una dinámica propia liderada por las autoridades

territoriales, más que por la labor central de la Red de Solidaridad Social.

La discontinuidad en la respuesta, se refiere a la existencia de un desequilibrio

entre la asistencia humanitaria a la emergencia y el acceso a soluciones duraderas, a

pesar de la progresiva aunque lenta ampliación de las coberturas de atención. Si se

toman en cuenta únicamente las metas para el período agosto 2002 - agosto 2006,

las últimas constituyen sólo la quinta parte en relación con las primeras, eviden-

ciando la alta prioridad de la atención humanitaria de emergencia y la inexistencia

de atención durante la post-emergencia: 200.000 familias con asistencia humanita-

ria de emergencia versus 40.000 familias con acceso a soluciones duraderas (30.000

retornos y 10.000 reubicaciones o reasentamientos).

El hecho de haber puesto el énfasis en la opción de retornos generó a su vez

inequidades en el acceso a otras modalidades de integración, rezagos en la opor-

tunidad de las respuestas de integración local en el sitio de recepción o las

posibilidades de reasentamiento en un tercer sitio, contribuyendo a deteriorar la

calidad de vida de la población internamente desplazada.

Aunque se ha avanzado de manera muy importante en el cumplimiento de

las metas gubernamentales en materia de número de familias retornadas, los re-

sultados de un análisis detenido y documentado de dichas experiencias permiten

adelantar que, en términos generales y teniendo en cuenta la vigencia del conflic-

to, no existen las condiciones para garantizar efectivamente los principios de

voluntariedad, seguridad y dignidad en los procesos de retorno. Entre las princi-

pales conclusiones sobre la ejecución de la política, se destacan:

1. Se mantuvo la primacía de la asistencia de emergencia sobre la provisión de

soluciones duraderas.
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2. Se logró consolidar la agilidad de la respuesta y la ampliación de la cobertura

en la atención humanitaria de emergencia.

3. Se continuaron realizando intervenciones importantes en materia de seguri-

dad alimentaria (OPSR) y se lanzaron nuevas iniciativas (RESA).

4. Los resultados en materia de soluciones duraderas han sido mínimos, en

cuanto a cobertura e impacto, y focalizados en experiencias interesantes, pero

de pequeña escala, basadas en gran medida en los esfuerzos de cooperación

con organizaciones no estatales.

5. La efectividad del funcionamiento del sistema se vio entorpecida por la rees-

tructuración del aparato de Estado que involucró la mayoría de las instituciones

del SNAIPD.

6. La política continuó enfocada hacia la atención del desplazamiento, pero no

logró incorporar de manera sistemática y eficaz la atención a grupos de po-

blación afectados por nuevas modalidades, tales como el desplazamiento

intra-urbano, inter-veredal, y las comunidades sitiadas y bloqueadas.
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LA POLÍTICA DE ASISTENCIA
HUMANITARIA DE EMERGENCIA
A LAS PERSONAS INTERNAMENTE
DESPLAZADAS

El desplazamiento interno forzado, por lo general, priva a las per-

sonas de la posibilidad de acceder por cuenta propia a los medios

para su subsistencia. Esta situación requiere de una respuesta in-

mediata del Estado, que garantice un nivel de vida adecuado a la

población internamente desplazada, atendiendo de manera inte-

gral la emergencia9.

Ello entraña la obligación del Estado de hacer efectivo: i) la

existencia de programas de asistencia a la población internamente

desplazada; ii) la oportunidad de la asistencia, que debe ser inme-

diata, y la integralidad de la misma; iii) el acceso en condiciones

de igualdad para toda la población internamente desplazada; iv)

el enfoque diferencial, es decir el reconocimiento y atención de las

necesidades especiales de los niños, las mujeres y los grupos étni-

cos; v) los estándares mínimos de la atención humanitaria de

emergencia, consistentes con los protocolos de atención definidos

nacionalmente y los patrones internacionales consagrados en los

Acuerdos 20-20 y en la Cumbre de Ginebra de 1994; y vi) la dura-

ción de la atención humanitaria de emergencia, hasta tanto se dé

el tránsito hacia la estabilización socioeconómica de la población

internamente desplazada.

En el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Es-

tado Comunitario”, la estrategia de atención humanitaria del
9 PR. 18. Los desplazados internos tienen derecho a un nivel de vida adecuado.

Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH). Art. 22. Toda persona
tiene derecho a la satisfacción de los derechos económicos, y culturales
indispensables a su dignidad.
DUDH. Art. 25. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado.
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gobierno se propuso “la atención diferencial por grupos vulnerables para brindar

apoyo inmediato que permita superar estas condiciones y suministrar los servi-

cios sociales básicos que cubran las necesidades de socorro y subsistencia”10. Para

ello previó: i) “la prestación temporal de asistencia en nutrición, refugio y salud

—física y psicosocial—”11; ii) “la provisión de asentamientos temporales que cuen-

ten con servicios básicos bajo estándares mínimos de calidad”12; “la elaboración

de diagnósticos sobre el estado de salud de la población, así como la atención y el

control de las enfermedades contagiosas, el cuidado médico apropiado y la educa-

ción en salud e higiene”13.

Sin embargo, la necesidad de adoptar un enfoque diferencial no debe aplicarse

únicamente a la asistencia humanitaria de emergencia, sino a toda la política de

prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado. Aunque se

incluye este enunciado en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, el desarrollo

posterior demostró que no se lograron avances significativos al respecto, ni en la

formulación de las estrategias e instrumentos, ni en la ejecución de la política14.

Respecto al contenido y los estándares de la asistencia humanitaria de emer-

gencia, el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 menciona de manera muy

genérica los componentes de la misma, en contraste con la precisión de los proto-

colos de atención utilizados por la Red de Solidaridad Social desde el año 2000, y

con las experiencias obtenidas en la práctica a través de la operación del programa

por parte de organizaciones humanitarias mediante el esquema de administra-

ción delegada. De otro lado, no toma en consideración “otros elementos de la

atención humanitaria de emergencia dirigidos a satisfacer las necesidades básicas

de la población desplazada, […] que están reconocidos internacionalmente y con-

sagrados en los Acuerdos 20-20 y en la Cumbre de Ginebra de 1994. Éstos son el

saneamiento básico, el acceso a la energía eléctrica, la salud sexual y reproductiva,

y la atención psicosocial”15.

La ambigüedad y falta de precisión en el tema, redundó posteriormente en la

reducción sustantiva al contenido y a los estándares de la asistencia humanitaria

de emergencia por parte de la Red de Solidaridad Social: i) la supresión del apoyo

financiero para la obtención de documentación (registro civil y cédula) y del com-

ponente de atención psicosocial; ii) la reducción de la duración y del contenido de

10 Departamento Nacional de Planeación: Bases del Plan Nacional de Desarrollo (2002), Op. cit, p.
63.

11 Ibíd.
12 Ibíd.
13 Ibíd.
14 Cfr. Capítulo II de este Balance: “Elementos de análisis para una política pública de prevención,

protección y atención al desplazamiento interno forzado desde un enfoque diferencial”.
15 ACNUR. Comentarios a la política de atención y prevención del desplazamiento forzado. Bases

del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. “Hacia un Estado comunitario”.Op. cit. p. 8
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la ayuda según la valoración de cada caso realizada por la misma entidad; y iii) el

desmonte del esquema de atención por parte de organizaciones humanitarias es-

pecializadas mediante administración delegada.

Sin embargo, la anterior situación comenzó a corregirse a partir de la Sen-

tencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, la cual estableció el derecho a

una subsistencia mínima como expresión del derecho fundamental al mínimo

vital que debe ser garantizado a toda la población internamente desplazada.

El programa de atención humanitaria de emergencia: integralidad y
oportunidad de la respuesta estatal

Parámetros para el análisis

El primer elemento por considerar en el análisis, es que deben existir programas

de asistencia para la población internamente desplazada16. En segundo lugar, que

los programas de asistencia humanitaria de emergencia deben garantizar la res-

puesta inmediata e integral del Estado en términos de la atención. La privación

súbita de los medios para la subsistencia de la población internamente desplaza-

da, obliga a contar con mecanismos ágiles y efectivos que permitan “socorrer, asistir

y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de alimentación,

aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y

psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones

dignas […]”17.

Avances y limitaciones en la respuesta del Estado

Durante el período analizado, la atención humanitaria de emergencia no sólo ha

seguido existiendo como programa de atención, sino que se ha fortalecido. Sigue

siendo el componente más desarrollado y consolidado de la política, comparati-

vamente con otros como la prevención o la provisión de soluciones duraderas.

La atención humanitaria de emergencia continuó respondiendo a un enfo-

que de “discriminación positiva”. Siguió estando principalmente a cargo de la Red

de Solidaridad Social, con el apoyo del Comité Internacional de la Cruz Roja,

16 DUDH. Art. 25. Toda persona tiene derecho a los seguros en caso [...] de pérdida de sus medios de
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

17 Ley 387 de 1997. Art. 15. Una vez se produzca el desplazamiento, el gobierno nacional iniciará
las acciones inmediatas para garantizar la atención humanitaria de emergenciaatención humanitaria
de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender
sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina,
atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones
dignas [...].
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CICR, y tuvo un presupuesto asignado específicamente para el cumplimiento de

sus metas.

En términos generales, se ha mantenido la capacidad institucional de res-

puesta a las situaciones de emergencia y la oportunidad de la misma, respecto al

período anterior. Ello, sobretodo en el caso de la atención a los desplazamientos

masivos, aunque con menor consistencia en los procesos retorno y con dificulta-

des importantes en la atención a las familias internamente desplazadas que solicitan

la asistencia de manera individual (desplazamiento “gota a gota”). Respecto a los

desplazamientos masivos, es necesario destacar que:

a. Han sido atendidos durante la emergencia principalmente por la Red de So-

lidaridad Social y el Comité Internacional de la Cruz Roja, entidades que

suscribieron un documento de entendimiento para este efecto. La Red de

Solidaridad Social reporta que se está atendiendo prácticamente el 100% de

los casos conocidos por el Estado y específicamente notifica haber apoyado

entre el 7 de agosto de 2002 y el 25 de mayo de 2004, 204 eventos de despla-

zamiento masivo que involucraron a 15.401 familias (70.716 personas), de

las cuales retornaron 7.390 hogares (34.916 personas).

b. Se ha mantenido y se está mejorando la coordinación entre las instituciones

que conforman el sistema de atención humanitaria de emergencia para la

atención integral de la población desplazada durante la emergencia, con la

incorporación cada vez más significativa de las autoridades de los niveles

departamental y municipal.

c. Se está logrando una respuesta relativamente rápida, dentro de las 72 horas

siguientes al desplazamiento.

Sin embargo, se reportan aún eventos de desplazamiento masivos que no son

atendidos en forma adecuada por las autoridades. Puede citarse el caso del Departa-

mento de Nariño, donde la oficina regional del ACNUR pudo documentar varios

eventos ocurridos durante el primer semestre de 2004, que presentaron problemas

de cobertura y atención. Estos corresponden a seis casos de desplazamiento masivo

con un estimado de 2.988 personas desplazadas, la totalidad de ellos indígenas (pas-

to y awá, que representan el 62.18% de los casos) y afro descendientes (37.82%). La

mayoría de los desplazamientos se produjeron por choques entre la Fuerza Pública

y grupos armados al margen de la ley18. En estos casos, el 67.15% de las personas

internamente desplazadas fueron registrados y atendidos, y el 37.82% no lo fueron.

18 ACNUR. Pasto. Informe sobre desplazamientos masivos durante el primer semestre de 2004 en el
Departamento de Nariño. Documento interno.
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De acuerdo con el Informe preparado por la oficina del ACNUR en Nariño:

“La atención a los desplazamientos masivos y muy especialmente tomando en

cuenta la necesaria respuesta a los retornos y la respuesta diferencial a los despla-

zamientos de indígenas y afro descendientes, ha sido deficiente a niveles

preocupantes. Pueden analizarse los siguientes puntos: i) si bien 68,15% de los

desplazados recibieron asistencia humanitaria, en algunos ésta ha sido deficiente;

ii) el número y la capacidad de los albergues existentes es pequeña, existiendo sólo

el albergue indígena de Ricaurte, con una capacidad esperada de 80 plazas des-

pués de la remodelación prevista, y el de Pasto, con 50 plazas. No existe

infraestructura parecida en la Costa Pacífica; iii) si bien la mayoría de retornos

han sido acompañados y verificados y se han emitido informes interinstituciona-

les con recomendaciones, las visitas se han hecho de modo posterior y los retornos

se han efectuado sin compromisos concretos y sin acompañamiento, y en ocasio-

nes empujados por atención insuficiente; iv) no existen medidas de prevención de

desplazamientos, aunque son de destacar las iniciativas de RESA en la zona indíge-

na de Ricaurte y es de esperar su aplicación pronta en la Costa Pacífica; v) la

respuesta al desplazamiento no ha sido diferenciada, es decir, no se ha tomado en

cuenta el hecho de que la totalidad de desplazados pertenece a culturas tradicio-

nales; vi) no hay todavía un sistema de detección y atención a los desplazamientos

intra-veredales, lo cual indica que existe un problema de acceso humanitario, y vi)

los municipios afectados no cuentan con planes de contingencia y en muchos

casos, tampoco con comités municipales funcionales, con un presupuesto asigna-

do para asistencia humanitaria de emergencia”19.

En relación con la atención humanitaria de emergencia que hace parte de la

asistencia propia del acompañamiento a los procesos de retorno, la Red de Solida-

ridad Social ha establecido que ésta debe incorporarse a un conjunto de

componentes de atención más amplio e integral, definido en el respectivo proto-

colo. Sin embargo, con frecuencia, dicha atención no llega de manera oportuna o

completa.

Existen aún importantes dificultades de accesibilidad y oportunidad por su-

perar, en la atención humanitaria de emergencia a los desplazamientos individuales

(“gota a gota”), por lo general, atendidos en forma directa por la Red de Solidari-

dad Social a través de sus oficinas regionales, o por ONG operadoras mediante

convenios de administración delegada.

En lo referente al desempeño del esquema institucional, una de las limitacio-

nes que surgió durante el período analizado se relaciona con el desmonte gradual

del esquema de prestación de la asistencia a través de ONG operadoras, habiéndo-

se reducido su cobertura de 25 capitales y cuatro municipios en el 2003, a sólo

19 Ibíd. P. 8.



[171]

Capítulo 4 / La política de atención integral

cinco ciudades en el 2004. De acuerdo con la Red de Solidaridad Social, este es-

quema funcionó bien para atender volúmenes no muy grandes de familias, pero

hizo crisis al incrementarse significativamente la demanda de atención, al crecer

el desplazamiento en el 2002. De otro lado, la rigidez del esquema de contratación

pública hizo demasiado complejo el proceso de administración y renovación de

los convenios con las ONG operadoras. Según esta entidad, cada vez le era más

difícil encontrar socios dispuestos a vincularse al esquema de atención humanita-

ria de emergencia mediante administración delegada. En consecuencia, la atención

fue asumida de manera directa por la Red de Solidaridad Social, sujeta a la dispo-

nibilidad presupuestal y a una oferta discrecional de acuerdo con la valoración de

cada caso, la cual depende de las visitas domiciliarias que deben ser realizadas por

los funcionarios de las unidades territoriales de dicha entidad.

Este hecho se reflejó en una desmejora notable de la calidad y oportunidad

de la atención. De acuerdo con tres estudios de caso y testimonios de algunos

usuarios20, se presentaron varios problemas: i) No hubo disponibilidad de tiem-

po, ni recursos humanos suficientes en las oficinas regionales de la Red de

Solidaridad Social para realizar de manera adecuada, ágil y oportuna las visitas

domiciliarias y la valoración caso por caso; ii) la Red de Solidaridad Social no

contó con la disponibilidad presupuestal y/o el adecuado flujo de caja para pres-

tar la atención de acuerdo con los estándares fijados por la misma entidad

(alimentos, kits de hábitat, vajilla, cocina y aseo), lo que resultó en dotaciones

insuficientes frente al tamaño o la situación específica de las familias; y iii) se regis-

traron demoras en la entrega del auxilio para alojamiento, derivadas de la complejidad

de los trámites para el giro de los recursos a sus unidades territoriales.

A partir de la Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, la Red de

Solidaridad Social adoptó una serie de modificaciones sustantivas en su esquema

de asistencia, y reconsideró muchas de las normas, entre ellas la de la reducción de

la red de operadores. Las decisiones consistieron en21: a). Disminuir el tiempo de

la valoración de las necesidades, realizando la visita domiciliaria o entrevista en

sitio distinto al domicilio en un lapso no mayor a cinco días; b). hacer una convo-

20 Bandeira, Pablo. Hacia una política proactiva para la población desplazada de Colombia: evidencia
de tres estudios de caso. Documento inédito. Facultad de Economía, Universidad de los Andes,
Bogotá, 3 de junio de 2004.
Bandeira, Pablo, Op. cit. p. 7. Cita: “La mayoría de la población entrevistada había recibido
algo de ayuda humanitaria, pero con experiencias muy variadas, que van desde una respuesta
rápidas (una semana), 3 paquetes alimentarios, 3 meses de alojamiento temporal, algo de madera
para la casa y un colchón, hasta más de un año de demora, y sólo un paquete de alimentos
recibido. La ayuda para pagar la renta por tres meses es la ayuda que menos personas habían
recibido. Incluso en los mejores casos, la ayuda no es suficiente (un colchón y comida valorada
en $82.000 al mes para una familia común de cinco miembros)”.

21 Cfr. informe del Consejo Nacional a la Corte Constitucional, 16 de septiembre de 2004, Acta
del CNAPD del 13 de septiembre de 2004. p.p. 8 a 10.
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catoria (a partir de septiembre de 2004) para la contratación de 15 operadores de

atención humanitaria que atenderán en 15 ciudades; c). incrementar los recursos

para tener disponibilidad permanente de fondos de caja menor en las oficinas de

la entidad donde no hay operadores; y d). contratar proveedores nacionales de

alimentos y elementos no alimentarios.

Otra limitación importante consiste en que, aunque la responsabilidad de la

atención de la emergencia le compete al conjunto del Sistema Nacional para la

Atención Integral de la Población Internamente Desplazada, SNAIPD, aún no se

logra un compromiso proporcionalmente significativo de entidades del nivel na-

cional como el ICBF y el Ministerio de la Protección Social, ni de las entidades

territoriales.

Esta falencia fue señalada por la Sentencia T-025 de 2004, y se espera que las

órdenes en ella impartidas permitan superarla. La Corte ordenó, además, que las

autoridades territoriales competentes determinaran “el volumen de recursos que

destinarán a la atención de la población desplazada” y definieran “los programas y

componentes prioritarios de atención que asumirán”. Esta orden se adiciona a

una anterior, dictada mediante la Sentencia SU-1150 del 30 de agosto de 2000,

según la cual “es claro para la Corte que la afluencia de desplazados puede consti-

tuir una importante carga para las ya de por sí exangües arcas de las entidades

territoriales. Sin embargo, ello no exime a las entidades territoriales de su respon-

sabilidad para con las personas desalojadas de sus hogares. Los departamentos y

los municipios deben prepararse para recibir de manera adecuada a los colombia-

nos que son expulsados de sus hogares por causa de la violencia, y para colaborar

de manera activa en la atención de la población desplazada”.

Como efectos positivos de la Sentencia T-025 de 2004 pueden mencionarse:

i) Para atender las disposiciones de la Corte Constitucional, la Red de Solidaridad

Social propuso al Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población Des-

plazada por la Violencia, en sesión del 7 de mayo de 2004, que en el nivel nacional

la responsabilidad de la atención de la emergencia sea asumida conjuntamente

con el Ministerio de la Protección Social, y el Ministerio del Ambiente y Desarro-

llo Territorial; y ii) la evaluación de la asignación de fondos a nivel municipal y

departamental en 2004 dedicados a tratar el tema del desplazamiento, realizada

por la Procuraduría General de la Nación en seguimiento del cumplimiento de la

Sentencia, ha sido positiva en aproximadamente el 90% de los casos (dicha enti-

dad está preparando un modelo de seguimiento con 170 indicadores y 30

componentes para las entidades del SNAIPD).

Un componente de la red de atención humanitaria de emergencia que ha

experimentado un desarrollo importante, es el de las Unidades de Atención y Orien-

tación, UAO: i) de acuerdo con la información suministrada por la Red de

Solidaridad Social, adicionalmente a las 11 UAO que se habían instalado en el pe-
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ríodo gubernamental precedente, se han establecido 12 nuevas22, para un total de

23 (a junio de 2004); ii) gradualmente se han venido allanando algunas de las

dificultadas experimentadas para su implementación y funcionamiento relacio-

nadas con el espacio, la logística interna y la ubicación, que limitan la eficacia y la

calidad de la atención que allí se brinda; iii) ha mejorado la voluntad política de

las autoridades locales para poner en marcha las UAO y asumir su responsabilidad,

y la capacidad de acompañamiento y el fortalecimiento desde el nivel nacional de

la Red de Solidaridad Social a esta estrategia.

Las UAO se convirtieron en la alternativa al debilitamiento del esquema de

prestación de la asistencia a través de ONG operadoras, por lo cual la Red de Soli-

daridad Social se empeñó en su fortalecimiento.

Sin embargo, es posible identificar aún debilidades importantes relaciona-

das con el papel de las UAO, y el tipo de atención y orientación que éstas prestan.

En primer lugar, existen problemas relacionados con espacio, logística y ubica-

ción, que limitan la eficacia y la calidad de la atención que allí se brinda. En segundo

lugar, no incluyen asistencia jurídica23, presentan debilidades respecto a la orien-

tación sobre la oferta pública en general, en aspectos que son de necesidad

inmediata para la población internamente desplazada, tales como los procedi-

mientos de acceso a: los servicios de salud, en particular salud sexual y reproductiva

para las mujeres y los jóvenes, y programas de estabilización socioeconómica y de

vivienda24.

Respecto a la oportunidad en la atención humanitaria de emergencia, uno

de los principales problemas identificados es el de la inequidad en la respuesta del

Estado respecto a la atención inmediata, en el caso de las familias desplazadas

individualmente, frente a las que se desplazan masivamente o retornan.

Infortunadamente no existen datos estadísticos sobre el tiempo que esperan

estas familias desde el momento en que son inscritas en el SUR, hasta cuando reci-

ben efectivamente la atención humanitaria de emergencia. No obstante, numerosos

testimonios de representantes de organizaciones de la población internamente

desplazada25, de ONG humanitarias y, aún, de entidades operadoras del programa

22 Existen UAO en Bogotá, Barranquilla, Bucaramanga, Cartagena, Cúcuta, Ibagué, Manizales,
Pasto, Pereira, Santa Marta, Sincelejo, Soacha, Valledupar, Villavicencio, Medellín (septiembre
de 2002), Barrancabermeja (junio de 2003), Popayán (septiembre de 2003), Florencia (noviembre
de 2003), Cali (octubre de 2002), Armenia (septiembre de 2003), Neiva (julio de 2003), Girón
(2003), Floridablanca (2003) .

23 Capítulo III: “Análisis de la política de prevención del desplazamiento y protección de la población
internamente desplazada”.

24 Información recogida en las mesas nacionales y paneles de expertos regionales realizados para
el Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno
forzado en Colombia 2002-2004.

25 ACNUR: Mesas nacionales y paneles regionales de expertos realizadas para el Balance de la
política de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia
1999-2002-2004.
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de atención humanitaria de emergencia de la Red de Solidaridad Social, reiteran

que la recepción inmediata de la asistencia ha sido en el pasado reciente más bien

excepcional, y que por lo general las familias han tenido que esperar hasta seis

meses, y que en algunos casos, la espera ha sido hasta de un año.

Una de las razones para explicar este problema, es que el artículo 21 del De-

creto 2569 de 2000 condiciona el reconocimiento de este derecho a la disponibilidad

presupuestal y como resultado, la atención se presta oportunamente sólo a una

parte de las familias que se encuentran registradas por la Red de Solidaridad So-

cial, aquella que la disponibilidad presupuestal o la liquidez permiten. El resto

debe esperar.

Durante los primeros 18 meses del período, antes de la Sentencia T-025 de

2004, la Red de Solidaridad Social no contó con los recursos suficientes, debido

entre otros factores a que: i) desde agosto de 2002 el Fondo de Inversiones para la

Paz, FIP dejó de prestar apoyo a dicha entidad para financiar este tipo de asisten-

cia; ii) la ayuda que la Red de Solidaridad Social prestaba (con recursos del FIP –

Plan Colombia) a la población afectada por las fumigaciones a cultivos ilícitos,

quedó suspendida desde mediados del año 2002.

De otro lado, aún en los casos en que los recursos estén disponibles, conti-

núa vigente la rigidez y complejidad de los procedimientos para la contratación

de las entidades operadoras y para el giro de recursos a las unidades territoriales

de la Red de Solidaridad Social, lo que retrasa la respuesta en el terreno, en espe-

cial en el caso de la entrega del auxilio para alojamiento26.

Es muy importante resaltar que el hecho de condicionar la prestación de la

Atención Humanitaria de emergencia, AHE a la disponibilidad presupuestal con-

traría lo dispuesto en los Principios Rectores, en la Ley 387 de 1997 y en la Sentencia

SU-1150 de 2000 de la Corte Constitucional. Es así como el Decreto 2569 de 2000,

en su artículo No. 21 condiciona el reconocimiento de este derecho a la disponibi-

lidad presupuestal y en su artículo No. 18 lo subordina a que las personas hayan

presentado la declaración máximo un año después de acaecidos los hechos que

dieron origen al desplazamiento. Debe señalarse que la fijación de límites en el

tiempo o en el monto de recursos entra en contradicción con los objetivos de la

política humanitaria, no se compadece de la situación de emergencia y vulnerabi-

lidad de la población internamente desplazada, contradice la obligación del Estado

de brindar protección y atención a estas personas, y también el Principio Rector

18 que señala la obligación de proporcionar o garantizar el acceso a alimentos

esenciales.

26 Cfr: Pablo Bandeira. Op. cit., p. 17: “La mayoría de la población entrevistada había recibido
algo de ayuda humanitaria, pero con experiencias muy variadas, que van desde una respuesta
rápida (una semana) [...]  hasta más de un año de demora [...]”.
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Desde el mes de mayo de 2004, la Red de Solidaridad Social ha venido adop-

tando algunas medidas tendientes a garantizar la atención oportuna de las familias

inscritas en el SUR, con el fin de corregir la inequidad de la respuesta estatal res-

pecto a la atención inmediata de las familias desplazadas individualmente. Para

ello, ha instruido a sus Unidades Territoriales respecto a que:

“las entidades involucradas deben acreditarle a la Corte que los desplazados

incluidos en el SUR han gozado de la asistencia humanitaria de emergencia

(Red de Solidaridad Social) […] En lo que compete a la Red de Solidaridad

Social, para el cumplimiento de las anteriores órdenes se han establecido las

siguientes estrategias: 1. En los casos en que se disponga de la UAO, garantizar

que la totalidad de personas que asistan diariamente sean caracterizadas y eva-

luadas sus necesidades de asistencia humanitaria, se les brinde la ayuda y se

divulgue la carta de derechos. En caso de no tener UAO, se adelantará la misma

estrategia con las personas que se acercan cotidianamente a la Unidad Territo-

rial de la Red de Solidaridad Social. 2. Convocar a la UAO a los hogares de los

cuales se disponga información sobre el sitio de residencia, con el fin de ade-

lantar la caracterización (de quienes no la poseen) y la evaluación de

necesidades de asistencia humanitaria de emergencia de aquellos que no la

han recibido”27.

De otro lado, a partir de agosto de 2004 la Red de Solidaridad Social está

adelantando varios esfuerzos por agilizar la entrega de la ayuda28: a) mayores re-

cursos con disponibilidad permanente en cajas menores y agilizó su legalización;

b) incrementos en la asignación de recursos para prestar la atención, mediante

proveedores nacionales de alimentos y elementos no alimentarios, y disponibili-

dad permanente de recursos en los fondos de caja menor de sus oficinas regionales

donde no cuentan con operador; c) contratación de un número mayor de opera-

dores, para atender en las 15 ciudades mayormente receptoras; d) disminuir el

tiempo de valoración de necesidades, realizando la visita domiciliaria o entrevista

en un sitio distinto al domicilio, en un lapso no mayor a cinco días.

Otro problema relacionado con la oportunidad de la atención, que se tradu-

ce en una restricción al derecho a la atención inmediata, es la existencia, al menos

hasta antes de la Sentencia T-025 de 2004, de una brecha de atención entre el

momento en que las familias presentan la declaración y el momento en que son

inscritas en el registro.

27 Red de Solidaridad Social. Memorando AGAD-1224, Bogotá, 25 de mayo de 2004, p.p. 3 y 4.
28 Cfr. Informe del Consejo Nacional a la Corte Constitucional, 16 de septiembre de 2004, Acta del

CNAPD del 13 de septiembre de 2004, p.p. 8 a 10.
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Tal como se mencionó29, la Red de Solidaridad Social se está tomando los 15

días hábiles (es decir, 3 semanas) que dispone el Decreto 2569 de 2000 para valo-

rar la declaración30 y decidir sobre la inscripción o no en el registro. Ello tiene

como consecuencia que las familias que presentan la declaración, quedan sin asis-

tencia humanitaria de emergencia al menos durante ese lapso, en detrimento

evidente del derecho a recibir atención mínima inmediata para una situación que

es de emergencia. A fin de prevenir esta situación, el artículo 16° del mismo decre-

to ha previsto el suministro de ayuda inmediata: “ […] la persona que solicita el

reconocimiento de su condición de desplazado por el solo hecho de haber efec-

tuado la declaración dentro del término anteriormente señalado, tendrá derecho

a acceder a los beneficios establecidos en la Ley 387 de 1997, de acuerdo con la

disponibilidad presupuestal, para la atención humanitaria de emergencia, pro-

porcionada como ayuda inmediata y hasta el momento en el cual se expida el acto

que decida sobre la inscripción en el Registro”.

Sin embargo, esta disposición sólo era aplicada de manera extremadamente

selectiva por la Red de Solidaridad Social, constituyendo la excepción y no la re-

gla. Así, en la práctica, la atención humanitaria de emergencia de los

desplazamientos individuales, se ha circunscrito a la modalidad de la atención de

la emergencia y no de la urgencia de los primeros días, manteniéndose la brecha

de atención entre el momento en que las familias presentan la declaración y aquél

en que reciben efectivamente atención.

La situación descrita tiende a mejorar a partir de la Sentencia T-025 de 2004,

a raíz de la cual la Red de Solidaridad Social expidió la circular No. 6335 de junio

de 2004 por medio de la cual se adopta el reglamento interno de los fondos de caja

menor, en la que se contempla la asignación de recursos para la atención de las

personas u hogares que requieren atención inmediata de urgencia. Así mismo,

dicha entidad dispuso la inclusión, dentro de los contratos de los operadores del

programa mediante administración delegada, de recursos para atender a las fami-

lias durante las primeras 72 horas31.

Finalmente, el nuevo Plan Nacional para la Atención Integral a la Población

Desplazada por la Violencia, incluye acciones específicas que buscan soluciones a

los problemas de integralidad y oportunidad señalados, involucrando a todas las

29 Capítulo I: “Sistema Único de Registro”. 1.3.3 B: El desarrollo instrumental y la ejecución del
SNAIPD: aplicación del principio de coherencia (del presente Balance).

30 Decreto 2569 de 2000. Art. 9. Valoración de la declaración. A partir del día siguiente a la fecha
del recibo, la sede de la entidad dispondrá de un término máximo de 15 días hábiles, para valorar
la información de que disponga junto con la declaración, a efecto de realizar la inscripción o no en
el registro de quien alega la condición de desplazado.

31 Cfr. Informe del Consejo Nacional a la Corte Constitucional, 16 de septiembre de 2004, Acta del
CNAPD del 13 de septiembre de 2004, pp. 8 a 10.
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entidades nacionales y territoriales del SNAIPD en la atención de la emergencia

humanitaria de emergencia32:

a. Elaborar y desarrollar los planes de contingencia para la atención de eventos

de desplazamiento masivo y planes de atención al desplazamiento indivi-

dual, que harán parte de los Planes Integrales Únicos territoriales, los cuales

serán revisados cada seis meses (a cargo de los comités departamentales, dis-

tritales y municipales para la atención integral de la población desplazada

por la violencia).

b. Apropiar recursos en los planes de desarrollo municipal y departamental,

para la atención humanitaria de emergencia de la población internamente

desplazada en eventos masivos e individuales (a cargo de las entidades terri-

toriales).

c. Poner en marcha y funcionamiento las unidades de atención y orientación a

cargo de las entidades territoriales, en coordinación con la Red de Solidari-

dad Social y el Ministerio Público.

d. Mantener el orden público en las zonas receptoras y prestar seguridad perma-

nente a los alojamientos de las personas internamente desplazadas (a cargo del

Ministerio de Defensa, a través de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional).

e. Asistir técnicamente a las entidades territoriales y nacionales en temas hu-

manitarios (Principios Rectores, DIH, entre otros), apoyo logístico para el

proceso de registro en eventos masivos de desplazamiento y toma de decla-

ración en los casos individuales (a cargo del Ministerio Público).

f. Capacitar y formar a personeros municipales, defensores, procuradores y jue-

ces, en normatividad legal vigente, específicamente en sus obligaciones frente

a la toma de la declaración y la orientación a las familias desplazadas en la

etapa inicial de la emergencia (a cargo del Ministerio Público con el apoyo

de la Red de Solidaridad Social).

g. Capacitar a los funcionarios del sector salud en DIH, atención humanitaria

de emergencia, misión médica y atención de emergencias en salud (a cargo

32 La totalidad de las acciones para la atención humanitaria de emergencia estructuradas por líneas
estratégicas (acciones humanitarias, gestión social y hábitat), fue retomada en el análisis de los
aspectos conceptuales y estructurales generales de la política, Capítulo I - 1.1.1: La formulación
de la política y la incorporación del contenido general de las obligaciones del Estado en el Plan
Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario”.
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del Ministerio de la Protección Social, a través de las direcciones territoriales

de salud).

h. Apoyar a las entidades territoriales en situaciones de emergencia, cuando se

vea desbordada la capacidad local en el ámbito técnico y de suministros (a

cargo del Ministerio de la Protección Social).

Accesibilidad a la atención humanitaria de emergencia

Parámetro para el análisis

Los programas de asistencia humanitaria de emergencia deben garantizar el acce-

so en condiciones de igualdad a toda la población desplazada que la requiera33.

Avances y limitaciones de la respuesta del Estado

La conclusión, ratificada por la respuesta del gobierno a la Sentencia T-025 de

2004 de la Corte Constitucional, es que una gran parte de la población interna-

mente desplazada no ha tenido acceso a la asistencia humanitaria de emergencia.

En mayo de 2004 el gobierno estimaba que, “a partir de la información ac-

tualmente disponible en la Red de Solidaridad Social, […] existen 301.260 hogares

inscritos en el Registro Único desde 1994 (n.e. esto incluye la proyección 2004)

[…] Aproximadamente 114.939 hogares desplazados por la violencia, no han re-

cibido ningún tipo de ayuda humanitaria de emergencia […]”34, es decir el 38%.

Como se presenta en el Gráfico 10, el gobierno calculaba en ese momento

que con los recursos presupuestales disponibles en 2004, se podría atender a 25.799

hogares (es decir, el 22% de los 114.939 pendientes) y que se quedarían sin aten-

der 89.140 familias (78%). El cálculo es conservador, pues está basado en el supuesto

de que “los hogares registrados hasta el 2003 que aún no han recibido este benefi-

cio, no aplicarían a la prórroga prevista en la Ley 387 de 1997, es decir sólo recibirían

atención durante tres meses. En el caso de los nuevos hogares (2004 en adelante),

el gobierno estima que un 50% clasificaría a la citada prórroga, recibiendo asis-

tencia durante 6 meses”35.

33 PR. 4-1. Estos principios se aplicarán sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión o
creencia.

34 Red de Solidaridad Social. Informe a la Corte Constitucional, Bogotá, 14 de mayo de 2004, p. 6.
35 Ibid.
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Los resultados del proceso de actualización de la situación de la atención a la

población desplazada registrada entre 1995 y 2004, adelantado recientemente por

la Red de Solidaridad Social, revelan cifras más definitivas, y más preocupantes,

pues reflejan que la situación es más grave de lo estimado en mayo de 2004. Con

base en la información contenida en la base de datos del Sistema Único de Regis-

tro, dicha entidad identificó las necesidades no satisfechas en asistencia humanitaria

de emergencia para un total de 879.271 personas, equivalentes al 77.42% de las

1´135.768 personas (252.869 hogares) inscritas entre septiembre de 1995 y el 30

de septiembre de 200436.

Las principales conclusiones permiten identificar el número de hogares o

personas con algún tipo de necesidad específica, es decir, que no han recibido

atención en el rubro respectivo, o sólo la han recibido parcialmente37: a) 169.509

hogares (761.482 personas), el 67%, tienen aún alguna necesidad específica de

asistencia alimentaria; b) 220.583 hogares, es decir el 87.2%, necesitan apoyo para

alojamiento de emergencia; c) 211.999 hogares, el 83.8%, requieren kit de aseo; d)

250.785 personas, el 22.1% requieren suministro de vestuario; y e) 505,738 perso-

nas, el 44.5%, necesitan atención psicosocial.

Obviamente, el déficit acumulado sería mucho mayor si se toman como base

las cifras de desplazamiento reportadas por CODHES para el mismo período, que

incluyen a la población internamente desplazada y no registrada. Como se señaló,

en concepto de la Corte Constitucional, la no inscripción de una persona o fami-

lia en el registro, no restringe la obligación del Estado a reconocer su condición de

desplazamiento.

  GRÁFICO 10   Familias inscritas en el Registro Único por atender en 2004
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Fuente: Red de Solidaridad Social

Cubrimiento con recursos de 2004

Sin presupuesto para cubrir

89.140
78%

36 Consejo Nacional de Atención a la Población Desplazada. Informe a la Corte Constitucional, 30
de septiembre de 2004, p. 6.

37 Ibíd., Anexo II: “Matriz de necesidades y derechos según etapa de política de atención
humanitaria”. Los porcentajes se calculan sobre las 1’135.768 personas (252.869 hogares)
inscritas entre septiembre de 1995 y el 30 de septiembre de 2004.
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Hasta aquí, los resultados del análisis de la atención de emergencia incluida

toda la población registrada entre 1995 y 2004.

El análisis de la repuesta estatal para el período agosto de 2002 - agosto de

2004, permite concluir que sólo el 50.4% de la población desplazada registrada ha

tenido acceso a la asistencia humanitaria de emergencia, cifra que muestra un

pequeño incremento respecto a los tres años anteriores, los cuales reportaban una

cobertura del 43%. De acuerdo con la información oficial disponible38, el total de

personas registradas entre el segundo semestre de 2002 y el primer semestre de

2004 ascendió a 452.186 personas, equivalentes aproximadamente a 100.710 ho-

gares (aplicando un promedio de 4.49 personas por hogar), de las cuales sólo

50.743 habían recibido atención humanitaria de emergencia durante el mismo

período.

La Red de Solidaridad Social reporta que se ha propuesto incrementar la

cobertura de asistencia humanitaria de emergencia, mediante un doble esfuerzo

que busca mantener la cobertura casi total para los desplazamientos masivos y

mejorar aquella de los desplazamientos individuales o “gota a gota”. Para ello, se

fijó como meta prestar atención a 30.000 familias en el 2003, a 40.000 familias en

el 2004, para un total de 200.000 familias entre agosto del 2002 y julio del 2006.

Reporta que ha atendido 13.455 familias en el segundo semestre de 2002, 26.828

en el 2003 (89,42% de la meta) y 5.571 en el primer trimestre de 200439, tal como

se observa en el Gráfico 11. Con este desempeño, declara que el programa se en-

cuentra al día en junio de 200440. Es de anotar que la reducción del crecimiento de

población internamente desplazada, ha significado para la Red de Solidaridad Social

un incremento más lento de la demanda por asistencia humanitaria de emergen-

cia, respecto a los años anteriores.

38 Red de Solidaridad Social. “Informe de gestión agosto de 2002 –agosto de 2004”. Página Web.
39 SUR. “Informe de gestión agosto 2002 – junio de 2004”.
40 “En relación con la AHE de la población desplazada individualmente se aclara que la Red de

Solidaridad Social está al día en la AHE demandada y requerida por la población desplazada
que se acerca a las UT o a las UAO, lo cual se soporta en las cifras que reportan las UT y otros
operadores humanitarios que brindan AHE en las regiones. Existe un porcentaje de población que
no demanda la atención y que en el momento de la visita domiciliaria, por la UT o por el operador,
no puede ser contactado debido, entre otras razones, a su alta movilidad o al suministro de
direcciones erróneas e incompletas Adicionalmente, se ha podido evidenciar que algunos hogares
declaran los hechos, respondiendo a intereses distintos al de recibir la atención humanitaria de
emergencia. Dentro de dichas razones se encuentra el interés de acceder a los servicios de
educación o salud. En cuanto a la atención humanitaria de emergencia a la población desplazada
masivamente, ésta se brinda a la totalidad de hogares, para lo cual se cuenta con el apoyo del
CIRC.” (Respuesta escrita remitida por la Red de Solidaridad Social al cuestionario de entrevista
del ACNUR, en junio de 2004.
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Como se mencionó, un factor estructural que continuó limitando la accesi-

bilidad al derecho de la población internamente desplazada a la atención

humanitaria de emergencia, al menos hasta antes de la Sentencia T-025 de 2004,

es el condicionamiento a la disponibilidad presupuestal y al plazo dentro del cual

se presenta la declaración. Ello vulnera la materialización del derecho (aplicación

del principio de coherencia), contrariando lo dispuesto en los Principios Recto-

res, en la Ley 387 de 1997 y en la Sentencia SU-1150 de 2000 de la Corte

Constitucional. Tal como había sido señalado en el anterior Balance:

“el Decreto 2569 de 2000, en su artículo No. 21 condiciona el reconocimiento

de este derecho a la disponibilidad presupuestal, y en su artículo No. 18 al

haber presentado la declaración máximo un año después de acaecidos los he-

chos que dieron originen el desplazamiento. A este respecto debe señalarse

que […] la fijación de límites en el tiempo o en el monto de recursos entra en

contradicción con los objetivos de la política humanitaria41, no se compadece

con la situación de emergencia y vulnerabilidad de la población desplazada,

contradice la obligación del Estado de brindar protección y atención a estas

personas y también contradice el Principio Rector No. 18 que señala la obliga-

ción de proporcionar o garantizar el acceso a alimentos esenciales”42.

  GRÁFICO 11  Cobertura de asistencia humanitaria
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41 Defensoría del Pueblo: “Informe Defensoría sobre el desplazamiento forzado por la violencia en
Colombia“. 1999-2002. Bogotá, mayo de 2002, p. 102.

42 ACNUR. “Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia
1999-2002”. Bogotá, octubre de 2002, p. 102.
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La situación descrita puede llegar a cambiar de manera importante a raíz de

la Sentencia T-025 de 2004, toda vez que la Corte Constitucional establece, dentro

de los derechos mínimos que deben ser garantizados por el Estado a toda la po-

blación internamente desplazada que lo requiera, el derecho a una subsistencia

mínima como expresión del derecho fundamental al mínimo vital.

Finalmente, debe destacarse la ausencia de estrategias, metodologías e ins-

trumentos (tales como protocolos) de atención humanitaria de emergencia para

las comunidades “sitiadas” o “bloqueadas”, y para las nuevas modalidades de des-

plazamiento intra-urbano e inter-veredal.

El sistema de prestación de atención de emergencia ha estado concentrado

tradicionalmente en los desplazamientos convencionales. Sin embargo, durante

los últimos años se ha multiplicado el número de localidades donde los actores

armados están poniendo en práctica el bloqueo en el suministro de alimentos y

otros bienes básicos (medicamentos, combustibles, etc.). Si bien hasta el momen-

to se han desarrollado importantes experiencias de atención a “comunidades

bloqueadas y sitiadas”, dicha modalidad de atención deberá ampliarse y consoli-

darse, a fin de hacer mucho más efectiva la respuesta del Estado.

A partir de la Sentencia T-025 de 2004, la Red de Solidaridad Social ha dado

instrucciones precisas a sus oficinas regionales relativas a la atención de los des-

plazamientos inter-urbanos e inter-veredales, reiterando43 la necesidad de

reconocer la emergencia suscitada por estas modalidades del desplazamiento in-

terno forzado, y de orientar y alertar a los comités municipales o departamentales

para la atención integral de la población desplazada por la violencia, sobre la iden-

tificación y atención de las mismas, con el propósito de organizar la oferta

institucional para este efecto y mejorar los reportes que evidencian tales eventos.

También se ha propuesto capacitar a los funcionarios del Ministerio Público para

que en la toma de las declaraciones se especifique el tipo de desplazamiento, y se

concrete el apoyo de la Procuraduría General de la Nación y de la Defensoría del

Pueblo.

La atención humanitaria de emergencia diferenciada

Parámetros para el análisis

Uno de los principales principios de la asistencia humanitaria de emergencia es

que los programas deben tener en cuenta las necesidades especiales de los niños y

43 Cfr. Informe del Consejo Nacional a la Corte Constitucional, 16 de septiembre de 2004, Acta del
CNAPD del 13 de septiembre de 2004, p.p. 8 a 10.
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las mujeres, promover la participación de éstas y respetar los patrones culturales

de los grupos étnicos44.

Avances y limitaciones en la respuesta del Estado

De acuerdo con los protocolos de la Red de Solidaridad Social, la oferta debería

adecuarse a las características de la población según género, etnia y edad. Como

fue mencionado45, el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 se propuso prestar

atención humanitaria de emergencia bajo un enfoque diferencial. Sin embargo,

algunos estudios de caso y los testimonios de los usuarios, revelan que, en térmi-

nos generales, este lineamiento tiende a cumplirse más bien de manera

excepcional46.

Esto es especialmente importante en el caso de las mujeres, si se tiene en

cuenta que, según la información más reciente derivada de la caracterización de la

población desplazada registrada47, el 50.46% es de sexo femenino y que el 29.89%

de los hogares tiene jefatura femenina. La atención diferencial es también de vital

importancia para los pueblos indígenas y las comunidades afro descendientes.

A pesar de que la Red de Solidaridad Social reporta que la entidad está po-

niendo en práctica el suministro de kits de aseo y de hábitat con enfoque de género

44 PR. 4-2. Ciertos desplazados internos como los niños, especialmente los menores no acompañados,
las mujeres embarazadas, las madres con hijos pequeños, las mujeres cabeza de familia, las personas
con discapacidades, y las personas de edad, tendrán derecho a la protección, y asistencia requerida
por su condición y a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades especiales.
Convención sobre los Derechos del Niño, CDN. Art. 27-1 Los estados parte reconocen el derecho
de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.
PR. 18-3 Se harán esfuerzos especiales por asegurar la plena participación de la mujer en la
planificación y distribución de suministros básicos.
CEDCM. Art. 14/2. Los estados adoptarán todas las medidas para eliminar todas las formas de
discriminación contra la mujer en zonas rurales [...] en particular asegurarán el derecho a: a).
Participar en la elaboración y ejecución de planes de desarrollo a todos los niveles [...] h). Gozar de
condiciones de vida adecuadas [...]
Convenio 169 de la OIT. Art. 2-1. Los gobiernos deberán asumir las responsabilidad de desarrollar,
con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a
proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. Art. 2-2. Esta
acción deberá incluir medidas:: [...] b). que promuevan las plena efectividad de los derechos sociales,
económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad cultural y social, sus costumbres y
tradiciones, y sus instituciones.

45 Capítulo I. 1.1.1. La formulación de la política y la incorporación del contenido general de las
obligaciones del Estado en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado
Comunitario”.

46 Cfr: Pablo Bandeira., Op.cit., p. 17. “A pesar de que el gobierno actual señala en el Plan de
Desarrollo 2002-2006 que se aportarán paquetes humanitarios que tengan en cuenta diferencias
regionales, de género, de cultura y de edad, en el estudio vimos que las ayudas siguen siendo
estándar. Según la Red de Solidaridad Social, esto se debe a la falta de presupuesto”.

47 Consejo Nacional de Atención a la Población Desplazada. Informe a la Corte Constitucional, 30
de septiembre de 2004.
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y adaptabilidad a las características climáticas del sitio de atención, respectiva-

mente48, son varios los testimonios recogidos por el ACNUR durante el proceso de

investigación de este Balance que evidencian la ausencia de un enfoque diferencial

integral de la atención de la emergencia. La ayuda alimentaria entregada por la

Red de Solidaridad Social, el CICR o las ONG operadoras, no consulta los paráme-

tros culturales de la tradición alimenticia, el orden jerárquico en la distribución

de los alimentos o bienes, el procedimiento para recibir atención en salud y el

manejo del espacio habitacional relacionado con los roles exclusivos de mujeres,

hombres, ancianos y niños, por citar sólo algunos ejemplos.

Finalmente, no se han realizado esfuerzos para asegurar la plena participa-

ción de la mujer en la planificación, control y distribución de suministros básicos

de la asistencia humanitaria de emergencia, tal como lo establecen los Principios

Rectores y lo subraya la Corte Constitucional49.

Los estándares mínimos de la atención humanitaria de emergencia

Parámetros para el análisis

Los programas deben suministrar como mínimo alimentos esenciales y agua po-

table, alojamiento y vivienda básicos, vestido adecuado, servicios médicos (incluido

el psicológico) y saneamiento esenciales, transporte de emergencia y utensilios de

cocina50. Específicamente deben asegurar nutrición adecuada a la mujer durante

48 Respuesta escrita remitida por la Red de Solidaridad Social al cuestionario de entrevista del
ACNUR, en junio de 2004.

49 Sentencia T-025 de 2004.
50 PR. 18-2.

Cualesquiera que sean las circunstancias, las autoridades competentes proporcionarán a los
desplazados internos, como mínimo, lo siguientes suministros o se asegurarán de que disfruten
del libre acceso a los mismos.
DUDH. Art. 25-1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, la vivienda, la asistencia médica
y los servicios sociales necesarios [...]
DADDH. Art. XI. Toda persona tiende derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias
y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica.
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Art. 11. Los estados
partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuado.
PSS. Art. 12. Derecho a la alimentación. 1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada
que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo, físico, emocional e intelectual.
Ley 387 de 1997. Art. 15. Una vez se produce el desplazamiento el gobierno nacional iniciará las
acciones inmediatez tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia atención
humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada
y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de
cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en
condiciones dignas.
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el embarazo y la lactancia51. Por último, deben garantizar la disponibilidad de

alimentos en calidad y cantidad suficientes, sin sustancias nocivas y aceptables

culturalmente. El Estado tiene la obligación de hacer efectivo este derecho direc-

tamente52.

Los anteriores principios fueron refrendados por la Corte Constitucional53:

el derecho a una subsistencia mínima, significa que “las autoridades competentes

deben proveer a las personas desplazadas, así como asegurar el acceso seguro de

las mismas: i) alimentos esenciales y agua potable, ii) alojamiento y vivienda bási-

cos, iii) vestidos apropiados; y iv) servicios médicos y sanitarios esenciales”.

Avances y limitaciones en la respuesta del Estado

Toda vez que durante el período analizado, la prestación de la asistencia humanita-

ria de emergencia estuvo casi exclusivamente a cargo de la Red de Solidaridad Social,

en estrecha cooperación con el CICR, para el análisis de los mínimos esenciales que

constituyen el contenido de la asistencia humanitaria de emergencia se toma como

referencia el desarrollo de la atención suministrada por la primera entidad.

En primer lugar, el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 no incluye todos

los componentes reconocidos internacionalmente54 y consagrados en los Acuer-

dos 20-20 y en la Cumbre de Ginebra de 1994: la atención sanitaria, el saneamiento

básico, el acceso a la energía eléctrica, la salud sexual y reproductiva y la atención

psicosocial.

51 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDCM).
Art. 12. Los estados partes garantizarán a la mujer [...] ...una nutrición adecuada durante el embarazo
y la lactancia.

52 PR. 3. Las autoridades nacionales tienen la obligación y la responsabilidad primaria de proporcionar
protección y asistencia humanitaria a los desplazados internos que se encuentran en el ámbito de su
jurisdicción.
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 12: [...] 8. El
Comité considera que el contenido básico del derecho a la alimentación comprende lo siguiente: -la
disponibilidad de alimentos en calidad y cantidad suficientes, para satisfacer las necesidades
alimentarias de los individuos, sin sustancias nocivas y aceptables para una cultura determinada.
[...] 9. Por necesidades alimentarias se entiende que el régimen de alimentación en conjunto aporta
una combinación de productos nutritivos para el crecimiento físico y mental, el desarrollo y el
mantenimiento, y la actividad física que sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológicas
humanas en todas las etapas del ciclo vital y según el sexo y ocupación [...]  13. Será necesario
prestar atención y, a veces, conceder prioridad con respecto a la accesibilidad de los alimentos a las
personas que viven en zonas propensas a los desastres y a otros grupos particularmente
desfavorecidos...  14 [...] cuando un individuo o un grupo sea incapaz por razones que escapen a
su control, de disfrutar del derecho a una alimentación adecuada por los medios a su alcance, los
estados tienen la obligación de realizar (hacer efectivo) ese derecho directamente. Esta obligación
también se aplica a las personas que son víctimas de catástrofes naturales o de otra índole [...]”.

53 Sentencia T-025 de 2004.
54 Capítulo I. 1.1.1. La formulación de la política y la incorporación del contenido general de las

obligaciones del Estado en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado
Comunitario”.
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Segundo, durante el primer año y medio del período analizado se evidenció

un proceso de reestructuración de la asistencia, traducido en un desmejoramien-

to de los contenidos ofrecidos en el período anterior, contradiciéndose así (tal

como se planteó en el Capítulo 1. el principio de no regresividad, y aumentándose

la diferencia ya existente entre los estándares de la ayuda prestada por la Red de

Solidaridad Social y los estándares internacionales.

La Red de Solidaridad Social había adoptado en el período precedente (2000-

2002) un protocolo de atención para ofrecer, a través de una red de ONG operadoras

en buena parte de las ciudades del país, un paquete integral de atención que incluía

asistencia alimentaria, implementos de aseo, hábitat y cocina, auxilio de transporte,

auxilio funerario, apoyo para la obtención del documento de identidad (fotografía

y examen de RH), y atención psicosocial.

Sin embargo, muy probablemente con el fin de compensar la escasez de re-

cursos y, simultáneamente, mantener o aumentar la cobertura, adoptó a partir del

2003 nuevos lineamientos que implicaron una reducción del contenido y alcance

de la asistencia. Específicamente, se suprimió de los convenios por administra-

ción delegada y del paquete de atención entregado directamente por dicha entidad,

el componente de atención psico-social, el auxilio de transporte, el auxilio fune-

rario y el apoyo para la obtención del documento de identidad, la fotografía y el

examen de RH.

La Red de Solidaridad Social tomó dicha decisión apoyándose, en primer

lugar, en el argumento de que los componentes suprimidos no estaban contem-

plados dentro del contenido mínimo establecido por los Principios Rectores y por

la Ley 387 de 199755. En segundo lugar, en que la atención psicosocial debería ser

55 “Desde la perspectiva de los requisitos legales, no hay verdadera reducción de los contenidos de
la atención humanitaria de emergencia. Estos, según los artículos 15 y 21 de la Ley 387 de 1997
son cinco. El auxilio funerario y la cedulación no aparecen en los Principios Rectores, ni son
exigidos por la normatividad nacional o internacional como componentes de la AHE. Existieron
en un primer momento porque la Red de Solidaridad Social los consideró necesarios, pero en la
actualidad, 4 años después, se considera que los entes territoriales o las asociaciones privadas
pueden asumir este tipo de responsabilidades” (Comentario de la Red de Solidaridad Social al
documento preliminar producido durante el proceso de validación. Memorias de la mesa nacional
de atención humanitaria de emergencia. ACNUR, Bogotá junio 14 de 2004).
“La RSS en su análisis de la AHE evidenció que el apoyo brindado para la expedición de la cédula
de ciudadanía (RH y fotografía) y auxilio funerario, eran de muy baja demanda y ejecución, lo
cual nos llevó a valorar que podrían ser asumidos por los entes territoriales o por otras entidades
sociales localizadas en los municipios, como quiera que además estos apoyos no están definidos
normativamente. Por lo anterior se decidió priorizar y focalizar esfuerzos y recursos en los
componentes señalados en los principios rectores de los desplazamientos internos y el artículo 15
de la Ley 387 de 1997, fundamentalmente referidos a la satisfacción de necesidades alimentarias
y de refugio, este último no solamente contemplando el apoyo al alojamiento transitorio y los
elementos de hábitat y aseo.
En relación con la atención psicosocial, debido a que el año pasado la AHE se brindó
principalmente mediante recursos de caja menor y proveedores nacionales de alimentos y kits,
este componente fue asumido por otras entidades como el ICBF, alcaldías, gobernaciones,
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asumida por otras entidades del Estado como el ICBF y el Ministerio de la Protec-

ción Social, o entidades no gubernamentales especializadas en el tema: “(este) es

un componente en el que el gobierno puede solicitar compromiso y ayuda de

instituciones privadas y públicas que trabajan el tema (Ministerio de la Protec-

ción Social o ICBF, por ejemplo), desde una visión de sistema que involucre a las

entidades públicas y privadas del país (SNAIPD). Desde esta perspectiva, no se puede

hablar de reducción sino de una valoración más profunda de sus implicaciones y

la forma en que ésta debe prestarse”56.

El dejar la prestación de la atención psicosocial a la discrecionalidad o a la

disponibilidad de los recursos de dichas organizaciones, ha tenido como resulta-

do una drástica disminución de la cobertura. Las cifras del ICBF y del Ministerio

de la Protección Social, reflejan una cobertura mucho más baja que la de la aten-

ción prestada por la Red de Solidaridad Social en los demás componentes57. A

título de ejemplo, en el 2003 el ICBF prestó atención psicosocial a través de las

unidades móviles a 7.669 familias (38.345 personas) que corresponden al 28.5%

de las familias atendidas con asistencia humanitaria de emergencia por la Red de

Solidaridad Social durante el mismo año (26.828 familias)58.

Lo mismo ocurrió con el componente de apoyo para la obtención del docu-

mento de identidad, el cual quedó a merced de los esfuerzos de la Registraduría

Nacional, al amparo de un convenio según el cual a la población internamente

desplazada no se le cobra el trámite de los documentos de identidad.

universidades, operadores de CHF, entre otras entidades. Sin embargo, mediante los contratos de
operadores humanitarios próximos a suscribirse se prestará nuevamente este componente de la
atención, a pesar de no ser una competencia normativa de la entidad” (Respuesta escrita remitida
por la Red de Solidaridad Social al cuestionario de entrevista del ACNUR, en junio de 2004).

56 Comentario de la Red de Solidaridad Social al documento preliminar producido durante el proceso
de validación. Memorias de la mesa nacional de atención humanitaria de emergencia. ACNUR,
Bogotá, junio 14 de 2004.

57 Cfr. Pablo Bandeira., Op. cit., p. 17: “Las ONG de Florencia y Cartagena comentaron que hay
muy poco dinero destinado a la ayuda psicosocial, a la que otorgan mucha importancia. La
Alcaldía de Medellín trabaja en colaboración con ONG en la Unidad de Atención y Orientación
a la población desplazada (UAO), donde se realiza una evaluación psicosocial de los desplazados
que acuden allí y, en caso de necesidad se les dan citas gratuitas con psicólogos. El aspecto de
apoyo social parece que consiste básicamente en dinámicas de grupo en los barrios para fortalecer
la autoestima y la interrelación con los nuevos vecinos (creación de capital social)”.

58 Para el 2002 las Unidades Móviles del ICBF atendieron un total de 68.057 personas en las
distintas líneas de acción: seguridad alimentaria, atención psicosocial, gestión y apoyo cultural y
educativo, y orientación a programas ICBF–SNAIPD. No existe una estimación del porcentaje de
atención psicosocial, por lo que no es posible hacer el cálculo para este año en relación con las
13.455 familias atendidas por la Red de Solidaridad Social durante el segundo semestre del
mismo.
El Ministerio de Protección Social reporta 67.733 personas con atención psicosocial, nutricional
y saneamiento para el 2001 y el 2002. La ejecución de recursos con vigencia 2003 para este
rubro, al igual que la distribución de los mismos con vigencia 2004 está pendiente (Diagnóstico
del Ministerio de Protección Social, solicitado por la Corte Constitucional, en cumplimiento de la
Sentencia T-025)
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Aparentemente, dicha entidad está revisando algunas de las disposiciones

regresivas a partir de la Sentencia T-025 de 2004, incluyéndose, además, el com-

ponente de vestuario, de acuerdo con la definición de los mínimos dictada por la

Corte Constitucional.

También en cumplimiento de la Sentencia, en el nuevo Plan Nacional para la

Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia se prevé establecer

parámetros de atención psicosocial a los hogares afectados por el desplazamiento

(a cargo del Ministerio de la Protección Social, las direcciones territoriales de sa-

lud y el ICBF a través de sus unidades móviles).

La duración de la atención humanitaria de emergencia y el acceso a
la estabilización socioeconómica

Parámetros para el análisis

La asistencia humanitaria de emergencia debe ser una solución provisional pues

el objetivo final de la atención integral a la población internamente desplazada es

la provisión de soluciones duraderas.

En consecuencia y toda vez que la situación de vulnerabilidad en que se en-

cuentra la población internamente desplazada es el resultado de una circunstancia

ajena a su voluntad, los programas de atención humanitaria son de carácter tem-

poral, pero deberán atender a la población hasta tanto su capacidad de acceder

por cuenta propia a los medios para la subsistencia sea recuperada. Esto no signi-

fica una dependencia permanente de la asistencia. Los programas deberán tener la

capacidad de identificar las condiciones de vulnerabilidad y el potencial de las

personas internamente desplazadas para recuperar su autonomía59.

Así mismo, deben ser complementados con un eficiente esquema que facilite

el tránsito hacia la estabilización socioeconómica de la población internamente

desplazada.

El plazo de tres meses definido por la Ley 387 de 1997, además de fijar el

término para la prestación de la asistencia humanitaria de emergencia, a la vez

significa un tiempo para que las autoridades generen las condiciones que permi-

tan a las personas internamente desplazadas asumir por cuenta propia su sustento

y el de su familia. Si estas condiciones no son creadas y el individuo no logra

recuperar su autonomía, el Estado debe continuar efectuando el doble esfuerzo

59 Corte Constitucional Sentencia T-025 de 20/04. [...] Las autoridades no pueden permitir que tales
personas desplazados -quienes no pueden gozar de sus derechos fundamentales debido a un estado
de cosas inconstitucional] mueran o continúen viviendo en condiciones evidentemente lesivas de su
dignidad humana a tal punto que esté en serio peligro su subsistencia física estable y carezcan de
las oportunidades mínimas de actuar como seres humanos distintos y autónomos.
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de brindar asistencia humanitaria y propiciar las condiciones para la estabiliza-

ción socioeconómica60.

Derivado de lo anterior, y dado que el objetivo final es alcanzar soluciones

duraderas, los programas de atención humanitaria deben facilitar el tránsito ha-

cia la estabilización socioeconómica de la población.

Avances y limitaciones en la respuesta del Estado

La brecha entre la atención humanitaria de emergencia y la provisión de solucio-

nes duraderas, es hoy más grande que en el pasado en dos sentidos: i) la diferencia

entre el número de familias que reciben asistencia de emergencia y el número

(muchísimo menor) que obtienen asistencia para su estabilización socioeconó-

mica; y ii) la discontinuidad temporal entre la finalización de la asistencia de

emergencia y la iniciación de la provisión de ayuda para la estabilización. Es decir,

como se mencionó, no existe una estrategia para la atención de la post-emergencia.

De acuerdo con el pasado balance de la política pública de desplazamiento

1999-2002 realizado por el ACNUR, entre 1998 y febrero de 2002 se prestó asisten-

cia humanitaria a 69.054 hogares (43.32% de la población registrada en el mismo

período), pero sólo 31.623 hogares recibieron apoyo para generación de ingresos

(no necesariamente los mismos que recibieron asistencia de emergencia). En el

mejor de los casos, sólo uno de cada dos hogares que recibieron asistencia de

emergencia, tuvo acceso a una oportunidad de sustento por cuenta propia me-

diante apoyo estatal.

Esta circunstancia se ha visto agravada durante los últimos dos años, debido

a la notoria reducción de la provisión de soluciones duraderas por parte del go-

bierno, en particular de aquellas referidas a la generación de ingresos y empleo

para la población internamente desplazada. Como se verá, la única oferta en este

60 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales - Observación General No. 12. Cfr. punto 8.
Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 20/04 [...] Considera la Sala que este plazo fijado [el
del artículo 15 de la L. 387] no es manifiestamente irrazonable, si se tiene en cuenta que: a. fija una
regla clara con base en la cual la persona desplazada puede planificar a corto plazo y tomar
decisiones autónomas de auto-organización que le permiten acceder a posibilidades razonables de
subsistencia autónoma sin estar apremiada por las necesidades inmediatas de subsistencia; y b.
otorga al Estado un plazo para que diseñe los programas específicos que sean del caso para satisfacer
sus obligaciones en materia de ayuda para la estabilización socioeconómica de los desplazados -es
decir le otorga al Estado un término justo para programar una respuesta razonable en materia de
ayuda para la auto subsistencia. [...]  En estos dos tipos de situación [quienes están en situación de
emergencia extraordinaria y quienes no están en condiciones de asumir su autosostenimiento, se
justifica que el Estado continúe proveyendo la ayuda humanitaria requerida para la subsistencia
digna de los afectados hasta que la urgencia extraordinaria haya cesado, o hasta que los sujetos
que no estén en posibilidad de cubrir su propio sustento adquieran las condiciones para ello deberá
evaluarse necesariamente en cada caso individual. Advierte la Corte que así como el Estado no
puede suspender abruptamente la ayuda humanitaria de quines no estén en capacidad de
autosostenerse, tampoco pueden las personas esperar que vivirán indefinidamente de dicha ayuda”.
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sentido, ha sido el crédito con cargo a la línea especial de Finagro para las perso-

nas en situación de desplazamiento y a la línea especial de Bancoldex, sin mayores

resultados61.

De otro lado, la práctica continúa demostrando que la asistencia humanita-

ria restringida a tres meses (prorrogable excepcionalmente a seis), según lo establece

la Ley 387 de 1997, es insuficiente frente a la situación de vulnerabilidad de las

familias afectadas, y la capacidad del Estado para proveer de manera efectiva y

oportuna soluciones duraderas, una vez finalizado dicho plazo. Algunos estudios

como la encuesta a familias desplazadas en doce ciudades receptoras de seis de-

partamentos del país realizada por la OIM (2001)62, y el estudio de vulnerabilidad

alimentaria elaborado del PMA (2003)63, concluyen que la vulnerabilidad de las

familias se puede prolongar y empeorar entre los 4 y los 6 meses y 24 meses si-

guientes a la cesación de la asistencia de emergencia.

Como una manera de mitigar la brecha mencionada, en octubre de 2002 el

ACNUR propuso adoptar “un criterio más equitativo y objetivo cual sería el de

otorgar la AHE de acuerdo con las condiciones de vulnerabilidad y necesidades

específicas de las respectivas familias, independientemente del tiempo. Con el fin

de evitar la dependencia prolongada de la AHE, es posible llevar a cabo asistencia

“de transición” en materia psicosocial y productiva a través de proyectos de segu-

ridad alimentaria de ciclo corto o empleo de emergencia, y desarrollo de la

autoestima que permita a las víctimas recobrar el aprecio por el valor de su traba-

jo y de su productividad64”.

A partir de la orden jurisprudencial de garantizar a la población interna-

mente desplazada la subsistencia mínima65, la Red de Solidaridad Social ajustó la

circular de atención humanitaria de emergencia respecto a los criterios de prórro-

ga para los hogares que se encuentran en la “fase de transición” y que no tienen

posibilidades de conseguir por sí mismos su alimentación. Se adoptó así un mo-

delo para la valoración de necesidades que facilita el apoyo alimentario por un

lapso mayor al legalmente establecido. En la seguridad alimentaria ofrecida a tra-

vés de la Operación Prolongada de Socorro (OPSR) operada por el PMA y la Red de

Solidaridad Social, se continuará enfatizando en la atención a los grupos de po-

blación que se encuentren en fase de transición y en situación de crisis alimentaria66.

61 Capítulo IV. 3.3: La política de estabilización económica y acceso a tierras para la atención
integral de la población internamente desplazada.

62 Encuesta a familias desplazadas OIM-2001.
63 PMA. “Vulnerabilidad a la Inseguridad Alimentaria de la Población Desplazada por la Violencia

en Colombia”, Bogotá, junio 2003.
64 ACNUR. “Balance de la política de atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

1999-2002”, Bogotá, octubre de 2002, p. 102.
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A este respecto y como consecuencia de las necesidades identificadas en los estu-

dios mencionados, la nueva OPRS, incluyó un componente de crisis alimentaria

que empezó a implementarse en febrero de 2004.

Finalmente, el nuevo Plan Nacional para la Atención Integral de la Pobla-

ción Desplazada por la Violencia prevé acciones en este sentido con la dificultad

de la indefinición de presupuestos y responsabilidades al respecto: i) Coordinar la

provisión de alimentos a los hogares desplazados atendidos que tras una evalua-

ción de necesidades alimentarias, continúan en alta vulnerabilidad; ii) previa

valoración de la situación particular, brindar asistencia alimentaria a hogares que

están en riesgo de desplazamiento y que presentan dificultades para proveerse de

alimentos debido al conflicto armado interno (Red de Solidaridad Social, en con-

currencia con los entes territoriales y la cooperación de organismos internacionales

y de organizaciones civiles); ii) desarrollar programas de complementación nu-

tricional de manera diferencial a menores, madres gestantes y lactantes y grupos

étnicos, realizando control nutricional a la población beneficiaria (Instituto Co-

lombiano de Bienestar Familiar, en coordinación con la Red de Solidaridad Social).
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Recomendaciones del ACNUR a la
política pública de prevención,
protección y atención al
desplazamiento interno forzado en
Colombia, agosto 2002 - agosto 2004

[287]

RECOMENDACIONES AL ENFOQUE
Y A LOS PRINCIPIOS BÁSICOS Y ESTRUCTURALES
DE LA POLÍTICA PÚBLICA

Recomendaciones para la adopción de un enfoque de derechos:
coherencia, igualdad, progresividad e integralidad

1. Garantizar, en la formulación y ejecución de la política, un enfoque de

derechos humanos que tome en cuenta el principio de no-discriminación,

el enfoque diferencial y la protección especial de los grupos en situación

de vulnerabilidad.

2. Como instrumento del derecho, la política pública de prevención, protec-

ción y atención al desplazamiento interno forzado debe traducir el

cumplimiento de las obligaciones del Estado.

3. Construir y poner en práctica indicadores de seguimiento que permitan

evaluar el resultado de la política pública frente a la materialización del

contenido del derecho y constatar que: i) las instancias establecidas por la

ley están siendo operativas; ii) se avanza hacia el cumplimiento de los

objetivos y el goce efectivo de los derechos de la población internamente

desplazada; iii) los recursos asignados son suficientes en función de los

objetivos de la política pública y del logro del disfrute efectivo de los dere-

chos y las necesidades de la población internamente desplazada, en

concordancia con el principio de coherencia establecido por la Corte Cons-

titucional.
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4. Mantener y fortalecer medidas especiales para la población internamente

desplazada que permitan dar aplicación al principio de igualdad. Ello supo-

ne: i) reconocer las condiciones especiales de vulnerabilidad de esta población;

ii) buscar mecanismos para superar la tensión entre la política de preven-

ción y atención al desplazamiento interno forzado y la política social; iii)

evaluar la aplicabilidad de la política sectorial frente a las necesidades de la

población internamente desplazada; y iv) asignar recursos específicos para

los programas de atención a dicha población.

5. Difundir en forma amplia, clara y con un lenguaje adecuado para la pobla-

ción internamente desplazada, las políticas y los procedimientos para acceder

a los programas y proyectos estatales.

En el caso de efectuar cambios en las políticas, respetar el principio de no

regresividad y garantizar el conocimiento y la participación de la población

en la adopción de los eventuales ajustes.

6. Ofrecer programas de asistencia y asesoría jurídica a la población interna-

mente desplazada que permitan avanzar en la reparación de sus derechos, tal

y como está expresado en el numeral 4 del artículo 10 de la Ley 387 de 1997.

7. No aplicar criterios de cesación, hasta tanto no estén dadas realmente las

condiciones para una solución duradera frente al problema del desplaza-

miento.

Recomendaciones para avanzar hacia la integralidad de la política

8. Trabajar por la sensibilización y el compromiso de la sociedad colombiana.

El mandato de obrar conforme al deber de solidaridad (artículo 95 de la

Constitución Política), apenas se ha traducido en incipientes acciones coor-

dinadas entre Estado y la sociedad civil, y entre el sector público y el privado.

Entre otras iniciativas, el Plan de Acción Humanitaria formulado conjunta-

mente entre el gobierno, la sociedad civil y las Naciones Unidas, permite esperar

una mayor participación de estos sectores a favor de la población desplazada.

9. Poner en práctica estrategias y mecanismos de coordinación intersectorial y

entre niveles territoriales del SNAIPD que permitan garantizar la integralidad

de la política.
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10. Poner en funcionamiento pleno y permanente las instancias del SNAIPD pre-

vistas en la Ley.

El ACNUR reitera que son necesarias cuatro condiciones para garantizar la

efectividad del esquema de atención del Estado: i) que exista en todas las

entidades, unidad de criterios respecto al enfoque, la concepción y la estrate-

gia de ejecución de la política; ii) que exista coordinación de todas éstas en el

nivel operativo, la cual a su vez depende de la existencia de un Plan Nacional

para la atención integral al desplazamiento que establezca responsabilidades

específicas a las diferentes entidades, mecanismos de coordinación, metas

concretas, asignación de recursos y un sistema de seguimiento a la gestión;

iii) que exista un claro liderazgo político de la Presidencia de la República en

el seno del Consejo Nacional, que garantice que éste cumpla a cabalidad con

su misión de formular la política y garantizar la asignación de los recursos; y

iv) que exista una efectiva articulación entre el nivel central y los departa-

mentos y municipios, la cual depende del funcionamiento eficaz de los comités

territoriales y de las administraciones departamentales y municipales.

Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la
Violencia (SNAIPD)

Consejo Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada
por la Violencia

11. Fortalecer el nivel político, la capacidad de convocatoria y de decisión de la

instancia o entidad que lidere el Consejo Nacional.

Ésta debe tener la capacidad efectiva para imprimir al Consejo Nacional una

dinámica sostenida y proactiva de trabajo para la formulación de la política

y la garantía de la asignación de los recursos.

12. Adoptar un sistema de representación paritaria por sexo en las instancias de

participación de la población internamente desplazada (Consejo Nacional y

comités departamentales, municipales y distritales para la atención integral

de la población desplazada por la violencia).

En el caso del Consejo, los representantes de la población internamente des-

plazada deberán ser escogidos en los encuentros regionales y nacionales de

sus organizaciones, mixtas o de mujeres, considerando criterios de represen-

tación regional, étnica y de edad.
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13. Fortalecer a la Red de Solidaridad Social en su papel de coordinadora del

SNAIPD.

Para ello es necesario: i) Dotarla de instrumentos para que pueda pasar de la

coordinación en el ámbito de la formulación de políticas y programas, a la

coordinación de las acciones de las distintas entidades en el terreno; ii) orientar

su trabajo hacia el fortalecimiento de los comités territoriales y la promo-

ción de las actividades de organización de las comunidades y la construcción

de espacios de participación y concertación; iii) fortalecer su capacidad de

respuesta y de cobertura en la asistencia humanitaria de emergencia; iv) des-

concentrar la gestión de la entidad en los aspectos técnicos, administrativos

y financieros; v) fortalecer la capacidad operativa y mejorar la capacidad de

decisión de las Unidades Territoriales (UT); y así simplificar y agilizar los

procesos de trámite interno, con el fin de hacer más ágil y oportuna la res-

puesta a las demandas de las comunidades de la población internamente

desplazada en los niveles locales.

Comités municipales, distritales y departamentales para la atención integral
a la población desplazada por la violencia

14. Asegurar la participación equitativa de las autoridades indígenas y los repre-

sentantes de organizaciones y comunidades afro descendientes en los comités

municipales, distritales y departamentales para la atención integral de la po-

blación desplazada por la violencia.

15. Trabajar en la desconcentración de las entidades del SNAIPD del orden nacio-

nal con presencia regional, en particular para los procesos de toma de

decisiones y asignación de recursos, y habilitar a los gerentes y directores

regionales para adquirir compromisos en el seno de los comités territoriales

y de las mesas de trabajo con la población internamente desplazada.

Este proceso es delicado y requiere control no sólo por parte de las organiza-

ciones estatales mismas, sino de la sociedad civil y de la población internamente

desplazada, con el fin de evitar un manejo clientelista de los recursos.

16. Establecer un sistema efectivo de comunicación de las entidades del SNAIPD,

particularmente entre: i) el nivel nacional y el nivel regional; ii) las entidades

del sector central y las administraciones locales y departamentales; iii) los

comités municipales y los departamentales; y iv) los comités, las ONG y las

organizaciones de la población internamente desplazada.
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17. Propiciar un papel más activo de los organismos de control para exigir a las

entidades e instancias involucradas en el funcionamiento de los comités, que

cumplan con sus obligaciones.

18. Desarrollar programas de formación y de difusión de derechos, políticas y

procedimientos para facilitar a las organizaciones de la población interna-

mente desplazada y a sus representantes, su participación efectiva en los

comités territoriales.

Sistema Único de Registro (SUR):

19. Garantizar el trato en igualdad de condiciones para mujeres y hombres en el

acceso al registro único de población internamente desplazada.

Para ello es necesaria la aplicación de las siguientes medidas: i) capacitación

a funcionarios/as en enfoque diferencial; ii) mejorar las categorías diferen-

ciales de información recogida en los nuevos formatos de declaración y en el

de caracterización, según el nivel de vulnerabilidad, tanto de personas (jefas,

viudas, adolescentes) como de hechos de violencia que incluyan la violencia

sexual de género y de pérdidas que incluyan las sufridas por las mujeres; iii)

ofrecer como alternativa, que la declaración sea tomada por una funcionaria

mujer; iv) establecer los correctivos necesarios a los procedimientos de ins-

cripción en el Sistema Único de Registro (SUR), de manera que sean resueltas

positivamente las solicitudes de inscripción de mujeres cabezas de familia

como titulares autónomas en el mismo; de esta manera, se facilita el acceso a

programas para la adjudicación del subsidio de vivienda o de tierras para

auto-producción y producción para la comercialización.

20. Capacitar a los/las funcionarios/as en el reconocimiento de las dificultades es-

pecíficas de los/las indígenas y afro descendientes para presentar la declaración.

21. Mejorar la capacidad logística de las oficinas locales del Ministerio Público

que reciben la declaración, y garantizar un entrenamiento adecuado a los/las

funcionarios/as directamente encargados/as de recibirla.

22. Implantar un sistema de evaluación permanente de la accesibilidad de la po-

blación internamente desplazada a todo sistema de registro, en particular de

la calidad de la atención que prestan las entidades del Ministerio Público en

la toma de la declaración y la Red de Solidaridad Social en la valoración y la
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inscripción en el registro, con indicadores y estándares de desempeño, e im-

plantar un sistema de mejoramiento continuo del mismo.

23. Poner en marcha el módulo de seguimiento dentro del sistema de registro

que permita efectuar en forma permanente la evaluación de las necesidades

de la población internamente desplazada con el objeto de diseñar las políti-

cas y definir prioridades.

Deben tenerse en cuenta los parámetros señalados por la Corte Constitucional

en la Sentencia T-025 de 2004 y en particular el Auto del 27 de abril de 2004.

Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada

Aspectos generales del Plan

24. Incluir y desarrollar completamente, dentro de los objetivos del Plan Nacio-

nal para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, lo

estipulado en el artículo 10 de la Ley 387 de 1997.

25. Estipular de manera clara y con carácter vinculante, las responsabilidades y

los compromisos en materia de presupuesto y de resultados de todas las en-

tidades del SNAIPD.

Para ello es necesario complementar la versión general del Plan, con progra-

mas y presupuestos específicos de prevención y atención al desplazamiento

interno forzado por parte de cada una de las entidades involucradas.

26. Mantener, ampliar y desarrollar las instancias y los mecanismos de partici-

pación de la población internamente desplazada establecidos por la Sentencia

T-025 de 2004 y previstos en el Plan, incluido la participación equitativa de

las mujeres, la niñez, la juventud, los/las adultos mayores, los pueblos indíge-

nas y los grupos afro descendientes.

27. Una vez sean incorporados los cambios sugeridos, garantizar que el nuevo

Plan sea adoptado por Decreto, tal como lo dispone la Ley 387 de 1997, rem-

plazando el legalmente vigente (Decreto 173 de 1998) que ya es obsoleto, a

fin de lograr el carácter vinculante de las decisiones en él contenidas.

La experiencia con los anteriores documentos CONPES no ha sido alentadora

en este sentido.
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Estructura y contenido del Plan

28. Incluir objetivos generales y específicos, definir metas programáticas y cuan-

titativas verificables que enmarquen las fases, líneas estratégicas y acciones

ya formuladas (Ejemplo: integrar localmente 100.000 familias).

En igual sentido, dotar al Plan de un presupuesto y de un sistema de indicado-

res de seguimiento a la ejecución y a los resultados, estructurados de acuerdo

con los objetivos y las metas programáticas delimitadas.

Los indicadores planteados hasta ahora en la versión preliminar del Plan se

refieren únicamente a las acciones de cada institución, pero no a los objeti-

vos programáticos del Plan (en el logro de un mismo objetivo programático

pueden concurrir varias instituciones).

29. Garantizar un adecuado balance entre la prevención, la asistencia humanita-

ria de emergencia y la provisión de soluciones duraderas, en la definición de

las metas y en la asignación de los recursos.

El énfasis en la asistencia de emergencia, y la baja asignación de recursos, así

como la debilidad de resultados para la provisión de soluciones duraderas,

sigue siendo una de las preocupaciones centrales de los actores humanita-

rios nacionales e internacionales.

30. Formular explícitamente estrategias, mecanismos e instrumentos y asignar

los recursos para garantizar la igualdad de oportunidades para las familias

que deseen retornar, integrarse localmente (en el sitio de recepción) o rea-

sentarse (en un tercer sitio).

Aunque en la versión preliminar del Plan se consideran las tres alternativas,

la única meta explícita es el retorno de 30.000 familias.

31. Introducir en el Plan acciones y medidas concretas dirigidas a la reparación

de los derechos de la población internamente desplazada, incluidas medidas

de restitución, indemnización y rehabilitación.
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Recomendaciones para la reparación de los derechos de la población
internamente desplazada

32. Desarrollar una estrategia integral de reparación de los derechos, asociada a

los procesos de restablecimiento, que contemple programas y proyectos para:

i) Facilitar la reparación de los derechos de la población internamente des-

plazada que como consecuencia del desplazamiento fue desposeída de sus

bienes o sufrió otro tipo de perjuicios; ii) capacitar y rehabilitar a las vícti-

mas cuando fuere el caso, en especial tratándose de mujeres víctimas de

violencia en razón del género en el marco del conflicto, y de niñas y niños; y

iii) asesorar y brindar orientación jurídica a la población internamente des-

plazada que le permita conocer el contenido de sus derechos, los mecanismos

para hacerlos efectivos y, en particular, la forma para obtener de los respon-

sables la indemnización y la reparación correspondiente.

33. Disponer y poner en marcha los mecanismos mediante los cuales las perso-

nas desplazadas van a recuperar sus propiedades, en particular las tierras y

viviendas, o recibir la indemnización correspondiente.

34. Tener en cuenta este tema en los procesos de negociación política con gru-

pos armados que tuvieron responsabilidad en el desplazamiento y que en

numerosas oportunidades se beneficiaron, bien sea porque se apropiaron de

los bienes de los desplazados —expolio— o propiciaron procesos de ocupa-

ción de estos predios a favor de terceros.

35. Avanzar en materia de investigación y sanción por el delito de desplazamiento

interno forzado.
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RECOMENDACIONES PARA LA ADOPCIÓN
DE UN ENFOQUE DIFERENCIAL
DE LA POLÍTICA

Recomendaciones generales

36. El Estado debe adecuar la política pública de prevención, pro-

tección y atención al desplazamiento interno forzado a un

enfoque diferencial con acciones especiales (afirmativas) a

favor de las mujeres, de los diferentes grupos etarios y de los

grupos étnicos de la población internamente desplazada.

Para tomar medidas correctivas es preciso: i) reconocer la com-

plejidad y la especificidad con la que el desplazamiento interno

forzado se manifiesta según sexo, edad, pertenencia a un grupo

étnico y orientación sexual; ii) realizar una caracterización di-

ferencial del impacto de la política pública con indicadores

diseñados desde un enfoque diferencial.

Se sugiere tener en cuenta las siguientes variables: i) mujeres

jefas de hogar, jóvenes, niñas y niños, adultas y adultos mayo-

res, mujeres y hombres indígenas y mujeres y hombres afro

descendientes; ii) vulnerabilidad y potencialidades específi-

cas de las personas, para la realización de sus derechos

económicos, sociales y culturales, en materia de salud, educa-

ción, vida digna (producción, ingresos, trabajo y seguridad

alimentaria), vivienda y participación; y iii) los actos de vio-

lencia sexual, la violencia doméstica y familiar, la planificación

familiar forzada, el castigo por transgredir los valores y cos-

tumbres morales, y la discriminación contra los homosexuales.
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37. Capacitar a los funcionarios públicos de las entidades responsables de la pro-

tección, prevención y atención a la población internamente desplazada por la

violencia, sobre los derechos específicos de los diferentes sectores poblaciona-

les, y el impacto diferencial que tiene el desplazamiento sobre los mismos.

38. Diseñar y poner en marcha una campaña masiva para que la sociedad co-

lombiana se sensibilice y responda de manera adecuada y diferenciada al

desplazamiento de estos sectores de población.

39. Verificar que se cumpla con la inclusión de los componentes diferenciales en

la formulación de las especificaciones y en la entrega de los diversos “kits”

(aseo personal, alimentación, vestuario y elementos de adaptación al hábi-

tat) de ayuda humanitaria, atendiendo tanto a un enfoque de género como

de edad y de diversidad cultural, y respetando las costumbres y los planes de

vida en el caso de los grupos étnicos.

40. Diseñar instrumentos adecuados culturalmente en cada una de las fases de

atención.

Enfoque diferencial de género

41. Hacer visible y documentar la violencia sexual y de género en las situaciones

de desplazamiento, de riesgo de desplazamiento o de “confinamiento” de las

comunidades.

Para esto es necesario: i) incorporar un módulo sobre violencia sexual y de

género en los programas de capacitación a funcionarios de la Procuraduría

General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y la Fuerza Pública, a escala

nacional y regional; ii) promover la incorporación de una categoría de vio-

lencia sexual y de género en los formatos de documentación y seguimiento a

esas instituciones; esta documentación debe ser muy específica y dar cuenta

de información desagregada por edad y por grupos étnicos; iii) garantizar un

acceso y trato en igualdad de condiciones para mujeres y hombres en las ges-

tiones de declaración y registro. Se debe capacitar a los funcionarios para

reconocer las dificultades específicas de mujeres y/o grupos étnicos en la pre-

sentación de la declaración y la valoración sobre la causa del desplazamiento;

dificultades por trauma, desorientación, falta de experiencia en movilidad, en

el manejo de la ciudad y en la interacción con entidades del Estado; y iv) pro-

mover que las campañas de documentación y registro incluyan a las mujeres, y

además se acompañen de acciones de difusión y capacitación en sus derechos.
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42. Para que las políticas den una mejor respuesta al fenómeno del desplaza-

miento interno forzado, se debe: i) incluir el sexo de la persona internamente

desplazada como uno de los criterios posibles de discriminación enunciados

en la Ley 387 de 1997; ii) los sistemas de información deben considerar aná-

lisis de género, identificar a las mujeres cabeza de familia, y permitir la

inscripción a título personal, de tal forma que los cambios en los vínculos

conyugales o en la convivencia no alteren el reconocimiento como

beneficiario(a) de todos los inscritos.

43. Es urgente impartir capacitación a todas las dependencias del sistema de jus-

ticia penal y militar, respecto de la violencia basada en el género y los derechos

humanos de la mujer, de conformidad con las obligaciones contraídas por el

Estado para prevenir, investigar y enjuiciar todos los actos de violencia con-

tra las mujeres.

Este proceso de capacitación debe integrarse al programa de formación en

materia de derechos humanos que ya se está ejecutando.

44. El ACNUR acoge y reitera las recomendaciones contenidas en el Informe de la

Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuen-

cias, Señora Radhika Coomaraswamy, presentado en marzo 2002, en el cual

se plantea que es necesario tratar de resolver como cuestión prioritaria la

situación de las mujeres internamente desplazadas y de las mujeres y niñas

que son combatientes o ex combatientes.

La relatora especial insta a toda las partes en el conflicto a que acaten los

Principios Rectores de los Desplazamientos Internos y garanticen su cum-

plimiento.

Reitera la necesidad de aplicar plenamente las recomendaciones formuladas

por el representante del Secretario General de las Naciones Unidas, sobre los

desplazados internos al gobierno de Colombia y a los grupos armados de

este país, entre las cuales figura la atención especial que se debe prestar a las

necesidades específicas de la mujer, los niños y las niñas, quienes constituyen

la mayoría de la población internamente desplazada.

Según la relatora, el Estado debería adoptar medidas eficaces para garantizar

que los intereses específicos en materia de seguridad de las mujeres y los

niños/as desplazados/as por el conflicto, sean atendidos, incluso mediante

medidas contra la violación y la trata de personas.



[298]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

45. El ACNUR también reitera la solicitud del Consejo de Seguridad de las Nacio-

nes Unidas, mediante Resolución 1325 de marzo de 2001, a los estados

miembros y al Secretario General, para profundizar en la dimensión de gé-

nero y derechos de la mujer en el marco de los conflictos armados y las

iniciativas de construcción de la paz.

Es necesario que las mujeres tengan una equitativa participación en los pro-

cesos de paz para que siempre haya verdad, justicia y reparación, sin olvidar

los delitos de violencia sexual contra las niñas, las mujeres jóvenes y adultas,

y los grupos étnicos.

46. El ACNUR comparte algunas de las recomendaciones planteadas por el Ob-

servatorio de Derechos Humanos de las Mujeres en su documento: Mujeres

desplazadas: acciones del gobierno colombiano; relativas a :

i) Establecer una prioridad para las mujeres, en especial para las líderes

comunitarias, las mujeres indocumentadas, viudas o jefas de hogar, en el

ejercicio y protección legal de sus derechos y en la solución por vías jurí-

dicas de sus conflictos, así como en la investigación de los hechos que

generaron el desplazamiento y su efectiva reparación, según lo establece

el numeral 4º del artículo 10 de la Ley 387 de 1997.

ii) El Estado colombiano, además, está obligado a disminuir los altos nive-

les de impunidad en la investigación de los delitos relacionados con la

violencia sexual e intrafamiliar, así como con el esclarecimiento de los

hechos y agentes que ocasionaron el desplazamiento, en cumplimiento

de lo establecido al respecto por la Convención Belem do Pará.

47. Adicionalmente, el ACNUR también acoge las recomendaciones planteadas

por el Observatorio de Derechos Humanos de las Mujeres en el citado docu-

mento, relativas a la protección de las mujeres líderes comunitarias y aquellas

que participan activamente en organizaciones para la defensa y promoción

de sus derechos (antes y después del desplazamiento).

En particular, el Observatorio propone una adecuación al programa de pro-

tección a los defensores y defensoras de los derechos humanos, para que sean

consultadas y atendidas las necesidades y requerimientos de estas mujeres,

de manera prioritaria y efectiva.
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Enfoque diferencial para los pueblos indígenas y las comunidades
afro descendientes

Estas recomendaciones pretenden ser una guía que se adapte a la diversidad de

condiciones, necesidades y características de los diferentes pueblos indígenas y de

las comunidades afro descendientes. Buscan ayudar a fortalecer a las diferentes

comunidades y a las organizaciones indígenas y afro descendientes en sus estrate-

gias de resistencia pacífica al conflicto para permanecer en sus territorios y

consolidar sus proyectos de vida.

La mejor manera de responder y respetar las particularidades de los pueblos indí-

genas y de las comunidades afro descendientes, es acatar el mecanismo de consulta

previa a sus autoridades y organizaciones. Esto es, concertar con ellas las políticas

y programas que las afecten, en el marco de la obligación del Estado de respetar y

mantener la diversidad cultural del país.

48. Apoyar a los grupos étnicos afectados por el desplazamiento interno forza-

do, en el fortalecimiento de su autonomía, sus planes de vida, sus formas

propias de gobierno y organización social, sus procesos de toma de decisión,

sus mecanismos de resistencia pacífica al conflicto, sus procesos de cons-

trucción de identidad y agilizar los procesos de titulación, ampliación y

saneamiento territorial de los resguardos indígenas y las tierras de comuni-

dades afro descendientes afectados por el desplazamiento interno forzado.

En particular: i) generar los mecanismos necesarios para constituir resguar-

dos en los territorios indígenas con alta incidencia de desplazamiento interno

forzado; se consideran prioritarios resguardos como los Kankuamos y Yupo–

Yukpa, entre otros; ii) fortalecer la jurisdicción especial; iii) contribuir a la

autonomía alimentaria; iv) apoyar a las comunidades en riesgo y a las comu-

nidades receptoras de personas internamente desplazadas. La atención debe

brindársele no sólo a los individuos y familias desplazadas sino a sus comu-

nidades de origen y de llegada, especialmente a las que estén en mayor riesgo

frente al conflicto armado.

49. Articular las acciones y apoyos que se definan para la población indígena y

afro descendiente internamente desplazada, a sus planes de vida.

En particular, tener en cuenta sus características culturales (modos de pro-

ducción, ritmos de trabajo, maneras de socializar a las nuevas generaciones,

sistemas de castigos y administración de justicia, sistemas de creencias y ri-
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tuales, etc., sus formas de autoridad y de gobierno y sus procesos de toma de

decisión.

50. Convocar a las autoridades y organizaciones indígenas y a las comunidades y

organizaciones afro descendientes, a las instancias de participación y deci-

sión de la política pública. Ejemplo: comités departamentales y municipales

para la atención integral de la población desplazada por la violencia.

51. Asegurar la consulta previa a las autoridades en caso de concesiones y per-

misos de explotación de recursos naturales y megaproyectos en sus territorios,

para no poner en riesgo a la población.

Garantizar la participación de las autoridades en los estudios de impacto

ambiental y sociocultural de los proyectos de desarrollo.

52. Implementar la Directriz para la Atención Integral de la Población Despla-

zada Indígena, realizada conjuntamente por la Red de Solidaridad Social, la

ONIC, la Defensoría del Pueblo, representantes de las organizaciones indíge-

nas y el ACNUR, que fue producto de la investigación editada y publicada

bajo el título: El desplazamiento indígena en Colombia.

53. Reglamentar los capítulos de la Ley 70 de 1997 que aún no se han reglamen-

tado (4, 5 y 7), relacionados con: i) uso de la tierra y protección de los recursos

naturales y del ambiente; ii) los recursos mineros; y iii) planeación y fomen-

to del desarrollo económico y social.

Convivencia desde un enfoque diferencial

54. Promover la extensión del programa “Redes de Buen Trato” y de otros pro-

gramas de prevención de violencia doméstica y de violencia sexual y de género

entre la población internamente desplazada y facilitar su acceso y participa-

ción a los mismos.

La Defensoría del Pueblo en una investigación sobre los derechos humanos

de las mujeres en situación de desplazamiento plantea, entre otras, las si-

guientes recomendaciones que el ACNUR comparte:

55. Generar al interior de albergues temporales, códigos de convivencia protec-

tores de la vulnerabilidad de niñas y mujeres adecuados culturalmente, que
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redunden en el restablecimiento o en la adopción de actitudes de respeto,

responsabilidad, reconocimiento y autoprotección.

Un ejercicio similar, debe ser replicado al interior de los hogares, en especial

los de familia extensa, a través de la promoción y difusión de esos valores

mediante campañas de gran alcance.

56. Diseñar programas de capacitación adecuados culturalmente, dirigido a

los hombres en situación de desplazamiento interno forzado, sobre el dere-

cho de la mujer a generar ingresos.

Se requiere hacer énfasis en que la generación de ingresos por parte de la

mujer no remplaza ni compite con el trabajo que los hombres deben y quie-

ren realizar, por lo que es necesario llegar a nuevos acuerdos familiares.
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RECOMENDACIONES A LA POLÍTICA
PÚBLICA DE PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN
DE LA POBLACIÓN INTERNAMENTE
DESPLAZADA

Recomendaciones generales

57. Desarrollar una estrategia integral de prevención del despla-

zamiento interno forzado, que responda a los siguientes

criterios mínimos: i) encontrar un equilibrio entre la función

de preservar el orden y la necesidad de proteger los derechos

de la población; ii) articular diferentes tipos de programas para

atender los múltiples factores que causan los desplazamien-

tos; iii) garantizar la coherencia entre las políticas; iv) limitar

el riesgo de que las acciones para garantizar el control del or-

den público se conviertan en causantes de situaciones de riesgo

y agudicen la vulnerabilidad de las comunidades; en esa me-

dida, evaluar el impacto de estrategias como el control de

abastecimientos sobre la población.

58. Dirigir las estrategias de prevención para contrarrestar los he-

chos que generan el desplazamiento y no el desplazamiento

en sí mismo.

59. Enfatizar la ejecución de programas de fortalecimiento de la

organización y participación efectiva de la población inter-

namente desplazada, como factor de prevención y protección.

60. Alcanzar una posición definida de las autoridades en relación

con el apoyo a los procesos organizativos, y aplicar un criterio

de coherencia y no contradicción en el conjunto de acciones

que desarrolla el Estado.
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61. Articular el programa de defensores comunitarios a una respuesta integral

de prevención y protección.

Este programa ha sido desarrollado por la Defensoría del Pueblo y busca

establecer una relación de cercanía con las comunidades, limitar sus factores

de riesgo y vulnerabilidad. Sin embargo, no está soportado en una estrategia

del Estado, y responde más a la iniciativa de las comunidades y de la Defen-

soría del Pueblo.

62. Reconocer e identificar la magnitud del problema de protección a la vida e

integridad de los líderes y otras personas en situación de desplazamiento.

Determinar en qué consiste y por qué se requiere una respuesta específica

para la población internamente desplazada.

Ello implica: i) ajustar los criterios del programa de protección de defenso-

res de derechos humanos y líderes que maneja el Ministerio del Interior a las

disposiciones de la Ley 387 de 1997; ii) revisar y aplicar los criterios estable-

cidos en la Sentencia T-719 de 2003 acerca del derecho a la seguridad personal;

iii) adecuar, con participación de la población internamente desplazada, el

programa para protección de líderes y de otras personas desplazadas amena-

zadas que actualmente maneja el Ministerio del Interior, de conformidad

con lo dispuesto en la Ley 387 de 1997; iv) generar mecanismos para que las

medidas de protección no se reduzcan a las meras medidas de seguridad; la

aplicación de éstas deja, por lo general, en situación de vulnerabilidad a las

organizaciones de población internamente desplazada; el traslado de un lí-

der afecta la organización, que en muchas ocasiones queda señalada frente a

los que ejercen la persecución; v) identificar los mecanismos particulares de

protección de los líderes de la población internamente desplazada al interior

del Comité de Riesgos Específicos para la población internamente desplaza-

da (CRER).

63. Desarrollar el artículo 10 de la Ley 387 de 1997, que ordena brindar asisten-

cia legal a la población internamente desplazada para que pueda acceder a la

justicia, buscar la sanción de los delitos y la reparación de los daños causados

por la violación a sus derechos.

64. Flexibilizar la ejecución de la estrategia de prevención, de manera que se

adapte a las formas en que los cambios en la dinámica del conflicto afectan a

la población.
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Desde el punto de vista humanitario y frente a la necesidad de prevenir las

causas que originan el desplazamiento interno forzado de la población, se

reitera la necesidad de establecer políticas preventivas para evitar situaciones

de desplazamiento intra-urbano, confinamiento o bloqueo de comunidades

por parte de los actores armados y retención de la población para ser vincu-

lada de manera forzada a actividades económicas ilícitas.

65. Identificar, caracterizar y definir las metas, las estrategias y los instrumentos

para la asistencia a poblaciones sitiadas o bloqueadas, que involucren simul-

táneamente acciones en materia de prevención, asistencia de emergencia y

estabilización socioeconómica.

Política de prevención

66. Fortalecer el rol de la Defensoría del Pueblo en el Sistema de Alertas Tempra-

nas (SAT), de manera que pueda resolverse la tensión entre las estrategias de

seguridad y aquellas de protección de la población en medio del conflicto

armado.

67. Fortalecer el cubrimiento y la presencia de las “misiones humanitarias” y

promover respuestas coordinadas por parte del Estado.

Es conveniente que las autoridades evalúen, desde el punto de vista humani-

tario, los riesgos que puedan representar para las comunidades instrumentos

como el Programa de Acción Integral, los cuales buscan respuestas inmedia-

tas y coordinadas para comunidades en riesgo, cuando son vinculados al

desarrollo de operaciones militares.

Política de protección

68. Establecer mecanismos para que las autoridades locales apliquen lo determi-

nado en el Decreto 2569 de 2000 en materia de protección.

Es fundamental, que los comités municipales, distritales o departamentales

para la atención a la población desplazada por la violencia asuman como

parte de sus funciones la adopción de medidas especiales para la protección

de la comunidad.

69. No tomar medidas que creen un riesgo extraordinario a las personas que son

objeto de protección, tal como lo señala la Corte Constitucional.
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De los parámetros establecidos por la Corte para hacer efectivo el derecho a

la seguridad personal, dos elementos cobran especial importancia: i) la ca-

pacidad de reacción frente a cambios en el nivel de riesgo de las persona y, ii)

la aplicación de lo que podría llamarse el principio de no contradicción.

70. En el caso de capturas y acusaciones en contra de miembros de organizacio-

nes de población o comunidades internamente desplazadas, se recomienda

evitar acusaciones genéricas y evaluar la forma de aplicar las medidas, de tal

manera que no se debilite la organización, aumentando la vulnerabilidad y

el riesgo para sus miembros. Ello sin dejar de cumplir con los mandatos le-

gales y las órdenes impartidas por la justicia.

71. Evaluar el impacto que las medidas que deba adoptar el Estado para garanti-

zar el cumplimiento de la Ley y la preservación del orden público, puedan

generar sobre la población o las personas que, de por sí, están en situación de

riesgo y vulnerabilidad extraordinaria (en los términos de la Sentencia T-

719 de 2003); y establecer mecanismos para que, sin dejar de cumplir con la

obligación constitucional, se mitigue el impacto que la acción de las autori-

dades pueda generar sobre la población.

72. Establecer medidas de protección y tomar acciones concretas para esclarecer

las situaciones específicamente relacionadas con la persecución a organiza-

ciones de mujeres.

73. En cuanto a los programas de orientación y asesoría jurídica, a cargo de los

comités municipales de atención integral a la población desplazada por la

violencia, establecidos como medida de prevención en el artículo 8º de la

Ley 387 de 1997, se recomienda establecer una prioridad para las mujeres, en

especial, para las líderes comunitarias, las mujeres indocumentadas, viudas

o cabeza de hogar, en el ejercicio y protección legal de sus derechos y en la

solución por vías jurídicas de sus conflictos, las vulneraciones a sus derechos

y la investigación de los hechos que generaron el desplazamiento y su efecti-

va reparación, según lo establece el numeral 4º del artículo 10 de la Ley 387

de 1997.

El Estado colombiano está obligado, además, a disminuir los altos niveles de

impunidad en la investigación de los delitos relacionados con la violencia

sexual e intrafamiliar, así como con el esclarecimiento de los hechos y agen-

tes que ocasionaron el desplazamiento interno forzado.
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Protección de la propiedad y posesión de bienes inmuebles

74. Tomar medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones de los

comités municipales, distritales y departamentales para la atención integral

de la población desplazada por la violencia, en relación con la aplicación del

Decreto 2007 de 2001.

75. Ampliar, fortalecer y socializar los mecanismos y herramientas desarrolla-

dos por el “Proyecto de Protección de Bienes Patrimoniales de la Población

Rural Desplazada y Fortalecimiento del Tejido Social Comunitario”, a los co-

mités departamentales y municipales de atención integral a la población

desplazada por la violencia.

76. Ejecutar medidas especiales para la enajenación, adjudicación y titulación

de tierras.

El “Proyecto de Protección de Bienes Patrimoniales de la Población Rural

Desplazada y Fortalecimiento del Tejido Social Comunitario”, ha logrado es-

tablecer una base sobre la cual se puede llevar a cabo una aplicación más

sistemática al Decreto 2007 de 2001, la cual requiere de un mayor esfuerzo

presupuestal y de una mayor capacidad de gestión en las instituciones com-

petentes.

77. Definir protocolos para la protección de los bienes muebles en localidades

sin presencia de la población, pero con presencia de autoridades.

Las dificultades para poder estructurar un programa de protección de bie-

nes muebles abandonados, aunque evidentes, no pueden ser argumento para

negar el derecho de la población para que éstos sean protegidos.

78. Establecer medidas especiales para impedir que las personas internamente

desplazadas pierdan sus bienes como consecuencia del atraso de pagos cre-

diticios (en especial hipotecarios), servicios públicos e impuestos prediales.

79. Establecer y definir en el Plan Nacional para la Atención de la Población

Desplazada por la Violencia, las acciones y los recursos necesarios, con las

respectivas metas cuantitativas, para poner en marcha efectivamente los

mecanismos de protección de la propiedad de los predios de la población

internamente desplazada, dispuestos en el Decreto 2007 de 2001.
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Deben cubrirse al menos los 165 municipios y las 20 micro-regiones donde

se concentra el 70% del fenómeno de la expulsión.

80. Garantizar la protección de los resguardos indígenas como propiedades co-

lectivas inalienables, sus formas de gobierno propio (cabildos), sus procesos

y espacios de toma de decisión y sus autoridades tradicionales, en particular

en aquellos casos donde se concentran los desplazamientos masivos e indivi-

duales de comunidades y personas pertenecientes a estos pueblos.

81. Garantizar la protección de los territorios colectivos de las comunidades afro

descendientes, sus formas de gobierno propio, organización y espacios de

toma de decisión, en particular en aquellos casos donde se concentran los

desplazamientos masivos e individuales de comunidades y personas perte-

necientes a este grupo étnico.
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RECOMENDACIONES A LA POLÍTICA
PÚBLICA DE ATENCIÓN INTEGRAL

Atención humanitaria de emergencia

82. Eliminar la condición suspensiva que supedita el derecho de

la población internamente desplazada a recibir atención hu-

manitaria de emergencia a la disponibilidad de recursos,

establecida en los artículos 21, 25 y 27 del Decreto 2569 de

2000, y el condicionamiento del artículo 18 que reconoce este

derecho sólo a quienes hayan presentado su declaración máxi-

mo un año después de ocurridos los hechos que generaron el

desplazamiento interno forzado.

83. Establecer las estrategias e instrumentos para garantizar que se

atienda al enfoque diferencial respecto a género,  edad y etnia.

Se recomienda en particular: i) Adoptar normas específicas

para la distribución de la ayuda humanitaria de emergencia

hacia mujeres con hijos/as en los protocolos de subcontrata-

ción y en los criterios de evaluación de las prácticas regionales;

ii) propiciar criterios compartidos de atención respecto al gé-

nero, la edad y la etnia entre la Red de Solidaridad Social y el

CICR; iii) fortalecer los componentes diferenciales de los di-

versos “kits” de ayuda humanitaria, específicamente lo que

tiene que ver con elementos de aseo personal, alimentación,

vestuario y elementos de adaptación al hábitat, con entero res-

peto de las particularidades culturales de los grupos

beneficiarios atendidos; iv) asegurar la plena participación de

la mujer en la planificación, control y distribución de sumi-

nistros básicos de la asistencia humanitaria de emergencia.
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84. Garantizar la equidad (principio de igualdad) en la cobertura, calidad y opor-

tunidad de la atención entre los desplazamientos “gota a gota” (hasta ahora

en situación desventajosa) y los desplazamientos masivos.

En particular: i) reducir al mínimo, el tiempo entre la presentación de la

declaración, la valoración de la misma, la decisión de inscripción en el regis-

tro y el suministro de la asistencia humanitaria de emergencia; ii) reducir al

mínimo el tiempo para la valoración de las necesidades, una vez inscrita la

respectiva familia en el registro; iii) asignar los recursos necesarios y sufi-

cientes para garantizar la asistencia de urgencia, en los términos previstos en

el Decreto 2569 de 2000, a las familias que demandan asistencia de emergen-

cia de manera individual y que se encuentren en urgencia evidente; iv) diseñar

y poner en marcha un sistema de información y documentación de los pro-

cesos y tiempos de respuesta en los casos de atención a desplazamientos

individuales y retornos.

85. Garantizar la prestación de la asistencia psicosocial como parte integral de la

asistencia humanitaria de emergencia a todas las familias, puesto que su de-

manda es muy alta y el déficit muy grande.

Para ello se requiere: i) ampliar la cobertura de la atención del ICBF y del

Ministerio de la Protección Social, para garantizar el cubrimiento de todas

las familias atendidas por la Red de Solidaridad Social; ii) establecer meca-

nismos para garantizar la vinculación de las entidades territoriales en la

prestación de la atención psicosocial.

86. Adoptar medidas que garanticen la vinculación efectiva y coordinada de to-

das las entidades del SNAIPD en la prestación de la asistencia humanitaria de

emergencia.

Ello implica: i) exigir de las entidades del nivel central, en especial del ICBF y

del Ministerio de la Protección Social, un mayor compromiso y esfuerzo fis-

cal que permita complementar las acciones de la Red de Solidaridad Social

en materia de atención a la emergencia; ii) involucrar de manera más decidi-

da y efectiva a los municipios y a los departamentos; y iii) establecer

mecanismos específicos de coordinación entre todas las instituciones que

prestan la asistencia.

87. Fortalecer el esquema de prestación de la atención humanitaria de emergen-

cia a través de operadores especializados y con experiencia en la materia, de
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manera que ésta sea prestada directamente por la Red de Solidaridad Social

en aquellos casos en los cuales no sea factible dicha modalidad.

Se recomienda, desde este enfoque de sistema: i) fortalecer a las ONG y de-

más entidades operadoras; ii) implementar un proceso sistemático de

evaluación de los operadores, basado en indicadores de seguimiento y eva-

luación; iii) poner en marcha mecanismos de veeduría sobre la oportunidad

y calidad de la asistencia a cargo de la población internamente desplazada;

iv) articular la ayuda de la cooperación internacional a las ONG; e v) involu-

crar a estas últimas, en las iniciativas de comunicación pública y

sensibilización de la población.

88. Fortalecer las unidades de atención y orientación (UAO) y ampliar su porta-

folio de servicios a la población internamente desplazada.

En particular: i) mejorar el compromiso de las alcaldías y los municipios,

como estrategia para superar los problemas de disponibilidad de personal, la

alta rotación del mismo, y las dificultades para el pago de servicios y arrien-

dos de las instalaciones, que se traducen en el deterioro de calidad de la

atención; ii) incluir en la actividad de las UAO un programa de orientación

en derechos sexuales y reproductivos (DSR) especialmente orientado a muje-

res y jóvenes.

89. Establecer sistemas de información y mecanismos de seguimiento a la pres-

tación de la atención humanitaria en el terreno, a fin de garantizar que ésta

se preste de manera integral, incluyendo especialmente la atención psicoso-

cial, y el acceso a la atención en salud y a la educación básica, siempre con

respeto a las tradiciones y a la cultura de los grupos étnicos.

90. Generar al interior de albergues temporales, códigos de convivencia protec-

tores de la vulnerabilidad de niñas y mujeres, que redunden en el

restablecimiento o en la adopción de actitudes de respeto, responsabilidad,

reconocimiento y autoprotección.

Un ejercicio similar, debe ser replicado al interior de los hogares, especial-

mente los de familia extensa, a través de la promoción y difusión de estos

valores mediante estrategias de comunicación de alcance masivo.

De otro lado, también debe tenerse en cuenta, en especial en situaciones de

albergue temporal, la difusión de información pertinente respecto de los cui-
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dados y previsiones sanitarias por adoptar en relación con el uso de baños,

sanitarios o letrinas colectivas.

91. Establecer lineamientos y acciones concretas para que las mujeres desplaza-

das cabeza de familia tengan participación en la operación y el control de la

distribución de la ayuda humanitaria de emergencia, de acuerdo con lo esta-

blecido por los Principios Rectores y por la Corte Constitucional.

92. Poner en práctica programas efectivos de atención a la postemergencia, en-

tendida como la asistencia a la población internamente desplazada después

de la prestación de la atención humanitaria de emergencia y antes de que

ésta tenga acceso a las soluciones duraderas.

93. Garantizar los recursos necesarios para cubrir adecuadamente, con asisten-

cia alimentaria en la fase de postemergencia, a aquellas familias que continúen

en condiciones de vulnerabilidad alimentaria una vez finalizada la atención

humanitaria de emergencia.

Atención en salud

94. Poner en marcha una campaña de información masiva dirigida a la pobla-

ción internamente desplazada y de capacitación a los funcionarios de salud,

sobre los derechos en materia de atención en salud a estas personas, y sobre

los instrumentos y procedimientos para reclamarlos.

95. Formular y poner en práctica en los municipios un esquema integral de aten-

ción en salud que incluya la promoción de la salud y la prevención de la

enfermedad para la población internamente desplazada; adelante progra-

mas diferenciados para los distintos grupos (mujeres, niños, adultos/as

mayores, indígenas, afro-descendientes) y fortalezca la capacidad local para

responder a la demanda oportunamente y con calidad.

Para ello es necesario: i) comprender a las entidades territoriales dentro del

alcance de la Resolución 0412 de 2000 que establece las guías y normas de

atención a las enfermedades de interés en salud pública; y ii) definir un pa-

quete básico y equitativo de servicios para la población pobre no afiliada,

incluida la desplazada.

96. Dar apoyo técnico a los municipios para la formulación y ejecución efectiva

de planes integrales de atención en salud para la población internamente
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desplazada que, además de la atención prevista en el Régimen Subsidiado,

incorporen: i) acceso a alimentos básicos, agua potable, alojamiento, vivien-

da y vestido adecuados, y saneamiento ambiental; ii) acceso a servicios

odontológicos y psicológicos; iii) prevención y tratamiento de enfermedades

epidémicas sexuales y reproductivas e infectocontagiosas o peligros análo-

gos; iv) atención de las necesidades particulares de las mujeres, en términos

de salud reproductiva, enfermedades de transmisión sexual, protección con-

tra actos violentos hacia la mujer, prostitución forzada y requerimientos

sanitarios especiales; v) condiciones sanitarias que no pongan en riesgo la

salud de los niños y las niñas; vi) acciones en prevención de la malnutrición

infantil y la recuperación psicológica y reintegración social de los niños; y

vii) aceptabilidad cultural.

97. Formular una política de atención específica en salud para las mujeres en

situación de desplazamiento, en el marco de la política general de atención a

la población desplazada.

Ésta debe construirse con un enfoque diferencial y positivo, e incorporar las ne-

cesidades de las mujeres y su atención en materia de garantía de derechos sexuales

y reproductivos, y salud sexual y reproductiva en todas las fases del desplaza-

miento: emergencia, postemergencia y estabilización socioeconómica.

98. De conformidad con el perfil epidemiológico y los factores de riesgo, adelantar

en los principales asentamientos receptores de población internamente des-

plazada las siguientes acciones: i) atención en salud mental; ii) atención en

salud sexual y reproductiva; iii) prevención a la violencia contra las mujeres,

incluidas prevención y atención de la violencia doméstica y sexual; iv) sensibi-

lización y prevención del VIH-SIDA en todos los programas de ayuda

humanitaria; v) prevención y promoción hacia grupos vulnerables en enfer-

medades gastrointestinales, enfermedad diarreica aguda e infección respiratoria

aguda; vi) vacunación e inmunización, y vii) saneamiento básico y vivienda

saludable.

99. Proveer de manera inmediata anticoncepción de emergencia y tratamiento

contra las infecciones de transmisión sexual (ITS) para mujeres que han su-

frido violaciones, con el objetivo de prevenir embarazos no deseados y

proteger su salud.
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100. Las campañas de prevención de las enfermedades de transmisión sexual y

VIH-SIDA, deben ser mucho más agresivas en aquellos casos de población

internamente desplazada reasentada en contextos urbanos, y la acción pre-

ventiva debe enfocarse hacia los grupos más vulnerables como jóvenes y

mujeres, tal como lo ha planteado la Defensoría del Pueblo en la investiga-

ción Derechos humanos de las mujeres en situación de desplazamiento.

101. Para el tema de salud pública, se recomienda específicamente: i) trabajar el

Plan de Atención Básica en el marco de las mesas de salud de los comités

departamentales para la atención integral de la población desplazada por la

violencia; y ii) apoyar a las direcciones municipales de salud en campañas

de salud pública y reproductiva (responsabilidad a cargo de las UAO).

102. Elaborar perfiles epidemiológicos de mujeres en situación de desplazamien-

to, que incluyan factores de atención tanto física como psicológica, teniendo

en cuenta rangos de edad, y estableciendo a partir de ellos, cuadros de prio-

ridad en los programas de salud, como lo recomienda la Defensoría del

Pueblo en la investigación Derechos humanos de las mujeres en situación de

desplazamiento.

Ello implica: i) identificar a través del SUR, a las mujeres ubicadas en los

rangos de edad en los que con más frecuencia se da inicio a la actividad

sexual, y concretar una matriz de riesgo a partir de la desagregación de

datos e información, tales como actividad u ocupación permanente o alter-

nativa, grado de escolaridad, ingresos, consumo de sustancias psicotrópicas,

consumo de alcohol y jefatura del hogar al cual pertenece; ii) establecer

para las entidades de salud la obligación de referenciar, a partir de la aten-

ción prestada a mujeres y niñas en situación de desplazamiento, el riesgo y

la proximidad en relación con circunstancias y momentos específicos de su

ciclo sexual y reproductivo. Es decir, ampliar cualitativa y cuantitativamen-

te la lectura de indicadores de salud en esta población, de manera que, a

partir de allí, puedan indicarse puntos focales para enfatizar en su atención

y manejo, en el ámbito geográfico, y en los niveles etario y de sintomatolo-

gía patológica.

103. Incluir en la actividad de las UAO un programa de capacitación, orientación

y atención en derechos sexuales y reproductivos (DSR), con particular aten-

ción en la prevención de embarazos adolescentes y al acompañamiento a

jóvenes desplazadas embarazadas.



[314]

ACNUR / Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia

104. Poner en marcha medidas efectivas para garantizar que las entidades hos-

pitalarias suministren oportunamente a la población internamente

desplazada los medicamentos, ayudas diagnósticas y demás elementos ne-

cesarios para la atención adecuada.

105. Establecer las medidas necesarias para que las direcciones territoriales de

seguridad social en salud, con el apoyo de la Superintendencia Nacional de

Salud, desempeñen a cabalidad la labor de control y vigilancia sobre las ARS

e IPS en lo relativo a la prestación del servicio a las personas en situación de

desplazamiento.

106. Poner en marcha un sistema de información, seguimiento y evaluación de

la atención en salud a la población internamente desplazada, con indicado-

res específicos que permitan: i) conocer la evolución de aspectos básicos

tales como la cobertura efectiva, logro de metas, impactos, etc.; ii) desagre-

gar los datos según el sexo, la edad y la pertenencia a grupos étnicos; iii)

mejorar la eficiencia y la eficacia de las intervenciones; iv) prestar atención

inmediata; v) dar la orientación e información adecuada; v) valorar opor-

tunamente el riesgo de enfermar y/o morir; vi) concertar mecanismos

eficientes de participación, mediación y conciliación para que las personas

desplazadas promuevan la defensa de sus derechos.

107. Convocar y apoyar la conformación de grupos comunitarios de mujeres

internamente desplazadas para la planeación y seguimiento de las acciones

institucionales y estatales en materia de salud y salud sexual y reproductiva.

Dicha convocatoria debe incluir, además, un componente de capacitación

y actualización constante e interdisciplinaria.

108. Estudiar y establecer legalmente, por parte del MPS, mecanismos viables y

expeditos de cobro de los servicios prestados por la IPS a la población des-

plazada en los municipios receptores, a las ARS que los afilian en los

municipios de origen.

109. Promover en los municipios la conformación de un esquema de auditoria

social, con participación de las organizaciones de la población internamen-

te desplazada, sobre la cobertura efectiva y la calidad de la atención en salud.

Éste sería un elemento de apoyo a las direcciones municipales de salud para

el desempeño de sus labores de inspección, control y vigilancia.
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110. Diseñar una estrategia de salud dirigida hacia los grupos étnicos que respe-

te sus tradiciones y que articule las diferentes normas ya existentes: el Decreto

1811 de 1990, el Decreto 330 de 2001 y la Ley 691 de 2001.

111. Implementar un programa con las mismas características de la Operación

Prolongada de Socorro en el resto del país, con recursos del Estado, apoya-

do en la creación de sistemas de valoración nutricional y centros de

recuperación nutricional. Específicamente focalizar esfuerzos en la etapa

de postemergencia.

112. Eliminar los requisitos normativos que restringen el derecho de las perso-

nas no inscritas en el SUR a tener acceso a los servicios de atención en salud

(art. 2º Decreto 2131 de 2003).

Atención en educación

113. Desarrollar los instrumentos normativos que permitan establecer un es-

quema especial de financiación de la atención en educación para la población

internamente desplazada, a la luz de la respuesta del gobierno a la Sentencia

T-025 de 2004 y del nuevo Plan Nacional promulgado por el Consejo Na-

cional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia

en marzo de 2004.

Es necesario que el gobierno nacional asuma en la práctica, en relación con

el gasto para atender la educación de los niños, niñas y jóvenes en situación

de desplazamiento, lo dispuesto por la Corte Constitucional en sus senten-

cias SU-1150 de 2000 y T-025 de 2004.

Dada la magnitud de la demanda no atendida y la debilidad fiscal de la gran

mayoría de los municipios, la nación tendrá que hacer un esfuerzo fiscal

que se refleje en la asignación de una apropiación presupuestal adicional y

específica para atender dicho gasto, distinta a los recursos que ordinaria-

mente los municipios reciben a través del Sistema General de Participaciones

para financiar el gasto en educación.

114. Unificar y consolidar las diversas normas existentes en una sola que dé mayor

contundencia al sector en su respuesta al fenómeno del desplazamiento

como parte de las responsabilidades del Estado en la materia.
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Además de recoger aspectos ya contemplados en la normatividad vigente y

de adecuarse a lo prescrito en la Ley 715, se debería contemplar la gratui-

dad efectiva de la prestación del servicio no sólo en términos de la matrícula

y pensión, sino de todos los costos educativos asociados.

A este respecto, el ACNUR recomienda reconsiderar la medida adoptada en

el numeral 7 de la Directiva Ministerial No. 04 del 27 de marzo de 2003,

según la cual: “Los recursos por concepto de derechos académicos que de-

jen de percibir los establecimientos educativos oficiales, por haber decretado

las entidades territoriales la gratuidad en la educación, no podrán ser susti-

tuidos con los recursos de la participación para educación del Sistema

General de Participaciones”. Se propone que se exceptúe de esta medida el

caso de los y las escolares de las familias desplazadas.

En relación con el cambio normativo que se pueda eventualmente produ-

cir, se recomienda asumir criterios de progresividad para evitar la regresión

en las medidas y retomar los aspectos positivos de la normatividad vigente.

Así mismo, adoptar procedimientos específicos para cada una de las fases

del desplazamiento con el fin de que el derecho a la educación se contemple

integralmente para cada una de ellas.

115. Establecer una directriz de proyección para la adjudicación de cupos edu-

cativos a los niños y las niñas desplazados/as, que dé cuenta de un análisis

estadístico y geo-referenciado de los núcleos familiares en situación de des-

plazamiento, específicamente en el contexto urbano, sustentado en el Sistema

Único de Registro de Población Desplazada.

116. Capacitar a los maestros y las maestras en atención psicológica diferencia-

da de niños y niñas desplazadas.

117. Ampliar la cobertura de los programas de metodologías flexibles adaptadas

culturalmente (Aceleración del Aprendizaje y Modelo CAFAM) a cargo de

los entes municipales y bajo la coordinación del Ministerio de Educación

Nacional y la Red de Solidaridad Social, en las ciudades receptoras grandes

e intermedias.

Lo anterior es indispensable para superar el bajo nivel de escolaridad, que

es una de las situaciones que restringen la accesibilidad de la población in-

ternamente desplazada a los programas regulares de generación de empleo,
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y para contribuir al éxito de los programas específicos de reconversión la-

boral actualmente a cargo del SENA.

118. Brindar el apoyo técnico a los comités municipales para incluir la educa-

ción básica a la población internamente desplazada en el respectivo Plan

Integral Único (PIU).

119. Impulsar el fortalecimiento del Proyecto Educativo Institucional (PEI) en

los planteles, incorporando la atención diferencial a los niños y niñas de la

población desplazada de acuerdo con grupos de edad, género y etnia.

120. Proveer por parte del Ministerio de Educación Nacional, asesoría y apoyo

técnico a las autoridades territoriales para que asuman su responsabilidad,

identifiquen las dificultades y formulen cursos de acción para cumplir ca-

balmente con sus responsabilidades, a fin de que se cumpla lo establecido

en los decretos respectivos y en la Sentencia T-025 de 2004, en coordina-

ción con las acciones acometidas por el MEN y a la luz del nuevo Plan

Nacional.

Dicha asistencia estaría dirigida a: a). la creación o actualización de la base

de datos sobre la población desplazada local; b). la cuantificación de la que

demanda el acceso a educación; c). el conocimiento del estado de situación;

d). la estimación de los costos; y e). la formulación de una estrategia de

movilización de recursos, en coordinación con el gobierno nacional y a la

luz del nuevo Plan Nacional para la Atención Integral de la Población Des-

plazada por la Violencia, mediante la co-financiación con recursos

municipales, departamentales y nacionales, de un lado, y de cooperación

internacional, del otro.

121. Poner en marcha un sistema de seguimiento y evaluación, con indicadores

específicos que permitan conocer la evolución de aspectos básicos tales como

cobertura efectiva, el logro de metas y los impactos, entre otros.

122. Promover en los municipios la conformación de un esquema de auditoría

social, con participación de las organizaciones de población desplazada,

sobre la cobertura efectiva y la calidad de la atención en educación. Éste

sería un elemento de apoyo a las secretarías municipales de educación para

el desempeño de sus labores de inspección, control y vigilancia.
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123. Tomar medidas encaminadas a desvincular a la escuela del conflicto, a pro-

tegerla como espacio de paz y a la reconstrucción de proyectos de vida para

la niñez y la juventud victimizada por la violencia y el desplazamiento for-

zado (recomendación de la relatora especial Katarina Tomasevski).

124. Garantizar una estrategia educativa con enfoque de género, destinada al

análisis de los procesos educativos desde el punto de vista de ambos sexos y

al diseño de la educación en contra del conflicto y la violencia, que forme

para un ideario de sociedad de paz, basada en los derechos humanos igua-

les para todos y todas (recomendación de la relatora especial Katarina

Tomasevski)

125. Desarrollar inmediatamente mecanismos que hagan efectiva la eliminación

de toda discriminación contra las niñas embarazadas y las madres, de acuer-

do con la postulación de la Corte Constitucional (recomendación de la

relatora especial Katarina Tomasevski)

126. Garantizar que las metodologías flexibles o los modelos educativos espe-

ciales para la población internamente desplazada, contemplen respuestas

adaptables a las circunstancias y necesidades especiales de ciertos grupos

como los pueblos indígenas, las comunidades afro descendientes, las muje-

res embarazadas, las madres con hijos/as pequeños/as, las mujeres cabeza

de familia, las personas con discapacidades, los/las adultos analfabetas, y en

especial los/las jóvenes y niños/as que requieren aportar al sostenimiento

económico de la familia, y aquellos en situación de extra edad que no han

podido encontrar “cupo” en la escuela regular y que se han desplazado nue-

vamente.

127. Garantizar acceso especial de la población internamente desplazada a la

educación superior por medio de programas dirigidos a personas despla-

zadas y acuerdos con entidades oficiales, universidades y centros de

formación técnica públicos y privados.

128. Garantizar la implementación y ampliación de un programa con las mismas

características de la Operación Prolongada de Socorro y, específicamente, con

los componentes de complementación alimentaria para niños y niñas en edad

preescolar y escolar, ejecutados por el ICBF.

129. Realizar un diagnóstico de deserción escolar en las zonas de conflicto y de

concentración de población internamente desplazada, y desarrollar indica-
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dores diferenciales de acuerdo con el género y la pertenencia a grupos étni-

cos (por edad en todos los sectores poblacionales), y adoptar medidas

diferenciales que contrarresten la deserción escolar.

130. En el caso de los grupos étnicos, es necesario diseñar e implementar una

evaluación sistemática de impacto del desplazamiento en los procesos de

construcción de identidad, con cobertura nacional y con participación di-

recta de las poblaciones y autoridades en su diseño y puesta en marcha, que

permita adoptar medidas con enfoque diferencial en los programas educa-

tivos especiales dirigidos a estas poblaciones.

131. Capacitar a maestros y maestras en atención pedagógica diferenciada a ni-

ños/niñas, jóvenes y adolescentes de los diferentes grupos poblacionales,

respetando su identidad étnica y cultural, y sus planes de vida.

Estabilización socioeconómica

132. Buscar estrategias e instrumentos para superar la forma desarticulada como

se está prestando la asistencia para la generación de ingresos y acceso al

empleo, respecto a los demás componentes.

La estabilización socioeconómica no puede darse aislada de la satisfacción

simultánea de las otras necesidades tales como la seguridad alimentaria, la

salud, la educación, la vivienda, etc. La integralidad de la atención debe ir más

allá del ámbito discursivo y reflejarse en el terreno y en la práctica diaria.

133. Trabajar en la conformación de una estructura sistémica, bajo un marco de

intervención articulada y coordinada a nivel territorial, no sólo sectorial,

que posibilite coordinar y complementar las líneas de atención de los diver-

sos oferentes del SNAIPD.

134. Otorgar al componente de vinculación a los mercados laborales mayor prio-

ridad de la que se le ha prestado hasta ahora.

La política de estabilización socioeconómica depende tanto de la genera-

ción de ingresos por cuenta propia, donde el acceso a la tierra se convierte

en un factor clave, como de la vinculación de ésta a los mercados laborales.

135. Tomar las acciones necesarias para que la provisión de apoyo a la población

internamente desplazada para su estabilización socioeconómica, sea pron-
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ta y oportuna.  Ésta tiene un carácter humanitario y responde a una situa-

ción de emergencia, de modo que la oportunidad de la respuesta es crucial.

Para ello, es necesario adecuar los esquemas, procesos y procedimientos de

atención a la situación específica de la población y no al contrario.

136. Introducir un enfoque diferencial con criterios de género, edad y etnia, que

permita atender necesidades y situaciones de grupos específicos de la po-

blación internamente desplazada.

Ello implica: i) introducir criterios y mecanismos para la atención a muje-

res cabeza de familia; ii) formular e implementar programas dirigidos a

comunidades étnicas que respeten sus procesos de construcción de identi-

dad; iii) ofrecer asistencia a unidades campesinas de subsistencia que no

califican para créditos Finagro.

Acceso a la tierra y a la seguridad de la tenencia

137. Poner en marcha de manera inmediata, mecanismos alternativos para el

acceso a la tierra de la población internamente desplazada, procediendo a

la implementación efectiva del Decreto 1250 de 2004, a fin de producir re-

sultados concretos y expeditos.

Esta es una limitación para el acceso a los programas de estabilización so-

cioeconómica rural y, en particular, a los recursos de crédito. También se

recomienda acelerar las medidas necesarias para que el Consejo Nacional

de Estupefacientes asigne al Incoder y a los municipios, tierras provenien-

tes de la extinción de dominio, y éstas se pongan a disposición de los

proyectos de estabilización de la población internamente desplazada.

138. Poner en práctica el esquema de permuta de tierras, contemplado en el

Decreto 2007 de 2001 como un mecanismo de reparación al derecho a la

propiedad vulnerado a las familias desplazadas.

139. Establecer la diferenciación por sexo en las bases de datos de titulación, así

como las particularidades de la forma de tenencia y explotación de los bienes.

Reconocer las limitaciones de las mujeres para acreditar su propiedad so-

bre los inmuebles abandonados en los programas de adjudicación de tierras,
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en especial para las mujeres cabeza de hogar, quienes habrán de ser consi-

deradas como una de las personas con prelación en la adjudicación.

140. Revisar los mecanismos y las dos políticas actuales de protección de los

derechos territoriales de los pueblos indígenas que han sido afectados por

el desplazamiento interno forzado.

141. Establecer una meta específica relacionada con el acceso a tierras (median-

te diversas modalidades) que cubra a una proporción equitativa de la

población.

Esta es la principal limitación para el acceso a los programas de producción

alimentaria para subsistencia y de estabilización socioeconómica rural.

Generación de ingresos por cuenta propia y acceso al empleo

142. Adoptar una estrategia de apoyo para proyectos productivos distinta a la

del crédito, que sea consistente con la situación de crisis humanitaria y vul-

nerabilidad en que se encuentra la población internamente desplazada, y

con el carácter de emergencia que requiere la respuesta.

Ésta debería incluir una estrategia nacional, de amplia cobertura, de provi-

sión de recursos no reembolsables para la formulación de estudios de

preinversión, capital semilla, asistencia psicosocial y capacitación socio-

empresarial de los integrantes de la unidad productiva, capacitación y

asistencia técnica.

El crédito debería ser uno, pero no el único de los instrumentos, un com-

ponente opcional para ser utilizado en la medida en que se necesite.

143. Recopilar, actualizar y sistematizar los estudios de mercado y cadenas pro-

ductivas existentes en las regiones, y realizar estudios en aquellas donde no

existan, los cuales deben servir de base para la identificación, en cada re-

gión, de alternativas productivas para la población internamente desplazada.

144. Articular los programas de crédito con la asistencia en seguridad alimenta-

ria para las familias desplazadas que han sido beneficiarias.

145. Establecer fuentes y mecanismos de financiación pública para los estudios

de preinversión.
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La población internamente desplazada requiere apoyo financiero para el

cubrimiento de los costos de identificación y estructuración de los proyectos

con las comunidades desplazadas, y para la formulación y presentación de las

solicitudes de crédito por parte de planificadores agrarios (especialistas).

146. Rediseñar y flexibilizar las líneas de crédito productivo urbano y rural, ade-

cuándolas a las características de la población internamente desplazada.

147. Adecuar las líneas de financiación para población internamente desplazada

a las necesidades y situaciones específicas de las mujeres desplazadas, parti-

cularmente de las jefas de hogar.

Ello implica: i) asignar puntajes adicionales a las solicitudes presentadas

por ellas; ii) otorgar tasas preferenciales de interés (varios puntos menos

que el DTF); iii) establecer cuotas mínimas de participación femenina en

los programas de crédito; y iv) proveer programas especiales complemen-

tarios que permitan aliviar las responsabilidades domésticas y funciones de

cuidado de las mujeres.

148. Promover una nueva línea de crédito integral dirigida específicamente a las

mujeres (distinta a la de Finagro- Banco Agrario para mujeres cabeza de

familia),y subcontratada con una entidad especializada (por ejemplo, el

Banco de la Mujer).

149. Exonerar a las personas internamente desplazadas que se encuentran en

situación de mora, de la prohibición de otorgamiento del crédito.

Las solicitudes de crédito asociativo no son aprobadas cuando en el listado

de productores integrados aparecen personas reportadas como deudores

morosos en la Central de Información Financiera, CIFIN, o en los listados

del Fondo Agropecuario de Garantías, FAG. Esta es una circunstancia for-

zosa derivada del acto mismo del desplazamiento, y ello debería ser tenido

en cuenta.

150. Establecer seguros que permitan cubrir a las familias deudoras localizadas

en zonas de riesgo de desplazamiento, frente a los riesgos derivados de ata-

ques o amenazas de los actores armados. Éstos afectan a los beneficiarios o

a los proyectos en cuanto a la oportunidad y economía de la disponibilidad

de los insumos, la continuidad del proceso productivo, y el acceso al merca-
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do. La garantía cubre a la entidad prestamista por el no pago de la deuda,

pero no hay ninguna garantía para los productores deudores.

Capacitación productiva y recalificación laboral

151. Garantizar que previamente a la formulación y solicitud de financiación

para proyectos productivos, exista un programa de capacitación laboral del

SENA u otra entidad, con los recursos y con la cobertura suficiente. El pre-

rrequisito de que la población internamente desplazada tenga experiencia

previa en la actividad por desarrollar, o demostrar capacitación en el SENA

o en otra entidad avalada por la Red de Solidaridad Social, se convierte en

un obstáculo para el acceso al crédito.

152. Definir perfiles profesionales más adecuados a la realidad de la población

internamente desplazada, y en particular de las mujeres, en el programa de

capacitación laboral del SENA. Establecer cuotas de participación femenina

y dar prioridad a las mujeres jefes de hogar para la asignación de subsidios

de sostenimiento durante la capacitación.

153. Diseñar y poner en práctica un programa de capacitación, dirigido a los

hombres en situación de desplazamiento, sobre el derecho de la mujer a

generar ingresos, que les permita transformar su rol, aceptar esta nueva

condición y no generar procesos de violencia intrafamiliar. Se requiere ha-

cer énfasis en que la generación de ingresos por parte de la mujer no suple

el trabajo que ellos deben realizar y que es necesario llegar a nuevos acuer-

dos familiares, evitando que la mujer termine siendo doblemente explotada.

Vivienda y hábitat

154. Formular, adoptar legalmente y poner en práctica un esquema de protección

de las viviendas de la población internamente desplazada o en riesgo de des-

plazamiento, y un esquema de permuta de viviendas, similar al contemplado

para las tierras en el Decreto 2007 de 2001, como un mecanismo de repara-

ción del derecho a la propiedad vulnerado a las familias desplazadas.

155. Incrementar significativamente la disponibilidad de recursos para la aten-

ción a la población internamente desplazada en materia de vivienda,

mejorando así el muy bajo desempeño en términos de cobertura durante

los últimos seis años. Definir una estrategia de financiación que apele no
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sólo a los recursos del presupuesto ordinario, sino acceda a recursos de cré-

dito externo destinado a financiar el gasto social.

156. Buscar que el gasto en vivienda, infraestructura y saneamiento básico, esté

articulado a operaciones integrales de retorno, integración local o reasen-

tamiento, y no se canalice únicamente bajo la forma de subsidios a familias

individuales. Es decir, que se dirija preferencialmente hacia proyectos en

los cuales exista una estrategia integral de estabilización socioeconómica e

integración social, dirigida a un grupo específico de familias con la posibi-

lidad de incluir comunidades receptoras. En consecuencia, se hace necesario

que dentro de los esquemas de atención se incluyan intervenciones dirigi-

das al suministro de agua potable y el saneamiento ambiental básico

(tratamiento de aguas servidas y desechos).

157. Difundir ampliamente entre la población internamente desplazada, la po-

lítica, y los mecanismos de acceso a los subsidios a través de las cajas de

compensación familiar.

158. Flexibilizar y diversificar las líneas de atención de las entidades encargadas

del tema de vivienda, infraestructura y saneamiento básico, con el fin de

adecuarlas a la diversidad de necesidades de la atención a la población in-

ternamente desplazada.

159. Poner en marcha un programa de asistencia técnica y asesoría a las admi-

nistraciones municipales y a las organizaciones de la población desplazada,

en la formulación de proyectos de vivienda, infraestructura y saneamiento

básico, legalización de asentamientos y saneamiento de títulos de propie-

dad, y en la gestión de los mismos ante las entidades financiadoras.

160. Formular y poner en práctica esquemas de micro crédito hipotecario que

garanticen el acceso efectivo de la población internamente desplazada, para

lo cual sería necesario considerar en la reglamentación de los mismos, sus

condiciones especiales como usuarios (garantías, requisitos y tasas de inte-

rés).

161. Promover y gestionar, al interior de los proyectos de vivienda para pobla-

ción internamente desplazada, cuotas de participación de mujeres jefas de

hogar/viudas, madres adolescentes y ancianas, o negociar criterios específi-

cos de preferencialidad.
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162. La adjudicación de subsidios y subvenciones en materia de vivienda para

mujeres, debe supeditarse, en primer lugar, a esquemas de financiación que

apunten al cubrimiento total del valor de la solución de vivienda; en segun-

do, al cumplimiento integral de acciones y compromisos sociales o a la

asunción de conductas, fácticamente comprobables. Así, por ejemplo, la

permanencia o vinculación en el sistema educativo de los niños en edad

escolar que formen parte del hogar postulante.

Política de retornos

163. Establecer un procedimiento de evaluación de las condiciones de seguri-

dad, voluntariedad y dignidad, con participación de la población

internamente desplazada y de la cooperación internacional, a partir de pa-

rámetros previamente acordados.

164. Aplicar el principio de precaución establecido dentro de los mínimos de

protección de la Sentencia T-025 de 2004, relativo a abstenerse de promo-

ver procesos de retorno cuando se advierta cualquier tipo de riesgo para la

población.

165. Poner en marcha mecanismos de seguimiento a los procesos de retorno y

diseñar planes de contingencia para atender los eventuales riesgos de la po-

blación retornada.

Ver capítulo VII

http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2989.pdf
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Capítulo 6

Ver capítulo V                                                          Indice

http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2988.pdf
http://www.acnur.org/paginas/index.php?id_pag=3109


[327]

Capítulo 6 / Comentarios al informe del Balance de la política pública

Comentarios al informe del
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interno forzado

[327]

BALANCE DE LA POLITICA PÚBLICA
DE DESPLAZAMIENTO
Aportes y comentarios

Intervención de Luis Alfonso Hoyos Aristizábal,

Alto Consejero para la Acción Social,

en el acto de presentación del Balance de la Política Pública

para el Desplazamiento en Colombia

La evaluación que se realiza de la política al desplazamiento brinda elementos y

herramientas importantes para continuar abordando y construyendo acciones

permanentes de manera conjunta, en un tema tan doloroso y complejo.

Si bien es necesario afirmar que una respuesta oportuna al drama y el fenó-

meno del desplazamiento que se vive en Colombia por la situación de violencia,

unida a otros muchos factores, en la actualidad no es totalmente satisfactoria,

también es necesario reconocer que se ha avanzado en el alcance de logros signi-

ficativos, en medio de las dificultades.

El trabajo del equipo de ACNUR refleja este paradigma de la construcción en

la dificultad del conflicto, en las reuniones realizadas para este Balance con las

organizaciones de desplazados, organizaciones no gubernamentales de derechos

humanos, instituciones del gobierno, entidades de cooperación, organismos de

investigación y la empresa privada, con el fin de ver lo que se ha logrado, en lo

que se puede avanzar y lo que es necesario corregir.

La evaluación conjunta entre diversas instancias que conceptualizan de ma-

nera diferente la problemática del desplazamiento, es un ejercicio efectivo en el

propósito común de generar acciones para reforzar los avances y disminuir las

dificultades.
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En este camino, es importante señalar cuatro comentarios y reflexiones con

la idea de que ayuden a la construcción, desde una comprensión global e histórica

del fenómeno del desplazamiento y las acciones que ha emprendido este gobierno

para abordarlo.

El primero hace referencia a que históricamente en el territorio colombiano

nunca ha habido en su totalidad el monopolio de la fuerza, ni de la justicia, lo cual

muestra que parte de los problemas son realmente estructurales y que si una socie-

dad como la nuestra en medio de las profundas diferencias, de las polarizaciones

históricas, de los problemas de inequidad y en los últimos años de la agudización de

la violencia, del secuestro, del desplazamiento, de todo esto que tanto nos han gol-

peado, desea avanzar, debe generar cada vez más una conciencia clara en todos los

sectores que la única apuesta que le sirve a este país es la de la institucionalidad.

Esta institucionalidad significa construir desde los distintos escenarios del

aspecto político un Estado social de derecho. Esto implica que con nuestras accio-

nes, en nuestra tierra, se pueda avanzar hacia allá y que el termómetro de estas

acciones sea qué tan lejos o qué tan cerca estamos de este Estado social de derecho

que todos deseamos.

El segundo busca la reflexión entorno a la relación de la situación de violen-

cia —desplazamiento— fenómeno de la droga y la forma cómo la humanidad

está trabajando el tema. La droga y la instauración especial que tuvo por muchos

factores en Colombia en los últimos años, es también transversal a muchos de los

problemas que tiene el país. Si tuviéramos obviamente un Estado de derecho mucho

más consolidado, con una presencia de un aparato de justicia completo y con

unas mejores condiciones, tal vez no hubiera llegado ni se hubiera desarrollado de

esta manera.

Cuando todo el territorio no está copado por la institucionalidad, hay espacios

propicios especialmente para las mafias del crimen organizado. Si algún país ha sido

victima de lo que ha significado el negocio del narcotráfico en el mundo, es Colom-

bia, porque cuando no existe ni el monopolio de la fuerza ni el de la justicia esto

hace que se agraven más las condiciones y pueda crecer la criminalidad.

De esta manera, hoy somos, por ejemplo, el primer productor mundial de

cocaína, somos el primero de heroína en el continente y segundo a nivel mundial

después de Afganistán. Si bien dentro de esta “cadena agregada” no recibimos en

esta comunidad y en esta sociedad la mayor parte del valor, ésta se genera en otras

partes de las corrientes financieras internacionales: en el tráfico de armas, en to-

das las cadenas de comercialización, en todos los lavadores de dólares.

Lo que sí sufrimos es la mayor parte del daño: el narcotráfico ha agravado la

violencia, ha aumentado las muertes, ha generado más destrucción y más daños

ambientales, esto hizo que el tema del desplazamiento, que siempre ha sido parte

de la historia de Colombia, se haya incrementado en los últimos diez años, es
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decir, que hay una relación directa entre el fenómeno de la droga, la lucha por la

tierra y el desplazamiento.

El problema del desplazamiento ha sido estructural en Colombia. Durante el

siglo XX todos los años en Colombia ha habido desplazamiento forzado por la

violencia, en un promedio de 20 a 50 mil desplazados. En algunas épocas se agu-

dizó más, a finales de los años 40 y principios de los 50 por la violencia partidista,

centrándose mucho más en la zona andina y el interior del país, con muy poco

reflejo en la zona Caribe.

Después, el fenómeno del desplazamiento presentó un descenso en la medi-

da en que en los años 60 y los 80, a pesar de los graves problemas de pobreza, se

presentaron los mayores avances en Colombia en educación y salud, fueron dos

décadas de las más importantes.

En los últimos años del siglo XX se incrementa el desplazamiento y coincide

con el crecimiento del fenómeno de la droga y lo que pasó, particularmente en

nuestro país con casi dos millones de hectáreas de bosque de selva tropical des-

truidas y la mafia del narcotráfico involucrada en casi toda la sociedad Colombiana.

Involucró a sectores de la política, del Estado, del deporte, de la justicia y permeó

también a todos los actores armados y los grupos insurgentes colombianos, quie-

nes cambiaron su modo de actuación política al margen de la ley, por un mecanismo

ágil de enriquecimiento ilícito.

Para fortuna de todos, hoy la sociedad colombiana, así tenga un problema de

drogas muy grave, en la cabeza y en el corazón de los compatriotas el tema de la

droga empieza a ser excluido del modo de vida, así este grave problema conviva

todavía durante muchos años con nosotros.

En los últimos 20 años, esos grupos insurgentes y la barbarie que han signi-

ficado los grupos paramilitares o autodefensas en Colombia se impulsaron

fundamentalmente por el tema de la droga. Es necesario señalarlo porque si bien

no se toca en el documento, otra sería la historia del país si hubiéramos tenido un

Estado consolidado, u otra aún, sin tenerlo consolidado no hubiéramos tenido el

fenómeno de la droga. Nos convertimos en el eje de la producción mundial, en la

primera punta del eslabón y las que más terminaron afectadas fueron las regiones

donde más desplazamientos se generan en Colombia, fue donde más disputa te-

rritorial se dio y terminaron financiándose en un círculo infernal que impulsó la

producción de la droga.

El desplazamiento siempre ha existido en Colombia, pero jamás en los nive-

les de los últimos 10 años, tanto es así que a pesar de las profundas falencias que

tiene el Estado, se empezaron a tomar medidas en los últimos años: organizar un

sistema de atención estatal, establecer instituciones, tener la presencia de entida-

des internacionales, aumentar la cooperación y tener hoy unos avances en ciertas

materias y unas profundas carencias en otras.
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El tercer elemento de reflexión conjuga los dos anteriores. Lo significativo

del aprendizaje de la sangre de la violencia que se ha tenido, es que aprendamos a

entender que en medio de las profundas diferencias, sí se pueden construir cosas

distintas. Si no entendemos la capacidad de construir en medio de la tolerancia,

todos los ejercicios que se hagan pueden terminar por el mal camino. Son muy

pocos los colombianos que no pueden señalar que tienen amigos o personas o

familiares que han sido asesinados o secuestrados o han sufrido desapariciones.

Esto se trae a consideración porque sólo en la medida en que tengamos una pro-

funda sensibilidad en esa materia se hacen más descarnados los análisis, pero

permite a su vez construirse mucho más. Lo que se ha encontrado en materia de

procesos del desplazamiento es que hay mucha gente que todavía no tiene sensibi-

lidad frente e este fenómeno tan doloroso.

El cuarto elemento de reflexión tiene que ver con la percepción entre los

avances y las limitaciones con que se cuenta. Si bien hoy hay mucho más nivel de

información, existe mucha más claridad sobre la gravedad del tema y hay muchos

instrumentos que se han ensayado, unos de los cuales han funcionado y otros no,

en más de una ocasión la visión o la percepción se enfatiza más en los temas en los

que no es evidente el progreso, que frente a los logros obtenidos en medio de las

dificultades.

Hay temas, por ejemplo, que son los más graves y que se confunden con el

tema estructural de pobreza: temas como vivienda, tierra y generación de ingre-

sos, son los más críticos, donde la respuesta estatal, la del gobierno y la sociedad

han sido vistos desde lejos insuficientes y, por otro lado, hay otros temas donde

hay avances, pero perfectamente pueden ser percibidos como simple mitigación

al problema.

Desde esta mirada, es bueno ver los avances porque pueden dar lecciones

claras de lo que puede pasar en otros temas. A la fecha, por ejemplo, hay un mejor

sistema de información; se desconfía mucho de las cifras oficiales sobre las reduc-

ción en un 48% a un 50% del desplazamiento en el 2003 en comparación con los

años anteriores. El gobierno ha hecho un esfuerzo muy importante y cada vez

mucho más exigente del registro para poder tener claridad de la magnitud de la

procedencia y de la caracterización de las personas.

El registro, con sus carencias, ha permitido ver que en los últimos 10 años

entre 2 y 3 millones de colombianos se han desplazado y las características son las

que permiten ver cuáles son las causas estructurales. En los últimos dos años se

pasó de 600 mil inscritos a un millón cuatrocientos mil, lo que se ha realizado es

un avance muy importante de registrar personas que nunca se habían inscrito en

los 3 o 4 años anteriores.

Esta organización de las bases para poder caracterizar mejor la información

va mostrando por ejemplo, que el 90% de la población desplazada en Colombia
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en los últimos 10 años fue de regiones rurales o semirrurales, en segundo lugar

que más de la mitad son mujeres, más del 40% son menores de edad, más de 70%

son de estratos 1 y 2; lo que confirma que siempre cuando hay violencia y cuando

el Estado se debilita, los que más sufren siempre son los más pobres y los que

tenían condiciones de vulnerabilidad previa. Lo anterior puede parecer obvio, pero

cuando se va caracterizando, se determinan regiones y se encuentran cuáles son

las 20 microrregiones críticas y las que más se han afectado y los 102 municipios

que tiene mucho más gravedad, lo cual permite tomar acciones.

La información clara, que se pueda difundir, que sea mucho más transpa-

rente ayuda y el hecho de que se tengan foros, investigaciones, estudios, son un

paso importante que no resuelve el problema de fondo, pero es fundamental te-

nerlo, porque ayuda a ser más consistentes en la cooperación que tenemos que

pedir y en aquellos sitios que tenemos que trabajar.

Por último, el desplazamiento como bien lo dice el documento se genera por

una falla del Estado, esto es claro porque existe una incapacidad de darle respues-

tas a los ciudadanos y darles la protección, pero hay dos actores fundamentales

que hoy se disputan el “honor” de ser los responsables casi por mitad del despla-

zamiento. Inicialmente eran fundamentalmente las FARC, pero después fue tan

agresiva la acción de los paramilitares que rápidamente terminaron alcanzándo-

los, no sólo por las masacres sino por lo que generaron en desplazamiento en

muchas zonas del país. Se puede decir hoy que los cerca de dos millones de despla-

zados colombianos registrados en el SUR, fueron directamente desplazados por

acciones, la mitad de las FARC y la mitad de los paramilitares, en sólo dos años se

igualaron en cifras, lo que muestra el crecimiento evidente que tuvieron en varias

regiones, acompañados de la agresividad de la acción y la mezcla definitiva con el

narcotráfico.

Desde la mirada de los avances y sus lecciones, es importante resaltar las

acciones que se han emprendido para dar respuesta al desplazamiento, frente a las

difíciles situaciones en que se emprende está labor y desde donde surgió la re-

flexión de la conjugación de múltiples factores que se encadenan y de una forma u

otra influyen para que se presente el desplazamiento, dando respuestas si bien no

suficientes, sí con logros que cada día hay que seguir acumulando para abordar el

problema, no sólo desde lo jurídico sino desde la realidad concreta por la que

atraviesa el país:

1. En cuanto a la atención humanitaria de emergencia, cuando se realizó el

balance hace dos años, el anterior gobierno había logrado tener más del 90%

de la ayuda humanitaria en los eventos masivos, hoy se ha logrado el avance

en la ayuda humanitaria de emergencia de tres meses en los casos de despla-

zamiento individual, se ha logrado un cubrimiento mucho más amplio y

oportuno. Las 50 mil familias que estaban en atraso ya han sido atendidas,
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hubo un avance importante de la política que permitiera evolucionar en ese

sentido, además se generaron los mecanismos necesarios para dar respuesta a

la sentencia ST-025 de la Corte Constitucional. Este es un hecho significativo.

2. En segundo lugar el programa de Seguridad Alimentaria RESA – RSS, hoy está

llegando a 700 mil campesinos y se tienen los recursos para ampliarlo a un

millón en el 2004, para que en el transcurso de este gobierno se llegue a una

cobertura de 3 millones de campesinos. Es una herramienta útil, ha mostra-

do buenos resultados, está funcionando en 44 sitios del país, con una buena

co-financiación y con participación de la gente, se están firmando y en pro-

ceso quince convenios con el apoyo de las gobernaciones, las alcaldías, los

comités de cafeteros y la Iglesia. Actualmente de los convenios suscritos, ocho

son con población desplazada.

Si bien RESA no es una estrategia exclusiva del desplazamiento, es una herra-

mienta que contribuye a la prevención del mismo, pues según los estudios

que tiene CODHES, la Red de Solidaridad Social y la Iglesia han encontrado

que más del 80% de los desplazados decían que tenían un problema de segu-

ridad alimentaria grave y que esto ayudaba a la salida de la población.

Ese 80% respondió que otro elemento, además de la violencia, las amenazas

generalizadas, el miedo, el reclutamiento de los hijos por guerrillas o para-

militares, es el problema de hambre, el cual es muy grave y se afectó y creció

en los últimos 10 años. Durante 1990 a 2002 (12 años) se presentó un empo-

brecimiento muy grande en el campo colombiano, sobre todo entre 1997 y

2001, fue la época más crítica del campo, se perdieron dos millones de hectá-

reas y se agudizó el desplazamiento.

Desde esta perspectiva el programa de seguridad alimentaria comienza a dar

una respuesta positiva y acogida por los diferentes actores que participan, si

se integra a otra serie de acciones su impacto puede ser mayor, hay que se-

guir extendiéndola por todo el país y cubrir el 25% de la población rural que

se ha propuesto este gobierno.

3. Una buena herramienta que se organizó desde el anterior gobierno son Las

Unidades de Atención y Orientación, UAO, de 13 que se dejaron instaladas,

10 funcionaban bien y 3 con dificultades, el actual gobierno, con el apoyo de

ACNUR, OIM, CICR y las autoridades locales (alcaldes y gobernaciones) incre-

mentó la cifra a 23 y se proyectan 3 más. Es un excelente mecanismo de

atención a la población en situación de desplazamiento, pues en las UAO tra-
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bajan de manera coordinada las diferentes entidades del gobierno que deben

dar respuesta a la población. A partir de estos espacios y el trabajo conjunto,

se mejoró la asistencia humanitaria, la forma de capturar la información, de

establecer contacto con la gente y sus necesidades, además de ser canales de

comunicación permanente entre las instituciones y la población.

4. El fuerte trabajo e impulso a los retornos, es una de las políticas emprendi-

das por este gobierno. Si bien es cierto que se mantienen las condiciones de

violencia, las soluciones se deben construir desde la complejidad de las mis-

mas. En los territorios donde la situación lo permite y la población elige

voluntariamente retornar, se han impulsado y trabajado coordinadamente

los retornos. Si se han presentado falencias, a través de la misma experiencia

se han venido y se seguirán superando las dificultades. No se puede olvidar

que el retorno debe responder a las realidades de la región y en aquellos

sitios que se puedan realizar es importante apoyarlos, pues facilitan la conti-

nuidad de un proyecto de vida comunitario y personal de quienes en algún

momento tuvieron que desplazarse. A la fecha se han retornado 15.184 fami-

lias, de las cuales 13.641 en masivos y 1.543 en retornos individuales.

5. En educación y salud se han dado avances, así todavía sea grande el abismo

para cubrir todas las necesidades. En cuanto a salud se han entregado 100

mil cupos nuevos en régimen subsidiado y el gobierno nacional está estu-

diando la entrega de 40 o 50 mil cupos de acuerdo con los requerimientos de

las alcaldías. La meta del cuatrienio es de 3.000 millones de cupos, que abar-

ca tanto población vulnerable como en situación de desplazamiento y a corte

del 31 de agosto se tienen 2’229.350 cupos.

El cambio de la entrega de los recursos en el sistema educativo por número

de alumnos atendidos también es un avance, aunque todavía quedan mu-

chos niños por fuera del sistema, este gobierno ha creado 734.413 mil cupos

educativos nuevos y va a crear 1’500.000 en el transcurso del período. Al

final van a quedar dos problemas, primero van a faltar 500.000 y segundo,

este faltante fundamentalmente no va a ser por carencia de oferta, sino por

problemas de ingreso de los hogares.

El tema no es simplemente de los cupos, sino de la capacidad para asumir los

gastos de transporte y comida, es la conjugación de varios factores. Se van

viendo las carencias que se deben ir abordando, pero desde la mirada de los

avances.
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6. Los tres temas en que más dificultades hay son tierras, vivienda y generación

de ingresos. En cuanto a la generación de ingresos se evaluó la entrega de

capital semilla que sólo cubrió el 5% de la población y presentó múltiples

dificultades, por lo cual este gobierno creó las líneas de crédito y el programa

de seguridad alimentaria. Si bien las líneas de crédito no han dado los resul-

tados esperados, en la actualidad se diseña una ruta de atención para la

generación de ingresos en áreas urbanas y rurales, con el apoyo del convenio

con el ACNUR, la Unidad Técnica Conjunta, que combina alternativas de re-

cursos no-financieros y no-reembolsables, con alternativas de capital de

crédito en condiciones subsidiadas, que faciliten el acceso a la población des-

plazada a oportunidades de ingresos, empleo y trabajo.

La revisión incluye el tema de voluntad política de los bancos en el nivel

regional y de otras entidades nacionales e internacionales, como insumo cla-

ve para el despegue de las alternativas de ingresos sostenibles y masivos.

Además de las línea de crédito, hay avances importantes en colaboración con

la cooperación internacional, por ejemplo el proyecto de Cimitarra con US-

AID y con la embajada de Estados Unidos que están ayudando a financiar

programas que se han entregado de manera directa a los campesinos. Son

$45.000 mil millones para proyectos productivos hechos empresarialmente,

donde el subsidio va para los campesinos.

Hay otra serie de proyectos interesantes en cacao, caucho, palma africana,

café orgánico, se entregó el programa para más de 1.000 familias con 6000

personas en las zonas de Nariño, Cauca, Huila y Tolima.

Otro ejemplo de trabajo con cooperación es el programa Alianzas – RSS, en

convenio con el Banco Mundial, que ha generado oportunidades a 5.085 per-

sonas entre vulnerados y desplazados, cuenta con 97 aliados, 63 públicos y

34 privados, 15 proyectos de generación de ingresos y ha invertido $2.122

millones, utilizado contrapartida de $19.066 millones, brindando un mode-

lo diferente que puede ser replicado en otras zonas.

El trabajo coordinado con los Laboratorios de Paz y el crédito de U$30 mi-

llones de dólares para el Proyecto Paz y Desarrollo en cinco zonas del país es

otra estrategia que permite abordar el trabajo con población desplazada des-

de su estabilización socio-económica; a través de ésta se proyecta atender

450 familias.
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Se requiere que los nuevos recursos y los de cooperación internacional se

canalicen mejor, en la medida que sean más claro los diagnósticos se puede

decir cómo se aplican mejor los recursos.

En el año 2003 a todas las instituciones del gobierno colombiano, con la

excepción de Bienestar Familiar, el SENA y la Red de Solidaridad Social se les

recortó el presupuesto, al contrario a la Red se lo duplicaron.

Con los 200 mil millones asignados, además de apoyar las estrategias que

han dado resultado, se crearán herramientas para la generación de ingresos y

empleo, una parte de esos recursos será para capital de pre-inversión e inver-

sión, estructurado y con criterios de sostenibilidad sólidos, con un mayor

cubrimiento evitando los errores del pasado.

En cuanto al tema de vivienda el principal problema es el recurso insuficien-

te. A partir de las recomendaciones que se realizaron en el año 2003 se han

destinado nuevos recursos, que incluyeron una bolsa de $20 mil millones

para población desplazada y se proyecta la ampliación del cupo con recursos

adicionales en la vigencia, para atender la demanda de la población postula-

da al subsidio, éstos son avances muy positivos.

Respecto a la bolsa ordinaria mucha gente se ha beneficiado, como son los

casos concretos de Valledupar, Manizales y Santa Marta, en donde se involu-

cró tanto a población desplazada como vulnerable, permitiendo que

centenares de familias ingresaran, evitando los errores del pasado como lo

sucedido con el decreto 951, que entregó solo 751 subsidios de manera di-

recta al 31 de diciembre de 2002 y los restantes fueron por tutelas, lo que

indica que el mecanismos no operó, no necesariamente por recursos sino

porque la gente terminó con la carta cheque sin una planificación de oferta

de vivienda que les permitiera hacer buen uso de la misma. El tema de vi-

vienda debe estar enfocado desde la consecución de recursos, los planes de

vivienda social y la generación de ingresos.

Por lo anterior, la nueva recomendación es, además, de seguir trabajando en

la política de vivienda y el subsidio, es el avance en la consecución de recur-

sos suficientes para arrendamiento, mejoramiento de hábitat y adquisición

de vivienda, que le dé una respuesta más oportuna a la población en situa-

ción de desplazamiento, comprometiendo a los municipios y gobernaciones,

desde una mirada nacional y regional.
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La Sentencia ST-025 abre la puerta al compromiso de las autoridades locales,

lograr que dentro de los planes de desarrollo departamental y municipal el

tema del desplazamiento quede inserto, no con los recursos suficientes, pero

es un paso importante. Varios municipios incluyeron el tema de vivienda

con una bolsa especial, hay que adicionar más recursos y buscar el compro-

miso de la mayoría de los municipios.

El tema de tierras es el de mayor atraso, lo que se puede decir hoy es que no

ha habido un solo gobierno, incluido el actual, que haya avanzando en este

tema. Sin embargo, se han entregado predios a 2.700 familias y 5.000 hectá-

reas más. El reto para este gobierno sigue siendo la orientación de la extinción

de dominio de tierras incautadas, para que se adjudiquen a campesinos y

familias desplazadas. Se han generado mecanismos para agilizar este proce-

so, para el segundo semestre del presente año, se debe producir la entrega de

los bienes que recibió estupefacientes al Incoder, de los cuales se espera llegar

entre 100 y 150 mil hectáreas en los próximos dos años. El proceso ya permi-

tió el avance jurídico que produzca la extinción.

La tarea y es el reto que tiene una institución del gobierno como el Incoder,

es empezar la entrega de estas tierras productivas, que contribuya a una re-

forma agraria. El Conpes que se produjo el 31 de marzo de 2004 plantea que

si se le está quitando a los narcotraficantes, paramilitares y guerrilleros la

tierra, la única forma para que esto tenga todo el sentido político es que se les

entregue a los campesinos.

No puede ser el único mecanismo la extinción de dominio, los recursos que

hoy estén asignados para el Incoder, son absolutamente insuficientes, pero se

espera que el resultado de esta nueva política de extinción de dominio se vea

reflejado en el próximo año, como una de las respuestas a la problemática. El

trabajo en el tema de tierras está por seguirse construyendo, no es tarea fácil,

ni se tienen los mecanismos y recursos suficientes para lograr los resultados

que se desearían o deberían ser.

7. Otro avance importante son los recursos duplicados para la Operación Pro-

longada de Socorro, en coordinación con el Bienestar familiar, la Red y el

PMA, el reto es poder ampliar su cobertura a nivel nacional.

8. Un mayor trabajo de coordinación con las entidades del SNAIPD es un logro

de política importante, hoy se puede decir que hay un mayor compromiso
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de las gobernaciones y las alcaldías, se debe reconocer que la tutela ST-025

apalancó la respuesta de las autoridades regionales entregando recursos, sien-

do más colaboradores, presidiendo directamente los comités y apropiando

presupuestos (más de 400 municipios). Si bien no es suficiente, se comienza

a ver el problema como corresponsabilidad de todos y no sólo del gobierno

central. A lo anterior se une que algunas entidades del SNAIPD a nivel nacio-

nal están haciendo una apropiación presupuestal importante.

Estos puntos generales dan una mirada de cómo se viene trabajando para

dar respuesta al fenómeno del desplazamiento forzado interno. Es necesario in-

sistir que en el balance se deben mirar los vacíos, pero también los logros. Para el

gobierno es importante haber avanzado en: el tema de la información, el mejorar

la coordinación, mantener la asistencia humanitaria en eventos masivos al día, en

haber pasado de un 30% a más de un 90% en cubrimiento de la asistencia huma-

nitaria de emergencia en los desplazamientos individuales, en haber mejorado la

coordinación pasando de 13 a 23 UAO, en haber aumentado y duplicado la opera-

ción prolongada de socorro, en haber logrado más recursos de cooperación, en

tener 700 mil campesinos entre vulnerados y desplazados con programa de segu-

ridad alimentaria RESA, en que aunque siga siendo grave haya caído a la mitad el

porcentaje del desplazamiento y este año siga descendiendo, es positivo el que se

pueda acompañar a 70 mil personas en el retorno, en que se presente una mejor

disposición política, en el incremento del presupuesto para la Red y otras institu-

ciones que atienden al desplazamiento, en que se tenga una mayor coordinación y,

por último, que se construya conjuntamente a nivel nacional, regional y con la

cooperación internacional el Plan de Acción Humanitaria, que sirve de apoyo y

apalanca el Plan Nacional de Atención a Población Desplazada.

 Seguimos contando con todo el apoyo de la sociedad civil y la cooperación

internacional para lograr un mayor impacto en la aplicación de la política social

de atención a la población desplazada por la violencia. Tengan la absoluta seguri-

dad que el gobierno nacional cuenta con el pleno compromiso de trabajar sin

descanso para lograr el mayor bienestar de todos los colombianos.

Gracias.
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LA CONEXIÓN ENTRE CONOCIMIENTO
Y ACCIÓN SOCIAL

Una propuesta a propósito del Balance de la
política pública de prevención, protección y
atención al desplazamiento interno forzado
en Colombia, agosto 2002 - agosto 2004

Harvey Danilo Suárez Morales1

En los comentarios que siguen a continuación quiero bosquejar

los aspectos que considero relevantes del balance y de paso sugerir

algunos elementos complementarios o de contraste que posibili-

ten un debate ampliado de su contenido, sentido y alcance.

Inicialmente es preciso destacar, sin lugar a dudas, que el “Ba-

lance de la política pública de prevención, protección y atención al

desplazamiento interno forzado en Colombia”, elaborado por ACNUR,

constituye un texto de consulta obligada para cualquier persona o

institución que quiera adentrarse en la comprensión de la proble-

mática del desplazamiento forzado en Colombia. Asimismo, este

documento representa un invaluable aporte a la actualización del

debate referido a las respuestas institucionales y sociales (política

pública) relacionadas con la situación de personas, familias, comu-

nidades y sectores en riesgo o en situación de desplazamiento.

En especial, este Balance complementa la más reciente radio-

grafía en clave de la realización de derechos propuesta por la Corte

Constitucional a través de la Sentencia de Tutela T-025 de 2004.

Dicha Sentencia señala cómo las diversas respuestas de entidades

1 Director ejecutivo de la Consultoría para los Derechos Humanos y el
Desplazamiento, CODHES. Investigador social, abogado, especialista en ética
y derechos humanos, candidato a magíster en antropología social.
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estatales y gubernamentales, a través de acciones u omisiones “han contribuido al

desconocimiento de los derechos fundamentales de las personas en condición de

desplazamiento”, al punto de configurar un estado de cosas inconstitucional.

Antes de acometer los aspectos más significativos del informe, quisiera deli-

near algunos elementos de contexto para ubicar este documento de Balance, y

posteriormente resaltar los aspectos que a mi juicio son centrales en el mismo. En

su orden, la opción de análisis, el contenido, la utilidad práctica del documento y

la necesidad de apropiación social e institucional del mismo. Por último, se trazan

algunas conclusiones que sugiere el documento.

Esbozos del contexto actual de la respuesta estatal2

Antes de abordar los puntos precitados, considero indispensable señalar la necesi-

dad de contextualizar este Balance con aspectos que no se desarrollaron en

profundidad en el mismo, que fueron apenas sugeridos, o que sencillamente esta-

ban por fuera de los objetivos inicialmente propuestos. Los puntos que a

continuación se enumeran pueden arrojar luces para comprender el momento

actual de la política pública, para ser más exactos, de la agenda gubernamental3 en

la materia y los debates correlacionados.

2 En este apartado de los comentarios se retoman algunos de los planteamientos del texto “Análisis
de la respuesta institucional al desplazamiento forzado en Colombia. Una lectura en clave de
derechos”. Ponencia presentada por el autor en el III Seminario Internacional sobre Desplazamiento
Forzado en Colombia: “Respuestas institucionales y sociales al desplazamiento forzado en
Colombia: tutelando los derechos”, organizado por CODHES en Bogotá los días 8, 9 y 10 de
noviembre de 2004.

3 Sería preciso distinguir entre políticas públicas y políticas gubernamentales. No toda respuesta
por parte de las autoridades, entidades o instituciones estatales o gubernamentales puede ser
considerada de antemano como una política pública. Dicha respuesta para que pueda ser
considerada una real política pública debe cumplir ciertas condiciones básicas, entre ellas la
participación efectiva de los diversos agentes sociales e institucionales obligados, afectados,
interesados, y la existencia de los siguientes elementos constitutivos: i) Referentes normativos
aplicables, ii) Competencias y obligaciones institucionales específicas, iii) Destinación o esfuerzo
presupuestal concreto, iv) Procedimientos aplicables claros y determinados, v) Términos (tiempos)
de respuesta institucional, v) Criterios de aplicación respecto de la cobertura poblacional, geográfica
y de selección de la población sujeto de protección y atención; vi) Instancias y recursos de
exigibilidad y protección de los derechos concernidos, vii) Escenarios, garantías, condiciones y
oportunidades de debate público y participación ciudadana, viii) Sistemas, mecanismos, criterios
e indicadores de diseño, aplicación, seguimiento, evaluación y ajuste de la política, y ix) Procesos
de veeduría, fiscalización y rendición de cuentas. En resumen, las posibilidades de desprotección,
desatención e incluso de aplicación arbitraria de decisiones por parte de funcionarios(as) públicos
es mayor en los casos en los que no funcionan de manera integrada los elementos de la ruta básica
de realización de derechos precitada, es decir, frente a la ausencia de verdaderas políticas públicas.
El montaje y operación de políticas públicas requiere de compromisos e integración interinstitucional
e intersectorial, esfuerzos presupuestales y mecanismos participativos de seguimiento y ajuste de
tal magnitud que convocan estructuralmente al Estado y a la sociedad, de tal forma que esto sólo
es posible a través de programas sostenibles de larga duración, más allá incluso de propuestas
gubernamentales y en consecuencia requieren avanzar hacia políticas de Estado.
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1. La persistencia y en algunas zonas la agudización de la crisis humanitaria

asociada a violaciones sistemáticas de los derechos humanos y graves infrac-

ciones al derecho internacional humanitario. Situación esta que se agrava

aún más con la puesta en marcha de políticas gubernamentales y de inver-

sión privada que incrementan la desigualdad, la exclusión y la injusticia social

en Colombia.

2. La necesidad de análisis sobre los contextos del conflicto armado interno y

otras formas de violencia relacionados con la reconfiguración e irrupción o

afianzamiento de prácticas de control poblacional, territorial y de recursos

(confinamiento, desplazamiento intraurbano, homicidios selectivos, desapa-

riciones forzadas, detenciones masivas y arbitrarias, entre otros).

3. En esta misma línea, la relación entre las prácticas de despojo, destierro, uso

y aprovechamiento de circuitos económicos, legales e ilegales4 en ocasiones

relacionadas con megaproyectos, narcotráfico, tráfico de armas, trata y ex-

plotación de personas. En otras palabras, el análisis de procesos de

acumulación violenta de capital asociada a expectativas de valorización y

ganancia rápida a través de estrategias de expulsión y repoblamiento.

4. La preeminencia de una agenda gubernamental que apela al discurso de lu-

cha contra el terrorismo y el narcotráfico para imponer criterios de seguridad

y estabilidad global, hemisférica y nacional, por encima de agendas humani-

tarias de protección y atención a la población civil y/o el ejercicio básico de

derechos y libertades fundamentales. Dicha agenda tiene un fuerte acento en

aspectos económicos y militares acompañadas de programas compensato-

rios sociales o humanitarios de muy reducida escala e impacto.

5. En este mismo sentido, la sobredeterminación de la política de seguridad

democrática como nueva expresión de la securitización y militarización de

4 Este uso y aprovechamiento de recursos y circuitos económicos incluye tierras, territorios,
propiedades y fuerza de trabajo de personas, familias y comunidades sometidas y/o cooptadas
por proyectos económicos, políticos, culturales y ambientales fuertemente mediados por la aplicación
estratégica de la violencia, acompañada de aquello que podríamos denominar como “políticas de
seudo-inclusión selectivas y de baja intensidad”, es decir, en espacios en disputa o afianzamiento,
no todas las personas son agredidas y victimizadas, algunas personas y grupos reciben en estos
esquemas de poder local y regional beneficios tales como parcelas, seguridad y trabajo a cambio
de su adhesión al orden social así establecido. Una discusión necesaria sobre la imposición de
órdenes sociales locales y regionales como los antes citados, tiene que ver con el ejercicio de
derechos y libertades básicas, la autonomía de los individuos y las colectividades, la construcción
de ciudadanía, el tipo de lazo social establecido y las formas de tramitar los conflictos intersubjetivos
e intergrupos (clase, etnia, género).
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la política gubernamental de derechos humanos, derecho internacional hu-

manitario y en especial de la política de prevención, protección, atención y

restablecimiento de población en riesgo o en situación de desplazamiento.

6. La reducción del desplazamiento como un indicador de logro de la política

de seguridad democrática. Algunas ONG y sectores sociales consideramos

que la eventual reducción del número de personas expulsadas en ciertas re-

giones del país, contrasta con su incremento en otras zonas, de igual manera,

es preciso aclarar que dicha reducción no significa que necesariamente se

haya superado la crisis humanitaria y de derechos humanos asociada al des-

plazamiento forzado a través de respuestas integrales, prontas y efectivas en

términos de prevención, protección, atención, restablecimiento, verdad, jus-

ticia y reparación.

7. La vigencia y condiciones de aplicación de las obligaciones estatales respecto

del derecho internacional de protección: derecho internacional de los dere-

chos humanos, derecho internacional humanitario, derecho internacional

de los refugiados. En este mismo sentido, se analiza el grado de cumplimien-

to de las diversas recomendaciones realizadas al Estado colombiano por parte

de entidades del Sistema de las Naciones Unidas.

8. Las transformaciones de los discursos y prácticas gubernamentales que in-

tentan negar la existencia del conflicto armado interno, los intentos y “avances”

estructurales en la reducción y desdibujamiento del marco de obligaciones

estatales en materia de derechos humanos y derecho internacional humani-

tario.

9. La “carrera reformista” de transformación de los contenidos constituciona-

les considerados lesivos para el proyecto gubernamental. Se cuentan entre

las principales reformas las siguientes:

a. La transformación del sistema judicial.

b. La reducción de la capacidad de control efectivo por parte de la Corte

Constitucional.

c. La profundización de los estados de conmoción interior o en su defecto

el otorgamiento de facultades especiales de carácter permanente para el

Presidente de la República y las fuerzas militares en el marco de la lucha

contra el terrorismo y el narcotráfico,

10. Reformismo que por vía administrativa ha incluido profundos cambios en

la arquitectura institucional del Estado y que han implicado en concreto el
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desmonte de programas y proyectos dirigidos a la prevención, protección,

atención y restablecimiento de la población en riesgo o situación de despla-

zamiento.

11. La aplicación restrictiva de normas y principios de protección y atención

integral a comunidades en riesgo y en situación de desplazamiento5. Así como

la eliminación o restricción a la aplicación de acciones afirmativas y enfo-

ques diferenciales que reconocen la necesidad de políticas especiales para la

población en situación de desplazamiento, esto en razón a la falla estatal en

el deber de protección, la extrema vulnerabilidad y la situación de desigual-

dad y desventaja producto de la vulneración compleja, sistemática, y

continuada de derechos a la que ha sido sometida dicha población. La prác-

tica gubernamental está dirigida a establecer políticas que ubican a la

población en situación de desplazamiento con otras poblaciones vulnera-

bles a través de políticas generales de desarrollo local y regional. Algunas

voces de sectores gubernamentales sugieren incluso la necesidad de refor-

mar la Ley 387 de 1997.

12. El debate referido a impunidad y el correlato verdad, justicia y reparación en

el marco de procesos de justicia transicional en medio del conflicto y en este

escenario la suerte de las tierras, territorios y demás bienes de la población

en situación de desplazamiento.

13. El cuello de botella referido a la incorporación a la vida civil de grupos ar-

mados irregulares —los grupos paramilitares en la coyuntura actual— y la

ley de alternatividad penal.

14. El papel de la cooperación internacional para la paz, para la guerra o las

versiones mixtas, respecto de políticas estructurales de prevención, protec-

ción, atención y restablecimiento en medio del conflicto actual y/o como

elemento fundamental, pero complementario a la responsabilidad primaria

estatal en una eventual fase de posconflicto.

15. La articulación entre los requerimientos de transformación estructural rea-

lizados por la Corte Constitucional a través de la Sentencia T-025 de 2004 al

Estado colombiano, el Plan Nacional de Atención a la población desplazada

por la violencia y el Plan de Acción Humanitario.

5 Entre estos: los principios rectores de los desplazamientos internos de Naciones Unidas, la Ley
387/1997 y sus decretos reglamentarios.
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16. El cumplimiento estatal de las diversas órdenes fijadas por la Corte Consti-

tucional al Estado colombiano, en la antes citada Sentencia T-025 de 2004,

con el propósito de que se adopten decisiones que permitan superar tanto la

insuficiencia de recursos, como las falencias en la capacidad institucional

con el fin de superar el estado de cosas inconstitucional6.

17. La preocupación de algunos sectores sobre la reducción del marco de pro-

tección y atención a la población en situación de desplazamiento, cuando no

de la aplicación de políticas temporalmente regresivas en esta materia. Las

inquietudes se relacionan con la duración de dicha temporalidad. ¿Acaso

estaríamos frente a una especie de “estado de excepción” en el cumplimiento

de las obligaciones estatales en materia de la política pública de atención a la

población en situación de desplazamiento? ¿Una vez se apruebe la moratoria

de la necesaria progresividad de los derechos de la población en situación de

desplazamiento, cuándo y en qué condiciones se restablece el marco de obli-

gaciones estatales?

Es necesario reiterar que estos elementos contextuales desbordan las posibi-

lidades del informe presentado, pero que pueden ayudar a comprender

acciones de política pública por seguir y, en últimas el alcance y potenciali-

dad de este Balance.

La opción de análisis y el contenido del informe

El informe asume la perspectiva de derechos como eje transversal del análisis.

Esta opción implica avanzar en un esfuerzo que supera la mera descripción de

coberturas poblacionales o geográficas, y que se pase del lenguaje de las necesida-

des al de los derechos, de esta forma se abren posibilidades de consolidación de

una agenda social e institucional que afiance soluciones duraderas y respuestas

estructurales. Ampliar la base de conocimiento e incidencia social e institucional

hace parte de la propuesta consignada al final de estos comentarios.

Antes que enumerar los detallados análisis incluidos en el Balance, quisiera

destacar el notable esfuerzo por establecer una evaluación basada en un claro,

explícito e integrado análisis del marco de protección y de los derechos concerni-

dos en cada fase de atención, programa o respuesta institucional.

6 “La existencia de un estado de cosas inconstitucional en la situación de la población desplazada
debido a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos
constitucionalmente y desarrollados por la ley, de un lado, y el volumen de recursos efectivamente
destinado a asegurar el goce efectivo de tales derechos y la capacidad institucional para
implementar los correspondientes mandatos constitucionales y legales, de otro lado”. Corte
Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. M.P. Manuel José Cepeda.
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En otras palabras, uno de los aspectos más valiosos de este informe es el uso

del lenguaje de derechos como matriz de evaluación de las políticas públicas. Y no

podría ser de otra forma puesto que el punto de partida del balance considera que

la política institucional es un medio para realizar y/o restablecer los derechos con-

culcados a la población en riesgo o en situación de desplazamiento. A su vez, la

aproximación al lenguaje de derechos desde el análisis específico, concreto y real

de la respuesta institucional se constituye en una vía privilegiada de conocimiento

social que conecta el marco normativo, la necesidad de apropiación presupuestal

específica, el saber individual y colectivo, y la activación de respuestas a través de

los diversos agentes de política pública. Acercar el conocimiento experto a las ne-

cesidades de la gente conforma una apuesta necesaria en procura de la

transformación del estado de cosas actual.

Resulta no menos importante la sistemática referencia a los instrumentos,

mecanismos e instancias de protección relevantes en cada caso, fase o etapa de

atención analizada. Así mismo, el documento retoma, aclara, precisa y pone en

funcionamiento la prolífica jurisprudencia constitucional en la materia. Esta es

una de sus mayores fortalezas y una línea potencial de trabajo en tareas de forma-

ción, capacitación y empoderamiento con comunidades, organizaciones y

entidades.

La utilidad práctica del documento y una propuesta de divulgación
apropiación y uso del Balance

Considero que el Balance en razón de su actualidad y pertinencia requiere de

un proceso sistemático de socialización, contextualización, debate y aporte local y

regional a través de la activación de estrategias concretas de lectura, difusión,

multiplicación y apropiación de los contenidos, recomendaciones y propuestas

consignadas en el mismo, en conexión con la Sentencia de la Corte Constitucional

T-025 de 2004. De otra manera, se evitaría que documentos que se deben conver-

tir en insumos que potencien cambios favorables se queden almacenados en los

estantes de una oficina, además ajenos y distantes de las necesidades, derechos y

expectativas de sus destinatarios(as).

En términos más escuetos, se requiere de un proceso de devolución del in-

forme. Me tomo el atrevimiento de sugerir dicho proceso, en razón al contenido,

el enfoque del documento y a la potencialidad que representa su divulgación, apro-

piación y uso en dirección a elevar la capacidad de agencia de los diversos sectores

concernidos en la política pública relacionada con el afrontamiento estructural

del desplazamiento forzado en Colombia. De manera genérica podemos entender

la capacidad de agencia como las diversas acciones de transformación, de cons-

trucción y activación de cambio favorable que puede desplegar una persona, grupo,
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colectivo o sector social en función de sus intereses, deseos, expectativas y dere-

chos.

La propuesta se orienta entonces a establecer un programa de devolución,

divulgación, apropiación y uso del balance por parte de los agentes i) obligados:

entidades estatales y gubernamentales del orden nacional y local; ii) afectados:

personas, familias, comunidades y sectores en riesgo o en situación de desplaza-

miento; y iii) interesados en articular respuestas estructurales y preferiblemente

duraderas: organizaciones sociales, iglesias, ONG, comunidad internacional, agen-

cias de cooperación, organismos intergubernamentales y multilaterales, gremios,

entre otros.

Bajo esta perspectiva, por “apropiación” me refiero a que el documento pue-

da ser utilizado por el mayor número posible de personas, organizaciones y

entidades, que pueda ser contextualizado y actualizado por diversos agentes so-

ciales, y que de esta forma se puedan empezar a romper esquemas de poder que se

sustentan en el monopolio del conocimiento a través —en términos de Michel

Foucault— del funcionamiento de circuitos reservados del saber.

La devolución y divulgación del documento supone la realización de un re-

sumen del balance que permita una primera vía de entrada para las personas poco

familiarizadas con el muy consolidado lenguaje de políticas públicas que sobre el

desplazamiento forzado se ha desarrollado en el país, en especial desde las preci-

siones, aclaraciones y más recientemente, órdenes, proferidas por la Corte

Constitucional, como el principal tribunal que ha tutelado los derechos funda-

mentales de la población en riesgo o en situación de desplazamiento7.

Como parte del proceso de divulgación y capacitación, se precisa la sistemá-

tica identificación de términos de difícil comprensión. Adjuntar un glosario de

términos básicos de política pública, enfoque de derechos, análisis jurispruden-

cial y enfoque diferencial —género, generación, etnia, discapacidad y opción u

orientación sexual— puede ser de gran ayuda. Para este primer grupo de trabajo

se debería abordar, en una etapa posterior, el informe en su integralidad.

En consecuencia, la propuesta se orienta a ampliar la base social de conoci-

miento sobre el lenguaje y la praxis de los derechos que atraviesa el marco de

protección referido a esta problemática, por medio de materiales pedagógicos que

permitan acercarse, identificar, apropiarse y hacer un uso más eficaz de las herra-

mientas jurídicas, sociales y políticas disponibles. Es decir, resulta necesario avanzar

en la comprensión integral e integradora de las normas generales y específicas, la

7 De manera complementaria es preciso destacar la labor del Ministerio Público (Procuraduría
General, Defensoría del Pueblo, personerías municipales) en programas relacionados con la
capacitación a agentes de política pública obligados y población en situación de desplazamiento,
así como la aplicación de un sistema de monitoreo y seguimiento de las políticas públicas referidas
al desplazamiento forzado.
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institucionalidad, los criterios, principios, mecanismos, instancias, y procedimien-

tos concretos de prevención, protección, atención y restablecimiento. El Balance,

insisto, junto con la Sentencia T-025 son dos documentos fundamentales en este

proceso.

Los escenarios de aplicación de este saber requieren de la activación en doble

vía de los espacios de debate, formulación, evaluación y ajuste de la política públi-

ca. “Desde arriba” a partir de expresas decisiones del alto gobierno y de los gobiernos

locales que pongan en funcionamiento periódico, público y participativo instan-

cias como el Consejo Nacional de Atención a la Población Desplazada por la

Violencia y los comités territoriales de atención (distritales y municipales) como

enlace entre las políticas nacionales y locales. Dichas instancias deben funcionar

de manera autónoma y sostenida más allá de los perentorios requerimientos de la

Corte Constitucional como máximo tribunal en la materia en el país.

“Desde abajo” a través de la participación de los diversos agentes de política

pública que requieren garantías, condiciones y oportunidades para el ejercicio

legítimo de ajustes, propuestas y la activación de la respuesta del Estado nacional

y local. En este orden de ideas, los procesos de veeduría social, fiscalización de

organismos especializados y rendición de cuentas, no serán posibles sino se logra

constituir y consolidar una agenda local, regional y nacional de seguimiento, mo-

nitoreo y ajuste de las políticas públicas para afrontar el desplazamiento forzado y

brindar protección, atención y restablecimiento a las personas afectadas. A su vez

esta agenda será parcial, fragmentada y con baja incidencia si no se eleva efectiva-

mente la capacidad de agencia de las comunidades en riesgo, en situación de

desplazamiento, receptoras y, en general, de las organizaciones sociales y entida-

des encargadas de la atención.

A manera de cierre: algunas conclusiones preliminares para el debate

En primer lugar quiero remarcar la evidencia que arroja este Balance respecto de

la disfuncional y paradójica complejidad de la arquitectura institucional del Esta-

do colombiano y del régimen político en lo que tiene que ver con el afrontamiento

de la problemática del desplazamiento forzado en Colombia. Existe un cúmulo de

normas, necesarias, pero insuficientes, cuya eficacia material de realización de

derechos se disuelve en el incumplimiento estructural del mandato estatal de pre-

vención, protección, atención y restablecimiento. Algunas de las condiciones,

razones y circunstancias que explican dicha falla estructural se establecen en el

balance comentado.

Atravesamos por un proceso de contracción, regresión y desdibujamiento de

la respuesta institucional (estatal y gubernamental) a la problemática del despla-

zamiento forzado en Colombia. En el país actualmente opera una política
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gubernamental más que una política pública estatal para afrontar un asunto que

como el desplazamiento forzado requiere de una agenda prioritaria8.

La ausencia casi absoluta de documentos de política pública para afrontar el

desplazamiento forzado y responder a la población en riesgo o en situación de

desplazamiento, denota igualmente la falta de un compromiso y una voluntad

política estructural en este tema. Salvo el Plan Nacional de Desarrollo, que incluye

desde la óptica gubernamental el tema, y las tardías convocatorias a revisar el bo-

rrador del Plan Nacional de Atención a la Población Desplazada por la violencia,

no ha sido posible discutir sobre propuestas concretas el contenido programático

de la política gubernamental al respecto. Este es un modelo de gestión basado en

la promesa —por lo demás muchas veces incumplida— más que en el compromi-

so y las obligaciones que implican el pacto social en un Estado moderno. Se impone

la figura del líder carismático con poderes simbólicamente ilimitados por encima

de la respuesta estatal institucionalizada, es decir reglada, sometida al imperio de

la ley y al escrutinio público.

En otras palabras, cualquier balance, o en el mejor de los escenarios, cual-

quier evaluación seria de la política pública sobre el desplazamiento forzado en

Colombia, requiere ver el claroscuro que abarca la respuesta estatal y guberna-

mental. El pesado lastre del incumplimiento, la falta de voluntad política, el

desconocimiento e incluso la negligencia, arrastran, al punto de casi refundir los

esfuerzos e iniciativas de algunas administraciones locales, entidades e institucio-

nes que de manera minoritaria intentan buscar alternativas viables a un problema

de las dimensiones del desplazamiento forzado en Colombia.

Persisten en esta línea de análisis las abismales diferencias en el tipo de compro-

miso y de respuesta asumidas para afrontar la problemática del desplazamiento forzado,

que más allá del problema mismo de la legitimidad de la gestión estatal —que no es

por cierto un tema de poca monta— conlleva que los mayores costos de esta disfun-

cionalidad sistémica los tengan que asumir la población en riesgo y en situación de

desplazamiento.

En este orden de ideas, y como expresión de las profundas contradicciones

del sistema y la propuesta gubernamental, encontramos muy sólidos avances en

materia de protección jurídica de los derechos de la población en riesgo y en si-

tuación de desplazamiento, producto de la integración del corpus normativo

(internacional y nacional) y la muy afortunada confluencia de las reclamaciones

de las personas, familias, comunidades y sectores principalmente afectados con el

invaluable papel de la Corte Constitucional en la protección de los derechos fun-

damentales de dichos sectores.

 8 Cfr. sobre la diferencia entre políticas gubernamentales y políticas públicas el pie de página 2 de
este documento.
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Dicho vínculo se ha establecido y avanza a la luz del arraigado e insistente

imaginario del Estado social de derecho, –fraguado en el proceso constituyente de

1991 que desembocó en la actual constitución política–, y en la cada vez más fuer-

te apropiación del lenguaje y la praxis de los derechos por parte de cada vez más

sectores sociales y agentes de política pública: organizaciones sociales, grupos de

mujeres, indígenas, población afrocolombiana, campesinos, pobladores urbanos,

ONG, redes ecuménicas, organizaciones internacionales.

El balance realizado por ACNUR, como resultado de una convocatoria amplia

y la correlativa participación de organizaciones de población en situación de des-

plazamiento, entidades estatales y gubernamentales, ONG y comunidad

internacional, muestra una vez más el abismal déficit entre las previsiones nor-

mativas, las buenas intenciones de algunas entidades, la ausencia de compromiso

efectivo de muchas instituciones, y la negligencia de otras, respecto de la realiza-

ción efectiva de derechos como propósito central de la respuesta institucional.

El Balance señala como la desprotección, la desatención y el incumplimiento

de expresas obligaciones estatales sigue siendo preocupante. No se logran todavía,

después de ocho años de existencia de un marco general y específico de obligacio-

nes (primariamente estatal) consolidar respuestas integrales, prontas y efectivas

respecto de la protección material, la atención y el restablecimiento de oportuni-

dades que permitan soluciones duraderas, la reparación, la reintegración y la

consolidación progresiva de niveles de autonomía que hagan posible reempren-

der proyectos individuales y colectivos sin necesidad de depender de la ayuda

externa9.

Es más preocupante aún que tozudamente la propuesta gubernamental in-

sista en diluir la respuesta a los derechos y necesidades de la población en riesgo y

situación de desplazamiento en el marco no menos difuso de las políticas genera-

les de desarrollo y lucha contra la pobreza, que de por sí tienen dificultades

estructurales de realización.

No menos lesiva es la persistencia en el desmonte y desdibujamiento de los

principios que con gran esfuerzo y no menos costo social se han logrado afianzar

respecto de la necesidad de enfoques diferenciales y acciones afirmativas en razón

de la situación de extrema y manifiesta vulnerabilidad por la que atraviesan las

personas, familias, comunidades y sectores en riesgo o en situación de desplaza-

miento. Si bien es cierto que el grado de aplicación de estas perspectivas ha sido

escaso y es todavía incipiente, no es menos cierto que algunos sectores de la es-

tructura decisional gubernamental consideran estas medidas demasiado “liberales”,

además contrarias a las exigencias de una “gestión eficiente” de los recursos. La

9 Estatal, gubernamental, de las iglesias, ONG, organizaciones comunitarias, de la familia, los
amigos(as), los vecinos(as), de personas desconocidas e incluso de la caridad ciudadana
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gestión del gobierno actual se relaciona estrechamente con modelos de goberna-

bilidad autoritario-populistas que priorizan la estabilidad macroeconómica en

beneficio principal de unos pocos, y el beneficio residual de la mayoría por enci-

ma de cualquier otra consideración. Esta manera de gobernar ha permitido el

incremento de índices aberrantes de concentración de capital como telón de fon-

do de estructuras de intensa desigualdad y exclusión, ambas situaciones

identificadas como dos de los principales signos descriptores de nuestra sociedad.

Entre tanto, está aún por elaborar una agenda estratégica de acciones de in-

cidencia de política pública en espacios de poder del ámbito global, nacional y

local, así como la movilización ciudadana sobre la base de una agenda integrada e

incluyente que sume esfuerzos y convoque intereses diversos alrededor de la bús-

queda de soluciones integrales en torno de mitigar y resolver estructuralmente la

problemática del desplazamiento forzado.

Por ahora priman —con resultados de intensa fragmentación y bajísima ca-

pacidad de transformación—, las agendas sectoriales e incluso sectarias que reflejan

la polarización que ha engendrado la violencia, la guerra, el destierro y el despojo.

Nos hace falta mucho trecho aún por transitar, muchos caminos por abrir para

comprender la necesidad de retomar factores y propósitos en común, antes que

diferencias aparentemente irreconciliables. Mientras esto ocurre, en la confusión

y el caos que genera la fractura del lazo social, avanzan raudos otros proyectos de

exclusión antes que de equidad; de favores, privilegios, prebendas, lealtades y deu-

das simbólicas impagables antes que libertades y derechos como pilares de una

sociedad más justa e incluyente.
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COMENTARIOS DE LA MESA NACIONAL
DE ORGANIZACIONES DE POBLACIÓN
DESPLAZADA*

Esta oportunidad brindada por el Sistema de las Naciones Unidas

es un reconocimiento a la memoria de las víctimas. Así lo hemos

entendido en la Mesa Nacional de Organizaciones de Población

Desplazada por la Violencia en Colombia, espacio de construc-

ción de una agenda común de las víctimas del conflicto y, en

particular, del desarraigo. Para las diferentes organizaciones a lo

largo y ancho del país, que hoy tienen esta Mesa como su voz, nues-

tra aspiración es incidir en la política pública, lograr un mayor

posicionamiento en la comunidad internacional y fortalecer cada

vez más nuestras comunidades, organizaciones y dirigentes de base.

En esta oportunidad para manifestar nuestra visión frente al

documento que se nos ha ofrecido para ser comentado, encontra-

mos una luz de esperanza en el exhaustivo análisis y en las

recomendaciones formuladas por el sistema de las Naciones Uni-

das, en esta ocasión por el ACNUR.

 Sin duda alguna, las recomendaciones hechas al Estado co-

lombiano, en su conjunto, significan un avance considerable para

nuestra democracia y la situación que vivimos en carne propia;

son una alternativa de humanización del conflicto y, en general,

las compartimos casi en su integralidad. No obstante, retomamos

* Equipo Operativo Nacional: Merardo Herrera F. , ADVICORA. Marelis Corzo
A., MESA INDÍGENA. Fulgencio Mena R., ADVICOREM. Rosa Maria Cucaita,
FUNDAVIVA.  Jose M. Castañeda,  ASNADES.  Aura Amelia Abril,  MUJER y
TRABAJO. Luis Rodrigo Cobos, FECARI. Simón Jaimes L., ASONORIENTE.  Simeón
Rodríguez, CORPROVIDA. Liliana Quimbaya Q., FUSICA.  Moisés Cuéllar G.,
ADESTOL. Arístides Villada, ADECAC. Zenaida Aragon Pino, AFRORAICES. Imer
Villazon A.,  MESA INDÍGENA. Nicolás Torres R.  CORPAGRO.



[351]

Capítulo 6 / Comentarios al informe del Balance de la política pública

algunos aspectos del informe, que nos parecen de singular trascendencia en nues-

tra situación de desplazamiento:

1. El documento se refiere a la población en “condición” y no en “situación” de

desplazamiento. Aunque parezca una posición subjetiva, y si lo es, sería váli-

da como expresión de la sicología colectiva de las víctimas. Es de mejor recibo

hablar de una “situación” transitoria llamada a ser superada lo mas rápido

posible, que exige una intervención integral, coordinada, efectiva y eficaz del

Estado y acompañada por la comunidad internacional; pues al fin y al cabo

con el desplazamiento se está ofendiendo la conciencia de la humanidad en-

tera. A la “condición” le sentimos un tufillo de permanencia, de incapacidad

de superar la “situación” penosa por demás, quizá en algunos ámbitos de

resignación, y en el peor de los casos, como posibilidad de construir un dis-

curso desgarrador sensiblero que no aporta a las soluciones que demanda la

población victimizada. Por el contrario, hoy, los que vivimos el desplaza-

miento estamos reconstruyendo nuestras opciones de vida en medio de la

guerra.

2. La reparación a la población en situación de desplazamiento es tratada tími-

damente, pues se habla someramente de la reparación moral y material.

Diríase que solamente la vulneración del derecho de propiedad material y

sus atributos con su correspondiente perjuicio moral es motivo de custodia

y protección. Desde la Mesa Nacional de OPD, creemos en la reparación sim-

bólica, los que vivimos el desplazamiento somos seres sociales, la humanidad

entera ha sido ofendida, necesitamos garantías de no repetición y de hitos

públicos que le cuenten a las generaciones futuras los horrores que hemos

vivido. La sociedad colombiana necesita reconstruir su tejido social, superar

este bache de la historia y afirmarse como nación en este mundo globaliza-

do, mirar hacia atrás y encontrar ese vínculo común de colombianos y tener

el deseo de seguir viviendo juntos bajo un mismo techo en el futuro.

3. Saludamos los esfuerzos del ACNUR por abordar temas como la vivienda, la

salud y la educación. Aunque tenemos matices, las 320 organizaciones de

base que conforman el espacio de la Mesa Nacional de OPD han hecho el

ejercicio de concertar una agenda de necesidades tan sentidas y básicas para

la vida.

En la reubicación es muy importante que el derecho a la vivienda de la po-

blación desplazada se realice a través de un programa especial que subsidie el

100% del valor de la vivienda. Estas viviendas deben tener en cuenta la dig-

nidad de las personas, por lo cual la Mesa Nacional de Organizaciones de
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Población Desplazada considera que el tipo de vivienda debe ser progresiva,

y no una unidad básica de vivienda, como hasta ahora se ha hecho.

Los recursos para cubrir los costos de este programa especial deberán ser

aportados por el Fondo Nacional para la Atención Integral a la Población

Desplazada por la Violencia, creado por la Ley 387 de 1997 y reglamentado

por el Decreto 501 de 1998, el cual hasta ahora ningún gobierno ha puesto

en funcionamiento. La Mesa Nacional de Organizaciones de Población Des-

plazada solicita que los entes territoriales del Estado (gobernaciones y

alcaldías) contribuyan con este programa especial, aportando terrenos, ser-

vicios públicos o recursos para construcción. La Mesa Nacional de OPD

propone que en todo proyecto de vivienda para la población desplazada se

vincule laboralmente a la población que será beneficiada, para generar unos

ingresos para el núcleo familiar. También propone que la asignación de las

constructoras para este tipo de proyectos se haga a través de una licitación

pública y que se incluya el control social o veeduría por parte de la población

desplazada, para evitar que se repitan los casos de corrupción que se han

visto hasta ahora.

En cuanto a la salud, el Estado debe, en uso de la discriminación positiva y

desplegando la acción afirmativa a favor de la población en situación de des-

plazamiento, implementar un régimen subsidiado especial que cubra la

atención integral en salud. Es decir, la atención en todos los niveles hospita-

larios, las cirugías y tratamientos, las enfermedades terminales y de alto costo

y los medicamentos; por lo menos hasta que la persona haya logrado su au-

tosostenibilidad o su restablecimiento socioeconómico; y que una vez haya

terminado la condición de desplazamiento se garantice que la persona será

trasladada a un régimen subsidiado de salud y no quedará desamparado. La

Mesa Nacional de OPD, también solicita que se garantice la atención especial

en salud a los grupos más vulnerables como el adulto mayor, las mujeres

cabeza de familia, los niños y niñas, madres lactantes, los discapacitados y

etnias. Todos los costos de esta atención deberán ser cubiertos con recursos

el Fondo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la

Violencia, pues las entidades territoriales receptoras no cuentan con los re-

cursos necesarios para cubrir este evento catastrófico que es el desplazamiento.

Adicionalmente, la Mesa Nacional de OPD solicita que se incluya una veedu-

ría a la prestación de los servicios en salud a la población desplazada por

parte de la misma población, y así evitar que nuevamente se presenten los

casos de corrupción que todos conocemos.
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Respecto a la educación presentamos la siguientes propuestas:

• Que se elimine la carta de educación.

• Que la población en situación de desplazamiento por la violencia tenga

acceso a la educación superior.

• Que haya vinculación en el SENA a nivel técnico profesional y que se les

brinde a los jóvenes y adultos capacitación completa.

• Propiciar la educación como garante de la identidad cultural y como

valor  fundamental para el desarrollo de los pueblos.

• Carta única cómo desplazado partiendo del aval de las comunidades,

organizaciones sociales o desplazados.

• Garantizar cupos en todos los niveles educativos y que el Estado asuma

el costo total del estudio de las comunidades en situación de desplaza-

miento por la violencia.

• Capacitación del personal docente par evitar la discriminación y deser-

ción escolar.

4. La participación la concebimos de manera efectiva, con capacidad de decidir

sobre nuestras vidas. La Mesa Nacional de OPD se ha planteado como objetivo a

corto plazo, la participación en los espacios de decisión y definición de políticas.

En los programas y proyectos se requiere la participación de la población direc-

tamente afectada, por lo cual la Mesa Nacional solicita que se brinde un espacio

permanente en las siguientes instancias que funcionan actualmente o que pro-

ponemos que funcionen:

• En el Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplaza-

da con tres representantes, elegidos con criterios amplios y democráticos.

• En el Fondo Nacional de Atención Integral para la Población Desplazada

y en su reglamentación.

• En el Observatorio Nacional del Desplazamiento que se pondría en fun-

cionamiento, tal y como lo señala la Ley 387 de 1997.

• En el Grupo de Apoyo al Desplazamiento, GAD.

• En el Comité de interlocución de las ONG con el Programa Presidencial

para los Derechos Humanos y el derecho Internacional Humanitario.

• En el Programa de Protección a Defensores de Derechos Humanos del

Ministerio del Interior y Justicia a través del comité especial para comu-

nidades, organizaciones y dirigentes-directivos de Organizaciones de

Población Desplazada.

• En el Consejo Nacional de Planeación.

•  En el Consejo Nacional de Paz (Art. 340 de la Constitución Política).
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Así mismo, en instancias de definición de programas, proyectos o de ejecu-

ción y/o control:

• En los comités departamentales, municipales, distritales de atención in-

tegral  a la población desplazada por la violencia.

• En los comités regionales o locales de Paz y Planeación.

• En las coordinaciones regionales o locales de derechos humanos (ONG,

Gobierno, Sociedad civil).

• En las veedurías locales, regionales, nacionales, o internacionales de co-

operación no reembolsable.

 De otra parte, la población desplazada por la violencia ve con desconfianza

los guarismos de disminución del 50% de las personas en situación de desplaza-

miento durante el año 2003. El informe tiene como soporte las cifras de la Red de

Solidaridad Social y de CODHES, que curiosamente cada vez mas sufren del efecto

espejo. Si la agencia ACNUR asume como cierta la situación y la cifra, tendría que

desplegar un accionar humanitario que atendiera las víctimas en situación de blo-

queo de zonas y con privación de bienes indispensables para la supervivencia como

población civil. El informe nada dice de este asunto, a no ser que lo contemple

dentro de su plan de acción. Además, no hace ninguna recomendación al Estado

para la atención en zonas del territorio nacional donde se encuentren las pobla-

ciones en situación de bloqueo y/o confinamiento, lo que significaría una

incongruencia o a una omisión lamentable.

La población en situación de desplazamiento ha hecho este pronunciamiento

en condición de indígenas, de mujeres cabeza de familia, de niño(a)s, adultos mayo-

res, negritudes, de la pobreza y población históricamente marginada en busca de su

reivindicación en un Estado Social de Derecho. Estamos construyendo una sola voz

que exprese la calamidad y, al mismo tiempo, las propuestas de un pueblo que sufre

el desplazamiento forzado, pero que no se siente representado por ninguno de los

profesionalizados en el dolor ajeno. Asumimos la realidad por nosotros mismos y

no aceptamos que ningún otro sector se autodenomine representante de nuestros

intereses. Lo haremos directamente a través de nuestras propias expresiones organi-

zativas y de nuestros dirigentes; claro está que sí requerimos de la solidaridad y

acompañamiento humanitario de organizaciones, agencias y demás instancias na-

cionales e internacionales que trabajan por la población y en su diario accionar

vienen realizando labores importantes en nuestro beneficio y en el de la búsqueda

de soluciones viables, sostenibles a corto, mediano y largo plazo.

Comunidades, organizaciones dirigentes y directivos locales, regionales y

nacionales que conformamos el espacio de la Mesa Nacional de

Organizaciones de Población Desplazada por la Violencia en Colombia.
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PARÁMETROS DE EVALUACIÓN Y OBSERVACIÓN

Parámetros para evaluar las políticas de prevención del desplazamiento
interno forzado
1. Debe existir una política de prevención del desplazamiento coherente con las

políticas generales de convivencia y seguridad del Estado, para garantizar el
ejercicio de los derechos a la población, que contemple mecanismos especiales
para prevenir los efectos del conflicto sobre niñas y niños, la violencia en razón
del género contra la mujer y aquella contra los grupos étnicos.

2. El mantenimiento del orden público es un deber del Estado subordinado a la
vida y respeto a la dignidad humana.

3. Las personas tienen derecho a no ser desplazadas forzadamente y a buscar
protección en otra parte, dentro o fuera del país.

4. Las políticas de prevención deben reconocer como supuestos algunas causas de
la violencia que produce el desplazamiento y concretar mecanismos integrales
para: superar la impunidad; clarificar los derechos de propiedad individual y
colectiva sobre la tierra; atender las necesidades de los niños y de las niñas;
garantizar la presencia de las autoridades civiles en los municipios; mantener
activos los comités municipales, distritales y departamentales para la atención
integral a la población desplazada por la violencia; promover el desarrollo de
zonas de expulsión; evaluar el impacto de grandes proyectos productivos y
económicos; garantizar y apoyar el derecho de asociación y participación de
las comunidades a través del reconocimiento y fortalecimiento de sus procesos
comunitarios; mantener sistemas de prevención que permitan caracterizar en
forma diferencial los patrones de vulneración del derecho.

5. Las políticas deberán incluir mecanismos de difusión sobre su contenido.
6. Las políticas deben promover, apoyar y respetar la labor de organismos huma-

nitarios y organizaciones de derechos humanos.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para evaluar las políticas de prevención del
desplazamiento interno forzado. 14 de julio de 2004”. Documento interno].

Parámetros para evaluar las políticas de protección de la población
internamente desplazada durante el desplazamiento
1. Las personas internamente desplazadas disfrutan de los mismos derechos que el

resto de la población.
2. Deben existir programas que atiendan específicamente su situación.
3. Estos programas están llamados a: considerar las necesidades de los sectores

que se encuentran en situación especial de vulnerabilidad (niños, niñas, jóve-
nes, mujeres y grupos étnicos); recoger, respetar y apoyar los procesos de
organización de las comunidades; atender de manera especial a los líderes de
la población internamente desplazada y a aquellas personas que no siendo
líderes son sujeto de persecución.

4. El Estado está en la obligación de diseñar y poner en marcha programas de
asistencia y orientación jurídica para la población internamente desplazada.
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5. Mientras se encuentren en situación de desplazamiento, las comunidades de-
ben tener acceso a la atención y al acompañamiento de organismos humanitarios.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para evaluar las políticas de protección de la
población internamente desplazada durante el desplazamiento”. 14 de julio de
2004. Documento interno].

Parámetros para evaluar las medidas adoptadas para atender a las
poblaciones que se encuentran bloqueadas
1. Las comunidades bloqueadas requieren especial atención de las autoridades.
2. En la planificación y el desarrollo de operaciones militares, debe evaluarse el

impacto sobre: las condiciones de aislamiento de las comunidades; las posibili-
dades de salida en busca de protección y las condiciones de abastecimiento.

3. Debe evitarse el empleo de métodos en los que como consecuencia de la ac-
ción, se prive de alimentos necesarios a la población para su subsistencia digna.

4. El Estado tienen la obligación de identificar las comunidades que sufren de
bloqueo y aislamiento, efectuar de manera regular asistencia humanitaria y
efectuar seguimiento permanente a las condiciones de emergencia alimentaria
que soportan.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para evaluar las medidas adoptadas para
atender a las poblaciones que se encuentran bloqueadas”. 14 de julio de 2004.
Documento interno].

Parámetros para la evaluación de la política pública de asistencia humanitaria
de emergencia para la atención integral de la emergencia
Deben existir programas de asistencia humanitaria de emergencia a la población
internamente desplazada directamente atendidos por el Estado que:
1. Garanticen un nivel de vida adecuado a la población.
2. Permitan una respuesta inmediata en términos de atención.
3. Garanticen el acceso en condiciones de igualdad a toda la población interna-

mente desplazada.
4. Consideren las necesidades especiales de los niños y niñas, promuevan la par-

ticipación equitativa de la mujer, contemplen sus necesidades especiales, y
respeten los derechos culturales de los grupos étnicos.

5. Suministren como mínimo: alimentos esenciales y agua potable, alojamiento y
vivienda básicos, vestido adecuado, servicios médicos (incluido el tratamiento
psicológico) y de saneamiento, transporte de emergencia y utensilios de cocina;
aseguren una nutrición adecuada a la mujer durante el embarazo y la lactan-
cia; y garanticen la disponibilidad de alimentos en calidad y cantidad suficientes,
sin sustancias nocivas y aceptables culturalmente.
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6. Atiendan a la población hasta tanto su capacidad de acceder por cuenta pro-
pia a los medios para la subsistencia sea recuperado.

7. Sean complementados con un eficiente programa de estabilización socioeconó-
mica y faciliten el tránsito hacia ella con el propósito de contribuir al alcance de
soluciones duraderas.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para la evaluación de la política pública de
asistencia humanitaria de emergencia para la atención integral de la emergen-
cia.14 de julio de 2004”. Documento interno].

Parámetros para la evaluación de políticas públicas destinadas a propiciar
soluciones sostenibles y la reparación de los derechos de la población
desplazada.
1. Toda persona internamente desplazada tiene derecho a acceder en igualdad

de condiciones a soluciones voluntarias, seguras, dignas y sostenibles que les
permitan superar en forma definitiva su situación de desplazamiento. Pueden
elegir entre volver al lugar del cual fueran desplazadas y en el que tenían sus
hogares o reasentarse en otras partes del país, incluyendo la integración en el
lugar de recepción.

2. Deben existir programas encaminados a propiciar las condiciones para gene-
rar condiciones de integración local, reubicación o retorno de la población
desplazada. Estas medidas se entiende deben estar dadas en forma previa a la
manifestación de voluntad del o la desplazada de tal manera que cuanta con
información completa acerca de las condiciones en las cuales va a darse cual-
quiera de esas alternativas.

3. Los programas de integración se promoverán con la participación activa de la
población en la planificación y administración del proceso de integración más
adecuado y en la construcción de las soluciones.

4. Los programas de integración deben propender por que la población alcance
la inclusión social, potencie su desarrollo humano, y disfrute del goce efectivo
de sus derechos y libertades, toda vez que la integración consiste en el mejora-
miento de su calidad de vida, la cual está relacionada con el acceso a: la
tierra, al empleo en condiciones dignas, a soluciones de vivienda, a la atención
médico asistencial integral, a la nutrición adecuada, a la restauración de los
activos comunitarios, a la reconstitución de las comunidades, a la educación, a
la participación política efectiva y la protección frente a actividades que desga-
rran el tejido social, principalmente las asociadas al conflicto armado interno.

5. Existen programas de asesoría y orientación jurídica a la población desplaza-
da que les permite conocer el contenido de sus derechos, los mecanismos para
hacerlos efectivos y, en particular la forma para obtener de los responsables la
indemnización y reparación correspondiente.

6. Las políticas deberían contemplar programas para facilitar la reparación de los
derechos para la población desplazada que como consecuencia del desplaza-
miento fue desposeída de sus bienes o sufrió otro tipo de perjuicios. Incluso
debe contemplarse la identificación de mecanismos para garantizar la repara-
ción de derechos y la indemnización de perjuicios en las procesos de diálogo
y negociación con los grupos armados y fondos de indemnización para aque-
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llos casos en los que no sea posible alcanzar del victimario la reparación del
derecho.

7. Los programas de reparación deben incluir la atención y rehabilitación de las
víctimas cuando fuere el caso, en especial tratándose de mujeres víctimas de
violencia en razón del género en el marco del conflicto y de niñas y niños.

8. Las políticas contemplarán la cesación de la condición de desplazado cuando
la persona haya alcanzado una solución sostenible, recuperado el control so-
bre su proyecto de vida y existan condiciones de no repetición de los hechos.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para la evaluación de políticas públicas destina-
das a propiciar soluciones sostenibles y la reparación de los derechos de la población
desplazada”. 14 de julio de 2004. Documento interno]

Parámetros para la evaluación de la política pública de salud para la atención
integral de la población internamente desplazada
Las personas internamente desplazadas tienen derecho a:
1. La salud en condiciones de igualdad, sin discriminación alguna en las distintas

fases del desplazamiento.
2. Un trato preferente en materia de salud con políticas y programas de salud

especiales.
3. El acceso físico y económico a los establecimientos, bienes, servicios e informa-

ción necesaria.
4. Una atención de salud inmediata.
5. Acceder a servicios de asistencia médica integral, quirúrgica y odontológica,

psicológica, hospitalaria y de rehabilitación; acceder a los medicamentos nece-
sarios para la atención y el tratamiento correspondientes.

6. Un sistema de atención diferenciada de acuerdo con las necesidades específi-
cas de algunos grupos poblacionales. En particular los programas deben: atender
las necesidades de las mujeres; garantizar condiciones sanitarias que no pon-
gan en riesgo la salud de los niños y las niñas, incluyendo programas de salud
sexual y reproductiva y acciones de prevención de la malnutrición; promover la
recuperación psicológica y la reintegración social y ser aceptables culturalmente.

[Tomado de ACNUR, “PARÁMETROS para la evaluación de la política pública de
salud para la atención integral de la población internamente desplazada”. 14 de
julio de 2004. Documento interno].

Parámetros para la evaluación de la política pública de educación para la
atención integral de la población internamente desplazada
1. Las personas internamente desplazadas tienen derecho a la educación gratuita

y obligatoria en condiciones de igualdad de oportunidades y acceso.
2. La determinación de la oferta escolar medida en número de cupos, debe permi-

tir efectuar los ajustes necesarios frente al número de niños y niñas que demandan
el servicio.
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3. La educación debe ser asequible, accesible, aceptable y adaptable: los pro-
gramas se ofrecen de manera gratuita para la población internamente
desplazada; deben existir programas de emergencia que permitan atender la
etapa inicial del desplazamiento; los contenidos de los programas facilitan el
proceso de integración de los niños y las niñas a su nuevo entorno y respetan
la identidad cultural; ciertas personas internamente desplazadas tienen dere-
cho a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades específicas; existen
estrategias para restablecer los servicios educativos en los lugares de retorno o
reubicación.

4. Deben existir programas educativos especiales para la población internamen-
te desplazada, en particular que atiendan las necesidades de la población
adulta, que faciliten la terminación de su ciclo de formación y que estén orien-
tados a la reclasificación laboral y la capacitación productiva.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para la evaluación de la política pública de
educación para la atención integral de la población internamente desplazada.
14 de julio de 2004”. Documento interno].

Parámetros para la evaluación de la política de estabilización económica y
acceso a tierras
En el marco del retorno voluntario, la integración local o el reasentamiento en otras
zonas rurales o urbanas, la población internamente desplazada tiene derecho a:
1. El acceso directo a la oferta social del gobierno, especialmente a los progra-

mas relacionados con: proyectos productivos; Sistema Nacional de Reforma
Agraria y Desarrollo Rural Campesino; fomento de la microempresa; capacita-
ción y organización social y planes de empleo urbano y rural.

2. El acceso a la tierra, al empleo en condiciones dignas, y a la generación de
ingresos.

3. A participar en los procesos de caracterización de su situación mediante: la
identificación de las circunstancias específicas de su situación individual y fa-
miliar, sus necesidades particulares, sus habilidades y conocimientos, y las
posibles alternativas de subsistencia digna y autónoma a las que puede acce-
der en el corto y mediano plazo, con miras a definir sus posibilidades concretas
para poner en marcha un proyecto razonable de estabilización económica
individual o colectiva, o de vincularse al mercado laboral.

En el caso específico del acceso a tierras, la población internamente desplaza-
da tiene derecho a:

1. Acceder a predios de paso y asentamientos temporales en predios a los que se les
haya declarado extinción del derecho de dominio o se encuentren asignados.

2. Acceder a predios definitivos mediante la permuta de una Unidad Agrícola
Familiar, UAF, abandonada por otra ubicada en una zona que ofrezca condi-
ciones para la reubicación de la persona desplazada o la acumulación del
tiempo necesario para la titulación de baldíos.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para la evaluación de las políticas encamina-
das a la protección de los bienes de la población desplazada, en particular su
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derecho de propiedad sobre su tierra y lugar de vivienda”. 14 de julio de
2004. Documento interno].

Parámetros para la evaluación de la política pública de vivienda y hábitat
para la atención integral de la población internamente desplazada
1 Las personas internamente desplazadas tienen derecho a un nivel de vida y a

una vivienda adecuados.
2. Los programas de vivienda deben plantear costos razonables complementados

con esquemas de subsidios.
3. Las soluciones de vivienda deben tener condiciones mínimas de habitabilidad y

la posibilidad de acceder a otros servicios.
4. La implementación de las políticas de vivienda debe ser oportuna.
5. Los programas deben garantizar la seguridad jurídica de la tenencia.
6. Las viviendas deben ser adecuadas culturalmente.
7. El derecho a una vivienda adecuada, se aplica a todas las personas y familias

internamente desplazadas, sin ninguna forma de discriminación —igualdad de
acceso—.

8. La propiedad y las posesiones de las personas desplazadas disfrutarán de pro-
tección en toda circunstancia.

9. Las personas internamente desplazadas tienen derecho a programas de vivien-
da especiales.

[Tomado de ACNUR. “Parámetros para la evaluación de la política pública de
vivienda para la atención de la población desplazada por la violencia”. 14 de
julio de 2004. Documento interno].

Parámetros para la evaluación de la política pública de retornos de la
población internamente desplazada
Además de aquellos generales a la política de integración ya mencionados:
1. Los programas de retorno se promoverán con la participación activa de la po-

blación y de manera simultánea a medidas encaminadas a facilitar la integración
local o reubicación de aquellas personas que optan por no retornar y garanti-
zando siempre la manifestación libre y fuera de apremio, de las mismas.

2. Las autoridades sólo promoverán procesos de retorno cuando estén garantiza-
das las condiciones de seguridad física, material y legal.

[Tomado de ACNUR, “Parámetros para la evaluación de políticas públicas desti-
nadas a propiciar soluciones sostenibles y la reparación de los derechos de la
población desplazada”. 14 de julio de 2004. Documento interno].
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